
PERMISOS PARA PRESTAR SERVICIOS 
EN REPRESENTACIONES DIPLOMATICAS

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: «Es-
cudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Poder
Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea 

La Comisión de Gobernación con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f)
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; 80, numeral 1, fracción VII; 157, nu-
meral 1, fracción I; 158, numeral 1, fracción IV y 167, nu-
meral 4, del Reglamento de la Cámara de Diputados, pre-
senta a la honorable asamblea, el siguiente dictamen.

Antecedentes

En sesión celebrada el 17 de noviembre del año en curso
por la Cámara de Diputados, se dio cuenta con el oficio de
la Secretaría de Gobernación, por el que solicita el permi-
so constitucional necesario para que los ciudadanos Carla
Rebeca Cortés Cárdenas, Enrique García López, Blanca
Cecilia Jazmín Martínez, Alfredo de la Torre Rivera, Ru-
bén Jorge Tapia Ruvalcaba, Mourad Omari, Lamberto Juan
Camacho Arellanes, Gener Chacón Sosa, Jorge Leonardo
Saucedo Tornero, Yaneth Yip González, Xóchitl Quetzaly
Cerda González, Alejandro Joel Garza Rivas y José Héctor
Chávez Padres, puedan prestar servicios de carácter admi-
nistrativo, en las embajadas de los Estados Unidos de Amé-
rica en México; del estado de los Emiratos Árabes Unidos
en México; del estado de Kuwait en México; del Reino de
Dinamarca en México; en el Consulado General de los Es-
tados Unidos de América en Guadalajara, Jalisco; Mata-
moros, Tamaulipas, y Monterrey, Nuevo León; y el Consu-
lado en Nogales, Sonora, respectivamente, turnándose a la
suscrita comisión para su dictamen, el expediente relativo.

Consideraciones

De la revisión del expediente se desprende que los peticio-
narios acreditaron su nacionalidad mexicana con las copias

certificadas del acta de nacimiento y de carta de naturali-
zación.

La comisión considera cumplidos los requisitos legales ne-
cesarios para conceder los permisos solicitados y en tal vir-
tud, de conformidad con lo que establecen la fracción II del
apartado C) del artículo 37 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, se somete a la considera-
ción de la honorable asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto

Artículo Primero. Se concede permiso a la ciudadana
Carla Rebeca Cortés Cárdenas, para prestar servicios como
asistente administrativo, en la embajada de los Estados
Unidos de América en México.

Artículo Segundo. Se concede permiso al ciudadano Enri-
que García López, para prestar servicios como contador
supervisor, en la embajada de los Estados Unidos de Amé-
rica en México.

Artículo Tercero. Se concede permiso a la ciudadana
Blanca Cecilia Jazmín Martínez, para prestar servicios co-
mo auxiliar contable, en la embajada de los Estados Unidos
de América en México.

Artículo Cuarto. Se concede permiso al ciudadano Alfre-
do de la Torre Rivera, para prestar servicios como coordi-
nador regional en el departamento de agricultura, en la em-
bajada de los Estados Unidos de América, en México. 

Artículo Quinto. Se concede permiso al ciudadano Rubén
Jorge Tapia Ruvalcaba, para prestar servicios como coordi-
nador regional en el departamento de agricultura, en la em-
bajada de los Estados Unidos de América en México.

Artículo Sexto. Se concede permiso al ciudadano Mourad
Omari, para prestar servicios como traductor, en la emba-
jada del estado de los Emiratos Árabes Unidos en México. 

Artículo Séptimo. Se concede permiso al ciudadano Lam-
berto Juan Camacho Arellanes, para prestar servicios como
capturista en la embajada del estado de Kuwait en México.
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Artículo Octavo. Se concede permiso al ciudadano Gener
Chacón Sosa, para prestar servicios como administrador en
la embajada del Reino de Dinamarca en México.

Artículo Noveno. Se concede permiso al ciudadano Jorge
Leonardo Saucedo Tornero, para prestar servicios como
auxiliar de mantenimiento en el departamento de servicios
generales, en el Consulado General de los Estados Unidos
de América en Guadalajara, Jalisco.

Artículo Décimo. Se concede permiso a la ciudadana Ya-
neth Yip González para prestar servicios como auxiliar de
visas en el consulado general de los Estados Unidos de
América en Matamoros, Tamaulipas.

Artículo Undécimo. Se concede permiso a la ciudadana
Xóchitl Quetzaly Cerda González, para prestar servicios
como empleada de visas en la sección de visas, en el Con-
sulado General de los Estados Unidos de América en Mon-
terrey, Nuevo León. 

Artículo Duodécimo. Se concede permiso al ciudadano
Alejandro Joel Garza Rivas, para prestar servicios como
chofer en la oficina de construcción en el extranjero, en el
Consulado General de los Estados Unidos de América en
Monterrey, Nuevo León. 

Artículo Decimotercero. Se concede permiso al ciudada-
no José Héctor Chávez Padres, para prestar servicios como
chofer, en el Consulado de los Estados Unidos de América
en Nogales, Sonora. 

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión.

La Comisión de Gobernación, diputados: Javier Corral Jurado (rú-
brica), presidente; Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica), Fe-
lipe de Jesús Rangel Vargas (rúbrica), Guadalupe Acosta Naranjo (rú-
brica), Lorena Corona Valdés (rúbrica), Juan Enrique Ibarra Pedroza,
Claudia Ruiz Massieu Salinas, Gastón Luken Garza (rúbrica), Francis-
co Ramos Montaño (rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica),
Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Sergio Mancillas Zayas (rúbri-
ca), secretarios; Agustín Carlos Castilla Marroquín (rúbrica), Sami Da-
vid David, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez, Nancy González
Ulloa (rúbrica), Marcela Guerra Castillo, Gregorio Hurtado Leija, Te-
resa del Carmen Incháustegui Romero (rúbrica), Jorge Antonio Kah-
wagi Macari, Humberto Lepe Lepe, Miguel Ángel Luna Munguía, Jo-
sé Ramón Martel López, Andrés Massieu Fernández (rúbrica), Nazario
Norberto Sánchez (rúbrica), Carlos Oznerol Pacheco Castro, Beatriz

Elena Paredes Rangel, Liev Vladimir Ramos Cárdenas (rúbrica), Agus-
tín Torres Ibarrola (rúbrica), Arturo Zamora Jiménez.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

Honorable Asamblea: 

La Comisión de Gobernación, con fundamento en lo dis-
puesto por los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; 80, numeral 1, fracción VII; 157, nu-
meral 1, fracción 1; 158, numeral 1, fracción IV, y 167, nu-
meral 4, del Reglamento de la Cámara de Diputados, pre-
senta a la honorable asamblea, el siguiente dictamen:

Antecedentes 

En sesión celebrada el 18 de octubre del año en curso por
la Cámara de Diputados, se dio cuenta con los oficios de la
Secretaría de Gobernación, por los que solicita el permiso
constitucional necesario para que los ciudadanos Daniel
Raymundo Rocha Lay, Steven Milon Esparza, Guadalupe
Moroyoqui Navarrete, José Miguel García Galindo, An-
drea Mora, Rodolfo Andrés Morales Reyes, Thania Ávila
Torres y Carlos Iván Reyna Romero puedan prestar servi-
cios en las Embajadas de Estados Unidos de América y Re-
al de Noruega, en México, y en el Consulado de Estados
Unidos de América en Nogales, Sonora; en Guadalajara,
Jalisco; en Nuevo Laredo, Tamaulipas; en Ciudad Juárez,
Chihuahua; y en Monterrey, Nuevo León, respectivamente,
turnándose a la suscrita comisión para su dictamen, el ex-
pediente relativo. 

Consideraciones 

De la revisión del expediente se desprende que los peticio-
narios acreditaron su nacionalidad mexicana con la copia
certificada del acta de nacimiento. 

La comisión considera cumplidos los requisitos legales ne-
cesarios para conceder el permiso solicitado y en tal virtud,
de conformidad con lo que establece la fracción II del
Apartado C) del artículo 37 constitucional, somete a la
consideración de la honorable asamblea el siguiente

Proyecto de Decreto

Artículo Primero. Se concede permiso al ciudadano Da-
niel Raymundo Rocha Lay para prestar servicios como es-



pecialista en asuntos de ciencia, en la Embajada de Estados
Unidos de América, en México. 

Artículo Segundo. Se concede permiso al ciudadano Ste-
ven Milon Esparza para prestar servicios como asesor, en
la Real Embajada de Noruega, en México.

Artículo Tercero. Se concede permiso al ciudadano Gua-
dalupe Moroyoqui Navarrete para prestar servicios como
supervisor de mantenimiento, en el Consulado de Estados
Unidos de América en Nogales, Sonora. 

Artículo Cuarto. Se concede permiso al ciudadano José
Miguel García Galindo para prestar servicios como auxi-
liar en la Sección Consular, en el Consulado de Estados
Unidos de América en Guadalajara, Jalisco. 

Artículo Quinto. Se concede permiso a la ciudadana An-
drea Mora para prestar servicios como telefonista en la
Sección Consular, en el Consulado de Estados Unidos de
América en Nuevo Laredo, Tamaulipas. 

Artículo Sexto. Se concede permiso al ciudadano Rodolfo
Andrés Morales Reyes para prestar servicios como técnico
en mantenimiento, en el Consulado de Estados Unidos de
América en Ciudad Juárez, Chihuahua. 

Artículo Séptimo. Se concede permiso a la ciudadana
Thania Ávila Torres para prestar servicios como empleada
en la Sección de Visas, en el Consulado de Estados Unidos
de América en Nuevo Laredo, Tamaulipas. 

Artículo Octavo. Se concede permiso al ciudadano Carlos
Iván Reyna Romero para prestar servicios como Guardia
en la Oficina de Seguridad, en el Consulado de Estados
Unidos de América en Monterrey, Nuevo León. 

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión. México, DF.

La Comisión de Gobernación, diputados: Javier Corral Jurado (rú-
brica), presidente; Mercedes del Carmen Guillén Vicente, Felipe de Je-
sús Rangel Vargas (rúbrica), Guadalupe Acosta Naranjo (rúbrica), Lo-
rena Corona Valdés, Juan Enrique Ibarra Pedroza, Claudia Ruiz
Massieu Salinas, Gastón Luken Garza (rúbrica), Francisco Ramos
Montaño (rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Luis Carlos
Campos Villegas (rúbrica), Sergio Mancilla Zayas (rúbrica), secreta-
rios; Agustín Carlos Castilla Marroquín (rúbrica), Sami David David,
Alejandro Encinas Rodríguez, Nancy González Ulloa (rúbrica), Mar-
cela Guerra Castillo, Gregorio Hurtado Leija, Teresa del Carmen In-

cháustegui Romero (rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi Macari, Hum-
berto Lepe Lepe, Miguel Ángel Luna Munguía (rúbrica), José Ramón
Martel López, Andrés Massieu Fernández (rúbrica), Nazario Norberto
Sánchez (rúbrica), Carlos Oznerol Pacheco Castro, Beatriz Elena Pa-
redes Rangel, Liev Vladimir Ramos Cárdenas (rúbrica), Agustín Torres
Ibarrola (rúbrica), Arturo Zamora Jiménez.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

PERMISOS PARA ACEPTAR 
Y USAR CONDECORACIONES

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

La Comisión de Gobernación, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; 80, numeral 1, fracción VII; 157, nu-
meral 1, fracción I; 158, numeral 1, fracción IV; y 167, nu-
meral 4, del Reglamento de la Cámara de Diputados, pre-
senta a la honorable asamblea el siguiente dictamen:

Antecedentes 

En sesión del 23 de noviembre del año en curso la Cámara
de Diputados dio cuenta con el oficio de la Cámara de Se-
nadores con el que remite el expediente que contiene las
minutas proyecto de decreto por el que se concede permi-
sos a los ciudadanos José Nicolás Aguayo Ramírez, José
Luis Chávez Aldana, Hernán Cano Hernández, José Ma-
nuel Reyes Silvestre, David Rodríguez Gómez, Tomás Ro-
berto González Sada, José Eduardo Pisa Sámano, Carlos
Francisco del Socorro Espadas Ceballos y José Luis Flores
López para que puedan aceptar y usar las condecoraciones
que en diversos grados les otorgan gobiernos extranjeros,
turnándose a la suscrita comisión para su dictamen. 

Consideraciones 

1. De la revisten del expediente se desprende que los peti-
cionarios acreditaron su nacionalidad mexicana con la co-
pia certificada del acta de nacimiento. 
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2. Esta comisión coincide con las consideraciones del Se-
nado de la República en virtud de que las condecoraciones
otorgadas no conllevan la aceptación o uso de títulos nobi-
liarios de gobiernos extranjeros ni implican la sumisión a
otro gobierno en detrimento de nuestra soberanía, ni com-
promete el interés público o pone en riesgo la seguridad na-
cional. 

3. Que las condecoraciones, de acuerdo al análisis de los
expedientes de los ciudadanos mencionados, son otorgadas
por la voluntad y beneplácito de los gobiernos extranjeros
en virtud de la trayectoria profesional o labores excepcio-
nales de los nominados. 

4. La condecoración Medalla Especial y Cinta con una Es-
trella Dorada, que otorga la Junta Interamericana de De-
fensa de la Organización de Estados Americanos, se da en
reconocimiento a los servicios prestados durante su perma-
nencia en dicha Junta, desde julio de 2009 a junio de 2011. 

5. La condecoración Medalla Especial y Cinta con una Es-
trella Plateada, que otorga la Junta Interamericana de De-
fensa de la Organización de Estados Americanos, se da en
reconocimiento a los notables servicios prestados durante
su permanencia en la Junta Interamericana de Defensa,
desde abril de 2007 hasta febrero de 2011. 

6. La condecoración Medalla Fraternidad Combativa, que
otorga el gobierno de Cuba al ciudadano Hernán Cano Her-
nández, con motivo del término de su misión diplomática
en la Embajada de México en Cuba, que desarrolló del 1 de
octubre de 2009 al 30 de septiembre de 2011, como agre-
gado naval. 

7. La condecoración Orden Bernardo O’Higgins, en grado
de Caballero, que otorga el gobierno de la República de
Chile al ciudadano José Manuel Reyes Silvestre, en razón
de sus 20 años de trabajo en la Embajada de Chile en Mé-
xico, desde 1990 a la fecha. 

8. La condecoración Gran Estrella al Mérito Militar, que le
otorga el gobierno de la República de Chile al ciudadano
David Rodríguez Gómez, por su constante ocupación y
disposición al buen desempeño de las diversas actividades
en su misión diplomática como agregado militar y aéreo en
la Embajada de México en Chile. 

9. La condecoración de la Orden del Sol Naciente, en gra-
do de Rayos de Oro con Cinta al Cuello, que le otorga el

gobierno de Japón al ciudadano Tomás Roberto González
Sada, por su desempeño meritorio. 

10. La condecoración de la Orden al Mérito, que le otorga
el gobierno de la Republica de Honduras al ciudadano Jo-
sé Eduardo Pisa Sámano, para expresarle su agradecimien-
to por su cooperación humanitaria y social con las aldeas
más pobres de nuestro hermano país. 

11. La condecoración Medalla 18 de Mayo de 1811, que le
otorga el gobierno de la Republica Oriental de Uruguay al
ciudadano Carlos Francisco del Socorro Espadas Ceballos
por sus servicios distinguidos y relevantes en su desempe-
ño como agregado militar y aeronáutico en la Embajada de
México. 

12. La condecoración Medalla de Pushkin, que le otorga el
gobierno de la Federación de Rusia al ciudadano José Luis
Flores López, por su considerable aportación preservación
y popularización de la cultura y literatura rusa. 

Por lo anterior expuesto, la Comisión de Gobernación con-
sidera cumplidos los requisitos constitucionales y legales
necesarios para conceder los permisos solicitados y en tal
virtud, de conformidad con lo establecido en el artículo 37,
apartado C), fracción III, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de la
honorable asamblea el siguiente 

Decreto 

Artículo Primero. Se concede permiso para que el ciuda-
dano José Nicolás Aguayo Ramírez pueda aceptar y usar la
condecoración Medalla Especial y Cinta con una Estrella
Dorada que le otorga la Junta Interamericana de Defensa
de la Organización de Estados Americanos. 

Artículo Segundo. Se concede permiso para que el ciuda-
dano José Luis Chávez Aldana pueda aceptar y usar la
Condecoración Medalla Especial y Cinta con una Estrella
Plateada que le otorga la Junta Interamericana de Defensa
de la Organización de Estados Americanos. 

Artículo Tercero. Se concede permiso para que el ciuda-
dano Hernán Cano Hernández pueda aceptar y usar la con-
decoración Medalla Fraternidad Combativa que le otorga
el gobierno de la República de Cuba. 



Artículo Cuarto. Se concede permiso para que el ciuda-
dano José Manuel Reyes Silvestre pueda aceptar y usar la
condecoración Orden Bernardo O’Higgins, en grado de
Caballero, que le otorga el gobierno de la República de
Chile. 

Artículo Quinto. Se concede permiso para que el ciudada-
no David Rodríguez Gómez pueda aceptar y usar la conde-
coración Gran Estrella al Mérito Militar que le otorga el
gobierno de la República de Chile. 

Artículo Sexto. Se concede permiso para que el ciudadano
Tomás Roberto González Sada pueda aceptar y- usar la
Condecoración de la Orden del Sol Naciente, en grado de
Rayos de Oro con Cinta al Cuello, que le otorga el gobier-
no de Japón. 

Artículo Séptimo. Se concede permiso para que el ciuda-
dano José Eduardo Pisa Sámano pueda aceptar y usar la
Condecoración de la Orden al Mérito que le otorga el go-
bierno de la Republica de Honduras. 

Artículo Octavo. Se concede permiso para que el ciuda-
dano Carlos Francisco del Socorro Espadas Ceballos pue-
da aceptar y usar la condecoración Medalla 18 de Mayo de
1811 que le otorga el gobierno de la Republica Oriental de
Uruguay. 

Artículo Noveno. Se concede permiso para que el ciuda-
dano José Luis Flores López pueda aceptar y usar la con-
decoración Medalla de Pushkin que le otorga el gobierno
de la Federación de Rusia. 

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, Distrito Federal, a treinta
de noviembre de dos mil once. 

La Comisión de Gobernación, diputados: Javier Corral Jurado (rú-
brica), presidente; Mercedes del Carmen Guillén Vicente, Felipe de Je-
sús Rangel Vargas (rúbrica), Guadalupe Acosta Naranjo (rúbrica), Lo-
rena Corona Valdés (rúbrica), Juan Enrique Ibarra Pedroza, Claudia
Ruiz Massieu Salinas, Gastón Luken Garza (rúbrica), Francisco Ra-
mos Montaño (rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Luis
Carlos Campos Villegas (rúbrica), Sergio Mancilla Zayas (rúbrica), se-
cretarios; Agustín Carlos Castilla Marroquín (rúbrica), Sami David
David, Marcela Guerra Castillo, Nancy González Ulloa (rúbrica), Jor-
ge Antonio Kahwagi Macari, Humberto Lepe Lepe, Teresa del Carmen
Incháustegui Romero, Miguel Ángel Luna Munguía (rúbrica), José Ra-
món Martel López, Andrés Massieu Fernández (rúbrica), Alejandro
Encinas Rodríguez, Nazario Norberto Sánchez (rúbrica), Beatriz Elena
Paredes Rangel, Gregorio Hurtado Leija, Liev Vladimir Ramos Cárde-

nas (rúbrica), Carlos Oznerol Pacheco Castro, Agustín Torres Ibarrola
(rúbrica), Arturo Zamora Jiménez.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.— Cámara de Diputados.

La Comisión de Gobernación, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f),
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos; y 80, numeral 1, fracción VII, 157, nu-
meral 1, fracción I, 158, numeral 1, fracción IV, y 167, nu-
meral 4, del Reglamento de la Cámara de Diputados, pre-
senta a la asamblea el siguiente dictamen:

Antecedentes

En sesión celebrada el 21 de septiembre del año en curso
por la Cámara de Diputados se dio cuenta con el oficio de
la Cámara de Senadores con el que remite el expediente
que contiene las minutas con proyecto de decreto por el
que se concede permiso a los ciudadanos Juan Martín Lié-
vanos Medina, Sergio Dionisio Fourzán Esperón, Rodrigo
Herrera Huízar y Carlos Tsuyoshi Kasuga Osaka para
aceptar y usar las condecoraciones que en diferentes grados
les otorgan gobiernos extranjeros, el que se turnó a la sus-
crita comisión para dictamen.

Consideraciones

1. De la revisión del expediente se desprende que los peti-
cionarios acreditaron la nacionalidad mexicana con la co-
pia certificada del acta de nacimiento.

2. Esta comisión coincide con las consideraciones del Se-
nado de la República, en virtud de que las condecoraciones
otorgadas no conllevan la aceptación o el uso de títulos no-
biliarios de gobiernos extranjeros ni implican la sumisión a
otro gobierno en detrimento de nuestra soberanía, ni com-
prometen el interés público o ponen en riesgo la seguridad
nacional.

3. Que las condecoraciones, de acuerdo con el análisis de
los expedientes de los ciudadanos mencionados, son otor-
gadas por la voluntad y el beneplácito de los gobiernos ex-
tranjeros en virtud de la trayectoria profesional o las labo-
res excepcionales de los nominados.

4. Que la condecoración Red Interamericana de Telecomu-
nicaciones Navales y Placa Distintiva, del gobierno de Es-
tados Unidos de América, es otorgada al segundo maestre
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SIA T. Inf. Juan Martín Liévanos Medina, de la Armada de
México, en virtud de que cumplió los requisitos que lo ha-
cen acreedor a la condecoración mencionada de acuerdo
con el capítulo 4, artículo 401, párrafo a, subpárrafo (1),
del Reglamento de Condecoraciones y Distintivos de la
RITN.

5. Que la Medalla al Servicio Meritorio, del gobierno de
Estados Unidos de América, es otorgada al contralmirante
CG DEM Sergio Dionisio Fourzán Esperón, de la Armada
de México, en virtud de los servicios meritorios y sobresa-
lientes de marzo de 2007 a julio de 2009.

6. Que la Medalla del Pacificador, del gobierno de la Re-
pública Federativa de Brasil, es otorgada al general briga-
dier DE Rodrigo Herrera Huízar, del Ejército Mexicano, en
virtud de los servicios destacados prestados al Ejército Bra-
sileño, por lo que se hace acreedor de un homenaje espe-
cial por esta institución al conferirle la condecoración.

7. Que la condecoración de la Orden del Sol Naciente, en
grado de Rayos de Oro con Roseta, que el emperador de Ja-
pón otorga al ciudadano Carlos Tsuyoshi Kasuga Osaka es
conferida en virtud de su amplísima trayectoria en favor de
las relaciones México-Japón, en instituciones públicas y
privadas.

Por lo expuesto, la Comisión de Gobernación considera
cumplidos los requisitos constitucionales y legales necesa-
rios para conceder los permisos solicitados y en tal virtud,
de conformidad con lo establecido en el artículo 37, Apar-
tado C, fracción III, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, somete a consideración de la
asamblea el siguiente

Decreto

Artículo Primero. Se concede permiso al ciudadano Juan
Martín Liévanos Medina para aceptar y usar la condecora-
ción Red Interamericana de Telecomunicaciones Navales
(RITN) y Placa de Distintivo RITN, que le otorga el go-
bierno de Estados Unidos de América.

Artículo Segundo. Se concede permiso al ciudadano Ser-
gio Dionisio Fourzán Esperón para aceptar y usar la con-
decoración Medalla al Servicio Meritorio, que le otorga el
gobierno de Estados Unidos de América.

Artículo Tercero. Se concede permiso al ciudadano Ro-
drigo Herrera Huízar para aceptar y usar la condecoración

Medalla del Pacificador, que le otorga el gobierno de la Re-
pública Federativa de Brasil.

Artículo Cuarto. Se concede permiso al ciudadano Carlos
Tsuyoshi Kasuga Osaka para aceptar y usar la Condecora-
ción de la Orden del Sol Naciente, en grado de Rayos de
Oro con Roseta, que le otorga el emperador de Japón.

Palacio Legislativo de San Lázaro. México, Distrito Federal, a de dos
mil once.

La Comisión de Gobernación, diputados: Javier Corral Jurado (rú-
brica), presidente; Mercedes del Carmen Guillén Vicente, Felipe de Je-
sús Rangel Vargas (rúbrica), Guadalupe Acosta Naranjo (rúbrica), Lo-
rena Corona Valdés, Juan Enrique Ibarra Pedroza, Claudia Ruiz
Massieu Salinas, Gastón Luken Garza (rúbrica), Francisco Ramos
Montaño (rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes (rúbrica), Luis Carlos
Campos Villegas (rúbrica), Sergio Mancilla Zayas (rúbrica), secreta-
rios; Agustín Carlos Castilla Marroquín (rúbrica), Sami David David,
Marcela Guerra Castillo, Nancy González Ulloa (rúbrica), Jorge Anto-
nio Kahwagi Macari, Humberto Lepe Lepe, Teresa del Carmen In-
cháustegui Romero (rúbrica), Miguel Ángel Luna Munguía (rúbrica),
José Ramón Martel López, Andrés Massieu Fernández (rúbrica), Ale-
jandro Encinas Rodríguez, Nazario Norberto Sánchez (rúbrica), Bea-
triz Paredes Rangel, Gregorio Hurtado Leija, Liev Vladimir Ramos
Cárdenas (rúbrica), Carlos Oznerol Pacheco Castro, Agustín Torres
Ibarrola (rúbrica), Arturo Zamora Jiménez.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
conformidad con lo que establece el artículo 87 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, se cumple la declarato-
ria de publicidad.

LEY GENERAL PARA LA PREVENCION 
Y GESTION INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la discusión del dicta-
men con proyecto de decreto que adiciona una fracción
XIII al artículo 96 de la Ley General para la Prevención y
Gestión Integral de los Residuos.*

En razón de que la etapa procesal de discusión en lo gene-
ral y en lo particular ya fue cubierta y se consideró sufi-

* El dictamen citado se encuentran en la página 57 del Volumen I del
Diario de los Debates del 1o. de diciembre de 2011.



cientemente discutido el dictamen, se pide a la Secretaría
abra el sistema electrónico, por tres minutos, para proceder
a la votación en lo general y en lo particular.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Háganse los avisos que refiere el artículo 144, numeral 2
del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sis-
tema electrónico, por tres minutos, para proceder a la vota-
ción en lo general y en lo particular.

(Votación)

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Diputado Francisco Javier Orduño.

El diputado Francisco Javier Orduño Valdez (desde la
curul): Muchas gracias, presidente. Nada más para pedirle
a las compañeras y compañeros diputados, que el dictamen
que está a discusión tiene la bondad de que los estados y
municipios promuevan la fracción de inversiones en in-
fraestructura y equipo, que favorezca la diversificación de
soluciones en el manejo responsable de los residuos.

Es importante señalar que el efecto de los residuos está vin-
culado con el volumen generado, sus características y el
tratamiento a disposición final.

En el caso de México, en 2010 se generaron más de 39 mi-
llones de toneladas de residuos sólidos, que fueron dis-
puestos en un 62.2 por ciento en rellenos sanitarios; un 8.4
por ciento en rellenos de tierras controladas, y el 26 en si-
tios no controlados, son tiraderos a cielo abierto.

Considero que es necesario incentivar las inversiones para
el tratamiento de los residuos sólidos, que tengan como fi-
nalidad mejorar la infraestructura, como estaciones de
transferencia, rellenos sanitarios, plantas para la incinera-
ción de residuos, sistemas para la separación y reciclaje.
Asimismo, equipo para la recolección, compresión y lim-
pieza, entre los más importantes.

Compañeros diputados, solicito su apoyo para la aproba-
ción del presente dictamen, ya que es necesario que se fa-
culte a los estados y los municipios para promover la in-
versión en infraestructura, equipamiento y diversificación
de soluciones para el manejo integral de los residuos, para
garantizar la reducción de la generación y valoración, ges-
tión integral de los residuos sólidos urbanos y manejo es-
pecial, a fin de proteger la salud, prevenir y controlar la

contaminación ambiental producida por su manejo. Mu-
chas gracias, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias. Señor diputado Serrano.

El diputado Emilio Serrano Jiménez (desde la curul):
Gracias, diputado presidente. Hace un rato no me quiso dar
el uso de la palabra para comentar que el cáncer más gran-
de que sufre México es la corrupción y solamente se pue-
de resolver cuando se meta a la cárcel a los corruptos, a los
tranzas y rateros de todos los partidos; como ejemplo y so-
lución a este cáncer es que castiguen a los corruptos del ta-
maño que sea. Pero tal parece que la Cámara de Diputados
les tiene miedo a los grandes personajes, que son los más
corruptos y le hacen tanto daño al país.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, señor diputado.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Ciérrese el sistema electrónico de votación. Señor presi-
dente, se han emitido un total de 304 votos en pro, 8 en
contra y 2 abstenciones.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 304 votos
el proyecto de decreto que adiciona una fracción XIII al
artículo 96 de la Ley General para la Prevención y Ges-
tión Integral de los Residuos. Pasa al Senado, para sus
efectos constitucionales.

LEY GENERAL DE VIDA SILVESTRE

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la discusión del dicta-
men con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General de Vida Silvestre,
para fortalecer el Sistema de Unidades para el Manejo y
Conservación de la Vida Silvestre. 

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General de Vida Silvestre,
para fortalecer el sistema de unidades para el manejo y
conservación de la vida silvestre
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Honorable Asamblea:

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales
de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del Con-
greso de la Unión fue turnado para estudio y elaboración
del dictamen correspondiente el expediente número 5792,
que contiene la iniciativa con proyecto de decreto por el
que se adiciona el artículo 38 Bis y se reforman el 40, 41 y
43 de la Ley General de Vida Silvestre, presentada por los
integrantes de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales.

En virtud del análisis y estudio de la iniciativa que se dic-
tamina, esta comisión ordinaria, con base en las facultades
que le confiere la fracción XXIX-G del artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para expedir leyes que establezcan la concurrencia del go-
bierno federal, de los gobiernos de los estados y de los mu-
nicipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en
materia de protección al ambiente y preservación y restau-
ración del equilibrio ecológico; los artículos 39, numerales
1 y 2, fracción XXIV, y 45, numeral 6, incisos e) y f), y nu-
meral 7 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; así como los artículos 78, 80
numeral 1, 81 numeral 2, 82 numeral 1, 84 numeral 1, 85,
157 y demás relativos del Reglamento de la Cámara de Di-
putados del Congreso de la Unión, somete a consideración
de los integrantes de esta asamblea, el presente dictamen,
de acuerdo con los siguientes

Antecedentes

Primero. En la sesión plenaria celebrada el 8 de noviem-
bre de 2011, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
recibió una iniciativa con proyecto de decreto por el que se
adiciona un artículo 38 Bis y se reforman los artículos 40,
41 y 43 de la Ley General de Vida Silvestre, presentada por
los diputados Ninfa Salinas Sada (PVEM), Andrés Aguirre
Romero (PRI), Ernesto de Lucas Hopkins (PRI), Héctor
Franco López (PRI) Francisco Alejandro Moreno Merino
(PRI), Augusta Valentina Díaz de Rivera Hernández
(PAN), Agustín Torres Ibarrola (PAN), Ma. Dina Herrera
Soto (PRD), María Araceli Vázquez Camacho (PRD), Ale-
jandro Carabias Icaza (PVEM), José Ignacio Pichardo Le-
chuga (PRI), José Alfredo Torres Huitrón (PRI), Rafael
Pacchiano Alamán (PVEM).

Segundo. En la misma fecha, dicha Iniciativa fue turnada
a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales,
iniciándose un cuidadoso proceso de análisis y consulta, a

efecto de elaborar el presente dictamen, de conformidad
con las siguientes

Consideraciones

El presente dictamen tiene por objeto atender la solicitud
de los diputados integrantes de la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, quienes consideran proceden-
te adicionar un artículo 38 Bis y reformar los artículos 40,
41 y 43 de la Ley General de Vida Silvestre (LGVS) con el
objeto de fortalecer el sistema de unidades para el manejo
y conservación de la vida silvestre (Suma) a fin de reducir
la pérdida de biodiversidad.

Los diputados promoventes refieren en su exposición de
motivos que el Suma se ha convertido en un sistema impo-
sible de controlar, efectiva y operativamente, por la falta de
personal que realice visitas de inspección.

Asimismo, se ha detectado la inaplicabilidad de esta ley, al
delegar la responsabilidad de realizar los estudios necesa-
rios para el otorgamiento de tasas de aprovechamiento a los
particulares, con lo que la autoridad otorga tasas basándo-
se en estudios poblacionales incompletos, defectuosos y
muchas veces falsos.

En virtud de lo anterior, los diputados promoventes plante-
an las siguientes reformas:

Artículo 38 Bis. La Secretaría, a través del Instituto
Nacional de Ecología, de la Comisión Nacional para
el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad y la Co-
misión Nacional de Áreas Naturales Protegidas po-
drá llevar a cabo los estudios poblacionales necesa-
rios para determinar las tasas de aprovechamiento
de los ejemplares de vida silvestre.

Para la realización de los estudios poblacionales, la
Secretaría podrá concertar acuerdos con institucio-
nes científicas y de estudios superiores mexicanas y
extranjeras.

Artículo 40. Para registrar los predios como unidades
de manejo para la conservación de vida silvestre, la Se-
cretaría integrará, de conformidad con lo establecido en
el reglamento, un expediente con los datos generales,
los títulos que acrediten la propiedad o legítima pose-
sión del promovente sobre los predios; la ubicación ge-
ográfica, superficie y colindancias de los mismos; y un
plan de manejo.



Todos los predios o instalaciones que manejen vida
silvestre de forma confinada, fuera de su hábitat na-
tural, aun las que no tengan como fin la recupera-
ción de especies deberán cumplir con el procedi-
miento de registro y presentar sus planes de manejo
a la autoridad cuando manejen especies en peligro de
extinción o amenazadas.

Artículo 41. Una vez analizada la solicitud, la Secreta-
ría expedirá, en un plazo no mayor de sesenta días, una
resolución en la que podrá

Registrar estas unidades y aprobar sus planes de mane-
jo en los términos presentados para el desarrollo de las
actividades.

Condicionar el desarrollo de las actividades a la modifi-
cación del plan de manejo, en cuyo caso, se señalarán
los criterios técnicos para efectuar dicha modificación.

Negar la autorización, el desarrollo de las actividades
o incluso, revocar del registro cuando

a) Se solicite la creación de Unidades de Manejo pa-
ra la Conservación de la Vida Silvestre que involucre
el aprovechamiento extractivo de especies en peligro
de extinción o amenazadas dentro del polígono de
áreas naturales protegidas, excepto en los casos en
que el plan de manejo así lo permita.

b) Se solicite la creación de Unidades de Manejo pa-
ra la Conservación de la Vida Silvestre para el apro-
vechamiento extractivo de especies en peligro de ex-
tinción o amenazadas en las áreas de influencia de
las Áreas Naturales Protegidas.

c) Se obstaculice, por cualquier medio, el libre trán-
sito de ejemplares de vida silvestre, fundamental-
mente en corredores biológicos o áreas naturales
protegidas.

d) No se acredite la capacidad académica, técnica y
experiencia en la conservación y aprovechamiento
sustentable de la vida silvestre.

e) Exista un responsable técnico para más de tres
Unidades de Manejo para la Conservación de la Vi-
da Silvestre.

f) Exista duplicidad en estudios poblacionales, y ta-
sas de aprovechamiento, aun sobre la misma especie,
para más de una Unidad de Manejo para la Conser-
vación de la Vida Silvestre.

g) Exista falsedad o alteración de datos en los estu-
dios poblacionales.

h) Se solicite autorización de traslocación de especies
o subespecies a zonas que no forman parte de su área
de distribución original.

i) Existan inconsistencias técnicas y falta de docu-
mentación completa.

j) El responsable técnico o los poseedores del predio
hayan sido sancionados por cualquier tipo de apro-
vechamiento ilícito de vida silvestre, y

k) De la ejecución del plan de manejo resulte que se
contravendrán las disposiciones de esta Ley, de la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección
al Ambiente, o de las que de ellas se deriven.

Artículo 43. El personal debidamente acreditado de la
Secretaría realizará, contando con mandamiento escrito
expedido fundada y motivadamente por ésta, visitas de
supervisión técnica a las unidades de manejo para la
conservación de vida silvestre de forma aleatoria, o
cuando se detecte alguna inconsistencia en el plan de
manejo, estudios de poblaciones, muestreos, inventarios
o informes presentados. La supervisión técnica no im-
plicará actividades de inspección y tendrá por objeto
constatar que la infraestructura y las actividades que se
desarrollan corresponden con las descritas en el plan de
manejo y de conformidad con las autorizaciones respec-
tivas, para estar en posibilidades de asistir técnicamente
a los responsables en la adecuada operación de dichas
unidades.

Cuando, durante la visita de supervisión se detecten
acciones u omisiones que puedan ser violatorias de
esta ley y demás disposiciones jurídicas aplicables, se
deberá dar aviso a la Procuraduría Federal de Pro-
tección al Ambiente, para que realice visita de ins-
pección.

En atención a dicha solicitud, la comisión legislativa que
elabora el presente dictamen procede a iniciar su análisis.
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México es considerado como un país megadiverso, pues al-
berga una gran variedad de organismos vivos de ecosiste-
mas terrestres, marinos, acuáticos y los complejos ecológi-
cos de los que forman parte.1

Esa biodiversidad proporciona diversos servicios ambien-
tales, representan valores éticos, culturales, económicos,
políticos, ecológicos, recreacionales, educativos y científi-
cos, que han ido de la mano con el desarrollo de la huma-
nidad y la historia de la tierra.2

En atención a la biodiversidad que alberga nuestro país, en
el año de 1997 la entonces Semarnap (Secretaría de Medio
Ambiente, Recursos Naturales y Pesca) implementó el Pro-
grama de Conservación de la Vida Silvestre y Diversifica-
ción Productiva en el Sector Rural 1997-2000, con el pro-
pósito de promover una participación social amplia y crear
incentivos económicos realistas para su correcto manejo
(Valdez et al., 2006).

Como parte de ese Programa se creó el Sistema de Unida-
des de Manejo para la Conservación de la Vida Silvestre
(Suma), concibiendo a las unidades para la conservación,
manejo y aprovechamiento sustentable de la vida silvestre
(UMA) como espacios para promover esquemas alternati-
vos de producción compatibles con el cuidado del ambien-
te, mediante el uso racional, ordenado y planificado de los
recursos naturales renovables en ellas contenidos. Desarro-
llando así, una nueva percepción en cuanto a los beneficios
derivados de la conservación de la biodiversidad.

Las primeras UMA se establecieron hace casi 10 años y ac-
tualmente a ese sistema se han incorporado 10 mil 607; 2
mil 459 de manejo intensivo, y 8 mil 148 de manejo en vi-
da libre, con 18 por ciento del territorio nacional.

De las UMA registradas, 32 por ciento se encuentra en el
centro y sur del país. Se subsidiaron 306 proyectos para
conservación, manejo y aprovechamiento sustentable, de
orquídeas, palmas, reptiles, pequeños mamíferos, codorni-
ces, aves canoras y de ornato.3 Espacios en los que se au-
toriza la realización de actividades de aprovechamiento ex-
tractivo4 y no extractivo5 bajo un programa de manejo.

La Ley General de Vida Silvestre (LGVS) define en su ar-
tículo 3 fracción XLV a las unidades de manejo para la
conservación de la vida silvestre (UMA) como “los predios
e instalaciones registrados que operan de conformidad con
un plan de manejo aprobado y dentro de los cuales se da se-

guimiento permanente al estado del hábitat y de poblacio-
nes o ejemplares que ahí se distribuyen”.

No obstante que la creación de UMA se planteó como un
instrumento de política ambiental para la conservación,6 su
eficacia ha sido cuestionada.

En ese sentido, es preciso citar lo señalado en una publica-
ción del Instituto Nacional de Ecología denominada Uni-
dades para la conservación, manejo y aprovechamiento
sustentable de la vida silvestre en México. Retos para su
correcto funcionamiento, en el que refiere que éstas tienen
centrada su atención en el manejo de especies de valor ci-
negético desatendiendo a otras especies que pudieran ser
prioritarias para la conservación.

La investigación concluye que persisten en la operación de
estas UMA deficiencias en los planes de manejo, inade-
cuada capacitación, falta de confiabilidad en las estimacio-
nes poblacionales y, seguimiento inadecuado sobre el im-
pacto a la biodiversidad, persistiendo un manejo basado en
criterios económicos. Una de las conclusiones de mayor in-
terés refiere que para asegurar el manejo adecuado se re-
quiere una revisión integral, sistemática y periódica del
funcionamiento de las UMA a nivel regional, considerando
su impacto con base en criterios ecológicos y socioeconó-
micos, y teniendo como premisa la conservación de las es-
pecies que ahí habitan.

En dicha publicación a la letra se lee:

Las unidades de manejo de vida silvestre (UMA) inno-
varon el aprovechamiento de vida silvestre en México y
hay casos que muestran su viabilidad. Sin embargo, des-
de el punto de vista de la conservación de la vida sil-
vestre, los resultados de su operación son poco convin-
centes. Las estadísticas sobre las especies manejadas
actualmente indican que una alta proporción de UMA
tiene centrada su atención en el manejo de especies de
valor cinegético, quedando desatendidas muchas otras
especies de vida silvestre, que pueden ser afectadas por
las acciones destinadas a favorecer a las poblaciones de
especies con interés económico.

En este sentido, identificamos algunas situaciones insa-
tisfactorias y sus consecuencias que se convierten en re-
tos para un mejor funcionamiento de la UMA, imple-
mentando estrategias para un mejor funcionamiento,
con medidas que pudieran funcionar para redirigir el ac-



tual manejo de la vida silvestre con el fin de dar cum-
plimiento a los objetivos de conservación de la biodi-
versidad.

El concepto de UMA ha venido a innovar los sistemas
de manejo y aprovechamiento de vida silvestre en Mé-
xico y hay casos que muestran su viabilidad, como su-
cede en algunos lugares del norte del país. De hecho, las
UMA se han desarrollado ampliamente en los estados
de Nuevo León, Coahuila, Tamaulipas, Sonora y Chi-
huahua, en donde se concentra el mayor número de
UMA registradas, principalmente con fines cinegéticos.

Los beneficios económicos que resultan de la operación
de las UMA también parecen ser más palpables en la re-
gión norte, donde la mayoría de las unidades de manejo
está orientada hacia las actividades cinegéticas, y en las
que los cazadores, particularmente estadounidenses, de-
jan una importante derrama económica (Guajardo y
Martínez 2005). Las UMA que están ubicadas en el nor-
te del país combinan varios factores que les permiten te-
ner alta rentabilidad económica; uno de estos factores es
la superficie, pues la mayoría de los ranchos cinegéticos
que han sido transformados en UMA ocupan grandes
extensiones de terreno, lo cual les permite incluir más
individuos de fauna silvestre y tener mayor flexibilidad
en su manejo. Otro factor a favor es que se ha desarro-
llado una gran experiencia sobre las actividades cinegé-
ticas, debido a prácticas de ganadería diversificada en
esa región; esto se traduce en una base ya consolidada
de contactos y canales de comercialización para los ser-
vicios cinegéticos que se ofrecen en esta parte del país.
Otra ventaja más es que la mayoría de estas UMA están
ubicadas cerca de la frontera con Estados Unidos, de
donde provienen cazadores con gran disponibilidad eco-
nómica (Villarreal 2008).

En cambio, las UMA en las regiones del centro y sures-
te de México enfrentan condiciones muy distintas, a tal
grado que se argumenta que en el sureste del país, éstas
han impactado negativamente la conservación de la vi-
da silvestre y el desarrollo rural en las comunidades em-
pobrecidas donde han sido implementadas (Weber et al.,
2006).7

Un aspecto relevante de dicho estudio señala que

… a pesar de que los planes de manejo deben ser ele-
mentos clave para asegurar la permanencia de las po-
blaciones silvestres y su hábitat, en muchos casos son

elaborados meramente a partir de consultas bibliográfi-
cas, sin realizar trabajos de campo .Al revisar la base de
datos de las UMA por entidad federativa, llama la aten-
ción el hecho de que algunos estados (e.g. Nuevo León,
Tamaulipas y Coahuila) aparece como responsable de
un gran número de UMA un sólo responsable técnico;
por lo que resulta difícil creer que una sola persona ten-
ga la capacidad de supervisar el manejo técnico de una
gran cantidad de superficies, de muchas poblaciones, de
hábitat diversos, de situaciones o condiciones diversas
de manejo.

Esta comisión considera este aspecto de la mayor relevan-
cia, ya que al tener un solo responsable técnico para gran
cantidad de UMA como se ha mencionado, se favorece un
uso inadecuado, falta de confiabilidad, y la eminente au-
sencia de trabajo de campo para realizar los estudios po-
blacionales de especies, poblaciones y ecosistemas distin-
tos entre ellos. Por lo anterior este vacío legal deberá ser
subsanado determinando criterios para desempeñarse co-
mo responsable técnico y mantener un registro, ya que el
trabajo de esta persona será determinante en la conserva-
ción y aprovechamiento sustentable de la vida silvestre.

El mismo estudio refrenda que, al enfocar las UMA con un
criterio puramente económico en busca de la ganancia, se
afecta a la conservación de las especies y ecosistemas que
se pretende explotar.

Al igual de lo que ocurre con cualquier empresa producti-
va, el funcionamiento de las UMA no siempre es una his-
toria de éxitos económicos. Es comprensible que los már-
genes de ganancia varíen dependiendo del contexto en el
que se encuentran. Sin embargo, desde el punto de vista de
la conservación de la vida silvestre los resultados de su
operación no son del todo convincentes.8

Asimismo, el artículo establece una serie de conclusiones
y comentarios con el objeto de promover el fortalecimien-
to del Suma y en consecuencia, abonar a la conservación
de diversas especies, particularmente aquellas que se en-
cuentran en categoría de riesgo.

Las conclusiones y recomendaciones a la letra señalan:

La problemática que enfrentan las UMA es multicausal,
por lo que su solución no es única. No obstante, si se de-
sea mejorar el sistema de UMA y darle mayor viabilidad
a esta modalidad de conservación, resulta recomendable
desarrollar las siguientes medidas:
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1. Fortalecer las capacidades técnicas del personal en-
cargado de autorizar la creación de las UMA, desarro-
llando cursos de capacitación y actualización sobre ma-
nejo de vida silvestre, los cuales también puedan servir
para profesionalizar a los responsables técnicos de las
mismas.

2. Transparentar el funcionamiento y la operación de to-
das las UMA en el país, para que se pueda evaluar el de-
sempeño y la efectividad de cada una de ellas. Esto im-
plica poner a disposición del público en general toda la
información referente a la creación y funcionamiento de
las UMA en operación, mediante la publicación de los
programas y estudios de manejo en formato electrónico
poniéndolos a disposición en Internet, de forma similar
a lo que se hace con las Manifestaciones de Impacto
Ambiental, los Resolutivos y los documentos de infor-
mación adicional.

La información básica de todas las UMA necesita estar
asociada a bases de datos que incluyan, como mínimo,
los registros históricos de las estimaciones poblaciona-
les, las tasas de aprovechamiento otorgadas y los apoyos
financieros recibidos, siguiendo formatos idénticos en
todos los estados del país.

Esto permitiría establecer un programa de certificación
para los responsables técnicos, el cual estaría basado en
los historiales de desempeño y capacidad para lograr
UMA funcionales, además de servir como referente pa-
ra establecer el número y el tipo de UMA que pueden
estar bajo la responsabilidad de cada responsable técni-
co y demostrar que operan adecuadamente.

3. Mejorar los mecanismos de vigilancia y seguimiento
de las UMA, ampliando las capacidades de los encarga-
dos de vigilar su funcionamiento, definiendo procedi-
mientos para evaluar la eficacia de las UMA y mejoran-
do la capacidad técnica para monitorear las poblaciones
silvestres incluidas en las UMA. Para lograr esto, se
debe promover una mayor vinculación entre institu-
ciones de educación, evaluadores, prestadores de ser-
vicios y propietarios de UMA, a fin de que los espe-
cialistas en los distintos grupos puedan apoyar en la
evaluación y la mejora de los programas de manejo.
Respecto a los criterios de evaluación, García Marmole-
jo, et al. (2008), han propuesto una serie de 15 criterios
con 29 indicadores, que cubren áreas temáticas como el
ambiente, la economía, el desarrollo social, leyes y re-

glamentos, mediante los cuales calculan índices de sus-
tentabilidad para las UMA.

4. Asegurar que el manejo de las UMA esté orienta-
do efectivamente a la conservación de la vida silves-
tre, ya que los incentivos actuales de manejo y apropia-
ción visualizan únicamente la parte económica,
desaprovechando otro tipo de beneficios y omitiendo el
aprovechamiento integral de los recursos. Esto implica
una revisión sistemática y periódica del funcionamiento
de las UMA a nivel regional, considerando su impacto
con base en criterios ecológicos y socioeconómicos.

5. Dar mayor transparencia a la asignación de apoyos fi-
nancieros para las UMA, haciendo del conocimiento pú-
blico, mediante Internet, los montos otorgados, los pro-
pósitos que se buscan y los beneficiarios de tales
apoyos, lo cual deben cumplir cabalmente todas las de-
legaciones de la Semarnat en los estados del país, vin-
culándolo con los mecanismos de seguimiento y eva-
luación del correcto funcionamiento de las mismas, a fin
de evitar actos de corrupción y el posible deterioro de la
vida silvestre. Al respecto, resulta recomendable fomen-
tar la creación de consejos consultivos estatales, que no
estén subordinados a las entidades de gobierno y que in-
cluyan a representantes de propietarios, responsables
técnicos, universidades y centros de investigación y de-
pendencias de gobierno. Existen casos que muestran la
efectividad de este instrumento regulador.

6. Desarrollar y fomentar programas de educación am-
biental, a todos los niveles, que incluyan entre sus con-
tenidos el conocimiento de las leyes y reglamentos que
rigen el aprovechamiento y la conservación de los re-
cursos naturales del país.

En el mismo sentido, la Wildlife Society publicó en 2006
en artículo “The Tragedy of the commons: wildlife mana-
gement units in southeastern Mexico”, elaborado por in-
vestigadores del Colegio de la Frontera Sur y de la Univer-
sidad de Florida.

Esta investigación hace una revisión y análisis del Suma
como estrategia nacional para promover el desarrollo rural
en México, la conservación de la biodiversidad y el mane-
jo de vida silvestre. Tras su investigación y evaluación de
los primeros ocho años de operaciones de dicho sistema, el
boletín indica que siendo la biodiversidad un recurso de los
mexicanos, las UMA representan una nueva “Tragedia de



los comunes, estilo mexicano”, pues han impactado nega-
tivamente la conservación de vida silvestre y el desarrollo
rural en las comunidades empobrecidas donde se han apli-
cado.

El artículo a la letra señala:

Based on recent study cases in southern Mexico (Gon-
zalez et al. 2003, García-Marmolejo 2005) and our per-
sonal experience working in the region for more than 10
years, we argue that a new ‘‘Tragedy of the Commons,
Mexican Style’’ has emerged under the UMA concept.
We argue that UMAs have negatively impacted wildlife
conservation and rural development in the impoverished
communities where they have been implemented. We
analyze the history of the UMA concept, then we look
at the ‘‘translocation’’ of the concept from north to
south, its technical and social implementation flaws,
and provide examples on how, where, and when UMAs
have negatively impacted wildlife conservation and ma-
nagement in Mexico.9

Un panel de expertos ecólogos publicó sus conclusiones
sobre el manejo y administración de UMA. Establecen que
mientras que las estrategias basadas en el mercado han re-
sultado populares, la implementación se ha entorpecido por
la falta de rigor científico en la planeación y monitoreo,
con efectos indeseables. En general, los expertos coinciden
en mejorar el marco regulatorio de las UMA, con medidas
específicas, que estrechen la definición de las UMA limi-
tándolas a las poblaciones de vida silvestre en libertad, de
especies nativas; tomar más en cuenta los factores de con-
servación, no sólo de mercado; mejorar la capacitación de
los responsables, así como las medidas de seguimiento y
monitoreo.10

Atendiendo a los resultados obtenidos en ambas investiga-
ciones y a lo manifestado por los diputados promoventes
en su exposición de motivos, esta Comisión Legislativa es-
tima procedente la iniciativa a efecto de subsanar las defi-
ciencias del Suma y promover su fortalecimiento, para re-
vertir las tendencias de pérdida de biodiversidad y el
incremento de poblaciones endémicas que se encuentran
en categoría de riesgo, así como el aumento en la introduc-
ción de especies exóticas; todo ello derivado del comercio
ilegal y del manejo inadecuado de los recursos naturales.

Más aún, la reforma es congruente con la política conser-
vacionista que ha caracterizado a nuestro país, así como
con las estrategias y líneas de acción planteadas por el go-

bierno federal para la conservación de especies en riesgo y
programas de manejo sustentable de los recursos.

Así, esta comisión legislativa considera procedente la ini-
ciativa, y procede a hacer ciertas precisiones para fortale-
cer la propuesta.

1. En relación a adicionar un artículo 38 Bis a la LGVS, es-
ta Comisión estima que es apropiada la propuesta pues los
estudios poblacionales para determinar la tasa de captura
(número de especies que se pueden aprovechar dentro de la
unidad) se realiza con base en la información proporciona-
da por el particular, la cual pudiera ser parcial, imprecisa e
incluso apócrifa.

Es de reiterarse que las tasas de captura, no deben ser bajo
ninguna circunstancia menores a la renovación natural de
las poblaciones que se van a aprovechar, pues podría gene-
rar la pérdida de especies. En consecuencia, sería relevan-
te la intervención de instituciones especializadas como el
Instituto Nacional de Ecología, la Comisión Nacional para
el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad y la Comisión
Nacional de Áreas Naturales Protegidas, así como institu-
ciones de estudios superiores en la elaboración de los estu-
dios poblacionales. Sin embargo, y teniendo en cuenta que
no existe la capacidad institucional para realizar este tipo
de estudios, y de que es responsabilidad del promovente,
esta comisión estima pertinente que sea la secretaría la que
expida los requisitos, lineamientos, y términos de referen-
cia que deberán contener los estudios poblacionales que se-
an sometidos para otorgar tasas de aprovechamiento; asi-
mismo para la elaboración de los planes de manejo.

Estos estudios son definidos por la LGVS en el artículo
3o., fracción XXI, a la letra:

Estudio de poblaciones: aquel que se realiza con el ob-
jeto de conocer sus parámetros demográficos, tales co-
mo el tamaño y densidad; la proporción de sexos y eda-
des; y las tasas de natalidad, mortalidad y crecimiento
durante un período determinado, así como la adición de
cualquier otra información relevante.

Estos estudios son elaborados por responsables técnicos,
que en términos del artículo 2, fracción XIX, del Regla-
mento de la LGVS basta que una persona considere que
tiene la experiencia o capacitación para emitir los estudios
poblacionales y fungir como responsable técnico, sin que
deba acreditarlo.
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En el precepto en comento a la letra se lee:

Responsable técnico. La persona con experiencia, co-
nocimientos, capacitación, perfil técnico o formación
profesional sobre la conservación y el aprovechamiento
sustentable de las especies de vida silvestre y su hábitat;

Esta comisión legislativa estima que se requieren estable-
cer criterios para la designación de responsables técnicos,
promover su capacitación y mantener un registro como es-
trategias para garantizar que su desempeño se fortalezca en
aras de la conservación de la vida silvestre.

2. La adición de un segundo párrafo al artículo 40 de la
LGVS tiene por objeto que los predios o instalaciones que
manejen de forma confinada, especies en peligro de extin-
ción o amenazadas, fuera de su hábitat, deberán cumplir
con el procedimiento de registro como UMA y presentar
sus planes de manejo a la autoridad.

La propuesta atiende a una de las problemáticas que re-
cientemente se puso de manifiesto en el quinto Informe de
Gobierno del ejecutivo Federal, en el que se informó que la
Procuraduría Federal de Protección al Ambiente (Profepa)
realizó de enero a julio de 2011, 184 operativos en UMA
que manejan vida silvestre fuera de su hábitat, como cir-
cos, zoológicos, criaderos y viveros, con el aseguramien-
to precautorio de 14 mil 157 ejemplares de flora y fauna,
4 mil 694 productos de vida silvestre y 66 personas remi-
tidas al Ministerio Público por delitos contra la biodiver-
sidad.

En ese sentido es procedente que las UMA, como zoológi-
cos, parques, viveros o circos, presenten para su validación
un plan de manejo, cuando utilizan especies en peligro de
extinción o amenazadas.

Lo anterior es así, ya que el Reglamento de la LGVS en su
artículo 26 refiere que sólo necesitan presentar plan de ma-
nejo, los predios o instalaciones que manejen vida silvestre
de forma confinada, fuera de su hábitat natural, que no ten-
gan como fin la recuperación de especies o poblaciones
para su posterior reintegración a la vida libre.

En consecuencia, circos o zoológicos que no tienen como
premisa la reproducción de sus especies para su integración
a la vida libre, no requieren la aprobación de un plan de ma-
nejo. Sin embargo, el plan sería una herramienta fundamen-
tal para determinar las medidas de contingencia y mecanis-
mos de vigilancia a fin de garantizar el aprovechamiento

sustentable y trato digno y respetuoso, de las especies que se
encuentran en confinamiento.

En el artículo 26 de dicho reglamento se lee:

Artículo 26. Los predios o instalaciones que manejen vida
silvestre de forma confinada, fuera de su hábitat natural,
que no tengan como fin la recuperación de especies o po-
blaciones para su posterior reintegración a la vida libre, no
requerirán aprobación de sus planes de manejo por parte de
la Secretaría, y no serán consideradas como UMA en los
términos establecidos en la Ley. Sin embargo, deberán ela-
borar su plan de manejo atendiendo, en lo que les resulte
aplicable, a lo previsto en los artículos 40, incisos a) a h),
y 78 de la ley.

Por lo expuesto, la Comisión de Medio Ambiente y Recur-
sos Naturales somete a consideración de esta soberanía el
siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Vida Silvestre

Artículo Único. Se adiciona la sección I, “De las unidades
de manejo para la conservación de vida silvestre”, que
comprende los artículo 39 a 47, reformando el párrafo
cuarto del artículo 41; se adiciona la sección II, “De las
unidades de manejo para la conservación de fauna silves-
tre”, que comprende los artículos 47 Bis, 47 Bis 1, 47 Bis
2, 47 Bis 3 y 47 Bis 4, ambas secciones del capítulo VIII
del título V, para quedar como sigue:

Sección I
De las Unidades de Manejo 

para la Conservación de Vida Silvestre

Artículo 39 a 40. …

Artículo 41. …

…

…

La Secretaría sólo podrá negar el registro de unidades de
manejo para la conservación de vida silvestre cuando

I. Se contravenga lo establecido en la Ley, el Regla-
mento, las normas oficiales mexicanas y demás dis-
posiciones jurídicas aplicables;



II. Se comprometa la biodiversidad o la capacidad
productiva en el predio, donde se pretende establecer
la Unidad de Manejo para la Conservación de Vida
Silvestre;

III. El responsable técnico o los poseedores del pre-
dio hayan sido sancionados por cualquier tipo de
aprovechamiento ilícito de vida silvestre;

IV. Se presenten conflictos de límites o sobreposición
de predios, y

V. El programa de manejo no sea congruente y con-
sistente con el estudio de población presentado.

Artículos 42. a 47. …

Sección II
De las Unidades de Manejo 

para la Conservación de Fauna Silvestre

Artículo 47 Bis. Las unidades de manejo para la con-
servación de vida silvestre de fauna silvestre se sujeta-
rán a las previsiones establecidas en la presente ley.

Sin perjuicio de lo anterior, la Secretaría elaborará los
términos de referencia y criterios que sirvan de base
para la realización de los estudios de población. Dichos
estudios serán un requisito para el registro de predios o
instalaciones.

Tratándose de especies en peligro de extinción y ame-
nazadas, el plan de manejo y los estudios de población
se realizarán de conformidad a lo dispuesto en el último
párrafo del artículo 87 de la presente ley.

La Secretaría estará facultada para corroborar la in-
formación técnica contenida en el plan de manejo y el
estudio de poblaciones de la unidad de manejo para la
conservación de vida silvestre de fauna silvestre, me-
diante visitas técnicas que al efecto realice, previa noti-
ficación al titular de la unidad registrada.

Las técnicas y métodos que se empleen para la elabora-
ción de los estudios de población, deberán atender al ti-
po de ecosistema y a las características biológicas de la
especie de interés. En caso de utilizar un método de
transectos para la cuantificación de ejemplares, se de-
berá presentar un método adicional que confirme el re-
sultado.

Artículo 47 Bis 1. Los planes de manejo de las unidades
de manejo para la conservación de vida silvestre que
tengan por objeto, además de la conservación, el apro-
vechamiento sustentable de especies de fauna silvestre
se elaborarán por un responsable técnico que deberá
registrarse ante la Secretaría.

Los responsables técnicos deberán acreditar experien-
cia, conocimientos, capacitación, perfil técnico o forma-
ción profesional en materia de conservación y aprove-
chamiento sustentable de especies de vida silvestre y su
hábitat.

Se podrá acreditar la capacidad técnica u operativa me-
diante título o cédula profesional en materias directa-
mente relacionadas con la fauna silvestre; constancias
expedidas por institución u organismo nacional o inter-
nacional o documentación que acredite una experiencia
mínima de dos años.

Para la conservación de la fauna silvestre, la Secretaría
promoverá la certificación y capacitación de los res-
ponsables técnicos.

Artículo 47 Bis 2. Serán motivo de revocación del regis-
tro del responsable técnico de vida silvestre

I. Cuando por causas imputables a éste, se suspenda
o revoque el aprovechamiento de fauna silvestre en
la unidad;

II. El responsable haya presentado información fal-
sa a las autoridades, en relación con el aprovecha-
miento, sus tasas de aprovechamiento o duplique los
estudios poblacionales;

III. Incurra en actos u omisiones que contravengan
la ley, el reglamento, o el plan de manejo de la uni-
dad registrada; y

IV. Duplique información que corresponda a otra
UMA solo porque se trate de la misma especie de
fauna silvestre.

Artículo 47 Bis 3. La Secretaría negará la autorización
de aprovechamiento, o registro de la unidad de manejo
para la conservación de vida silvestre cuando

I. Se solicite la creación de Unidades de Manejo que
involucre el aprovechamiento extractivo de especies
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en peligro de extinción o amenazadas dentro del po-
lígono de áreas naturales protegidas, excepto en los
casos en que el plan de manejo del área natural pro-
tegida así lo permita;

II. Se obstaculice por cualquier medio, el libre trán-
sito o movimiento de ejemplares de vida silvestre en
corredores biológicos o áreas naturales protegidas;

III. El responsable técnico no acredite la capacidad
técnica y operativa para ejercer el cargo;

IV. Exista duplicidad, inconsistencias o falsedad en
los datos proporcionados sobre la especie o los estu-
dios poblacionales;

V. Se solicite autorización para traslocación de espe-
cies o subespecies a zonas que no forman parte de su
distribución original, y

VI. Se contravengan en la solicitud o plan de mane-
jo las disposiciones de esta ley, la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, y
demás disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 47 Bis 4. Son causas de revocación de la auto-
rización de aprovechamiento en las unidades de mane-
jo para la conservación de vida silvestre, de fauna sil-
vestre:

I. No se cumpla con la tasa de aprovechamiento y su
temporalidad;

II. Se ponga en riesgo la continuidad de las especies
o poblaciones comprendidas en la tasa de aprove-
chamiento;

III. Se detecten inconsistencias en el plan de manejo,
en los estudios de población, muestreos o inventarios
que presente el responsable de la unidad registrada;

IV. Se detecte duplicidad en los estudios de población
y en las tasas de aprovechamiento en más de una uni-
dad de manejo para la conservación de vida silves-
tre;

V. Durante la visita de supervisión establecida en el
artículo 43 de la ley, se detecten acciones u omisiones
violatorias a la presente ley, su reglamento y demás
disposiciones jurídicas aplicables;

VI. El informe anual de actividades no sea presenta-
do durante dos años consecutivos; y

VII. Se omita la presentación del informe de contin-
gencias o emergencias que ponga en riesgo a la vida
silvestre, su hábitat natural o la salud de la población
humana, en los términos señalados por la ley y su re-
glamento.

La revocación de la autorización de aprovechamiento
no implica la eliminación del registro en el sistema.

El procedimiento de revocación se sujetará al procedi-
miento previsto por la Ley Federal de Procedimiento
Administrativo.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Ejecutivo federal realizará las modificaciones
correspondientes al reglamento de esta ley, dentro de los
180 días posteriores a la publicación del presente decreto.

Tercero. Se derogan todas las disposiciones que contra-
vengan el presente decreto.

Cuarto. En tanto la Secretaría expide los términos de refe-
rencia a que se refiere el artículo 47 Bis del presente de-
creto, los estudios de población contendrán, enunciativa y
no limitativamente:

I. Especie de interés;

II. Tipo de manejo que se le pretende dar;

III. Tratándose de especies de manejo en vida libre:

a) Estimación de las tasas de natalidad y mortalidad
y un muestreo;

b) Resultados del muestreo más reciente realizado
sobre la abundancia relativa y estructura en el mar-
co del estudio de poblaciones, con estimaciones es-
tadísticas de natalidad y mortalidad; y

c) el sistema, metodología o técnica de identifica-
ción, monitoreo y cuantificación empleado para de-



terminar el número de individuos, especificando la
época del año en la cual se llevó a cabo la cuantifi-
cación y el período de tiempo durante el cual se rea-
lizó.

IV. El control de movimientos de inventario de ejem-
plares (ingresos, liberaciones, canalizaciones, nacimien-
tos y defunciones) en el que se deberá indicar la canti-
dad, género y especie, así como señalar el sistema de
marca utilizado y los datos de identificación individual,
en el caso de especies de manejo intensivo.

Quinto. El contenido y alcances de la capacitación de res-
ponsables técnicos será determinada por la Secretaría en
colaboración de la Comisión Nacional de Áreas Naturales
Protegidas, el Instituto Nacional de Ecología y la Comisión
Nacional para el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad.

Notas:

1 México ocupa el primer lugar en el mundo en riqueza de reptiles
(707), el segundo en mamíferos (491) y, el cuarto en anfibios (282) y
plantas (26,000). Disponible en página web de la Semarnat, http://cru-
zadabosquesagua.semarnat.gob.mx/iii.html

2 Zamorano de Haro, Pablo. La flora y fauna silvestres en México y su
regulación. Procuraduría Agraria. 2009. Disponible en
http://www.pa.gob.mx/publica/rev_40/NOTAS/Pablo%20Zamora-
no%20de%20Haro.pdf

3 Quinto Informe de Gobierno. Septiembre de 2011.

4 La Ley General de Vida Silvestre refiere en su artículo 3, fracción I,
que para los efectos de esta Ley se entenderá por

I. Aprovechamiento extractivo: La utilización de ejemplares, partes o
derivados de especies silvestres, mediante colecta, captura o caza.

5 La Ley General de Vida Silvestre refiere en su artículo 3, fracción I
que para los efectos de esta Ley se entenderá por

II. Aprovechamiento no extractivo: Las actividades directamente rela-
cionadas con la vida silvestre en su hábitat natural que no impliquen la
remoción de ejemplares, partes o derivados, y que, de no ser adecua-
damente reguladas, pudieran causar impactos significativos sobre
eventos biológicos, poblaciones o hábitat de las especies silvestres.

6 Las UMA, junto con los ordenamientos ecológicos del territorio y la
creación de áreas naturales protegidas, constituyen uno de los princi-
pales instrumentos para la conservación de la biodiversidad del país.

7 Weber, M. Garcia Marmolejo y R. Reyna-Hirtado, 2006. The Tra-
gedy of commons: wildlife management Units in Southwestern Mexi-
co. Wildlife Society Bulletin 34(5):1480-1488

8 Instituto Nacional de Ecología. “Unidades para la conservación, ma-
nejo y aprovechamiento sustentable de la vida silvestre en México. Re-
tos para su correcto funcionamiento”. Disponible en http://www2.ine.
gob.mx/publicaciones/gacetas/627/unidades.pdf

9 Manuel Weber, Gabriela García-Marmolejo, Rafael Reyna-Hurtado.
The Tragedy of the Commons: Wildlife Management Units in Southe-
astern Mexico. Wildlife Society. Boletín 34 (5). 2006.

10 Sisk T.D.A,E. y G.W.Koch. 2007. Ecological impacts of wildlfe
conservation Units piolicy in Mexico. Frontiers in Ecology and the
Environment 5(4): 209-212.

Dado en el salón de plenos de la Cámara de Diputados, a 29 de no-
viembre de 2011.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Ninfa Salinas Sada (rúbrica), presidenta; Andrés Aguirre Romero (rú-
brica), Ernesto de Lucas Hopkins (rúbrica), Héctor Franco López,
Francisco Alejandro Moreno Merino, Augusta Valentina Díaz de Rive-
ra Hernández, Agustín Torres Ibarrola (rúbrica), Ma. Dina Herrera So-
to (rúbrica), María Araceli Vázquez Camacho (rúbrica), Alejandro Ca-
rabias Icaza (rúbrica), Jaime Álvarez Cisneros, secretarios; María
Estela de la Fuente Dagdug, Jorge Venustiano González Ilescas (rúbri-
ca), Susana Hurtado Vallejo (rúbrica), Víctor Manuel Kidnie de la Cruz
(rúbrica), José Ignacio Pichardo Lechuga (rúbrica), Adela Robles Mo-
rales, José Alfredo Torres Huitrón, Marcela Vieyra Alamilla (rúbrica),
Víctor Manuel Anastasio Galicia Ávila (rúbrica), Alejandro Bahena
Flores, Óscar Saúl Castillo Andrade, Juan Pablo Escobar Martínez (rú-
brica), Jesús Giles Sánchez (rúbrica), José Manuel Hinojosa Pérez,
Francisco Javier Orduño Valdez (rúbrica), César Daniel González Ma-
druga, Rafael Pacchiano Alamán (rúbrica), César Francisco Burelo Bu-
relo (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra, hasta por tres minutos, el diputado Jaime
Cárdenas Gracia, para hablar en contra del dictamen.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gra-
cias, señor presidente. Me apunté en contra, pero en rea-
lidad me voy a abstener. Me parece este dictamen impor-
tante porque establece Unidades de Manejo para la
Conservación de la fauna silvestre; sin embargo, hay algo
que me preocupa mucho en este dictamen y en otro que
vamos a votar en un momento más, que tiene que ver con
la violación al principio de supremacía constitucional, la
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violación a la estructura jerárquica del ordenamiento jurí-
dico en nuestro país.

En particular, me preocupa que se establezca que la Secre-
taría competente podrá negar el registro de Unidades de
Manejo para la Conservación de Vida Silvestre, dice la pro-
puesta del dictamen, cuando se contravenga lo establecido
en la Ley, en esta Ley, en el Reglamento y en las Normas
Oficiales Mexicanas y demás disposiciones jurídicas apli-
cables.

A partir de esta redacción me generan una serie de dudas,
estas dudas tienen que ver con el fundamento constitucio-
nal de las Normas Oficiales Mexicanas; en México hay
fundamento constitucional para la facultad reglamentaria
del titular del Ejecutivo, según lo prevé el artículo 89, frac-
ción I de la Constitución, pero en la Constitución, en la
Carta Magna no existe fundamento constitucional para las
Normas Oficiales Mexicanas.

Estas Normas Oficiales Mexicanas han sido creadas, han
sido aprobadas en legislación secundaria, que no tiene un
respaldo en la Constitución; vía Norma Oficial Mexicana
se ha proliferado, se ha ramificado el ordenamiento jurídi-
co y se ha ido más allá de la facultad reglamentaria confe-
rida al titular del Poder Ejecutivo.

Creo que si las Normas Oficiales Mexicanas van a seguir
conviviendo jurídicamente con otras disposiciones jurídi-
cas en el ordenamiento nacional, tendríamos que modificar
la Constitución para darles un fundamento constitucional
claro a las Normas Oficiales Mexicanas; por el momento
estas Normas Oficiales Mexicanas no tienen ningún sus-
tento constitucional, violan el principio de jerarquía nor-
mativa y violan en principio de supremacía constitucional,
y por eso me voy a abstener. Muchas gracias, compañeros.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, diputado. Tiene la palabra, hasta por tres mi-
nutos, el diputado Alejandro Carabias, para hablar en pro
del dictamen.

El diputado Alejandro Carabias Icaza: Con su permiso,
diputado presidente. Las Unidades de Manejo para la Con-
servación de la Vida Silvestre, mejor conocidas como
UMA, han sido en los últimos años un instrumento de la
política de conservación de este país que ha crecido de ma-
nera muy importante.

Cabe mencionar que al día de hoy —y a 14 años de la crea-
ción de este instrumento—, tenemos alrededor de 10 mil
600 UMA registradas oficialmente, que representan alrede-
dor del 18 por ciento del territorio nacional.

Si bien, en estos últimos 14 años hemos sido testigos de las
bondades de este instrumento, también se ha demostrado y
han quedado muy claras algunas limitaciones y deficien-
cias del esquema legal mediante el cual operan actualmen-
te las UMA.

Se han detectado, por ejemplo, deficiencias en lo relativo a
los planes de manejo inherentes al desarrollo de una UMA;
se ha detectado que están mal elaborados; se ha detectado
que muchas veces funciona la UMA sin que se estén eje-
cutando estos planes de manejo; se han detectado estima-
ciones incorrectas de las poblaciones, criterios económicos
que finalmente empiezan a prevalecer sobre los intereses
de conservación que dan el origen a esta figura de las
UMA; se ha detectado el aprovechamiento de vida silves-
tre sin control, y sobre todo, se ha detectado que los res-
ponsables técnicos de operar y administrar estas UMA mu-
chas veces carecen de los conocimientos y de la
preparación suficiente para hacerse responsable.

Así es que ya era muy necesario el poder actualizar el mar-
co legal mediante el cual han venido operando las UMA,
las Unidades de Manejo para la Conservación de la Vida
Silvestre y necesitamos ir fortaleciendo la capacidad de es-
te instrumento para ir cumpliendo con los objetivos origi-
nales de la creación de este instrumento.

Así es que les pedimos su apoyo, necesitamos ir evolucio-
nando, ir afinando los instrumentos de la política ambien-
tal de este país; creo que a 14 años de su creación ya tene-
mos —y esta comisión contó con todos los elementos y la
información suficiente— para poder ir afinando este ins-
trumento para que cumpla de mejor manera con estos ob-
jetivos de conservación de la vida silvestre como una polí-
tica importante del manejo y la conservación de los
recursos naturales de este país. Muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputado. Tiene la palabra, hasta por tres minutos pa-
ra hablar en pro del dictamen, el diputado César Francisco
Burelo Burelo.

El diputado César Francisco Burelo Burelo: Buenos dí-
as, compañeros diputados y diputadas; gracias, diputado



presidente. Voy a mencionar algunos de los elementos, de
los argumentos por los cuales un servidor se pronuncia a
favor de este dictamen.

Quisiera comentarles que en la Ley General de Vida Sil-
vestre se ha desarrollado el concepto de las Unidades de
Manejo para la Conservación de la Vida Silvestre, conoci-
das con el acrónimo de UMA, que en la ley se definen co-
mo los predios e instalaciones registradas que operan de
conformidad con un plan de manejo aprobado y dentro de
los cuales se da seguimiento permanente al estado del há-
bitat y de poblaciones o ejemplares que ahí se distribuyen.

En la actualidad, las UMA junto con los ordenamientos
ecológicos del territorio y la creación de áreas naturales
protegidas constituyen uno de los principales instrumentos
para la conservación de la biodiversidad del país.

Ahora bien, el derecho al aprovechamiento de una UMA se
obtiene mediante el cumplimiento riguroso de un plan de
manejo, el cual es elaborado por el responsable técnico de
la misma, y para que dicho plan sea aprobado y autorizado
por la Semarnat, debería garantizar la conservación de los
ecosistemas, de sus elementos y de la viabilidad de las po-
blaciones de especies existentes dentro de esta UMA; pone
especial énfasis en aquellas que serán sujetas a algún tipo
de aprovechamiento.

El desempeño de una UMA está sujeto a un seguimiento
constante, que consiste en conocer la relación, reproduc-
ción, aprovechamiento, a través del desarrollo de estudios
sobre la dinámica poblacional de las especies; es decir, es
fundamental el papel que deben realizar los responsables
técnicos de las UMA.

Sin embargo, se observa que de manera repetida, a pesar
del éxito, siguen reconociéndose múltiples problemas, en-
tre los que les mencionaría: persiste un manejo de las UMA
basado de manera primordial en criterios económicos;
existe un seguimiento inadecuado por parte de los respon-
sables técnicos de las UMA; también un déficit de respon-
sables técnicos, por lo que muchos atienden un mayor nú-
mero de UMA de las que podrían atender de manera
óptima.

Por ello, el objetivo de esta ley o de esta reforma a ser
aprobada, viene a subsanar vacíos importantes en la Ley
General de Vida Silvestre; entre las principales mejoras le-
gislativas de esta reforma, es establecer que la Semarnat
emita los términos de referencia para estudios poblaciona-

les y se fortalezca —un momento, presidente— a la autori-
dad administrativa al establecer criterios claros para auto-
rizar, negar o revocar la autorización de UMA o responsa-
ble técnico.

Por lo anterior, compañeras diputadas y diputados, dare-
mos nuestro voto a favor del decreto, por el que se refor-
man y adicionan diversas disposiciones de la Ley General
de Vida Silvestre. Es cuanto, señor presidente, muchas gra-
cias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputado. Tiene la palabra el diputado Jesús Giles
Sánchez, hasta por tres minutos, para hablar en pro del dic-
tamen.

El diputado Jesús Giles Sánchez: El artículo 3o., en su
fracción XLV de la legislación en comento, define comu-
nidades de manejo para la conservación de la vida silves-
tre, los predios e instalaciones registrados que operen de
conformidad con un plan de manejo apropiado y dentro de
los cuales se da seguimiento permanente al estado del há-
bitat y de poblaciones de ejemplares que ahí se distribuyan.

A través de la definición anterior, se hace notar que dichas
unidades están regidas por métodos y técnicas para la con-
servación y aprovechamiento sustentable de la vida silves-
tre y su hábitat.

Ahora bien, para determinar las tasas de aprovechamiento
de los ejemplares de vida silvestre, que por su interés eco-
nómico o ecológico pretendan sujetarse al Sistema de Uni-
dades para el Manejo y Conservación, la reforma que esta-
mos discutiendo tiene por objeto facultar a la Semarnat
para que a través del Instituto Nacional de Ecología, de la
Comisión Nacional para el Reconocimiento y Uso de la
Biodiversidad y de la Comisión Nacional de Áreas Natura-
les Protegidas, lleve a cabo los estudios poblacionales ne-
cesarios.

Como se señala en el dictamen de la comisión, las unida-
des de manejo son un esquema innovador en el aprovecha-
miento de la vida silvestre en México, pero que desafortu-
nadamente en términos operativos tiene vacios desde el
punto de vista de la conservación; es por ello que se hace
necesario fortalecer esta parte.

El falseamiento de estudios, que con una lógica meramen-
te lucrativa desvirtúan el objeto por el cual fueron concebi-
das las unidades de manejo, hacen necesario que los estu-
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dios poblacionales sean confiables, lo cual sin duda permi-
tirá un manejo sustentable, pero además viable en términos
económicos.

Con la adición y reformas a la ley se busca reforzar las dis-
posiciones vinculadas a la operación y requisitos para la in-
tegración de las unidades de manejo para la conservación
de la vida silvestre.

En razón de lo anterior, coincidimos con el propósito de ro-
bustecer la normatividad referente al Sistema de Unidades
para el Manejo y Conservación y por ello, el Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional votará a favor de es-
te dictamen. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, señor diputado. Agotada la lista de oradores, consulte
la Secretaría a la asamblea, en votación económica, si se
encuentra suficientemente discutido en lo general.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general. Las diputadas y los di-
putados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo.
Las diputadas y los diputados que estén por la negativa sír-
vanse manifestarlo. Señor presidente, mayoría por la afir-
mativa.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido. En virtud de que de conformidad
con el artículo 109 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, no se ha reservado artículo alguno para discutirlo en
lo particular, ruego a la Secretaría que abra, hasta por tres
minutos, el sistema electrónico para proceder a la votación
en lo general y en lo particular en un solo acto.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2
del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sis-
tema electrónico, por tres minutos, para proceder a la vota-
ción en lo general y en lo particular en un solo acto.

(Votación)

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Esta
Presidencia quiere dar la más cordial bienvenida a estu-
diantes destacados de distintas escuelas, primarias, secun-
darias y preparatorias, del municipio de Cojumatlán de Ré-

gules, del estado de Michoacán. Invitados por el diputado
Pavel Díaz Juárez.

Asimismo, les damos la más cordial bienvenida a vecinos
del municipio de Otzolotepec, estado de México, invitados
por el diputado Eduardo Zarzosa Sánchez. Sean todos us-
tedes cordialmente bienvenidos.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Se-
ñor presidente, le informo que se emitieron 343 votos a fa-
vor, 0 en contra y 4 abstenciones.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 343 votos
el proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Vida Silvestre para
fortalecer el Sistema de Unidades para el Manejo y
Conservación de la Vida Silvestre. Pasa al Senado, pa-
ra sus efectos constitucionales.

LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLOGICO Y
LA PROTECCION AL AMBIENTE - 

LEY DE DESARROLLO FORESTAL SUSTENTABLE

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la discusión del dicta-
men con proyecto de decreto que reforma diversas disposi-
ciones de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección Ambiente, y de la Ley General de Desarrollo
Forestal Sustentable en materia de servicios ambientales. 

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma diversas
disposiciones de las Leyes Generales del Equilibrio Ecoló-
gico y la Protección al Ambiente, y de Desarrollo Forestal
Sustentable, en materia de servicios ambientales

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales
de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, le fue turnado para su estu-
dio y elaboración del dictamen correspondiente, el expe-
diente número 5823, que contiene la iniciativa que reforma
y adiciona diversas disposiciones de la Ley General del



Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, la Ley
General de Vida Silvestre y la Ley General de Desarrollo
Forestal Sustentable, a cargo del diputado José Ignacio Pi-
chardo Lechuga, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional.

En virtud del análisis y estudio de la iniciativa que se dic-
tamina, esta comisión ordinaria, con base en las facultades
que le confiere la fracción XXIX-G del artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para expedir leyes que establezcan la concurrencia del go-
bierno federal, de los gobiernos de los estados y de los mu-
nicipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en
materia de protección al ambiente y preservación y restau-
ración del equilibrio ecológico; los artículos 39, numerales
1 y 2, fracción XXIV, y 45, numeral 6, incisos e) y f), y nu-
meral 7, de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; así como los artículos 78, 80
numeral 1, 81 numeral 2, 82 numeral 1, 84 numeral 1 y 85
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a con-
sideración de los integrantes de esta honorable asamblea, el
presente dictamen, de acuerdo con los siguientes

Antecedentes

Primero. En la sesión plenaria celebrada el 10 de noviem-
bre de 2011, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
recibió una iiniciativa que reforma y adiciona diversas dis-
posiciones de las Leyes Generales del Equilibrio Ecológi-
co y la Protección al Ambiente, de Vida Silvestre y de De-
sarrollo Forestal Sustentable, a cargo del diputado José
Ignacio Pichardo Lechuga, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

Segundo. En esa misma fecha, dicha iniciativa fue turnada
a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales de
la Cámara de Diputados, para su análisis y consulta, a efec-
to de elaborar el presente dictamen.

Contenido de la iniciativa

La propuesta del diputado José Ignacio Pichardo Lechuga,
tiene por objeto brindar certeza jurídica a propietarios y po-
seedores de los terrenos forestales, al regular la protección,
conservación y restauración de los ecosistemas, recursos
forestales y sus servicios ambientales; fomentar los instru-
mentos legales, así como los de política ambiental para la
conservación y mejora de los bienes y servicios ambienta-
les.

Asimismo destaca la importancia de que la Secretaría pro-
mueva el desarrollo de instrumentos económicos para la
conservación y mejora de los bienes y servicios ambienta-
les que retribuya los beneficios de interés público, genera-
dos por el manejo forestal sustentable que realicen los pro-
pietarios y poseedores de los terrenos forestales. Para ello,
propone lo siguiente:

Decreto que adiciona la fracción XXXV del artículo
3o. de la Ley General de Equilibrio Ecológico y la
Protección al Ambiente; que adiciona la fracción
XLII del artículo 3o. de la Ley General de Vida Sil-
vestre; que adiciona la fracción III del artículo 2o.,
que adiciona las fracciones XII, XIII, XVIII,
XXXVII, XXXVIII y XLVI, que reforma la fracción
III y VI y adiciona la fracción VIII del artículo 45 y
que reforma el artículo 133 y adiciona los artículos
134 Bis y 134 Bis 2 de la Ley General de Desarrollo
Forestal Sustentable

Ley General del Equilibrio Ecológico y Protección al
Ambiente

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se entiende
por:

XXXV. Servicios ambientales: Los beneficios de interés
público que se derivan del funcionamiento de los ecosis-
temas y la vida silvestre, así como del manejo integral del
territorio y ecosistema que los brinda. Estos servicios se
clasifican en: Servicios de provisión, de regulación, ser-
vicios culturales y de soporte.

Ley General de Vida Silvestre

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se entenderá
por:

XLII. Servicios ambientales: Aquellos derivados de la
vida silvestre y su hábitat en los términos de la Ley Ge-
neral del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente.

Ley General de Desarrollo Forestal Sustentable

Artículo 2. Son objetivos generales de esta ley:

I. ...
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III. Tutelar y desarrollar los bienes y servicios ambien-
tales, así como proteger, mantener y aumentar la biodi-
versidad que brindan los recursos forestales;

Artículo 7o. Para los efectos de esta ley se entenderá
por:

XIL. Deforestación: Cambio en la cobertura del suelo
de vegetación forestal a cualquier otra condición.

XIL. Degradación: Reducción de la funcionalidad eco-
sistémica y de la capacidad productiva de los ecosiste-
mas forestales.

XVIII. Manejo forestal: El proceso que comprende
el conjunto de acciones y procedimientos que tienen
por objeto la ordenación, el cultivo, la protección, la
conservación, la restauración y el aprovechamiento
de los recursos y servicios ambientales de un ecosis-
tema forestal, considerando los principios ecológicos,
respetando la integralidad funcional e interdepen-
dencia de recursos y sin que merme la capacidad
productiva de los ecosistemas y recursos existentes
en la misma;

...

XXXVII. Salvaguardas: Criterios obligatorios y medios
para garantizar los derechos de la sociedad y los parti-
culares en la aplicación de la presente ley.

XXXVIII. Servicios ambientales forestales: Aquellos
derivados de los ecosistemas forestales en los términos
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente.

...

XLVI. Terreno preferentemente forestal: Aquel que no
estando cubierto de vegetación forestal, sea susceptible
de sufrir degradación o reducción de los servicios am-
bientales del ecosistema, en los términos y clasificación
en el inventario forestal.

...

Artículo 45. El Inventario Nacional Forestal y de Sue-
los deberá comprender la siguiente información:

I. ...

III. Los tipos de vegetación forestal y de suelos, su lo-
calización, formaciones y clases, con tendencias y
proyecciones que permitan clasificar y delimitar el
estado actual de la deforestación y degradación, así
como las zonas de conservación, protección, restau-
ración y producción forestal, en relación con las
cuencas hidrográficas-forestales, las regiones ecoló-
gicas, las áreas forestales permanentes y las áreas na-
turales protegidas;

...

VI. Los criterios e indicadores de sustentabilidad,
deforestación y degradación de los ecosistemas fores-
tales;

...

VIII. El registro de los inventarios sobre emisiones de
gases de efecto invernadero evitadas, como consecuen-
cia del mantenimiento e incremento de los servicios am-
bientales forestales; y

IX. Los demás datos que señale el Reglamento de es-
ta ley.

Artículo 133. En el marco de los tratados internaciona-
les y disposiciones nacionales aplicables, la Secretaría
promoverá el desarrollo de instrumentos económicos y
de regulación para el mantenimiento y mejora de los
servicios ambientales. Con este fin establecerá los
mecanismos necesarios para el financiamiento al
manejo forestal y el reconocimiento y valoración de
los servicios ambientales.

Artículo 134-Bis. Los propietarios de terrenos fores-
tales que como resultado de un manejo forestal lo-
gren un mantenimiento y o mejora de los servicios
ambientales deben recibir los beneficios económicos
derivados de estos.

Los propietarios de los terrenos podrán ceder los de-
rechos, mediante contrato, en los que se garantice el
respeto a las salvaguardas reconocidas por la legisla-
ción nacional y el derecho internacional.

En todo caso, los beneficios se deberán distribuir de
forma equitativa entre las personas involucradas en
el manejo forestal.



Artículo 134-Bis 2. Los instrumentos de política y
mecanismos legales para la tutela y fomento al man-
tenimiento y mejora de los servicios ambientales de-
ben garantizar el respeto a las salvaguardas recono-
cidas por el derecho internacional, así como las
siguientes:

1. Consentimiento libre, previo e informado de ejidos,
comunidades y pueblos indígenas.

2. Distribución equitativa de beneficios.

3. Certidumbre y respeto a los derechos de propiedad y
acceso a los recursos naturales de los propietarios de la
tierra.

4. Inclusión y equidad (territorial, cultural, social y de
género).

5. Pluralidad y participación social.

6. Transparencia, acceso a la información y rendición de
cuentas.

7. Legalidad y respeto a usos y costumbres.

8. Transversalidad: integralidad, coordinación y com-
plementariedad entre políticas e instrumentos de los tres
órdenes de gobierno.

México es parte de los instrumentos internacionales jurídi-
camente vinculantes para hacer frente al cambio climático.
Es parte de la Convención Marco de Naciones Unidas so-
bre el Cambio Climático (CMNUCC), firmada y ratificada
por nuestro país en 1992, y del Protocolo de Kioto, firma-
do en 1998 y ratificado en el 2000. 

La entrada en vigor del Protocolo de Kioto en 2005, al ha-
cer jurídicamente vinculante el compromiso de los países
desarrollados (países incluidos en el Anexo B del Protoco-
lo) de reducir sus emisiones en un promedio de 5.2 % para
el periodo 2008-2012, proporcionó un nuevo impulso a las
negociaciones internacionales sobre cambio climático. Asi-
mismo, la entrada en vigor del Protocolo también requería
que las Partes acordaran ?asumiendo que el periodo esta-
blecido en Kioto no era suficiente para revertir el proble-
ma? cuáles iban a ser los compromisos futuros bajo este
marco.

En 2007 en Bali, Indonesia, se llevó a cabo la Conferencia
de las Partes (COP) 13, que tuvo como principal actividad
“iniciar un proceso global que permita la aplicación plena,
eficaz y sostenida de la Convención mediante una coope-
ración a largo plazo que comience ahora y se prolongue
más allá de 2012, a fin de llegar a una conclusión acorda-
da y de adoptar una decisión en su 15º periodo de sesio-
nes”.1 El principal resultado en Bali, adoptado por la Con-
ferencia de las Partes, fue el Plan de Acción de Bali, el cual
estableció las actividades para fortalecer la implementa-
ción de la Convención ahora y después de 2012. El Plan se
articuló en torno a cinco pilares sobre los cuales había que
tomar decisiones: visión a largo plazo, mitigación, adapta-
ción, tecnología y financiamiento.

En el inciso b), párrafo III) del Plan de Acción de Bali, se
establece la necesidad de intensificar las labores en mate-
ria de mitigación al cambio climático, incluido, entre otros,
el examen de enfoques de política e incentivos positivos
para las cuestiones relativas a la reducción de las emisiones
derivadas de la deforestación y la degradación de los bos-
ques en los países en desarrollo; y la función de la conser-
vación, la gestión sostenible de los bosques y el aumento
de las reservas forestales de carbono en los países en desa-
rrollo.2

En el 2009, en Copenhague, Dinamarca, durante la CoP 15,
se adoptó el Acuerdo de Copenhague, documento que dio
continuidad al Plan de Acción de Bali. El Acuerdo de Co-
penhague, además de establecer las promesas de reducción
de emisiones a las que se comprometieron los países para
el 20203 y de instituir el compromiso de no rebasar un má-
ximo de 2°C en el aumento de la temperatura, refiere espe-
cíficamente al tema de los bosques. En seguimiento al Plan
de Acción de Bali, en el párrafo sexto del mencionado
acuerdo, los países reconocen el papel crucial de la reduc-
ción de emisiones por deforestación y degradación de bos-
ques y la necesidad de aumentar la captura de emisiones de
gases de efecto invernadero (GEI) a través de los bosques
así como acordar sobre la necesidad de proporcionar in-
centivos positivos para estas acciones a través del estable-
cimiento inmediato de un mecanismo de reducción de Emi-
siones por Deforestación y Degradación para permitir la
movilización de recursos financieros de los países desarro-
llados. 

Asimismo, en el párrafo ocho del Acuerdo de Copenhague,
se establece que se proporcionará financiamiento nuevo y
adicional, predecible y adecuado a los países en desarrollo
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para promover y apoyar acciones de mitigación, incluido
financiamiento sustancial para reducir emisiones por defo-
restación y degradación forestal.

En Cancún, México, durante la CoP 16, las partes de la
CMNUCC adoptaron los Acuerdos de Cancún, los cuales
constituyen decisiones de la CoP que deben seguir los Es-
tados. Los Acuerdos de Cancún, promovidos por el Go-
bierno de México, formalizaron elementos clave del
Acuerdo de Copenhague, llevándolos bajo las dos vías es-
tablecidas en el Plan de Acción de Bali (la vía de la Con-
vención y la del Protocolo de Kioto). Asimismo, uno de los
principales resultados fue que por primera vez desde la
creación de la CMNUCC en 1992, todas las economías
más importantes realizaron promesas específicas de miti-
gación, las cuales se basaron en lo establecido en los apén-
dices del Acuerdo de Copenhague.

El inciso C en materia de Cooperación a Largo Plazo de los
Acuerdos de Cancún, establece las políticas y los incenti-
vos positivos en asuntos relacionados a la reducción de
emisiones por deforestación y degradación de bosques en
países en desarrollo, así como el papel de la conservación,
el manejo forestal sustentable y el aumento de las reservas
forestales de carbono en países en desarrollo (REDD+)4
Del párrafo 68 al 79, se establece, entre otras cosas, que las
Partes deben encontrar maneras efectivas para reducir las
presiones humanas sobre los bosques que resulten en emi-
siones de GEI. Asimismo, se afirma que la implementación
de las acciones enumeradas debe llevarse a cabo tomando
en consideración las salvaguardas establecidas en el párra-
fo 2 del Anexo I del documento referido.

El párrafo 70 expresamente motiva a que, de acuerdo a sus
capacidades y circunstancias nacionales, los países en de-
sarrollo contribuyan a las acciones de mitigación en el sec-
tor forestal en materia de reducción de emisiones por defo-
restación y degradación forestal; conservación de las
reservas de carbono forestales; manejo forestal sustentable,
y aumento de las reservas forestales de carbono. Igualmen-
te, el párrafo 71 solicita a estos países que en la medida de
sus posibilidades, desarrollen una estrategia nacional, un
nivel de referencia nacional forestal y un sistema nacional
transparente y robusto de monitoreo y reporte en los rubros
mencionados. 

Señala que la Iniciativa deriva de los trabajos de la Inicia-
tiva Forestal de Legisladores GLOBE México (IFLGMX).
GLOBE México es el capítulo nacional de GLOBE Inter-
national, la Organización Mundial de Legisladores por un

medio ambiente balanceado, y está compuesto por diputa-
dos y senadores de todos los partidos. La IFLGMX realizó
un proceso de consulta con expertos en materia forestal y
del mecanismo REDD+ en México. La propuesta que aquí
se hace es resultado de ese proceso de consulta.

En atención a dicha solicitud, la Comisión Legislativa que
elabora el presente Dictamen procede a iniciar el análisis,
atendiendo a las siguientes: 

Consideraciones

1. El concepto de medio ambiente entendido por el jurista
Brañes y utilizado para este análisis es el siguiente:

“Conjunto de elementos que interactúan entre si, pero
con la precisión de que estas interacciones provocan la
aparición de nuevas propiedades globales, no inheren-
tes a los elementes aislados, que constituyen el sistema.
Esto implica, por otra parte, que el ambiente debe de
ser considerado como un todo, o como también suele
decirse “holísticamente”, pero teniendo en claro que
ese “todo” no es el resto del “Universo”, pues algo for-
mará parte del ambiente sólo en la medida en que per-
tenezcan al sistema ambiental de que se trate (…)

“Las variables que integran su ambiente en tanto inter-
actúan directamente con dicho sistema (fisicoquímicas,
biológicas, sociales) estarán condicionadas por otras
variables. Dentro del ambiente entran todo el conjunto
de sistemas que tienen que ver con todas las formas de
vida posible que descansan sobre los grandes soportes
naturales que son los suelos, las aguas y el aire (…)”5

Del concepto anterior se desprende la existencia de tres
ámbitos dentro del medio ambiente: el primero integrado
por cada elemento de manera aislada, el segundo por las
propiedades globales derivadas de la interacción de esos
elementos ambientales, cuyo fin será diverso, y el tercero
conformado por el todo ambiental.

Las funciones ambientales6; como la regulación climática,
la conservación de los ciclos hidrológicos, el control de la
erosión, el control de inundaciones, la recarga de acuíferos,
el mantenimiento de escurrimientos en calidad y cantidad,
la formación de suelo, la captura de carbono, la purifica-
ción de cuerpos de agua, la conservación y protección de la
biodiversidad7; pertenecen al segundo ámbito, puesto que
las propiedades generadas por la interacción que los orga-
nismos vivos tienen dentro de su medio físico, generan ta-



les actividades necesarias para la conservación del equili-
brio ecológico dentro de su ecosistema.

Las funciones ambientales generan servicio ambiental,8 los
cuales nacen cuando interviene el hombre y valora los
efectos benéficos generados por la función ambiental, es el
beneficio social que ésta genera a un sistema, ya sea eco-
lógica o económicamente.

Derivado de una interpretación analógica, las funciones
ambientales se encuentran contempladas en nuestro orden
constitucional, como es el caso de otras materias como
agua o los gases del subsuelo, en las que se evidencian su
carácter público, “pues son derivados o productos de una
naturaleza diferente a la del recurso o dimensión evidente-
mente tangible del bien, y en cuanto tales, son elementos
de interés público.

Así, en los términos del artículo 27 constitucional, el Esta-
do podrá definir la modalidad de su uso, régimen de domi-
nio, propiedad y usufructo, atendiendo al interés público y
el beneficio directo de sectores vulnerables, relacionados
con los recursos de donde son derivadas dichas funciones
(en este caso las comunidades o grupos de población habi-
tantes de los ecosistemas), pues también se trata de una
obligación paralela del Estado mexicano, la procuración de
los sectores vulnerables de la sociedad (pues son parte in-
tegrante de la nación en el presente, como lo señala el artí-
culo 2 constitucional), a través de la regulación de las mo-
dalidades de la propiedad y el dominio sobre los bienes
llevado a cabo por particulares, o a través de derechos so-
ciales preferentes con los cuales, el Estado, particularmen-
te en esta materia, cumpliría dos de sus funciones la regu-
lación y el cuidado de los recursos naturales que son
nacionales, y la procuración de las condiciones de vida de
sectores socialmente vulnerables. 

La legislación secundaria, en este caso la Ley General de
Desarrollo Forestal Sustentable debe reconocer dichos bie-
nes y servicios ambientales y adoptar un régimen de titula-
ridad de dominio público, y así, reconocerlos como bienes
dentro del patrimonio del Estado para que se puedan con-
servar, proteger, restaurar y aprovechar de manera susten-
table.

Al formar parte de un patrimonio, las funciones ambienta-
les como bienes de derecho adquieren autonomía en fun-
ción de un vínculo jurídico-económico que el derecho ten-
drá que reconocerles. Para ello se requiere que se afecte al

conjunto de bienes implicados a la consecución de ese fin,
cumpliendo los siguientes aspectos:

1. Que exista un conjunto de bienes, derechos y obliga-
ciones definidas, los cuales sean destinados a la realiza-
ción de dicho fin de naturaleza jurídico-económica.

2. Que el derecho organice con fisonomía propia y por
consiguiente, con autonomía, todas las relaciones jurídi-
cas activas y pasivas de acreedores y deudores, en fun-
ción de aquella masa independiente de bienes, derechos
y obligaciones.

Para que exista un conjunto de bienes, derechos y obliga-
ciones definido, el cual sea destinado a la realización de un
fin de naturaleza jurídico-económica, debe de reconocerse
en la marco jurídico a la función ambiental como un bien
jurídico, sujeto a protección, al ser un bien no fungible, es
decir de carácter único, incapaz de ser sustituido por otro
de la misma especie, calidad y cantidad, consumibles, en
tanto su consumo sea superior a su capacidad de producti-
vidad natural y universal al implicar valores e intereses su-
periores al de un particular. 

Es importante señalar lo que la teoría de Morineau estable-
ce,9 la cual deja a un lado la doctrina clásica que conside-
ra solo a los bienes tangibles y señala que la naturaleza de
los bienes reales no se puede centrar en las cosas, puesto
que las relaciones jurídicas derivadas de los derechos rea-
les se basan en facultades y deberes,10 en las cuales la co-
sa no puede formar parte, puesto que derechos y deberes
solo los tienen las personas, en consecuencia los derechos
reales se refieren exclusiva e invariablemente a las activi-
dades recaídas sobre los bienes.

Los derechos reales se refieren exclusiva e invariablemen-
te a las actividades que la norma objetiva de derecho atri-
buye al titular de los bienes. De la norma objetiva de dere-
cho se deriva el derecho subjetivo absoluto y potestativo
que autoriza la propia conducta del titular e impone el de-
ber correlativo de respeto a todos los demás sujetos pasivos
indeterminados, el derecho absoluto (y en consecuencia el
derecho real) crea relaciones jurídicas abstractas respecto a
los demás sujetos pasivos. 11

“Los derechos reales son la atribución de actividades
de hacer cuando recaen sobre los bienes, facultades ex-
traídas en forma potestativa. El sujeto activo es la per-
sona facultada para realizar su propia conducta; el ob-
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jeto del derecho es la actividad (usar o disfrutar, dispo-
ner etc) el sujeto pasivo lo constituyen todas las perso-
nas sujetas al orden jurídico de donde se deriva el de-
recho. El objeto no es el fenómeno actual sino la
posibilidad de realizarlo: el objeto del derecho es ideal.
El sujeto activo del derecho real es siempre determina-
do y el sujeto pasivo es indeterminado”

Es así, que aunque los bienes ambientales sean de natura-
leza incorpórea sui juris, es irrelevante para su naturaleza
de bienes jurídicos, pues los derechos y obligaciones se
constituyen entre dos sujetos con un objeto en común, uno
activo que es la persona facultada para realizar su propia
conducta, otro pasivo que lo constituyen todas las personas
sujetas al orden jurídico de donde se deriva el derecho y el
objeto del derecho que es la posibilidad de realizar la acti-
vidad de usar, disfrutar y disponer de la cosa. Es así, que
los derechos y obligaciones derivadas de las actividades
implicadas a los bienes ambientales pueden conformar un
conjunto definido, cuyo fin jurídico-económico será lograr
un manejo integral sustentable.

Los bienes ambientales son parte de la universalidad jurí-
dica del patrimonio del estado:

“La universalidad jurídica es el conjunto de bienes, de-
rechos, obligaciones y cargas de una persona aprecia-
bles en dinero, las cuales integran el patrimonio, el cual
abarca tanto el conjunto de bienes presentes, como los
bienes, derechos y obligaciones futuros. Es decir, el
concepto de universalidad se extiende en el tiempo y en
el espacio. En el tiempo, porque comprende todos los
bienes, derechos, obligaciones y cargas que la persona
tenga o pueda tener en el futuro; en el espacio, porque
abarca absolutamente todo aquello que tiene un valor
pecuniario; no importa que se trate de bienes heterogé-
neo, de masas autónomas de bienes destinadas a fines
económicos diversos”.12

Tomando en cuenta los ámbitos del medio ambiente, en el
que se señaló que la función ambiental es el bien jurídico y
el servicio ambiental es el beneficio social brindado, es ne-
cesario señalar que para efectos de la gestión de las fun-
ciones ambientales, el concepto utilizado será el de servi-
cio ambiental, dado que es el bien jurídico en referencia al
factor social necesario.

2. La comunidad internacional, tomando en cuenta la pro-
blemática de los países en desarrollo, busca que se interna-
licen los costos ambientales de los procesos productivos,

trasladándolos vía precios, a los consumidores efectivos de
determinados bienes y servicios y no al conjunto de la so-
ciedad, para que estos no sean quienes tengan que cargar
con los costos de la prevención y el control de la contami-
nación.

El uso de bienes y servicios que hoy podemos catalogar co-
mo ambientales, ha venido ampliándose con los años. En
un primer momento, fueron aquéllos relacionados con el
desarrollo de infraestructura básica, fundamentalmente ur-
bana, consistentes en insumos, consumibles y servicios pa-
ra el abasto de agua potable, los sistemas de alcantarillado
y el desalojo de aguas, así como para la recolección y dis-
posición de residuos. 

En las últimas tres o cuatro décadas, debido al desarrollo y
a la preocupación por el notable agravamiento del deterio-
ro ambiental, se ha creado una política y una regulación
ambientales, que se ha enfatizado fundamentalmente en el
establecimiento de límites máximos de emisiones, medidas
varias para el control de la contaminación y el saneamien-
to de sitios contaminados, lo que han dado lugar a los de-
nominados bienes y servicios ambiental “de segunda gene-
ración”, mismos que conforman, hasta la fecha, la mayor
parte del mercado. Hoy en día, su desarrollo ha sido orien-
tado a minimizar y prevenir daños y riesgos al medio am-
biente, así como a apoyar el uso sustentable de los recursos
naturales. Este desarrollo tiene que ver con el giro obser-
vado desde hace algunos años en la política ambiental de
algunos países, principalmente industrializados, los cuales
vinculan a la eficiencia económica, el desempeño ambien-
tal y la responsabilidad social.13

Es así que, la importancia de la creación de los servicios
ambientales está en promover el cuidado de la biodiversi-
dad, entre los sectores más desprotegidos, ya que puede ser
un instrumento de reconversión productiva, un nicho de
oportunidades en el sector medio ambiente, generar el lla-
mado “capital verde” y de esa manera evitar que los pro-
pietarios de las tierras reaccionen contrario a los intereses
medio ambientales, traficando ilegalmente las especies de
flora y fauna, cambiando de forma ilegal el uso de suelo o
cualquier actividad que busque evitar el cumplimiento de
las regulaciones ambientales.

A partir del planteamiento del medio ambiente como gene-
rador de funciones ambientales, se desprenden los diversos
tipos de servicios ambientales,14 tales como la captura de
carbono para la estabilidad climática; la conservación de la
biodiversidad para especies de flora y fauna; la belleza es-



cénica y ecoturismo; el desempeño hídrico en la contribu-
ción a ciclos básicos del agua, protección de las cuencas,
captación y saneamiento de aguas superficiales y subterrá-
neas; el mantenimiento de germoplasma con uso potencial
para el beneficio humano; la regulación en la composición
química de la atmósfera; la protección costera; la protec-
ción contra la erosión y control de los sedimentos; la gene-
ración de biomasa y nutrientes para actividades producti-
vas; el control biológico de plagas y enfermedades; el
mantenimiento de la diversidad biológica y del patrimonio
genético de la Nación; las funciones productivas directas
en términos de recursos y materia primas; los campos para
la investigación científica y tecnológica.

Los servicios ambientales se encuentran contemplados co-
mo instrumentos económicos, que más allá de aprovechar
el conjunto de componentes, condiciones y procesos natu-
rales, incluyendo especies y genes, que la sociedad puede
utilizar y que ofrecen los recursos naturales por su simple
existencia sean consideradas como un instrumento que
busca incentivar a los dueños de los recursos para que pro-
tejan, conserven y manejen de manera sustentable los re-
cursos naturales y así garantizar su disponibilidad para la
sociedad en general.15

3. Ahora bien, esta Comisión, coincide con el objetivo de
la iniciativa, que es el de plasmar en la ley los fundamen-
tos legales necesarios para desarrollar con éxito, el meca-
nismo Reducción de Emisiones de la Deforestación y De-
gradación REDD, el cual conlleva, por un lado, una visión
de manejo forestal sostenible y por el otro, la oportunidad
de implementar un instrumento legítimo que regule los ser-
vicios ambientales y que garantice el derecho de los pue-
blos indígenas, comunidades marginadas y pequeños gru-
pos forestales comunitarios, a beneficiarse por llevar a
cabo un manejo forestal sustentable de sus terrenos fores-
tales para propiciar que se conserven y mejoren los bienes
y sus servicios ambientales. 

De acuerdo al Estudio de la dinámica de cambio de los re-
cursos forestales, realizado por la Comisión Nacional Fo-
restal y el Instituto Nacional de Estadística y Geografía en
2009, México cuenta con una superficie forestal de 138 mi-
llones de hectáreas.

Los bosques desempeñan un papel determinante en el ciclo
global del carbono, en ellos radica la oportunidad de mayor
costo-eficacia en cuanto a la mitigación de emisiones de
gases de efecto invernadero, en particular de CO2.

De acuerdo con los reportes que México ha presentado an-
te la Organización de las Naciones Unidas para la Agricul-
tura y la Alimentación (FAO, por sus siglas en inglés), la
deforestación de bosques y selvas pasó de 354,035 hectá-
reas anuales en el periodo 1993-2002 a 155,152 hectáreas
anuales en el periodo 2002-2007. En estas cifras se agru-
pan, por razones de método y diferenciación de FAO, los
bosques primarios y secundarios como una sola catego-
ría.16

El Cuarto Informe de Evaluación (2007) del Panel Intergu-
bernamental de Cambio Climático (IPCC por sus siglas en
inglés), refiere que el peso de las emisiones de gases de
efecto invernadero asociadas al uso del suelo forestal
(17.4%) es superior a todo lo emitido por el sector del
transporte del mundo (13.16%) y ocupa el tercer lugar
mundial, después de los sectores de energía (25.9%) y de
la industria (19.4%). Se identifica, también que el mayor
volumen de emisiones de GEI asociadas a los bosques en
las últimas dos décadas ha provenido de los procesos de
deforestación tropical asociados con el cambio en los usos
de suelo.17

Si se considera que los bosques tropicales contienen apro-
ximadamente 40% del carbono acumulado en la biomasa
terrestre, resulta evidente que cualquier perturbación de es-
tos ecosistemas podría resultar en un cambio significativo
en el ciclo de carbono mundial. Por ello, evitar la defores-
tación y la degradación de los bosques y aumentar los acer-
vos de carbono representa una acción esencial de mitiga-
ción para contener el ritmo de avance del calentamiento
global. Asimismo, los bosques ofrecen garantías funda-
mentales como medidas de adaptación frente al cambio cli-
mático, al minimizar los impactos negativos sobre la bio-
diversidad y la calidad de vida de los humanos en general
y, particularmente, de las comunidades rurales e indígenas
que dependen de ellos. 

De acuerdo con el Inventario Nacional de Emisiones 2006,
en México la categoría de uso de suelo, cambio de uso de
suelo y silvicultura (USCUSS) representa la cuarta fuente
individual más importante de GEI, contribuyendo en 2006
con casi 10% del total, después de los vehículos automoto-
res (transporte), la generación de electricidad y las emisio-
nes generadas por desechos. Dentro de ellas, en el periodo
1990-2006, los cambios de tierras forestales a tierras agrí-
colas y de tierras forestales a pastizales, así como los pro-
cesos de degradación, han sido una fuente importante de
emisiones.18
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Dentro del Programa Especial de Cambio Climático
(PECC) de México se establece las metas en materia de mi-
tigación que llevarán a cabo los distintos sectores del go-
bierno federal, entre el año 2009 y el 2012, buscando miti-
gar 50.7 millones de toneladas de CO2e. Entre estos
sectores se incluyen el agrícola y el forestal. La mitigación
proyectada al 2012 por el sector agricultura, bosques y
otros usos del suelo representa 30% del total, equivalente a
15.3 MtCO2e. 

El sector agricultura y bosques es de gran relevancia en
México, ya que ahí se concentra una parte importante de la
población rural que, además de ser poseedora del bosque,
desarrolla una amplia diversidad de actividades económi-
cas. Hasta el año 2007 esta población ascendía a 24.2 mi-
llones de personas, que representan 23.5% de la población
del país.19 Por otra parte, en México el manejo comunita-
rio de bosques certificados como sustentables ocupa un lu-
gar importante, con una superficie forestal certificada de
717,326 hectáreas, tanto en zonas templadas como tropica-
les. Se estiman además 8.4 millones de hectáreas de apro-
vechamientos maderables bajo manejo forestal, con una
producción de más de seis millones de metros cúbicos pa-
ra bosques de clima templado y de casi 600 mil metros cú-
bicos para bosques de clima tropical.20

La discusión iniciada en el seno de la CMNUCC sobre el
tema forestal estuvo centrada originalmente en lograr el re-
conocimiento del potencial existente en la reducción de las
emisiones globales causadas por la deforestación (RED).
Más tarde se reconoció que el proceso de degradación de
los bosques representaba también una fuente importante de
emisiones de GEI incluyendo así una segunda “D” y acu-
ñándose el término REDD. Adicionalmente se incorporó el
papel de la conservación, el manejo sustentable de los bos-
ques y el mejoramiento de inventarios de carbono, elemen-
tos que ahora son representados por el signo “+”, acuñan-
do la noción de REDD+. 

Para atender las causas de la deforestación y la degradación
de los bosques se requiere una perspectiva integral que per-
mita mejorar las condiciones tanto de los ecosistemas fo-
restales, y los servicios ambientales que ofrecen, como a
las comunidades que en ellos habitan. De hecho, el Docu-
mento Visión de México sobre REDD+ reconoce los servi-
cios ambientales como “la base indiscutible para el man-
tenimiento de la biodiversidad y la garantía de las
capacidades de adaptación al fenómeno del cambio climá-
tico.”

Reducir las emisiones derivadas de la deforestación y la
degradación forestal implica concentrar la atención en una
fuente de Gases de Efecto Invernadero mayor que el total
del sector transporte a nivel mundial. Sin REDD, el objeti-
vo de estabilización de la temperatura global a 2°C no se-
rá alcanzado.21

REDD+ será implementado como un mecanismo que per-
mitirá el financiamiento del servicio ambiental que brindan
los bosques al evitar emisiones de CO2 e impulsará el ma-
nejo sustentable de los bosques en México. 

En las áreas forestales de México habitan 13.5 millones de
personas, que incluyen 23,111 ejidos y comunidades, con
presencia de 43 etnias que se caracterizan por sus altos ín-
dices de marginación y pobreza. 

El nicho de oportunidades en el sector medio ambiente, de
la población que habita las áreas forestales es un factor de-
terminante para la preservación de nuestros bosques, por lo
que es de destacar los alcances del mecanismo de Reduc-
ción de Emisiones por Deforestación y Degradación
“más” (REDD+), pues representa un vínculo determinan-
te entre Bosques, Población y Cambio Climático.

El mecanismo REDD conlleva, por un lado, una visión de
manejo forestal sostenible, y por otro, la oportunidad de
implementar un instrumento éticamente correcto en rela-
ción a pueblos indígenas, comunidades marginadas y pe-
queños grupos forestales comunitarios. Su acorde instru-
mentación es determinante para enfrentar la deforestación
existente.

Al implementar mecanismos de mitigación de cambio cli-
mático que detengan la deforestación y que permitan, adi-
cionalmente, combatir a la pobreza, se logrará entonces lo
que en términos de derecho tributario ecológico internacio-
nal llaman el triple dividendo reducir las emisiones netas
de CO2, brindar oportunidades de mejora de bienestar a
comunidades forestales marginadas y al mismo tiempo
proteger a los bosques y a sus servicios ambientales.

El principal reto radica en que las reglas operativas de los
mecanismos REDD, se basen en principios de equidad, de
impacto social y que tomen en cuenta los valores implíci-
tos de la biodiversidad forestal. Revertir esas tendencias re-
quiere, entre otras cosa, de propuestas legislativas que for-
talezcan su implementación y de instituciones públicas
transparentes.



Todo ello implica desarrollar nuevos retos que permitan
identificar los requerimientos del sector forestal para con-
solidar la instrumentación de políticas y estrategias, que
permitan la preservación de nuestros bosques.

4. Esta Comisión Dictaminadora, haciendo un análisis de la
definición de servicios ambientales en las legislaciones la-
tinoamericanas, retoma lo contemplado por Argentina en la
Ley 26.331. Ley de Presupuestos Mínimos de Protección
Ambiental de los Bosques Nativos, la cual señala lo si-
guiente:

Artículo 5. Considérense Servicios Ambientales a los be-
neficios tangibles e intangibles, generados por los ecosiste-
mas del bosque nativo, necesarios para el concierto y su-
pervivencia del sistema natural y biológico en su conjunto,
y para mejorar y asegurar la calidad de vida de los habi-
tantes de la Nación beneficiados por los bosques nativos.

Entre otros, los principales servicios ambientales que los
bosques nativos brindan a la sociedad son:

- Regulación hídrica;

- Conservación de la biodiversidad;

- Conservación del suelo y de calidad del agua;

- Fijación de emisiones de gases con efecto invernade-
ro;

- Contribución a la diversificación y belleza del paisaje;

- Defensa de la identidad cultural.

Asimismo, es importante señalar lo que la NOM 022-SE-
MARNAT-2003 entiende por servicios ambientales, son
beneficios de que provee un ecosistema a la vida humana
desde el punto de vista económico, cultural, histórico, reli-
gioso, educativo, recreativo, estético o espiritual.

Con base en lo anterior, se retoma el concepto establecien-
do para la Ley General del Equilibrio Ecológico, los eco-
sistemas terrestres y acuáticos y especificando los bosques
nativos y plantaciones forestales para la Ley General de
Desarrollo Forestal Sustentable. 

Para una adecuada gestión integral sustentable de los eco-
sistemas, así como la  implementación del mecanismo

REDD+, el promovente señala que la legislación debe pre-
cisar claramente la naturaleza jurídica de los servicios am-
bientales y unificar su definición. Asimismo, es indispen-
sable que la legislación defina los conceptos de
Deforestación y Degradación, como propone esta iniciati-
va de reformas.

Considerando que la calidad, cantidad, y provisión de los
servicios ambientales son producto del funcionamiento de
los ecosistemas forestales y reflejo de la gestión y manejo
integral del territorio que los brinda, los propietarios y le-
gítimos posesores de los terrenos donde se ubique el eco-
sistema, que realicen realizar actividades de gestión am-
biental deben recibir los beneficios económicos y
materiales que se generen; además, los beneficios deberán
distribuirse de forma equitativa entre los involucrados.

La iniciativa del diputado promovente busca brindar certe-
za jurídica al reconocer estos derechos de manera expresa
y enlistar las salvaguardas que será obligatorio respetar en
la implementación del mecanismo REDD+ en México.
También esclarece que los dueños y poseedores legales
cuentan con el derecho de transacción de los servicios am-
bientales que se generan en su terreno.

De igual forma, se encuentra orientada a ampliar la gama
de instrumentos económicos y de regulación que permiti-
rán el mantenimiento, mejora y financiamiento de los ser-
vicios ambientales; e incluir dentro de la información que
comprende el Inventario Forestal y de Suelos, el registro de
los inventarios sobre emisiones de gases de efecto inverna-
dero evitadas, que facilitará la necesaria implementación
de un sistema de monitoreo, reporte y verificación (MRV)
para el mecanismo REDD+.

Un esquema de pagos por servicios ambientales (PSA) es
un mecanismo donde los proveedores son compensados
económicamente por aquéllos que hacen uso y goce de los
mismos, como una forma de asegurar la conservación de
los ecosistemas que los generan.22

Por lo que hace a la Ley de Vida Silvestre es de señalar de
que debido a que el enfoque, expuesto en la Iniciativa, es
en materia forestal, esta Comisión Dictaminadora conside-
ra que definiendo servicios ambiental en la ley marco, la
Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente, así como en la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable es suficiente para cumplir con el objeti-
vo del promovente.
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Por las razones antes expuestas y tomando en considera-
ción las modificaciones antes señaladas, esta Comisión
Dictaminadora estima procedentes las reformas y adicio-
nes propuestas por el diputado José Ignacio Pichardo Le-
chuga, a la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente y a la Ley General de Desarrollo
Forestal Sustentable en materia de servicios ambientales.

Por lo anteriormente expuesto la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, somete a consideración de es-
ta honorable soberanía el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman diversas disposiciones
de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protec-
ción al Ambiente y de la Ley General de Desarrollo Fo-
restal Sustentable, en materia de servicios ambientales.

Artículo Primero. Se adiciona la fracción XXXVI al artí-
culo 3o, recorriéndose las subsecuentes, de la Ley General
del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, para
quedar como sigue:

Artículo 3o. …

I. a XXXV. …

XXXVI. Servicios ambientales: los beneficios tangi-
bles e intangibles, generados por los ecosistemas, ne-
cesarios para la supervivencia del sistema natural y
biológico en su conjunto, y para que proporcionen
beneficios al ser humano;

XXXVII. a XXXIX. …

Artículo Segundo. Se reforma la fracción II del artículo 3;
se adicionan las fracciones XII y XIII, recorriéndose las
subsecuentes y se reforma la fracción XVIII del artículo 7;
se reforman las fracciones III y VI y se adiciona una frac-
ción IX, recorriéndose las subsecuentes, del artículo 45; se
reforman los artículos 133 y 134 y se adiciona el artículo
134 Bis, todos de la Ley General de Desarrollo Forestal
Sustentable, para quedar como sigue:

Artículo 3. …

I. …

II. Regular la protección, conservación y restauración
de los ecosistemas, recursos forestales y sus servicios

ambientales; así como la ordenación y el manejo fores-
tal;

III. a XXXII. …

Artículo 7. …

I. a XI. …

XII. Deforestación: Pérdida de la vegetación forestal,
por causas inducidas o naturales, a cualquier otra
condición; 

XIII. Degradación: Proceso de disminución de la ca-
pacidad de los ecosistemas forestales para brindar
servicios ambientales, así como capacidad producti-
va;

XIV. a XVII. …

XVIII. Manejo forestal: El proceso que comprende el
conjunto de acciones y procedimientos que tienen por
objeto la ordenación, el cultivo, la protección, la con-
servación, la restauración y el aprovechamiento de los
recursos y servicios ambientales de un ecosistema fo-
restal, considerando los principios ecológicos, respetan-
do la integralidad funcional e interdependencia de re-
cursos y sin que merme la capacidad productiva de los
ecosistemas y recursos existentes en la misma;

XIX. a XLII. …

Artículo 45. …

I. a II. …

III. Los tipos de vegetación forestal y de suelos, su lo-
calización, formaciones y clases, con tendencias y pro-
yecciones que permitan clasificar y delimitar el estado
actual de la deforestación y degradación, así como las
zonas de conservación, protección, restauración y pro-
ducción forestal, en relación con las cuencas hidrológi-
cas-forestales, las regiones ecológicas, las áreas foresta-
les permanentes y las áreas naturales protegidas;

IV. a V. …

VI. Los criterios e indicadores de sustentabilidad, defo-
restación y degradación de los ecosistemas forestales;



VII. a VIII. …

IX. La información, basada en el Sistema Nacional
de Monitoreo, Registro y Verificación, de la reduc-
ción de emisiones derivadas de acciones de preven-
ción y combate de la deforestación y degradación de
los ecosistemas forestales, y

X. …

Artículo 133. En el marco de los tratados internacionales
y disposiciones nacionales aplicables, la Secretaría promo-
verá el desarrollo de instrumentos económicos para la
conservación y mejora de los bienes y servicios ambien-
tales que retribuya beneficios de interés público, gene-
rados por el manejo forestal sustentable que realicen
los propietarios y legítimos  poseedores de los terrenos
forestales.

Artículo 134. La Secretaría promoverá la formación de
profesionales o técnicos, así como de empresas, los cuales
estén capacitados para certificar, evaluar y monitorear la
conservación y mejora de los bienes y servicios ambien-
tales, para el otorgamiento de asesoría técnica y capacita-
ción a los titulares de los aprovechamientos forestales en la
materia y para enlazarlos con los usuarios o beneficiarios
de los bienes y servicios ambientales, así como a los ins-
trumentos económicos correspondientes en el ámbito na-
cional e internacional.

Artículo 134 Bis. Los propietarios y legítimos poseedo-
res de terrenos forestales que, como resultado de un
manejo forestal sustentable, conserven y/o mejoren los
servicios ambientales, recibirán los beneficios económi-
cos derivados de éstos.

Los instrumentos legales y de política ambiental para
regular y fomentar la conservación y mejora de los ser-
vicios ambientales, deben garantizar el respeto a las sal-
vaguardas reconocidas por el derecho internacional, así
como lo siguiente:

I. Consentimiento libre, previo e informado de eji-
dos, comunidades y pueblos indígenas;

II. Distribución equitativa de beneficios;

III. Certidumbre y respeto a los derechos de propie-
dad y posesión legítima y acceso a los recursos natu-

rales de los propietarios y legítimos poseedores de la
tierra;

IV. Inclusión y equidad territorial, cultural, social y
de género;

V. Pluralidad y participación social;

VI. Transparencia, acceso a la información y rendi-
ción de cuentas;

VII. Reconocimiento y respeto a las formas de orga-
nización interna, y

VIII. Transversalidad, integralidad, coordinación y
complementariedad entre políticas e instrumentos
de los tres órdenes de gobierno.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Segundo. El titular del Poder Ejecutivo federal, en un pla-
zo no mayor a tres años posteriores a la entrada en vigor
del presente decreto, implementará un sistema nacional de
monitoreo, registro y verificación, con el fin de evaluar y
sistematizar la reducción de emisiones derivadas de accio-
nes de prevención y combate de la deforestación y degra-
dación de los ecosistemas forestales (REDD+), al que se
hace referencia en la fracción IX del artículo 45 del pre-
sente decreto.

Notas:

1. cmnucc, Plan de Acción de Bali, CMNUCC, 2007, en:
<http://unfccc.int/resource/docs/2007/cop13/spa/06a01s.pdf#page=3>

2. Ibid.

3. Como se establece en los apéndices del Acuerdo de Copenhague

4. http://unfccc.int/resource/docs/2010/cop16/spa/07a01s.pdf#page=2

5. “La vida del hombre y, en general de todos los organismos vivos, es
posible solo dentro de la biosfera, que es el espacio que contiene los
ambientes biológicamente habitables y en el que se integran la litósfe-
ra, la hidrósfera y la atmósfera, esto es, suelos, aguas y aire. En este
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escenario sobre el cual el hombre ha construido una tecnósfera se des-
arrolla la vida. El conjunto de las normas jurídicas que regulan las
conductas humanas que pueden influir de una manera relevante en los
procesos de interacción que tienen lugar entre los sistemas de los or-
ganismos vivos y sus sistemas de ambiente (biosfera (considerando la
tecnósfera) en tanto escenario que hace posible la vida) mediante la
generación de efectos de los que se espera una modificación significa-
tiva de las condiciones de existencia e dichos organismos” en Brañes,
Raúl. Manual de derecho ambiental mexicano. Fundación mexicana
para la Educación Ambiental (FCE) (2000) México, pp. 20, 21.

6. Función.-Capacidad de actuar propia de los seres vivos y de sus ór-
ganos, y de las máquinas o instrumentos. http://buscon.rae.es/draeI/
SrvltConsulta?TIPO_BUS=3&LEMA=funciòn

7. En el artículo 3 fracción XLIX, de la LAN;

8. Servicio.- En términos simples es la acción y efecto de servir. En la
esfera humana es la prestación que satisface alguna necesidad social y
que no consiste en la producción de bienes materiales. Real Academia
Española <http://buscon.rae.es/draeI/SrvltConsulta?TIPO_BUS=3&
LEMA=SERVICIO>

Artículo 3. Para los efectos de esta Ley se entenderá por:

XLIX. “Servicios Ambientales”: Los beneficios de interés social que
se generan o se derivan de las cuencas hidrológicas y sus componen-
tes, tales como regulación climática, conservación de los ciclos hidro-
lógicos, control de la erosión, control de inundaciones, recarga de acu-
íferos, mantenimiento de escurrimientos en calidad y cantidad,
formación de suelo, captura de carbono, purificación de cuerpos de
agua, así como conservación y protección de la biodiversidad; para la
aplicación de este concepto en esta Ley se consideran primordialmen-
te los recursos hídricos y su vínculo con los forestales;

Artículo 14 Bis 5. Los principios que sustentan la política hídrica na-
cional son:

XI. El agua proporciona servicios ambientales que deben reconocerse,
cuantificarse y pagarse, en términos de Ley

9. Morineau Oscar Los derechos reales y el subsuelo en México (FCE)
1997 México pp. 20-22

10. “El derecho objetivo es la atribución de actividades, no porque se
estén realizando (lo cual sería una descripción de lo que es) sino por-
que se deben realizar: el derecho objetivo regula la conducta humana
como posibilidad normativa. El derecho se divide en: a) normas que
atribuyen actividades positivas como facultades  o autorizaciones po-
testativas. Estas normas que atribuyen derechos subjetivos en sentido

estricto, como facultades fundantes, son el fundamento de un nuevo
derecho subjetivo fundado en el anterior y derivado de él, el derecho
de optar por el ejercicio o no ejercicio de la actividad atribuida. Por eso
el derecho subjetivo en sentido estricto es fundante del derecho subje-
tivo de libertad jurídica. b) normas que atribuyen actividades obligato-
rias, deberes jurídicos. Estas se dividen  en deberes de abstención que
atribuyen prohibiciones  (actividades de no hacer) y deberes de hacer
que permiten actividades, pero no el derecho de optar por su ejercicio
o no ejercicio. Por ser normas que atribuyen deberes, en su caso el ejer-
cicio de la actividad es obligatoria. Así como el derecho subjetivo fun-
dado, el derecho de libertad jurídica, también el deber jurídico es fun-
dante de derechos subjetivos fundados, del derecho de libertad
jurídica, también el deber jurídico es fundante de derechos subjetivos
fundados, del derecho a cumplir con el deber atribuido a la norma”
Morineau Oscar (1997) 25-26.

11. Este aspecto es el que lo hace diferente al derecho personal deriva-
do de una norma individual de conducta, cuyo efecto es el de crear re-
laciones individuales.

12. Ibid, 40

13. Muñoz, Carlos (2005). Bienes y servicios ambientales en México:
caracterización preliminar y sinergias entre protección ambiental, de-
sarrollo del mercado y estrategia comercial. CEPAL Serie Medio am-
biente y desarrollo de Naciones Unidas División de Desarrollo Soste-
nible y Asentamientos Humanos. Santiago de Chile.

14. Instituto Nacional de Ecología (1995) Áreas Naturales: economía
e instituciones, SEMARNAT. México 

15. Delgadillo, Javier (1990). 30 años de investigación económica re-
gional en México: el pensamiento y la obra del geógrafo Angel Bas-
sols Batalla. UNAM/IIE. México. Pág: 41.

16. Conafor. 2010a. Informe Nacional México, 2010 (FRA, 2010) pre-
sentado ante la Organización de las Naciones Unidas para la Agricul-
tura y la Alimentación (FAO).

17. Denman, K.L., et al. 2007. “Couplings between Changes in the Cli-
mate System and Biogeochemistry”. In: Climate Change 2007: The
Physical Science Basis. Contribution of Working Group I to the Fourth
Assessment Report of the Intergovernmental Panel on Climate Change
[Solomon, S., D. qin, M. Manning, Z. Chen, M. Marquis, K.B. averyt,
M.Tignor and H.L. Miller (eds.)]. Cambridge University Press United
Kingdom, USA. 

18. Semarnat-INE. 2009. Cuarta Comunicación Nacional ante la
CMNUCC. México. http://cc2010.mx/assets/001/5140. pdf.



19. SRA. 2007. Programa Sectorial de Desarrollo Agrario 2007-2012.
SRA. México.

20. Comisión Intersecretarial de Cambio Climático. Visión de México
sobre REDD+. Semarnat-Conafor. 2010. México. 

21. Meridian Institute. Reducing Emissions from Deforestation and Fo-
rest Degradation (REDD): An Options Assessment Report. Meridian
Institute. Washington DC. 2009.

22. http://www.farn.org.ar/newsite/wp-content/uploads/2011/06/23_
dipaola_mm.pdf 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de noviembre de 2011.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Ninfa Salinas Sada (rúbrica), presidenta; Andrés Aguirre Romero (rú-
brica), Ernesto de Lucas Hopkins (rúbrica), Héctor Franco López,
Francisco Alejandro Moreno Merino, Augusta Valentina Díaz de Rive-
ra Hernández, Agustín Torres Ibarrola (rúbrica), Ma. Dina Herrera So-
to (rúbrica), María Araceli Vázquez Camacho (rúbrica), Alejandro Ca-
rabias Icaza (rúbrica), Jaime Álvarez Cisneros, secretarios; María
Estela de la Fuente Dagdug, Jorge Venustiano González Ilescas (rúbri-
ca), Susana Hurtado Vallejo (rúbrica), Víctor Manuel Kidnie de la Cruz
(rúbrica), José Ignacio Pichardo Lechuga (rúbrica), Adela Robles Mo-
rales, José Alfredo Torres Huitrón, Marcela Vieyra Alamilla (rúbrica),
Víctor Manuel Anastasio Galicia Ávila (rúbrica), Alejandro Bahena
Flores, Óscar Saúl Castillo Andrade, Juan Pablo Escobar Martínez (rú-
brica), Jesús Giles Sánchez (rúbrica), José Manuel Hinojosa Pérez,
Francisco Javier Orduño Valdez (rúbrica), César Daniel González Ma-
druga, Rafael Pacchiano Alamán (rúbrica), César Francisco Burelo Bu-
relo (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra, hasta por tres minutos, la diputada María Ara-
celi Vázquez Camacho, para hablar en pro del dictamen.

La diputada María Araceli Vázquez Camacho: Muchas
gracias, diputado presidente. Con la venia de todos ustedes,
llego a posicionar en mi nombre, en nombre de la comi-
sión, en nombre del PRD el siguiente dictamen que se re-
fiere, como lo ha dicho el diputado presidente, a una modi-
ficación a la Legepa y a la Ley Forestal en materia de
servicios ambientales.

Un primer tema que contiene este dictamen, es incluir el
concepto de servicio ambiental a través de una adición al
artículo 31 del artículo 3o., recorriéndose los subsecuentes
de la Legepa.

Se define servicios ambientales; el concepto de servicios
ambientales se ha desarrollado lentamente en todo el pla-
neta desde mediados del pasado siglo y posteriormente ha
tomado fuerza, gracias al interés de los grupos ambienta-
listas.

Debe recordarse primeramente que surgió el concepto de
ecosistema, en la búsqueda por entender la interacción que
existe entre los seres vivos y el ambiente que los rodea;
posteriormente aparece el concepto de servicio para com-
prender la dependencia de los humanos a los ecosistemas
naturales.

El ritmo de deterioro de los propios ecosistemas naturales
es alarmante, por lo que es necesario actuar de manera ur-
gente; el concepto de servicios ambientales y la idea de re-
compensar a quienes permitan su provisión se centra en
que debemos tomar en cuenta a quienes influyen o afectan
el uso de la tierra, especialmente a los que viven y trabajan
directamente en las áreas que nos brindan servicios am-
bientales.

Queremos dar certeza jurídica para que este tipo de meca-
nismos se vuelva a favor de las comunidades y pueblos in-
dígenas, dueños de las tierras forestales del país que los ha
conservado. Pero este tipo de mecanismos tiene que respe-
tar y fortalecer sus derechos, se trata de que el consenti-
miento libre, previo e informado debe ser la base para su
inclusión.

Por ello es de vital importancia la adición al artículo 134
Bis en la Ley Forestal, que incorpora estos criterios de sal-
vaguarda y que serán ellos los que recibirán los beneficios
económicos derivados del pago de los servicios ambienta-
les; es por ello que solicitamos el apoyo a favor de este dic-
tamen, muchas gracias. Es cuanto.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputada. Tiene el uso de la palabra la diputada Au-
gusta Valentina Díaz de Rivera, hasta por tres minutos, pa-
ra hablar en pro del dictamen.

La diputada Augusta Valentina Díaz de Rivera Her-
nández: Gracias, diputado presidente. Con el permiso de la
Presidencia; compañeras y compañeros legisladores, me
dirijo a ustedes con el presente posicionamiento para resal-
tar los beneficios del dictamen con reformas a las leyes
generales del Equilibrio Ecológico y la Protección al Am-
biente, de Vida Silvestre y de Desarrollo Forestal Susten-
table, que hoy se somete a consideración de esta soberanía
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y que pretende ofrecer homogeneidad de criterios y certe-
za jurídica en las referencias a los servicios ambientales,
con todo lo que esto implica y conlleva en la ejecución de
nuestras leyes.

Debo señalar que este dictamen es el resultado de diversas
iniciativas y propuestas planteadas en esta materia en la ac-
tual y en legislaturas anteriores; se trata de una reforma
apoyada por legisladoras y legisladores pertenecientes a
distintos grupos parlamentarios, que tiene por objeto el
perfeccionamiento del marco jurídico aplicable en materia
de servicios ambientales, con el último propósito de evitar
cualquier confusión por lo heterogéneo que puedan ser las
definiciones en las distintas normas de carácter ambiental
y brindar la certeza jurídica que una adecuada unificación
de criterios conlleva.

Concordamos en la importancia que tienen los servicios
ambientales contemplados como instrumentos económicos
que incentiven a los dueños de los recursos para que prote-
jan, conserven y manejen de manera sustentable los recur-
sos naturales para garantizar su disponibilidad a las futuras
generaciones y a la sociedad, en general.

Es un dictamen que contiene disposiciones aplicables, que
sin duda van en el sentido de generar un cambio significa-
tivo en las conductas de los actores económicos y la socie-
dad en su conjunto, con una conciencia distinta sobre la
sustentabilidad del medio ambiente y la utilización de
nuestros recursos naturales.

Compañeras y compañeros legisladores, tenemos en este
momento la posibilidad de decidir, a través de nuestro vo-
to, la aprobación de una reforma que incidirá de manera
importante en el cuidado de nuestro medio ambiente y de
nuestros recursos no renovables, acorde con lo que se ha
acordado a nivel internacional en las distintas cumbres lle-
vadas a cabo en Kioto, en Copenhague y en Cancún re-
cientemente.

El Grupo Parlamentario de Acción Nacional nos pronun-
ciamos a favor del presente dictamen, porque también con-
lleva a que los propietarios de terrenos donde se ubiquen
ecosistemas decidan llevar a cabo acciones de gestión am-
biental. Es cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputada. Agotada la lista de oradores, consulte la Se-
cretaría a la asamblea, en votación económica, si se en-
cuentra suficientemente discutido en lo general.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra su-
ficientemente discutido en lo general. Las diputadas y los
diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestar-
lo. Las diputadas y los diputados que estén por la negativa
sírvanse manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, señor
presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido en lo general. En virtud que de
conformidad con el artículo 109 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados no se ha reservado artículo alguno para
discutirlo en lo particular, pido a la Secretaría abra el siste-
ma electrónico, hasta por tres minutos, para proceder a la
votación en lo general y en lo particular en un mismo acto.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Háganse los avisos a que refiere el artículo 144, numeral 2
del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sis-
tema electrónico, por tres minutos, para proceder a la vota-
ción en lo general y en lo particular en un solo acto.

(Votación)

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Señor presidente, se han emitido un total de 328 votos en
pro, 0 en contra y 3 abstenciones.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 328 votos
el proyecto de decreto que reforma diversas disposicio-
nes de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Pro-
tección al Ambiente, y de la Ley General de Desarrollo
Forestal Sustentable en materia de servicios ambienta-
les. Pasa al Senado, para sus efectos constitucionales.

LEY GENERAL PARA LA PREVENCION 
Y GESTION INTEGRAL DE LOS RESIDUOS

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la discusión del dicta-
men con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General para la Prevención
y Gestión Integral de los Residuos, en materia de residuos
electrónicos. 



La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley General para la Preven-
ción y Gestión Integral de los Residuos, en materia de des-
echos electrónicos

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales
de la LXI Legislatura de la Cámara de Diputados del ho-
norable Congreso de la Unión, le fue turnado para su estu-
dio y elaboración del dictamen correspondiente, el expe-
diente número 2235 que contiene la Iniciativa que reforma
diversas disposiciones de la Ley General para la Preven-
ción y Gestión Integral de los Residuos en materia de resi-
duos tecnológicos presentada por los diputados Rodrigo
Pérez-Alonso y Agustín Torres Ibarrola, integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico y del Partido Acción Nacional, respectivamente. Asi-
mismo, le fue turnado el expediente número 4428 que con-
tiene la Iniciativa que reforma los artículos 5, 7, 19, 28, 101
y 106 y se adicionan el artículo 17 Bis, 25 tercer párrafo,
30 bis, un Título Sexto bis para adicionar los artículos 100
bis a 100 dicies de la Ley General para la Prevención y
Gestión Integral de los Residuos, presentada por los dipu-
tados Rodrigo Pérez-Alonso González y Alejandro Cara-
bias Icaza integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México. Finalmente, le fue turnado el
expediente número 5606 que contiene la Iniciativa que re-
forma y adiciona diversas disposiciones de la Ley General
para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, pre-
sentada por el diputado Alfonso Primitivo Ríos Vázquez
integrante del Grupo Parlamentario del Partido del Traba-
jo.

En virtud del análisis y estudio de las iniciativas que se dic-
taminan, esta Comisión Ordinaria, con base en las faculta-
des que le confiere la fracción XXIX-G del artículo 73 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para expedir leyes que establezcan la concurrencia del go-
bierno federal, de los gobiernos de los estados y de los mu-
nicipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en
materia de protección al ambiente y preservación y restau-
ración del equilibrio ecológico; los artículos 39, numerales
1 y 2, fracción XXIV, y 45, numeral 6, incisos e) y f), y nu-
meral 7 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; así como los artículos 78, 80
numeral 1, 81 numeral 2, 82 numeral 1, 84 numeral 1, 85,

157 y demás relativos del Reglamento de la Cámara de Di-
putados del H. Congreso de la Unión, somete a considera-
ción de los integrantes de esta honorable Asamblea, el pre-
sente dictamen, de acuerdo con los siguientes:

Antecedentes

Primero. En sesión plenaria celebrada por la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión el día 29
de abril de 2010, la Mesa Directiva recibió Iniciativa con
proyecto de decreto que reforma diversas disposiciones de
la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de
Residuos, presentada por los diputados Rodrigo Pérez-
Alonso González y Agustín Torres Ibarrola, integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de Mé-
xico y del Partido Acción Nacional, respectivamente;

Segundo. En sesión plenaria celebrada por la Cámara de
Diputados del Honorable Congreso de la Unión el día 31
de marzo de 2011, la Mesa Directiva recibió Iniciativa con
proyecto de decreto que reforma los artículos 5, 7, 19, 28,
101 y 106 y se adicionan el artículo 17 bis, 25 tercer pá-
rrafo, 30 bis, un titulo sexto bis para adicionar los artículos
100 bis a 100 dicies de la Ley General para la Prevención
y Gestión Integral de los Residuos, presentada por los di-
putados Rodrigo Pérez-Alonso González y Alejandro Ca-
rabias Icaza, integrantes del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México;

Tercero. En sesión plenaria celebrada por la Cámara de Di-
putados del Honorable Congreso de la Unión el día 13 de
octubre de 2011, la Mesa Directiva recibió Iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley General para la Prevención y Gestión In-
tegral de los Residuos, presentada por el diputado Alfonso
Primitivo Ríos Vázquez integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido del Trabajo, y

Cuarto. Las tres iniciativas fueron turnadas a la Comisión
de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la Cámara de
Diputados, iniciándose un cuidadoso proceso de análisis y
consulta, a efecto de elaborar el presente dictamen, de con-
formidad con las siguientes:

Consideraciones

En primera instancia, este dictamen tiene por objeto aten-
der la solicitud de los diputados Rodrigo Pérez-Alonso
González y Agustín Torres Ibarrola quienes consideran
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procedente homologar los residuos tecnológicos como re-
siduos peligrosos, por el daño que causan a la salud y al
medio ambiente; sugiriendo la siguiente redacción:

Artículo 5….

XXXIII Bis. Residuos Tecnológicos. Son aquellos ma-
teriales provenientes de equipos electrónicos, así como
de las industrias de la informática y electrónica que po-
seen alguna característica de corrosividad, reactividad,
explosividad, toxicidad, inflamabilidad o cualquier otra
característica que pudiese dañar la salud o el medio am-
biente.

Artículo 19…

VIII. Residuos Automotrices. Provenientes de fabrican-
tes de vehículos automotores o sus partes que al trans-
currir su vida útil, por sus características, requieren de
un manejo especifico; y 

Artículo 31…

XVI. Residuos Tecnológicos

Artículo 65…

La distancia mínima de las instalaciones para el confi-
namiento de residuos peligrosos, respecto de los centros
de población, deberá no ser menor a cinco kilómetros, y
al establecerse su ubicación se requerirá tomar en con-
sideración el ordenamiento ecológico del territorio y los
planes de desarrollo urbanos y aplicables.

Artículo 67 Bis. Los residuos tecnológicos, sin demeri-
to a otras disposiciones de la presente ley, deberán ser
gestionados de la siguiente manera:

I. Se destinaran a tiraderos especializados, los cuales
deberán ser supervisados por las autoridades competen-
tes;

II. Los residuos tecnológicos bajo ninguna condición
podrán ser incinerados;

III. Por ninguna razón se autorizará la importación de
residuos tecnológicos.

En segunda instancia, este Dictamen atenderá la solicitud
de los diputados Rodrigo Pérez-Alonso González y Ale-

jandro Carabias Icaza quienes proponen diversas reformas
a la Ley General para la Prevención y Gestión Integral de
los Residuos (LGPGIR) para incorporar el concepto de re-
siduos electrónicos así como establecer lineamientos para
el manejo integral de los mismos, con el fin de disminuir
su impacto a la salud y al medio ambiente.

La iniciativa propone incorporar a los residuos electrónicos
como una clasificación nueva de residuos cuya gestión sea
responsabilidad de la Federación. 

Así, en primer lugar reforma el artículo 5 de la LGPGIR
incorporando la definición de residuos electrónicos, distin-
guiendo aquellos que se generan durante la producción o
manufactura de los productos electrónicos (de proceso), y
los residuos electrónicos de producto, es decir aquellas
computadoras, impresoras, teléfonos celulares y aparatos
electrónicos o de tecnologías de la información que sus
propietarios o poseedores desechan, y que puede ser sus-
ceptible de ser valorizado o requiere sujetarse a tratamien-
to o disposición final.

En el mismo sentido, propone adicionar un párrafo tercero
al artículo 25 para crear el Programa Nacional para el
Aprovechamiento y Gestión de los Residuos Electrónicos
de Producto. 

Se adiciona un título Sexto Bis, que incluye del artículo
100 Bis al 100 Decies, en el que se determina la clasifica-
ción y manejo integral de residuos electrónicos de proceso
o producto que sean considerados como peligrosos y el ma-
nejo de los residuos que no posean características de peli-
grosidad.

Visto lo anterior, los diputados promoventes sugieren la si-
guiente redacción:

Artículo 5. Para los efectos de esta Ley se entiende
por:...

...

XXXIII Bis. Residuos electrónicos de proceso: son to-
dos aquellos residuos provenientes de los procesos pro-
ductivos de las industrias de la electrónica y tecnologí-
as de la información, así como aquellos generados en las
actividades de tratamiento, aprovechamiento o co-pro-
cesamiento de residuos electrónicos de producto.



XXXIII Ter. Residuos electrónicos de producto: son
aquellos productos usados, caducos, retirados del co-
mercio, o desechados, manufacturados por las industrias
de la electrónica o de tecnologías de la información, que
requieren de corriente eléctrica o campos electromagné-
ticos para su operación o funcionamiento, incluyendo
los aditamentos, accesorios, periféricos, consumibles y
subconjuntos que los componen al momento de ser de-
sechados.

Artículo 7. Son facultades de la federación:

... 

III Bis. La regulación y control de los residuos electró-
nicos de proceso considerados como peligrosos y de to-
da clase de residuos electrónicos de producto; incluyen-
do, la expedición de reglamentos, normas oficiales
mexicanas y demás disposiciones jurídicas aplicables a
su manejo integral, clasificación, importación, exporta-
ción y tránsito por el territorio nacional, en los términos
de la presente ley, así como la regulación, registro y
aprobación de los planes de manejo aplicables a este ti-
po de residuos.

Artículo 17 Bis. De conformidad con sus características
y fuentes de generación, los residuos electrónicos se cla-
sifican en residuos electrónicos de proceso y residuos
electrónicos de producto de acuerdo con las definicio-
nes establecidas en el artículo 5 fracciones XXXIII Bis
y XXXIII Ter.

Artículo 19. Los residuos de manejo especial se clasifi-
can como se indica a continuación, salvo cuando se tra-
te de residuos considerados como peligrosos en esta ley
y en las normas oficiales mexicanas correspondientes:

I. a VII. ...

VIII. Residuos electrónicos de proceso no considerados
como peligrosos, residuos tecnológicos provenientes de
la industria de vehículos automotores y otros que al
transcurrir su vida útil, por sus características, requieren
de un manejo específico, y

Artículo 25. ...

...

La secretaría deberá formular e instrumentar el Progra-
ma Nacional para el Aprovechamiento y Gestión de los
Residuos Electrónicos de Producto de conformidad con
esta ley y demás disposiciones aplicables, como parte
del Programa Nacional para la Prevención y Gestión In-
tegral de los Residuos a cargo de la secretaría.

Artículo 28. ...

...

III. Los grandes generadores y los productores, impor-
tadores, exportadores y distribuidores de los productos
que al desecharse se convierten en residuos sólidos ur-
banos, de manejo especial, o residuos electrónicos de
producto, que se incluyan en los listados de residuos su-
jetos a planes de manejo de conformidad con la presen-
te ley y las normas oficiales mexicanas correspondien-
tes.

Artículo 30 Bis. Independientemente de su clasifica-
ción y de la determinación de residuos que deberán su-
jetarse a los planes de manejo establecidos por las nor-
mas oficiales mexicanas, en términos de los criterios
contenidos en el artículo 30 de la Ley, los sujetos obli-
gados de conformidad con su artículo 28, deberán for-
mular y ejecutar planes de manejo para los siguientes re-
siduos electrónicos de producto:

I. Computadoras personales de escritorio y sus acceso-
rios;

II. Computadoras personales portátiles y sus accesorios;

III. Equipos de telecomunicación;

IV. Teléfonos celulares;

V. Monitores y televisores con tubos de rayos catódicos;

VI. Pantallas y televisores de cristal líquido y plasma;

VII. Reproductores de audio y video;

VIII. Equipos de impresión, incluyendo impresoras, fo-
tocopiadoras y multifuncionales; 

IX. Los demás que se establezcan en la presente ley, su
reglamento y normas oficiales mexicanas aplicables.
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Los planes de manejo se sujetarán a los elementos y pro-
cedimientos establecidos en el reglamento y las normas
oficiales mexicanas expedidas para tales efectos.

La secretaría podrá ejecutar convenios de coordinación
con las entidades federativas y los municipios para el
control del manejo de residuos electrónicos de producto
no sujetos a planes de manejo, en los términos que esta-
blezca el reglamento de la presente ley.

Título Sexto Bis

Capítulo I
De la prevención y manejo 

integral de residuos electrónicos

Artículo 100 Bis. La clasificación y el manejo integral
de los residuos electrónicos de proceso o residuos elec-
trónicos de producto, que por sus características se con-
sideren como peligrosos, se realizará de conformidad
con lo establecido en el reglamento, las normas oficia-
les mexicanas expedidas por la secretaría y los siguien-
tes lineamientos:

I. Los residuos electrónicos de proceso que presenten
características de peligrosidad, deberán ser manejados
conforme a las disposiciones generales aplicables a re-
siduos peligrosos, a los generadores de los mismos y a
los prestadores de servicios, señaladas en la presente
ley, su reglamento y las normas oficiales mexicanas
aplicables.

II. En el caso de residuos electrónicos de producto, cla-
sificados como peligrosos, las actividades de manejo in-
tegral relacionadas con su clasificación, almacenamien-
to temporal, recolección, acopio, separación, transporte,
desensamble, de-manufactura y evaluación para aprove-
chamiento, deberán ser realizadas bajo condiciones par-
ticulares de manejo, que serán aprobadas por la secreta-
ría de conformidad con lo señalado en el reglamento de
la presente ley e incorporadas a los planes de manejo co-
rrespondientes.

III. En todo caso, independientemente de lo señalado en
el plan de manejo correspondiente, el tratamiento, apro-
vechamiento, co-procesamiento, incineración o dispo-
sición final de residuos electrónicos de producto, cla-
sificados como peligrosos, deberá llevarse a cabo en
instalaciones autorizadas para tales efectos por la secre-
taría, de acuerdo con lo establecido en el reglamento.

IV. Una vez que los residuos electrónicos de producto,
que por sus características sean considerados como pe-
ligrosos, sean sometidos a un proceso de aprovecha-
miento, los residuos resultantes de dicho proceso serán
manejados de conformidad con lo siguiente:

a) Los residuos peligrosos resultantes, conforme a las
disposiciones generales aplicables a residuos peligro-
sos, a los generadores de los mismos y a los prestadores
de servicios, señaladas en la presente ley, su reglamento
y las normas oficiales mexicanas aplicables;

b) Los residuos resultantes que no presenten caracterís-
ticas de peligrosidad, conforme a lo que al efecto esta-
blezcan las leyes estatales o del Distrito Federal en la
materia;

c) En los supuestos señalados en los incisos a) y b) an-
teriores, las personas responsables de llevar a cabo el
proceso de aprovechamiento serán consideradas como
generadores de los residuos resultantes de dicho proce-
so y deberán cumplir con las disposiciones federales, es-
tatales, municipales y del Distrito Federal, según sea el
caso.

V. Los planes de manejo de residuos electrónicos de
producto, que por sus características se consideren co-
mo peligrosos, formulados por los sujetos obligados de
conformidad con el artículo 28 de la ley, se deberán re-
gistrar ante la secretaría conforme al procedimiento pre-
visto en el reglamento, señalarán las condiciones parti-
culares de manejo correspondientes y deberán
elaborarse bajo las modalidades previstas en la presente
ley, su reglamento y las normas oficiales mexicanas
aplicables.

VI. En caso de que residuos electrónicos de producto
considerados como peligrosos, se manejen fuera de un
plan de manejo, estén desensamblados o cuya integridad
física se vea comprometida de manera tal que permita la
exposición de sus contenidos al ambiente, éstos deberán
ser manejados conforme a las disposiciones aplicables a
los residuos peligrosos en general establecidas en esta
ley, su reglamento y las normas oficiales mexicanas co-
rrespondientes.

VII. Los grandes generadores de residuos electrónicos
de proceso considerados como peligrosos, están obliga-
dos a registrarse ante la secretaría y someter a su consi-
deración el Plan de Manejo de Residuos Peligrosos, así



como llevar una bitácora y presentar un informe anual
acerca de la generación y modalidades de manejo a las
que sujetaron sus residuos de acuerdo con los linea-
mientos que para tal fin se establezcan en el reglamento
de la presente ley. Dicha obligación podrá cumplirse
mediante la integración del manejo de dichos residuos a
un plan de manejo de residuos peligrosos, que elaboren
los sujetos obligados, en términos del artículo 46 de es-
ta ley.

Artículo 100 Ter. El manejo integral de los residuos
electrónicos de proceso y residuos electrónicos de pro-
ducto, que no presentan características de peligrosidad
se realizará de conformidad con lo siguiente:

I. Los residuos electrónicos de proceso que no presen-
ten características de peligrosidad, se considerarán co-
mo de manejo especial de acuerdo con la fracción VIII
del artículo 19 de la ley y se manejarán de conformidad
con lo señalado en las disposiciones emitidas por las en-
tidades federativas, las normas oficiales mexicanas apli-
cables y, en su caso, conforme a los planes de manejo
que se presenten ante las autoridades de dichas entida-
des por parte de los generadores, siempre y cuando las
actividades correspondientes se implementen de una
manera adecuada para la protección al ambiente y la sa-
lud humana. 

II. Los residuos electrónicos de producto que no pre-
senten características de peligrosidad se manejarán de
conformidad con los planes de manejo que al efecto ela-
boren los generadores de los mismos o los sujetos obli-
gados en términos del artículo 28 de esta ley, cuando así
lo requieran y podrán elaborarse en las modalidades
previstas en la presente ley, su reglamento y las normas
oficiales mexicanas aplicables, conteniendo, entre otros,
los siguientes elementos:

a) El plan de manejo deberá comprender mecanismos
de prevención de generación de residuos, formas de
aprovechamiento y recuperación y, de reducción de la
disposición final.

b) Los procedimientos para su acopio, almacenamiento,
transporte y envío para su desensamble, tratamiento,
aprovechamiento o disposición final, que se prevén uti-
lizar;

c) Las estrategias y medios a través de los cuales se co-
municará a los consumidores, las acciones que éstos de-

ben realizar para devolver los residuos a los proveedo-
res o a los centros de acopio destinados para tal fin, se-
gún corresponda;

d) Los procedimientos mediante los cuales se darán a
conocer a los consumidores las precauciones que, en su
caso, deban de adoptar en el manejo de los productos
que devolverán a los proveedores, a fin de prevenir o re-
ducir riesgos, y

e) Los mecanismos y las políticas necesarias con el fin
de promover que los equipos sean regresados a centros
autorizados, al final de su vida útil para su aprovecha-
miento o disposición final. Para tal fin, los proveedores,
comercializadores y distribuidores podrán entregar bo-
nos para garantizar descuentos y bonificaciones ante re-
compra y reemplazo de equipos.

f) Los responsables y las partes que intervengan en su
formulación y ejecución.

III. Los planes de manejo de residuos electrónicos de
producto no peligrosos formulados por los sujetos obli-
gados de conformidad con el artículo 28 de la Ley, se
registrarán ante la Secretaria conforme al procedimien-
to previsto en el Reglamento.

IV. Los residuos electrónicos de producto no peligrosos
podrán ser enviados para su disposición final a instala-
ciones autorizadas para la disposición final de residuos
de manejo especial.

Artículo 100 Quáter. La importación de residuos elec-
trónicos de producto para fines de aprovechamiento, va-
lorización o co-procesamiento en territorio nacional se
realizará de conformidad con lo señalado en los tratados
internacionales aplicables y en el reglamento de la pre-
sente ley. En todo caso, dicha importación se realizará
previa notificación a la secretaría acompañada del plan
de manejo del residuo de que se trate, en términos de lo
establecido en el reglamento.

Queda prohibida la importación de residuos electróni-
cos para su disposición final o incineración en territorio
mexicano.
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Capítulo II
Del Programa Nacional para el 

Aprovechamiento y Gestión Integral de los 
Residuos Electrónicos de Producto

Artículo 100 Quinquies. La secretaría deberá formular
e instrumentar el Programa Nacional para el Aprove-
chamiento y la Gestión Integral de los Residuos Elec-
trónicos de Producto, con el fin de promover el manejo
integral y aprovechamiento de los residuos electrónicos
históricos y residuos electrónicos huérfanos, de acuerdo
con las disposiciones establecidas en la presente ley y el
reglamento.

El objeto del programa será promover la creación y
mantenimiento de uno o varios centros de acopio de re-
siduos electrónicos de producto, de carácter histórico o
huérfano, mediante los acuerdos y convenios que la se-
cretaría celebre con base en la presente ley y el regla-
mento.

Con el fin de cumplir con sus objetivos, el programa po-
drá celebrar, a través de la secretaría, los convenios per-
tinentes con dependencias, entidades federativas, muni-
cipios, organismos y asociaciones de productores,
importadores, distribuidores y comercializadores de
productos electrónicos.

Para efectos de esta ley, se entenderá como residuos
electrónicos históricos aquellos residuos electrónicos
usados, caducos, desechados o comercializados, que no
han sido sujetos a los planes de manejo establecidos en
el artículo 30 Bis. 

Los residuos electrónicos huérfanos serán aquellos cuyo
fabricante no se puede identificar, se desconoce o ha sa-
lido del mercado. 

Artículo 100 Sexies. Los centros de acopio serán instala-
ciones promovidas en el marco del programa, mediante
convenios que la secretaría celebre con entidades federa-
tivas, municipios, organismos y asociaciones de produc-
tores, importadores, distribuidores y comercializadores
de productos electrónicos, con el propósito del recibir
los residuos electrónicos huérfanos o históricos, para su
clasificación y evaluación, así como la determinación de
proceso de destrucción de la información contenida en
los equipos electrónicos, para posteriormente ser envia-
dos a centros de reacondicionamiento para su manejo
integral y proceso. 

La destrucción de la información almacenada en los
equipos electrónicos se hará de acuerdo con lo dispues-
to en la presente ley.

Artículo 100 Septies. El Programa Nacional para el
Aprovechamiento y Gestión Integral de los Residuos
Electrónicos de Producto contará con un órgano asesor
de carácter honorífico, llamado Consejo Consultivo. 

El Consejo Consultivo será un órgano asesor y promo-
tor de las acciones que se emprendan en el marco del
programa. Estará conformado por un número no menor
de diez ni mayor de veinte integrantes los cuales serán
representantes de las asociaciones de productores, im-
portadores, distribuidores y comercializadores de produc-
tos, que al desecharse se convierten en residuos electró-
nicos de producto, así como asociaciones de empresas
dedicadas al aprovechamiento de los mismos.

Los miembros del Consejo Consultivo no percibirán re-
tribución, emolumento o compensación alguna y dura-
rán en su encargo tres años, con posibilidad de ser ree-
lectos. 

Asimismo, deberá incluir a un funcionario de la secreta-
ría, designado por el secretario, quien fungirá como Se-
cretario Técnico del Consejo Consultivo, así como un
funcionario designado por el Instituto Nacional de Eco-
logía.

La integración y funcionamiento del Consejo Consulti-
vo se hará de acuerdo con las disposiciones que esta-
blezca la secretaría.

Artículo 100 Octies. El Ejecutivo federal propondrá, en
el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación,
asignar una partida presupuestaria para garantizar el
cumplimiento de los objetivos del programa previstos
en la presente ley. 

Los costos para gestionar adecuadamente el manejo de
los residuos electrónicos históricos y huérfanos se cu-
brirán con cargo al presupuesto de este programa.

Artículo 100 Nonies. Los recursos se emplearán, en
parte, para generar campañas masivas de comunicación
y sensibilización con el fin de que empresas, gobiernos
y particulares remitan sus equipos a los centros de aco-
pio. La secretaría, a través del programa, implementará
y difundirá estrategias para desarrollar, entre la socie-



dad, la cultura y práctica de un manejo responsable de
los residuos electrónicos de producto.

Artículo 100 Decies. El programa operará bajo los si-
guientes lineamientos: 

I. El programa deberá promover y diseñar los diversos
sistemas de acopio con el fin de gestionar los residuos
electrónicos de producto de carácter histórico o huérfa-
no, orientado a crear las condiciones para su manejo in-
tegral y valorización.

II. Una vez agotadas las posibilidades de reutilización o
remanufactura, se generarán las políticas para reciclar, a
través de centros autorizados, los materiales primarios
que componen los equipos, procurando extraer los ma-
teriales valiosos así como los materiales peligrosos para
su posterior y adecuado confinamiento.

III. El Consejo Consultivo colaborará y apoyará en la
toma de decisiones acerca de las políticas de promoción
para la creación y gestión de los centros de acopio. 

IV. Los Centros de Acopio deberán garantizar una ade-
cuada clasificación y evaluación de los equipos recibi-
dos para determinar su viabilidad de reutilización, re-
manufactura o reciclaje.

V. Los equipos recibidos en los centros de acopio, serán
clasificados, evaluados y enviados a centros de aprove-
chamiento autorizados para su remanufactura o recicla-
je. 

VI. Los equipos reutilizables o que hayan sido remanu-
facturados y sean integrados al programa, serán otorga-
dos en comodato a instituciones educativas, organiza-
ciones sociales y de la sociedad civil privilegiando a
aquellas que trabajen en favor de los grupos vulnera-
bles, mujeres, discapacitados, indígenas y aquellos que
contribuyan a disminuir la brecha digital en sectores de
menor acceso a las tecnologías de la información y co-
municación, generando los mecanismos necesarios para
garantizar su retorno al programa. 

VII. La decisión de otorgar en comodato equipos reuti-
lizables o remanufacturados, se realizará mediante con-
venios con la institución u organización referida, y los
requisitos para acceder a este mecanismo de entrega de
equipos reacondicionados se incluirán en el reglamento
respectivo.

VIII. Una vez aprobado el otorgamiento de equipo en
comodato, el convenio con la institución receptora de
equipos, deberá garantizar el retorno de dichos equipos
al final de su vida útil con objeto de que su aprovecha-
miento se dé bajo mecanismos de reciclado o extracción
de materiales. Será obligación de dichas instituciones la
devolución de los equipos al término de su vida útil.

IX. El programa, a través de los centros de acopio y con
opinión del Consejo Consultivo, deberán asegurar que
la información existente en los equipos electrónicos sea
eliminada, con el fin de proteger la información y datos
personales de los propietarios originales de dichos equi-
pos. 

X. La destrucción de dicha información deberá realizar-
se de acuerdo con el reglamento, las leyes correspon-
dientes y la norma oficial mexicana que al efecto esta-
blezca la secretaría. En tanto se genere la norma oficial
mexicana, se estará a lo que establezca el Comité Con-
sultivo Nacional de Normalización de Medio Ambiente
y Recursos Naturales. 

XI. Asimismo, el programa establecerá convenios y
acuerdos con instituciones, empresas y organizaciones
pertinentes, con el fin de dotar a los equipos regenera-
dos de las condiciones y licencias suficientes para su óp-
timo funcionamiento. 

XII. Las atribuciones y obligaciones del programa na-
cional y del Consejo Consultivo, se establecerán de
acuerdo con la presente ley y el reglamento, entre las
cuales está el informar al gobierno federal por conducto
de la secretaría, a las empresas y organismos integran-
tes, del uso y destino de los recursos aportados e infor-
mar los avances del programa de acuerdo con las dispo-
siciones establecidas.

Artículo 101. La secretaria realizará los actos de ins-
pección y vigilancia del cumplimiento de las disposi-
ciones contenidas en la presente ley, en materia de resi-
duos peligrosos, y electrónicos de su competencia, e
impondrá las medidas correctivas, de seguridad y san-
ciones que resulten procedentes, de conformidad con lo
que establece esta ley y la Ley General del Equilibrio
Ecológico y la Protección al Ambiente.

Artículo 106. De conformidad con esta ley y su regla-
mento, serán sancionadas las personas que lleven a ca-
bo cualquiera de las siguientes actividades:
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I a XXIII...

XXIV. No presentar el plan de manejo a que se refiere
el artículo 30 Bis.

XXV. Incurrir en cualquier otra violación a los precep-
tos de esta ley.

Finalmente, este Dictamen atenderá la solicitud del dipu-
tado Alfonso Primitivo Ríos Vázquez quien propone diver-
sas reformas a la LGPGIR para adicionar el término “des-
echo electrónico” en el apartado de definiciones
promoviendo así, la creación de políticas públicas que per-
mitan el manejo adecuado de estos desechos. En el mismo
sentido, propone facultar a la Semarnat para expedir nor-
mas oficiales mexicanas en la materia y a los municipios
para crear Programas municipales para residuos de origen
electrónico.

El texto propuesto por el diputado Ríos Vázquez a la le-
tra señala:

Artículo 5. Para los efectos de esta ley se entiende por:

I. a XXIX. ...

XXIX Bis. Residuos de origen electrónico. Son aque-
llos que se derivan de los componentes contenidos en
los dispositivos electrónicos; 

Se reforma la fracción IV del artículo 7; se reforma la
fracción I del artículo 10; se adiciona la fracción IX, pa-
sando a ser X la fracción IX vigente del artículo 19; se
reforma el primer párrafo y la fracción I del artículo 26;
se reforma la denominación del título sexto; se reforma
el primer párrafo del artículo 95 y del artículo 97; se re-
forma el primer párrafo del artículo 99, así como sus
fracciones I y II y; se reforma el primer párrafo del artí-
culo 100, para quedar como sigue:

Artículo 7. Son facultades de la Federación:

I. a III. ...

IV. Expedir las normas oficiales mexicanas relativas al
desempeño ambiental que deberá prevalecer en el ma-
nejo integral de residuos sólidos urbanos, residuos de
origen electrónico y de manejo especial;

Artículo 10. Los municipios tienen a su cargo las fun-
ciones de manejo integral de residuos sólidos urbanos,
que consisten en la recolección, traslado, tratamiento, y
su disposición final, conforme a las siguientes faculta-
des:

I. Formular, por sí o en coordinación con las entidades
federativas, y con la participación de representantes de
los distintos sectores sociales, los programas municipa-
les para la Prevención y Gestión Integral de los Resi-
duos Sólidos Urbanos y Residuos de origen electróni-
co, los cuales deberán observar lo dispuesto en el
Programa Estatal para la Prevención y Gestión Integral
de los Residuos correspondiente;

Artículo 19. Los residuos de manejo especial se clasifi-
can como se indica a continuación, salvo cuando se tra-
te:

I. a VIII. ...

IX. Residuos de origen electrónico; 

X. Otros que determine la Secretaría de común
acuerdo con las entidades federativas y municipios,
que así lo convengan para facilitar su gestión inte-
gral. 

Artículo 26. Las entidades federativas y los municipios,
en el ámbito de sus respectivas competencias, deberán
elaborar e instrumentar los programas locales para la
prevención y gestión integral de los residuos sólidos ur-
banos, los residuos de origen electrónico y de manejo
especial, de conformidad con esta Ley, con el Diagnós-
tico Básico para la Gestión Integral de Residuos y de-
más disposiciones aplicables. Dichos programas debe-
rán contener al menos lo siguiente:

II. La política local en materia de residuos sólidos urba-
nos, residuos de origen electrónico y de manejo espe-
cial;

TÍTULO SEXTO
DE LA PREVENCIÓN Y MANEJO INTEGRAL DE

RESIDUOS SÓLIDOS URBANOS, 
RESIDUOS DE ORIGEN ELECTRÓNICO 

Y DE MANEJO ESPECIAL

Artículo 95. La regulación de la generación y manejo
integral de los residuos sólidos urbanos, residuos de



origen electrónico y los residuos de manejo especial, se
llevará a cabo conforme a lo que establezca la presente
Ley, las disposiciones emitidas por las legislaturas de
las entidades federativas y demás disposiciones aplica-
bles.

Artículo 97. Las normas oficiales mexicanas establece-
rán los términos a que deberá sujetarse la ubicación de
los sitios, el diseño, la construcción y la operación de las
instalaciones destinadas a la disposición final de los re-
siduos sólidos urbanos, residuos de origen electrónico
y de manejo especial, en rellenos sanitarios o en confi-
namientos controlados.

Artículo 99. Los municipios, de conformidad con las
leyes estatales, llevarán a cabo las acciones necesarias
para la prevención de la generación, valorización y la
gestión integral de los residuos sólidos urbanos, resi-
duos de origen electrónico, considerando:

I. Las obligaciones a las que se sujetarán los generado-
res de residuos sólidos urbanos, residuos de origen
electrónico; 

II. Los requisitos para la prestación de los servicios pa-
ra el manejo integral de los residuos sólidos, residuos
de origen electrónico urbanos, y

Artículo 100. La legislación que expidan las entidades
federativas, en relación con la generación, manejo y dis-
posición final de residuos sólidos urbanos y residuos de
origen electrónico podrá contener las siguientes prohi-
biciones:

I. a III. ...

Es conveniente señalar que las reformas que se proponen a
través del presente dictamen, son resultado del análisis in-
dividual de cada una de ellas. Sin embargo, se abordarán
conjuntamente para agilizar su proceso legislativo, en aten-
ción a que las tres iniciativas proponen reformar la
LGPGIR para incorporar el tema de los denominados resi-
duos electrónicos. 

I. Iniciativa de los diputados Rodrigo Pérez-Alonso
González y Agustín Torres Ibarrola 

La presencia del hombre sobre la tierra, como la de cual-
quier otra especie, supone inexcusablemente su interacción
con la naturaleza. En directa relación con sus capacidades

y con el número de sus individuos, todas las especies alte-
ran su entorno para atender a sus necesidades vitales. La
singularidad del hombre, en este aspecto, se constriñe a sus
portentosas capacidades, físicas e intelectuales, y a su ex-
clusiva facultad de generar nuevas necesidades que van
mucho más de las derivadas de su subsistencia.

Así pues, la acción del hombre sobre su entorno natural ha
ido creciendo a medida en que se han desarrollado estos
tres factores primarios: la demografía, la capacidad técnica
y el número y cualidad de nuevas necesidades a las que po-
demos denominar “artificiales” o “intelectuales”, por con-
vencional contraposición a las “biológicas” o de mera sub-
sistencia.1

En ese sentido, es preciso reconocer que dentro de las prác-
ticas agresivas del hombre a su entorno natural, una mani-
festación constante y contundente es el incremento en la
generación de residuos en nuestro país. 

Al respecto, el Quinto Informe de Gobierno presentado el
pasado 1º de septiembre, refiere que en México durante el
año 2010 se generaron 40.06 millones de toneladas de re-
siduos sólidos urbanos, es decir la generación per cápita de
residuos sólidos fue de 356.6 kilogramos por persona.

Dentro de estos residuos se han contabilizado los denomi-
nados residuos electrónicos o tecnológicos, en virtud de
que la legislación mexicana no prevé características ni
condiciones para su manejo integral. Es decir, como refie-
ren acertadamente los diputados promoventes, la LGPGIR
no establece disposiciones para la reducción, reutilización,
reciclaje, acopio, almacenamiento, transporte co-procesa-
miento y/o disposición final, lo que limita las oportunida-
des de reciclaje y reutilización de estos productos de la in-
dustria de la tecnología, como computadoras de escritorio,
portátiles, impresoras, equipo de fotocopiado, por citar al-
gunos ejemplos. 

En ese sentido, esta Comisión Legislativa coincide en que
la propuesta tiene un objetivo prioritario, sin embargo exis-
ten diversas inconsistencias.

En primera instancia, es improcedente homologar los resi-
duos tecnológicos como residuos peligrosos, pues los telé-
fonos celulares, computadoras portátiles y de escritorio o
impresoras ensambladas per se no tienen alguna de las ca-
racterísticas CRETIB (corrosivo, reactivo, explosivo, tóxi-
co ambiental, inflamable y biológico-infeccioso) o bien, de
poseer alguna de éstas características, se encuentran por
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debajo de los límites y parámetros establecidos en la Nor-
ma Oficial Mexicana NOM-052-SEMARNAT-2005. Que
establece las características, el procedimiento de identifi-
cación, clasificación y los listados de los residuos peligro-
sos.2

En congruencia con lo anterior, es de señalarse que la
LGPGIR considera a los residuos tecnológicos como resi-
duos de manejo especial,3 es decir como aquellos genera-
dos en los procesos productivos, que no reúnen las carac-
terísticas para ser considerados como peligrosos o como
residuos sólidos urbanos. 

Así, el artículo 19 de la LGPGIR a la letra señala:

Artículo 19. Los residuos de manejo especial se clasi-
fican como se indica a continuación, salvo cuando se
trate de residuos considerados como peligrosos en esta
Ley y en las normas oficiales mexicanas correspondien-
tes:

…

VIII. Residuos tecnológicos provenientes de las indus-
trias de la informática, fabricantes de productos electró-
nicos o de vehículos automotores y otros que al trans-
currir su vida útil, por sus características, requieren de
un manejo específico, 

…

En ese sentido, es de reiterarse que el legislador que pro-
mulgó la LGPGIR en el año 2003, estimó que los residuos
tecnológicos provenientes de la industria de la informática
no posee alguna de las características de corrosividad, reac-
tividad, explosividad, toxicidad, inflamabilidad o que con-
tengan agentes infecciosos que les confieran peligrosidad y
que en consecuencia, no requerirían un manejo como tal,
empero requería un plan de manejo para su recolección,
tratamiento y disposición final dejando su regulación a las
entidades federativas.

Así, el artículo 9 de la LGPGIR a la letra señala:

Artículo 9. Son facultades de las Entidades Federativas:

…

II. Expedir conforme a sus respectivas atribuciones, y
de acuerdo con las disposiciones de esta Ley, los orde-

namientos jurídicos que permitan darle cumplimiento
conforme a sus circunstancias particulares, en materia
de manejo de residuos de manejo especial, así como
de prevención de la contaminación de sitios con dichos
residuos y su remediación;

III. Autorizar el manejo integral de residuos de ma-
nejo especial, e identificar los que dentro de su territo-
rio puedan estar sujetos a planes de manejo;

IV. Verificar el cumplimiento de los instrumentos y dis-
posiciones jurídicas referidas en la fracción anterior en
materia de residuos de manejo especial e imponer las
sanciones y medidas de seguridad que resulten aplica-
bles;

Por su parte, la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales (Semarnat), tiene como facultad expedir normas
oficiales mexicanas relativas al desempeño ambiental de
los residuos de manejo especial así como determinar los
criterios para los planes de manejo.

El artículo 7 de la LGPGIR a la letra señala:

Artículo 7. Son facultades de la Federación:

IV. Expedir las normas oficiales mexicanas relativas al
desempeño ambiental que deberá prevalecer en el ma-
nejo integral de residuos sólidos urbanos y de manejo
especial;

V. Expedir las normas oficiales mexicanas que establez-
can los criterios para determinar qué residuos estarán
sujetos a planes de manejo, que incluyan los listados de
éstos, y que especifiquen los procedimientos a seguir en
el establecimiento de dichos planes;

En atención las facultades otorgadas a la Semarnat desde el
año 2003, el pasado 11 de agosto de 2011, se publicó en el
Diario Oficial de la Federación, el PROY-NOM-161-SE-
MARNAT-2011, que establece los criterios para clasificar
a los residuos de manejo especial y determinar cuáles están
sujetos a plan de manejo; el listado de los mismos, el pro-
cedimiento para la inclusión o exclusión a dicho listado; así
como los elementos y procedimientos para la formulación
de los planes de manejo, norma oficial que abonaría y da-
ría claridad a los planes de manejo que se emitan.

Finalmente, es de reiterarse que esta Comisión Legislativa
coincide plenamente con la propuesta de los diputados pro-



moventes en relación a que nuestro país no se está garanti-
zando el manejo adecuado de los residuos tecnológicos, es
decir que computadoras y otros aparatos como celulares,
radios, monitores, cámaras de video, por citar algunos
ejemplos pueden ser aprovechados en regiones con tecno-
logías menos desarrolladas y que actualmente podemos
identificar fácilmente en tiraderos a cielo abierto o rellenos
sanitarios con el impacto ambiental y a la salud pública que
esto genera.

En congruencia con lo anterior, algunos de los elementos
de la propuesta se retomarán e incorporarán en el estudio y
análisis de la iniciativa que a continuación se dictamina.

II. Iniciativa de los diputados Rodrigo Pérez-Alonso
González y Alejandro Carabias Icaza, en materia de re-
siduos electrónicos. 

Uno de los sectores que recientemente ha despertado el in-
terés de la opinión pública y las autoridades es la genera-
ción de residuos electrónicos, dado el notable dinamismo
de este mercado y la falta de instrumentos para el control
de los residuos generados, convirtiéndose en un problema
ambiental y de salud pública.

En ese contexto, los diputados promoventes de la iniciati-
va objeto del presente dictamen refieren que en nuestro pa-
ís el marco regulatorio en materia de residuos electrónicos
es limitado.

Así, mientras que la producción global de aparatos electró-
nicos, y en particular de Tecnologías de la Información y
Comunicación (TIC), enfrenta la mayor expansión indus-
trial de la historia: cifras de la Organización para la Coo-
peración y el Desarrollo Económicos (OCDE) indican que
el comercio global de TIC alcanzó el 7.7% del producto
mundial bruto en 2004, en su mayor parte acumulado por
China. 

Se estima que en 2006 se vendieron 230 millones de com-
putadoras y un mil millones de teléfonos móviles en todo
el mundo, lo que corresponde a un volumen de 5,848,000
toneladas. Como consecuencia, los Residuos de Aparatos
Eléctricos y Electrónicos (RAEE), o residuos-e, constitu-
yen los componentes de desechos de más rápido creci-
miento. Conforman más del 5% de los residuos domicilia-
rios, y de acuerdo con el Programa de las Naciones Unidas
para el Medio Ambiente (PNUMA), esperaba que la gene-
ración de residuos-e en los países en desarrollo se triplica-
ra hacia el año 2010.4

Es evidente, que la problemática de los residuos electróni-
cos no es privativa de México, toda vez que su manejo ha
promovido la construcción de Acuerdos Ambientales Mul-
tilaterales (Basilea y Estocolmo),5 así como Acuerdos Re-
gionales (Europa y Norteamérica).

El Convenio de Basilea (adoptado en 1989) se ocupa de los
residuos electrónicos y eléctricos como los teléfonos celu-
lares y computadoras entre otros,6 definiéndolos como to-
do equipo o componente electrónico incapaz de cumplir la
tarea para la que originariamente fueron inventados y pro-
ducidos, y que al ser desechados se convierten en residuos
electrónicos.

Así, la Conferencia de las Partes (CoP) de dicho Convenio
durante su 8ª Reunión adoptó la Decisión VIII/6 aproban-
do el Documento de orientación sobre el manejo ambien-
talmente racional de teléfonos móviles usados y al final de
su vida útil, como obligación de carácter voluntario (PNU-
MA 2007), cuyo objetivo consiste en ofrecer información
sobre el manejo ambientalmente racional de teléfonos mó-
viles usados. México ha ratificado dicho convenio y en
consecuencia, existe la obligación de nuestro país de aten-
der a sus disposiciones.

En relación con la gestión y el manejo de los RAEE, el
Convenio de Estocolmo atiende el manejo de los PCB´s
(bifenilos ploriclorados)7 contenidos en los condensadores
de algunos aparatos.8

En la Unión Europea se ha trabajado arduamente en la ela-
boración de instrumentos relacionados con el manejo de
los desechos electrónicos a fin de lograr la protección de la
salud humana y del ambiente.

En tal sentido, la Directiva 2002/96/CE del Parlamento Eu-
ropeo y del Consejo de 27 de enero de 2003 sobre residuos
de aparatos eléctricos y electrónicos, establece como pre-
misa la prevención de la generación de desechos de apara-
tos eléctricos y electrónicos, así como fomentar la reutili-
zación, el reciclado y otras formas de valorización, a fin de
reducir su eliminación. Así mismo, pretende mejorar el
comportamiento ambiental de todos los agentes que inter-
vienen en el ciclo de vida de dichos aparatos, por ejemplo,
los productores, distribuidores y consumidores y, en parti-
cular, de aquellos agentes directamente implicados en el
tratamiento de los desechos derivados de estos aparatos.

En la Unión Europea se han identificado las siguientes ca-
tegorías de RAEE:9
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1. Grandes Electrodomésticos

2. Pequeños Electrodomésticos 

3. Informática y telecomunicaciones 

4. Electrónica de consumo

5. Luminarias 

6. Herramientas eléctricas o electrónicas

7.Juguetes y equipos deportivos

8.Aparatos médicos (excepto implantados o infectados) 

Asimismo, se han identificado los siguientes tipos de
RAEE:

– Línea Blanca. Se refiere a frigoríficos, lavadoras, la-
vavajillas 

– Línea Marrón. Televisores que la gente desecha

– Línea Gris. Ordenadores y equipos informáticos 

Es menester señalar que la Unión Europea clasificó a los
(RAEE) con el objeto de promover la reutilización, el reci-
clado y otras formas de recuperación con el fin de reducir
la cantidad de residuos a eliminar, y contribuir a la recupe-
ración y eliminación de residuos de aparatos con el propó-
sito de proteger a la salud humana. Asimismo, la UE está
tomando medidas para restringir el uso de sustancias peli-
grosas en este tipo de equipos.

Por su parte, la Organización para la Cooperación y el De-
sarrollo Económico (OCDE) ha definido a los desechos
electrónicos como todo dispositivo alimentado por la ener-
gía eléctrica cuya vida útil haya culminado.

En América también existen antecedentes de interés y es-
fuerzos por promover el manejo adecuado de los RAEE.
Así, desde el marco de los trabajos de la Plataforma Re-
gional de Residuos Electrónicos en Latinoamérica y el Ca-
ribe (RELAC) se publicaron los “ Lineamientos para una
Gestión de los Residuos de Aparatos Eléctricos y Electró-
nicos en América Latina, Resultados de una Mesa Regio-
nal de trabajo Público-Privado”,10 el cual se llevó a cabo
en marzo de 2011.

Diversos Estados coincidieron en que los RAEE requieren
de un manejo especifico diferenciado de los residuos sóli-
dos urbanos (RSU) y de los residuos peligrosos, al identi-
ficarse como residuos especiales debido a su potencial de
aprovechamiento y valorización, por contener compuestos
tóxicos en una proporción mínima, y por su crecimiento
acelerado determinado por el rápido avance tecnológico.

De la revisión de diversos acuerdos e información publica-
da por Organismos Internacionales, es perceptible el inte-
rés legitimado por promover y garantizar el manejo ade-
cuado y responsable de los residuos tecnológicos. 

Por su parte, en México se han realizado diversos estudios
para evaluar e identificar los requerimientos a fin de im-
plementar mecanismos y políticas públicas respecto a los
RAEE.

Así, en el año 2009 el Instituto Politécnico Nacional y el
Instituto Nacional de Ecología publicaron el “Diagnóstico
sobre la generación de basura electrónica en México”, con-
cluyendo que la vida útil de las computadoras es de 5 años;
de los televisores de 10; celulares 3; reproductores de soni-
do 6 y teléfonos inalámbricos 6 años. Asimismo, determi-
naron que dichos productos electrónicos contienen sustan-
cias y materiales tóxicos como plomo, mercurio, cromo,
cadmio y cromo hexavalente, que según el tiempo y canti-
dad de exposición de una persona pueden ser mortales,
mientras que los compuestos orgánicos policromados co-
mo bifenilos policlorados y éteres bifenilos polibromados
son cancerígenos, bioacumulables y permanecen largos pe-
riodos en el medio ambiente.

En el mismo documento se presentan datos aproximados
de la importación clandestina de productos electrónicos
que se calcula puede ser de mil 700 toneladas a datos del
2001, 80 por ciento de los cuales se comercializó en las ca-
lles.11

Cabe mencionar que la producción de aparatos electróni-
cos requiere una amplia y compleja combinación de sus-
tancias, entre ellas metales preciosos cuya extracción con-
tamina significativamente. En consecuencia, el impacto al
ambiente comienza desde la etapa de fabricación hasta su
disposición final.

En nuestro país, hasta el año 2006 se estimaba que se ge-
neraban 257 mil toneladas de desechos electrónicos, mu-
chos de los cuales contienen sustancias químicas, tóxicas y



metales que no pueden ser eliminados o reciclados de for-
ma segura.12

A escala mundial la cantidad de basura electrónica oscila
entre 20 y 50 millones de toneladas, según información
emitida por el Programa de Naciones Unidas para Medio
Ambiente (PNUMA).

La descomposición y las sustancias que se generan en un
tiradero pueden hacer que los metales o algunas de las otras
sustancias que están en los aparatos electrónicos se liberen
a la atmósfera o los mantos acuíferos 

Por ejemplo, un monitor de computadora, que como parte
principal tiene un tubo de rayos catódicos (CRT), el cual
contiene cadmio y plomo, que son extremadamente tóxicos
y pueden afectar el sistema nervioso central, riñones y hue-
sos.

Por su parte, el mercurio, que se utiliza en la iluminación
de las pantallas planas, daña el cerebro, el sistema nervio-
so y los riñones. El cromo hexavalente de las cubiertas de
metal es altamente cancerígeno.

Componentes de una computadora13

A pesar de que el artículo 19 de la LGPGIR clasifica a los
residuos de la industria de la informática y fabricantes de
productos electrónicos como residuos de manejo especial,
las cifras revelan los limitados éxitos y alcances obtenidos
con la regulación de los residuos-e en nuestro sistema jurí-
dico nacional.

En el mismo sentido, es de señalarse que el control y la ins-
trumentación de programas para incentivar la reducción de
generación y el manejo integral de los residuos de manejo
especial es una facultad de las entidades federativas, según

lo dispuesto en los artículos 9 y 95 de la LGPGIR que a la
letra señalan:

Artículo 9. Son facultades de las Entidades Federativas: 

I. Formular, conducir y evaluar la política estatal, así
como elaborar los programas en materia de residuos
de manejo especial, acordes al Programa Nacional pa-
ra la Prevención y Gestión Integral de los Residuos y el
de Remediación de Sitios Contaminados con éstos, en el
marco del Sistema Nacional de Planeación Democráti-
ca, establecido en el artículo 25 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos;

…

Artículo 96. Las entidades federativas y los munici-
pios, en el ámbito de sus respectivas competencias, con
el propósito de promover la reducción de la genera-
ción, valorización y gestión integral de los residuos
sólidos urbanos y de manejo especial, a fin de prote-
ger la salud y prevenir y controlar la contaminación am-
biental producida por su manejo, deberán llevar a cabo
las siguientes acciones:

I. El control y vigilancia del manejo integral de residuos
en el ámbito de su competencia;

V. Integrar la información relativa a la gestión integral
de los residuos sólidos urbanos y de manejo especial, al
Sistema Nacional de Información Ambiental y Recursos
Naturales;

VI. Elaborar, actualizar y difundir el diagnóstico básico
para la gestión integral de residuos sólidos urbanos y de
manejo especial;

VII. Coordinarse con las autoridades federales, con
otras entidades federativas o municipios, según proceda,
y concertar con representantes de organismos privados
y sociales, para alcanzar las finalidades a que se refiere
esta Ley y para la instrumentación de planes de manejo
de los distintos residuos que sean de su competencia;

VIII. Establecer programas para mejorar el desempeño
ambiental de las cadenas productivas que intervienen en
la segregación, acopio y preparación de los residuos só-
lidos urbanos y de manejo especial para su reciclaje;
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IX. Desarrollar guías y lineamientos para la segrega-
ción, recolección, acopio, almacenamiento, reciclaje,
tratamiento y transporte de residuos;

X. Organizar y promover actividades de comunicación,
educación, capacitación, investigación y desarrollo tec-
nológico para prevenir la generación, valorizar y lograr
el manejo integral de los residuos;

XII. Realizar las acciones necesarias para prevenir y
controlar la contaminación por residuos susceptibles de
provocar procesos de salinización de suelos e incremen-
tos excesivos de carga orgánica en suelos y cuerpos de
agua.

No obstante lo anterior, la reducción, manejo y valoriza-
ción de los residuos tecnológicos ha sido limitada. Asimis-
mo, es de reiterarse que la interpretación que se ha realiza-
do al artículo 19 de la LGPGIR ha abonado a los limitados
resultados en la gestión, valorización y disposición final de
los residuos-e.

Asimismo, es de señalarse que en México no existe una
Norma Oficial Mexicana que establezca el contenido y al-
cances de los planes de manejo, que promueva el adecua-
do manejo de los residuos electrónicos. 

En ese sentido, algunas entidades federativas han mostrado
su interés en el tema implementando acciones que promue-
ven el manejo responsable de los residuos electrónicos a
fin de reducir su impacto ambiental y a la salud pública.
Baste mencionar el caso del Gobierno del Distrito Federal
el cual está implementando el Programa denominado “Ma-
nejo responsable de pilas y celulares utilizados en el Dis-
trito Federal”.

Dicho Programa tiene por objeto recuperar esos residuos a
través de la adaptación de columnas instaladas en las calles
de la Ciudad para que la población deposite en ellas celu-
lares y pilas que considera deben ser desechadas. Estas co-
lumnas publicitarias ya estaban instaladas en las avenidas
principales, por lo que únicamente fue necesaria su adapta-
ción y la capacitación del personal que venía realizando las
actividades de mantenimiento, para la recolección de los
residuos ahí depositados y su transferencia a los Centros de
acopio temporal. 

En esos centros se seleccionan los celulares viables para
ser vendidos en mercados con tecnologías más precarias
para su reúso o bien, son llevados a los centros de disposi-

ción final.14 Esfuerzo que ha redituado, pues se han reca-
bado 25 mil toneladas de pilas y baterías.

En ese tenor, la propuesta de los diputados promoventes es
acertada en señalar que se deben diseñar mecanismos ade-
cuados para la gestión y administración de los residuos
electrónicos a nivel nacional. Sin embargo, esta Comisión
Legislativa estima que la propuesta presenta diversas in-
consistencias a considerar:

1. Esta Comisión estima innecesario hacer una distinción
en el artículo 5 de la LGPGIR de los conceptos de residuos
electrónicos de proceso y residuos electrónicos de produc-
to.

Lo anterior es así, en virtud de que los residuos que se ge-
neren dentro del proceso de producción o manufactura de
aparatos electrónicos o de la industria de la tecnología de
la información, ya están obligadas a darles un tratamiento
atendiendo a las diversas disposiciones de la LGPGIR. Es
decir, si generan residuos peligrosos o sólidos urbanos du-
rante su proceso deberán garantizar su manejo como tales
o bien, si son considerados como grandes generadores de-
berán instrumentar un plan de manejo dentro de sus insta-
laciones.

En consecuencia, esta Comisión Legislativa estima proce-
dente que en la LGPGIR se deben establecer normas gene-
rales y abstractas que promuevan la valorización y manejo
adecuado de los aparatos, teléfonos celulares, computado-
ras portátiles y de escritorio, por citar algunos ejemplos
que son desechados de forma inadecuada y que podemos
encontrar arrinconados en los hogares mexicanos porque
han sido renovados o bien, los identificamos en los rellenos
sanitarios o tiraderos a cielo abierto.

Es decir que las empresas ya tienen contemplado el mane-
jo de los residuos durante el proceso de creación del pro-
ducto, por lo tanto y atendiendo a este señalamiento, esta
Comisión sugiere solo establecer el concepto de residuo
electrónico sugerido por el diputado promovente. 

Por lo que la redacción quedaría de la siguiente manera:

Artículo 5. Para los efectos de esta Ley se entiende por:

XXX Bis. Residuos Electrónicos: son aquellos produc-
tos usados, caducos, retirados del comercio, o desecha-
dos, manufacturados por las industrias de la electrónica
o de tecnologías de la información, que requieren de co-



rriente eléctrica o campos electromagnéticos para su
operación o funcionamiento, y cuya vida útil haya ter-
minado, incluyendo los aditamentos, accesorios, perifé-
ricos, consumibles y subconjuntos que los componen al
momento de ser desechados;

2. Por lo que hace a la propuesta de los promoventes de
adicionar una fracción al artículo 7 de la LGPGIR, esta Co-
misión estima que no es viable la reforma, pues de apro-
barse en sus términos la Federación asumiría la responsa-
bilidad de implementar acciones de comando control, es
decir además de emitir lineamientos generales en la elabo-
ración y presentación de los planes de manejo será el res-
ponsable de autorizar el trasporte, acopio, reciclaje, co-pro-
cesamiento y en su caso, la disposición final; generando
cargas económicas y administrativas a los particulares res-
ponsables del plan de manejo. 

A mayor abundamiento, es de señalar que el legislador que
promulgó la LGPGIR tuvo como premisa dar en las cate-
gorías de los residuos así como en la distribución de com-
petencias entre los tres órdenes de gobierno, en consecuen-
cia resulta acertada la inclusión de los residuos electrónicos
en la categoría de “residuos de manejo especial”.

Sin embargo, en atención a que el manejo de los residuos
electrónicos se ha tornado un problema complejo y difícil
de atender desde las entidades federativas. Particularmen-
te, porque las empresas que producen estos aparatos tienen
presencia en más de una entidad federativa y se ven obli-
gados a elaborar y registrar 32 planes de manejo, incre-
mentando los costos de su manejo y limitando los logros y
cumplimiento de objetivos del plan de manejo, esta Comi-
sión Legislativa propone que los residuos electrónicos se
mantengan en la categoría de residuos de manejo especial,
facultad de las entidades federativas, pero que la Federa-
ción en aras de abonar al manejo adecuado de los residuos
electrónicos dicte las normas técnicas y directrices genera-
les para la elaboración del plan y que pueda registrar los
planes que tengan cobertura nacional. 

En congruencia con lo anterior, se propone dar certeza ju-
rídica a las entidades federativas y a los particulares espe-
cificando señalando expresamente que gozan de facultades
para autorizar y llevar el control de las instalaciones para el
manejo integral de los residuos electrónicos.

Las reformas propuestas quedarían de la siguiente manera:

Artículo 7. Son facultades de la Federación:

III Bis. Expedir normas oficiales mexicanas y demás
disposiciones jurídicas para regular el manejo inte-
gral de los residuos electrónicos, así como registrar
los planes de manejo nacionales para esos residuos; 

Artículo 9. Son facultades de las Entidades Federativas:

IV Bis. Autorizar y llevar el control de las instalacio-
nes para el manejo integral de los residuos electróni-
cos a que se refiere el artículo 19, fracción VII, de la
presente Ley;

3. Por lo que hace a la propuesta de los diputados promo-
ventes de adicionar un artículo 15 a la LGPGIR, la misma
se estima improcedente, toda vez que de aprobarse se esta-
ría generando una categoría diferente a la establecida por el
legislador. 

En relación a la adición de un artículo 17 Bis a la LGPGIR,
esta Comisión dictaminadora estima necesaria la modifica-
ción, con el objeto de establecer que los residuos electróni-
cos, con excepción de los peligrosos, se sujetarán a planes
de manejo de aplicación nacional previstos en el artículo
29 Bis. 

Asimismo, esta Comisión considera necesario especificar
que el reciclaje, tratamiento, aprovechamiento, co-procesa-
miento, incineración y disposición final de los residuos
electrónicos, deberá llevarse a cabo en las instalaciones au-
torizadas por las entidades federativas, de acuerdo con las
disposiciones jurídicas aplicables.

Por lo anterior, el artículo 17 Bis queda bajo el esquema si-
guiente:

Artículo 17 Bis. Los residuos electrónicos, con excep-
ción de los peligrosos, se sujetarán a planes de manejo
de aplicación nacional que contendrán los elementos
previstos en el artículo 29 Bis.

Dichos planes se presentarán ante la Secretaría para su
registro y ante las entidades federativas para su conoci-
miento y para que en base a los mismos, se emitan las
autorizaciones, permisos y licencias que correspondan
al manejo, sujetándose a las disposiciones jurídicas de
las entidades federativas.

El reciclaje, tratamiento, aprovechamiento, co-procesa-
miento, incineración y disposición final de los residuos
electrónicos, deberá llevarse a cabo en las instalaciones
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autorizadas por las entidades federativas, de acuerdo
con las disposiciones jurídicas aplicables.

4. En referencia a la reforma del artículo 19 de la LGPGIR,
esta Comisión estima que debe hacerse la distinción entre
los residuos electrónicos y los demás que se especifican en
la fracción VIII vigente.

En atención a lo antes expuesto, esta Comisión Legislativa
propone el siguiente texto alterno:

Artículo 19. Los residuos de manejo especial se clasifi-
can como se indica a continuación, salvo cuando se tra-
te de residuos considerados como peligrosos en esta Ley
y en las normas oficiales mexicanas correspondientes:

I a VII…

VIII. Residuos electrónicos como computadoras per-
sonales de escritorio y sus accesorios; computadoras
personales portátiles y sus accesorios; equipos de te-
lecomunicación; teléfonos celulares; monitores y te-
levisores con tubos de rayos catódicos; pantallas y te-
levisores de cristal líquido y plasma; reproductores
de audio y video; equipos de impresión, incluyendo
impresoras, fotocopiadoras y multifuncionales, así
como los demás que se establezcan en las normas ofi-
ciales mexicanas correspondientes; 

IX. Residuos de la industria automotriz, provenien-
tes de la fabricación de vehículos automotores, así
como su estructura de soporte, carrocerías y demás
partes, que al concluir su vida útil, por sus caracte-
rísticas requieran un manejo específico, y

X. Otros que determine la Secretaría de común
acuerdo con las entidades federativas y municipios,
que así lo convengan para facilitar su gestión inte-
gral.

5. En referencia a la propuesta de reformar el párrafo se-
gundo del artículo 25 de la LGPGIR, se estima innecesaria.
Tal determinación por parte de esta Comisión atiende a que
crear un Programa Nacional específicamente para residuos
electrónicos tendría un impacto presupuestario y operativo
considerable, pues ya existe un Programa Nacional para la
Prevención y Gestión Integral de los Residuos, en el que se
deben incluir las estrategias para el manejo de los residuos
electrónicos.

Es de señalarse que este Programa, regulado por la
LGPGIR, promueve la solución de los problemas ambien-
tales asociados a los residuos, a través de la integralidad en
la planeación, desarrollo y aplicación de acciones jurídicas,
técnicas, financieras, ambientales, sociales, educativas, de
acceso a la información, y de desarrollo tecnológico, entre
otros a fin de garantizar el buen desempeño ambiental en la
gestión integral de los residuos.

6. Respecto a la propuesta de los diputados promoventes en
el sentido de modificar el artículo 28 de la LGPGIR, esta
Comisión estima que es improcedente, a efecto de darle
congruencia con las modificaciones realizadas en artículos
anteriores.

7. En el sentido de adicionar un artículo 30 Bis, esta Co-
misión considera que lo más adecuado es retomar esta dis-
posición en el artículo 19, abonando así a mejorar la técni-
ca legislativa de dicha disposición.

8. Respecto de la propuesta de los diputados promoventes
de adicionar un Titulo Sexto Bis a la LGPGIR, el cual con-
tiene dos capítulos esta Comisión considera que existen al-
gunas inconsistencias en la misma. Asimismo, en atención
a la propuesta planteada por esta Comisión Legislativa de
mantener a los residuos electrónicos en la categoría de “re-
siduos de manejo especial”, la inclusión de este Título es
innecesaria, pues dichas disposiciones se retomarán de for-
ma genérica en los artículos 29 Bis y 98 Bis de la LGPGIR.

El texto propuesto por la Comisión de Medio Ambiente y
Recursos Naturales a la letra señala:

Artículo 29 Bis. Los planes de manejo de los residuos
a que se refiere el artículo 19 fracción VIII de esta
Ley deberán contener:

I. Los procedimientos para su acopio, almacena-
miento, transporte y envío a reciclaje, tratamiento o
disposición final, que se prevén utilizar;

II. Las estrategias y medios a través de los cuales se
comunicará a los consumidores, las acciones que és-
tos deben realizar para devolver los residuos a los
proveedores o a los centros de acopio destinados pa-
ra tal fin, según corresponda;

III. Los procedimientos mediante los cuales se darán
a conocer a los consumidores las precauciones que,
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en su caso, deban de adoptar en el manejo de los pro-
ductos que devolverán a los proveedores;

IV. Los responsables y las partes que intervengan en
su formulación y ejecución;

V. Los mecanismos y las medidas necesarias para
que los equipos sean regresados a centros autoriza-
dos al final de su vida útil, para su aprovechamiento
o disposición final. Para tal fin, los proveedores, co-
mercializadores y distribuidores podrán entregar
bonos que garanticen descuentos y bonificaciones
para compra o reemplazo de equipos, y

VI. Los procedimientos para la destrucción de la in-
formación almacenada en los equipos electrónicos,
se hará de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Fede-
ral de Protección de Datos Personales en Posesión de
los Particulares y demás disposiciones jurídicas apli-
cables.

En la formulación de los planes de manejo, se evita-
rá establecer barreras técnicas innecesarias al co-
mercio o un trato discriminatorio que afecte su co-
mercialización.

Artículo 98 Bis. Los residuos electrónicos, que no es-
tén clasificados como peligrosos, deberán ser envia-
dos para su disposición final a instalaciones autori-
zadas por las entidades federativas.

La importación de residuos electrónicos para fines
de aprovechamiento, valorización o co-procesamien-
to en territorio nacional se realizará de conformidad
con lo señalado en los tratados internacionales apli-
cables y la presente Ley.

Queda prohibida la importación de residuos electró-
nicos para su disposición final o incineración en te-
rritorio mexicano.

11. Respecto de la propuesta de reforma para sancionar a
quienes no cumplan con la presentación de manejo, esta
Comisión estima que es procedente y se aprueba en sus tér-
minos el siguiente texto:

Artículo 106. De conformidad con esta ley y su regla-
mento, serán sancionadas las personas que lleven a ca-
bo cualquiera de las siguientes actividades:

I a XXII...

XXIII. Incumplir con las medidas de protección am-
biental, tratándose de transporte de residuos Peligrosos;

XXIV. No registrar ante la Secretaría los planes de
manejo a que se refiere el artículo 17 Bis; y 

XXV. Incurrir en cualquier otra violación a los precep-
tos de esta Ley.

Por lo anteriormente expuesto la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, somete a consideración de es-
ta Honorable Soberanía el siguiente: 

Proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley General para la Pre-
vención y Gestión Integral de los Residuos.

Artículo Único. Se adiciona una fracción XXX Bis al artí-
culo 5; se adiciona una fracción III Bis al artículo 7; se adi-
ciona una fracción IV Bis al artículo 9; se reforman las
fracciones VIII y IX y se adiciona una fracción X al artí-
culo 19; se reforma las fracciones XXIII y XXIV del artí-
culo 106 y se recorre la subsecuente; asimismo se adicio-
nan los artículos 17 Bis, 29 Bis y 98 Bis de la Ley General
para la Prevención y Gestión Integral de los Residuos, pa-
ra quedar como sigue: 

Artículo 5. …

I. a XXX. …

XXX Bis. Residuos Electrónicos: son aquellos pro-
ductos usados, caducos, retirados del comercio, o
desechados, manufacturados por las industrias de la
electrónica o de tecnologías de la información, que
requieren de corriente eléctrica o campos electro-
magnéticos para su operación o funcionamiento, y
cuya vida útil haya terminado, incluyendo los adita-
mentos, accesorios, periféricos, consumibles y sub-
conjuntos que los componen al momento de ser de-
sechados;

XXXI. a XLV. …

Artículo 7. …

I. a III. … 
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III Bis. Expedir normas oficiales mexicanas y demás
disposiciones jurídicas para regular el manejo inte-
gral de los residuos electrónicos, así como registrar
los planes de manejo nacionales para esos residuos; 

IV. a XXVI. …

Artículo 9. …

I. a IV. … 

IV Bis. Autorizar y llevar el control de las instalacio-
nes para el manejo integral de los residuos electróni-
cos a que se refiere el artículo 19, fracción VII, de la
presente Ley;

…

V. a XXI. … 

…

…

Artículo 17 Bis. Los residuos electrónicos, con excep-
ción de los peligrosos, se sujetarán a planes de manejo
de aplicación nacional que contendrán los elementos
previstos en el artículo 29 Bis.

Dichos planes se presentarán ante la Secretaría para su
registro y ante las entidades federativas para su conoci-
miento y para que en base a los mismos, se emitan las
autorizaciones, permisos y licencias que correspondan
al manejo, sujetándose a las disposiciones jurídicas de
las entidades federativas.

El reciclaje, tratamiento, aprovechamiento, co-procesa-
miento, incineración y disposición final de los residuos
electrónicos, deberá llevarse a cabo en las instalaciones
autorizadas por las entidades federativas, de acuerdo
con las disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 19. …

I a VII…

VIII. Residuos electrónicos como computadoras per-
sonales de escritorio y sus accesorios; computadoras
personales portátiles y sus accesorios; equipos de te-

lecomunicación; teléfonos celulares; monitores y te-
levisores con tubos de rayos catódicos; pantallas y te-
levisores de cristal líquido y plasma; reproductores
de audio y video; equipos de impresión, incluyendo
impresoras, fotocopiadoras y multifuncionales, al fi-
nal de su vida útil así como los demás que se esta-
blezcan en las normas oficiales mexicanas corres-
pondientes; 

IX. Residuos de la industria automotriz, provenien-
tes de la fabricación de vehículos automotores, así
como su estructura de soporte, carrocerías y demás
partes, que al concluir su vida útil, por sus caracte-
rísticas requieran un manejo específico, y

X. Otros que determine la Secretaría de común
acuerdo con las entidades federativas y municipios,
que así lo convengan para facilitar su gestión inte-
gral.

Artículo 29 Bis. Los planes de manejo de los residuos a
que se refiere el artículo 19 fracción VIII de esta Ley
deberán contener:

I. Los procedimientos para su acopio, almacena-
miento, transporte y envío a reciclaje, tratamiento o
disposición final, que se prevén utilizar;

II. Las estrategias y medios a través de los cuales se
comunicará a los consumidores, las acciones que és-
tos deben realizar para devolver los residuos a los
proveedores o a los centros de acopio destinados pa-
ra tal fin, según corresponda;

III. Los procedimientos mediante los cuales se darán
a conocer a los consumidores las precauciones que,
en su caso, deban de adoptar en el manejo de los pro-
ductos que devolverán a los proveedores;

IV. Los responsables y las partes que intervengan en
su formulación y ejecución;

V. Los mecanismos y las medidas necesarias para
que los equipos sean regresados a centros autoriza-
dos al final de su vida útil, para su aprovechamiento
o disposición final. Para tal fin, los proveedores, co-
mercializadores y distribuidores podrán entregar
bonos que garanticen descuentos y bonificaciones
para compra o reemplazo de equipos, y
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VI. Los procedimientos para la destrucción de la in-
formación almacenada en los equipos electrónicos,
se hará de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Fede-
ral de Protección de Datos Personales en Posesión de
los Particulares y demás disposiciones jurídicas apli-
cables.

En la formulación de los planes de manejo, se evitará
establecer barreras técnicas innecesarias al comercio o
un trato discriminatorio que afecte su comercialización.

Artículo 98 Bis. Los residuos electrónicos, que no estén
clasificados como peligrosos, deberán ser enviados para
su disposición final a instalaciones autorizadas por las
entidades federativas.

La importación de residuos electrónicos para fines de
aprovechamiento, valorización o co-procesamiento en
territorio nacional se realizará de conformidad con lo
señalado en los tratados internacionales aplicables y la
presente Ley.

Queda prohibida la importación de residuos electróni-
cos para su disposición final o incineración en territorio
mexicano.

Artículo 106. …

I. a XXII....

XXIII. Incumplir con las medidas de protección am-
biental, tratándose de transporte de residuos Peligrosos;

XXIV. No registrar ante la Secretaría los planes de
manejo a que se refiere el artículo 17 Bis; y 

XXV. Incurrir en cualquier otra violación a los precep-
tos de esta Ley.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración. 

Segundo. Los sujetos obligados a formular y ejecutar los
planes de manejo de residuos electrónicos contarán con un
plazo de un año contado a partir de la entrada en vigor del
presente Decreto para presentar y registrar dichos planes
ante la Secretaría.

Tercero. La Federación y los Estados deberán implemen-
tar programas para atender el pasivo de los residuos elec-
trónicos históricos y huérfanos generados antes de la entra-
da en vigor del presente Decreto.

Para efectos de este artículo transitorio, se entenderá como
Residuos Electrónicos Históricos aquellos residuos elec-
trónicos usados, caducos, desechados o comercializados,
que no han sido sujetos a los planes de manejo. 

Los Residuos Electrónicos Huérfanos serán aquellos cuyo
fabricante no se puede identificar, se desconoce o ha salido
del mercado. 

Cuarto. La Cámara de Diputados otorgará los recursos ne-
cesarios para cumplir los objetivos de los programas pre-
vistos en el artículo Tercero Transitorio.

Quinto. La Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales garantizará la participación social sobre la valoriza-
ción y aprovechamiento de los residuos electrónicos en los
órganos de consulta que tenga establecidos.

Notas:

1. Real Ferrer, Gabriel. La construcción del Derecho Ambiental. Co-di-
rector del Programa de Doctorado “Derecho Ambiental”. Material de
lectura del Programa de Doctorado. Universidad de Alicante, España.

2 Norma Oficial Mexicana NOM-052-SEMARNAT-2005, Que esta-
blece las características, el procedimiento de identificación, clasifica-
ción y los listados de los residuos peligrosos. Publicada en el Diario
Oficial de la Federación 23 de junio de 2011. Disponible en
http://www.economia-noms.gob.mx/noms/detalleXNormaAction.do 

3 La LGPGIR define a los residuos de manejo especial, en su artículo
5, fracción XXX como aquellos generados en los procesos producti-
vos, que no reúnen las características para ser considerados como peli-
grosos o como residuos sólidos urbanos, o que son producidos por
grandes generadores de residuos sólidos urbanos.

4 http://www.residuoselectronicos.net/?p=2142

5 Convenio de Estocolmo (Compuestos Orgánicos Persistentes COP),
retomando el criterio de precaución consagrado en el Principio 15 de
la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, se
constituyó con el objetivo de proteger la salud humana y el medio am-
biente frente a los contaminantes orgánicos persistentes, bioacumula-
bles y que se movilizan a grandes distancias en el medio ambiente.
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6 http://docs.google.com/viewer?a=v&q=cache:wawBBl21J_kJ:www.
basel.int/convention/bc_glances.pdf+convenio+de+basilea+sobre+el+
control+de+movimientos+transfronterizos+de+desechos+peligro-
sos&hl=es&gl=mx&pid=bl&srcid=ADGEESgXGlGxkH5Bzs5379J-
084 

7 El bifenilo ploriclorado (PCB) es un compuesto químico formado por
cloro, carbón e hidrógeno. Fue sintetizado por primera vez en 1881. El
PCB es resistente al fuego, muy estable, no conduce electricidad y tie-
ne baja volatilidad a temperaturas normales. Éstas y otras característi-
cas lo han hecho ideal para la elaboración de una amplia gama de pro-
ductos industriales y de consumo. 

Pero son estas mismas cualidades las que hacen al PCB peligroso para
el ambiente, especialmente su resistencia extrema a la ruptura química
y biológica a través de procesos naturales. 

Irónicamente, su estabilidad química, que ha contribuido a su uso in-
dustrial extenso, es también uno de los aspectos que causa la preocu-
pación más grande. Esta resistencia inusual, más su tendencia a per-
manecer y acumularse en organismos vivos, genera la presencia de
PCB en el ambiente y una amplia dispersión con sus consecuentes
efectos. 

8 http://raee.org.co/legislaci%C3%B3n-internacional#estocolmo

9 Directiva RAEE 2002/96/C.E sobre residuos de aparatos eléctricos y
electrónicos.

10 http://docs.google.com/viewer?a=v&q=cache:wjupQcBLsC4J:
www.residuoselectronicos.net/documents/110410-documento-linea-
mientos-para-la-gestion-de-raee-en-la-mesa-de-trabajo-publico

11 www.environlaw.com.mx

12 http://www.electronicosonline.com/2010/03/30/Mexico-revisara-
regulacion-de-basura-electronica/

13 http://www.cempre.org.uy/index.php?option=com_content&view=
article&id=87&Itemid=105

14 http://www.sma.df.gob.mx 

Dado en el salón de plenos de la honorable Cámara de Diputados el día
29 de noviembre del 2011.

La Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, diputados:
Ninfa Salinas Sada (rúbrica), presidenta; Andrés Aguirre Romero (rú-
brica), Ernesto de Lucas Hopkins (rúbrica), Héctor Franco López,
Francisco Alejandro Moreno Merino, Augusta Valentina Díaz de Rive-

ra Hernández, Agustín Torres Ibarrola (rúbrica), Ma. Dina Herrera So-
to (rúbrica), Araceli Vásquez Camacho (rúbrica), Alejandro Carabias
Icaza (rúbrica), Jaime Álvarez Cisneros, secretarios; María Estela de la
Fuente Dagdug, Jorge Venustiano González Ilescas (rúbrica), Susana
Hurtado Vallejo (rúbrica), Víctor Manuel Kidnie de la Cruz (rúbrica),
José Ignacio Pichardo Lechuga (rúbrica), Adela Robles Morales, José
Alfredo Torres Huitrón, Marcela Vieyra Alamilla (rúbrica), Víctor Ma-
nuel Anastasio Galicia Ávila (rúbrica), Alejandro Bahena Flores, Ós-
car Saúl Castillo Andrade, Juan Pablo Escobar Martínez (rúbrica), Je-
sús Giles Sánchez (rúbrica), José Manuel Hinojosa Pérez, Francisco
Javier Orduño Valdez (rúbrica), César Daniel González Madruga, Ra-
fael Pacchiano Alamán (rúbrica), César Francisco Burelo Burelo (rú-
brica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra, para hablar en contra del dictamen, el dipu-
tado Jaime Cárdenas Gracia.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
presidente. Es más o menos el mismo argumento que ma-
nifesté en el dictamen referido a la conservación de la vida
silvestre para fortalecer el sistema de unidades para su ma-
nejo; en este dictamen también se está proponiendo un es-
quema previsto en la Ley para la Prevención y Gestión In-
tegral de Residuos para que las áreas correspondientes, la
secretaría expida también normas oficiales mexicanas en el
artículo 7o. y demás disposiciones jurídicas para regular el
manejo integral de los residuos electrónicos, así como re-
gistrar los planes de manejos nacionales para estos resi-
duos.

Llama la atención aquí dos cosas, una principalmente de
carácter jurídico, que consiste en determinar, en analizar,
cuál es el fundamento constitucional de las normas oficia-
les mexicanas; como comentaba hace unos minutos, lo que
sí tiene fundamento en la Constitución es la facultad regla-
mentaria del titular del Poder Ejecutivo prevista en el artí-
culo 89, fracción I de la Carta Magna, pero no existe fa-
cultad constitucional, norma constitucional, que permita
que el Ejecutivo o las secretarías de Estado, dependencias
o entidades aprueben éstas o expidan estas normas oficia-
les mexicanas. Esas atribuciones o esas competencias se
han determinado en leyes secundarias, que a su vez no des-
casan en fundamentos constitucionales.

Creo que es importante de nuevo volverles a preguntar a
ustedes, compañeros diputados, compañeras diputadas,
¿qué vamos a hacer con este crecimiento impresionante de
normas administrativas llamadas normas oficiales mexica-
nas, que carecen de fundamento en la Constitución, que
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pueden tener fundamento en la ley o hasta en tratados in-
ternacionales, pero que no tienen ningún fundamento en
nuestra Constitución? Al no tener fundamento en la Consti-
tución, es obvio que se violenta el principio de supremacía
constitucional garantizado por el artículo 133 de la Consti-
tución, el principio de validez jurídica y que estamos, de ma-
nera incorrecta, aprobando disposiciones que no tienen res-
paldo en las normas superiores del sistema.

Por esos motivos me abstendré de votar a favor de este dic-
tamen. Por su atención, muchas gracias, compañeros.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, diputado. Tiene la palabra el diputado Alejan-
dro Carabias, del Partido Verde Ecologista de México, pa-
ra hablar en pro del dictamen, hasta por tres minutos.

El diputado Alejandro Carabias Icaza: Con su permiso,
diputado presidente. Vengo a posicionar a favor de este dic-
tamen, que recae en la iniciativa que modifica diversas dis-
posiciones de la Ley General para la Prevención y Gestión
Integral de los Residuos, respecto a la iniciativa que pro-
movió mi compañero, el diputado Rodrigo Pérez-Alonso.

Comentar que esta iniciativa representa, sin duda, un avan-
ce muy importante en la preservación del medio ambiente,
en particular en las repercusiones que puede tener sobre es-
te mismo un manejo y una disposición incorrecta de los re-
siduos electrónicos; comentar que lo que se pretende con
esta iniciativa es que se garantice, precisamente, el manejo
adecuado de artículos que son ahora de un consumo común
y en donde se encuentran computadoras, teléfonos móvi-
les, pantallas, televisores, que cuando se dispone de ellos
de manera incorrecta pueden ocasionar un daño a la salud
y al medio ambiente, y se trata también de poder maximi-
zar y valorizar el aprovechamiento promoviendo la reutili-
zación y el reciclaje de los componentes de este tipo de
aparatos.

Sin duda ha venido creciendo muchísimo el uso y el con-
sumo de este tipo de equipos y lo que ha venido ocurrien-
do es que la obsolescencia cada vez ocurre en un período y
un ciclo mucho más reducido; por lo que los volúmenes se
han venido incrementando de una manera alarmante.

Comentarles que en este proceso de dictamen participaron,
y reconocer esta participación de expertos que estuvieron
colaborando, no sólo en la iniciativa, sino en la parte de la
elaboración del dictamen; son profesionales de las indus-
trias: electrónica, del reciclaje, asociaciones civiles, tuvi-

mos la participación de organismos internacionales e insti-
tuciones académicas, que también ayudaron en la elabora-
ción de la iniciativa y en poder afinar este importante dic-
tamen.

Comentar que con estas nuevas disposiciones se va a pro-
mover un círculo virtuoso, en donde haya una mejor con-
currencia de facultades entre los distintos órdenes de go-
bierno, con el fin de que se dé certeza y condiciones para
que el sector público, el sector privado y el sector social,
así como el académico puedan participar en el manejo y en
la disposición de estos residuos electrónicos.

Estamos también convencidos de que va a generar un mer-
cado importante, que va a generar empleos en la formali-
dad y también se va a poder disminuir la brecha digital que
existe actualmente entre los distintos estratos de la pobla-
ción.

Para concluir, comentarles que no sólo atiende el tema am-
biental y de salud pública, sino que también esta iniciativa
aborda el tema que tiene que ver con lo social y lo tecno-
lógico; por lo cual, les agradeceremos su apoyo al presen-
te dictamen. Muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne el uso de la palabra, hasta por tres minutos para hablar
en pro del dictamen, la diputada María Araceli Vázquez
Camacho.

La diputada María Araceli Vázquez Camacho: Muchas
gracias, diputado presidente. Al igual que el diputado Ca-
rabias, también en nombre de mi partido y en el mío pro-
pio, vengo a pedirles su voto a favor del presente dictamen.

La política ambiental en el país debe reducir el despilfarro
de recursos naturales y la prevención de la contaminación;
por tanto, una de las áreas que deben ser reguladas, con vis-
ta a la aplicación de principios de prevención y eliminación
segura es el de residuos electrónicos.

Este sector ha despertado el interés de la opinión pública y
las autoridades, dado el notable dinamismo de este merca-
do y la falta de instrumentos para el control de los residuos
generados, convirtiéndose en un problema ambiental y de
salud pública.

La industria de la tecnología de la información y comuni-
cación es una de las de mayor crecimiento de nuestro país;
la cantidad de residuos electrónicos que se generan en el
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país crece rápidamente; los componentes peligrosos que
contienen los aparatos electrónicos y eléctricos constituyen
un problema importante durante la fase de gestión de los
residuos y el grado de reciclado de residuos electrónicos es
insuficiente. Se requiere establecer un esquema de regula-
ción ambiental aplicable a los mismos.

El dictamen que está a consideración de ustedes propone
incorporar a los residuos electrónicos; es decir, computa-
doras, celulares, radios, monitores, cámaras de video, usa-
das o caducas o desechadas, por citar algunos ejemplos, co-
mo una clasificación nueva de residuos, cuya gestión sea
responsabilidad de la federación, así como establecer line-
amientos para el manejo integral de los mismos, con el fin
de disminuir el impacto a la salud y al medio ambiente. Por
ejemplo, un monitor de computadora que como parte prin-
cipal tiene un tubo de rayos catódicos, el cual contiene cad-
mio y plomo, que son extremadamente tóxicos y pueden
afectar al sistema nervioso central, riñones y huesos.

Es indispensable el tratamiento específico de los residuos
electrónicos, a fin de evitar la dispersión de contaminantes
en el material de reciclado o en el flujo de residuos. Con es-
ta regulación, al generarse planes de manejo deberá darse
prioridad cuando corresponda a la regulación de los resi-
duos electrónicos y a sus componentes, subconjuntos y
consumibles, además debe alentarse a los productores a in-
tegrar materias recicladas en los nuevos aparatos. Les soli-
citamos su voto a favor. Es cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, diputada. Tiene la palabra el diputado Fran-
cisco Javier Orduño Valdez, del Partido Acción Nacional,
hasta por tres minutos, para hablar a favor del dictamen.

El diputado Francisco Javier Orduño Valdez: Con su
venia, presidente. Estimados compañeros diputadas y di-
putados, el Grupo Parlamentario de Acción Nacional con-
sideramos importante que se vote a favor el dictamen en
comento, que reforma diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral para la Prevención y Gestión Integral de los Resi-
duos, en materia de residuos electrónicos, dentro de la cual
se busca establecer los siguientes beneficios: homologar
los residuos tecnológicos como residuos peligrosos, justifi-
cándose por el daño que causan a la salud y al medio am-
biente; incorporar el concepto de residuos electrónicos, así
como establecer lineamientos para el manejo integral de
los mismos, con el objeto de disminuir su impacto a la sa-
lud y al medio ambiente; promover la creación de políticas

públicas para un mejor manejo de los residuos o desechos
electrónicos.

Se faculta a la Semarnat para expedir Normas Oficiales
Mexicanas en la materia e incluir en las facultades a las en-
tidades federativas y a los municipios, para crear progra-
mas municipales para residuos de origen electrónico.

Cabe destacar que actualmente el adquirir equipos electró-
nicos es muy accesible para la población en general, por lo
que es una práctica común abandonarlos o almacenarlos,
cuando todavía no han llegado al final de su vida útil, lo
que ha generado importantes costos ecológicos.

Sin duda, esta situación se debe atender de inmediato a tra-
vés de la adecuación del marco normativo, para establecer
disposiciones que ayuden a una mejor gestión de los resi-
duos electrónicos.

Se estima que en nuestro país la producción de residuos
electrónicos es entre 180 y 250 toneladas anuales; en con-
secuencia, los productos eléctricos y electrónicos contie-
nen entre sus componentes materiales y sustancias que son
tóxicos, que dañan la capa de ozono y tienen la capacidad
de acumularse en los seres vivos y por lo tanto, pueden lle-
gar al ser humano a través de la cadena alimentaria, consu-
mo de agua y aire contaminado.

Ejemplo de estas sustancias son los metales pesados como
el cadmio, plomo, mercurio, berilio, arsenio, selenio, cro-
mo y solventes volátiles.

Bajo este escenario resulta prioritario aprobar en sentido
positivo el dictamen en comento; por lo anteriormente ex-
puesto, el Grupo Parlamentario de Acción Nacional votará
a favor del presente dictamen. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, diputado. Agotada la lista de oradores, con-
sulte la Secretaría a la asamblea, en votación económica, si
se encuentra suficientemente discutido en lo general.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: En vota-
ción económica se consulta a la asamblea si el dictamen se
encuentra suficientemente discutido en lo general. Las di-
putadas y diputados que estén por la afirmativa sírvanse
manifestarlo, gracias, diputados. Las diputadas y diputados
que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Mayoría
por la afirmativa, diputado presidente.
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El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido en lo general. En virtud de que de
conformidad con el artículo 109 del Reglamento no se ha
reservado artículo alguno para discutirlo en lo particular, se
pide a la Secretaría abra, hasta por tres minutos, el sistema
electrónico para recoger la votación en lo general y en lo
particular, en un solo acto.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Háganse
los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema
electrónico, por tres minutos, para proceder a la votación
en lo general y en lo particular, en un solo acto.

(Votación)

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Esta
Presidencia saluda a los vecinos del distrito XIV de Atiza-
pán de Zaragoza, estado de México, invitados por el dipu-
tado Fausto Sergio Saldaña del Moral.

A alumnos de la escuela secundaria 0023 Leona Vicario, de
Santa Cruz del Tejocote, estado de México, y a alumnos de
la escuela preparatoria federal por cooperación Profesor
Pinito Reynoso Bejarano, del municipio de Temascalcingo,
estado de México. Estas dos últimas escuelas invitadas por
su servidor. Sean todos ustedes bienvenidos.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Ciérrese el
sistema electrónico de votación. Señor presidente, el resul-
tado es: 337 votos a favor, 4 abstenciones y 0 en contra.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 337 votos
el proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General para la Prevención y
Gestión Integral de los Residuos en Materia de Resi-
duos Electrónicos. Pasa al Senado, para sus efectos
constitucionales.

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO 
Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la discusión del dicta-
men con proyecto de decreto que adiciona los artículos 2,
23, 27, 28, 41, 58, 85, 107 y 111 y reforma el artículo 110

de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: «Dicta-
men de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, con
proyecto de decreto que adiciona los artículos 2, 23, 27, 28,
41, 58, 85, 107 y 111, y reforma el 110 de la Ley Federal
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria

Honorable Asamblea:

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, de confor-
midad con lo dispuesto en los artículos 39, numeral 1, frac-
ción XXVIII, y 45, numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; 80, 157, numeral 1, fracción I, 158, numeral 1,
fracción IV, 167, numeral 4, del Reglamento de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, somete
a consideración de los integrantes de esta asamblea el pre-
sente dictamen, de la minuta con proyecto de decreto por el
que se adicionan diversas disposiciones a los artículos 2,
23, 27, 28, 41, 58, 85, 107 y 111; y se reforma el artículo
110, todos de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria.

Antecedentes

Primero. En la sesión ordinaria de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión celebrada el 3 de marzo de 2011,
los diputados Luis Videgaray Caso, María de Jesús Aguirre
Maldonado, Cruz López Aguilar, Leticia Robles Colín,
Manuel Guillermo Márquez Lizalde, Yolanda de la Torre
Valdez, José Alfredo Torres Huitrón, Rodrigo Reina Licea-
ga, Felipe Borja Texocotitla, Francisco José Rojas Gutié-
rrez, Sergio Mancilla Zayas, Raúl Domínguez Rex, Diva
Hadamira Gastélum Bajo, Mario Moreno Arcos, David
Hernández Pérez, Teófilo Manuel García Corpus, Rosario
Ortiz Yeladaqui, Blanca Estela Jiménez Hernández, Sebas-
tián Lerdo deTejada Covarrubias, Baltazar Manuel Hinojo-
sa Ochoa, Jesús Alberto Cano Vélez, María Esther de Jesús
Scherman Leaño, J. Eduardo Yáñez Montaño, Héctor Pe-
droza Jiménez, Andrés Aguirre Romero, Sandra Méndez
Hernández, José Luis Soto Oceguera, Fausto Sergio Salda-
ña del Moral, Ana Estela Durán Rico, José Adán Ignacio
Rubí Salazar, Jesús Alfonso Navarrete Prida, Silvio Lagos
Galindo, Felipe Enríquez Hernández, Marcela Guerra Cas-
tillo, Rolando Rodrigo Zapata Bello, Alfredo Villegas
Arreola y Andrés Massieu Fernández, del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional; Josefina
Eugenia Vázquez Mota, Gabriela Cuevas Barron y Laura
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Elena Estrada Rodríguez, del Partido Acción Nacional; Vi-
dal Llerenas Morales, Claudia Edith Anaya Mota, Teresa
del Carmen Incháustegui Romero y Leticia Quezada Con-
treras, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática; María del Rosario Brindis Álvarez y
Juan José Guerra Abud, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México; Reyes Silvestre Tamez
Guerra, del Grupo Parlamentario del Partido Nueva Alian-
za y Pedro Vázquez González, del Grupo Parlamentario
del Partido del Trabajo, presentaron la iniciativa con pro-
yecto de decreto que adiciona diversas disposiciones a los
artículos 2, 23, 27, 28, 41, 58, 85, 107 y 111; y reforma el
artículo 110, todos de la Ley Federal de Presupuesto y Res-
ponsabilidad Hacendaria.

Segundo. En la misma sesión, la Presidencia de la Mesa
Directiva de la Cámara, en uso de sus facultades turnó la
iniciativa a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública
para estudio, análisis y elaboración del dictamen corres-
pondiente.

Tercero. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa Di-
rectiva, mediante el oficio número D.G.P.L. 61-II-2-1044,
turnó a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública la ini-
ciativa señalada.

Cuarto. Una vez dictaminada dicha iniciativa por esta co-
misión, en fecha 31 de marzo de 2011, el pleno de la Cá-
mara de Diputados la aprobó y se remitió a la Cámara de
Senadores para los efectos constitucionales correspondien-
tes.

Quinto. En sesión del pleno de la Cámara de Senadores ce-
lebrada el 5 de abril de 2011, la Presidencia dio cuenta de
una minuta proveniente de la Cámara de Diputados que
contiene proyecto de decreto por el que se adicionan diver-
sas disposiciones a los artículos 2, 23, 27, 28, 41, 58, 85,
107 y 111; y se reforma el artículo 110, todos de la Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria.

Sexto. En la misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara
de Senadores procedió a turnar la minuta a las Comisiones
Unidas de Hacienda y Crédito Público; y de Estudios Le-
gislativos, Primera.

Séptimo. En sesión del pleno de la Cámara de Senadores,
celebrada el 27 de octubre de 2011 se aprobó la minuta en
cita con modificaciones, por lo que con fundamento en lo
dispuesto por el artículo 72, fracción e), de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Senado de la

República, remitió a esta Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión la minuta que contiene proyec-
to de decreto por el que se adicionan diversas disposiciones
a los artículos 2, 23, 27, 28, 41, 58, 85, 107 y 111; y se re-
forma el artículo 110, todos de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria.

Octavo. En sesión celebrada por la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión el 8 de noviembre de 2011 se dio
cuenta con el oficio de la Cámara de Senadores mediante
el cual remite la minuta que contiene el proyecto de decre-
to antes referido.

Noveno. En esa misma fecha la Mesa Directiva de la Cá-
mara de Diputados turnó la indicada minuta a esta comi-
sión, para su estudio y dictamen.

Análisis de la minuta

Primera. En la minuta con proyecto de decreto, la Cáma-
ra de Senadores señala que coinciden con lo vertido por la
colegisladora en el sentido de que con las adiciones y re-
formas se proporciona seguridad jurídica a los beneficia-
rios de los programas presupuestarios y las inversiones, o
ambas, previendo para ello la adición del último párrafo al
artículo 41 y del quinto párrafo al artículo 58 de la Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, para
que los programas presupuestarios y o las inversiones cita-
dos cuenten, cuando menos, con la misma proporción del
gasto programable que el del año inmediato anterior y se
prohíba a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público rea-
lizar reducciones a lo largo del ejercicio fiscal en los pro-
gramas presupuestarios referidos.

También se señala en la minuta que concuerdan con la Cá-
mara de Diputados en cuanto que con las adiciones y re-
forma se evita la discrecionalidad, se fortalece la transpa-
rencia y rendición de cuentas de la gestión pública, con lo
que se permite conocer el estado que guarda el ejercicio de
los recursos que se asignan en los Anexos Transversales, lo
que se traduce en salvaguarda de sectores específicos, co-
mo son: Igualdad entre Mujeres y Hombres; Desarrollo In-
tegral de los Pueblos Indígenas y Comunidades Indígenas;
Desarrollo de los Jóvenes; Programa Especial Concurrente
para el Desarrollo Rural Sustentable; Programa de Ciencia,
Tecnología e Innovación; Estrategia Nacional para la Tran-
sición Energética y el Aprovechamiento Sustentable de la
Energía; Atención a Grupos Vulnerables; y los Recursos
para la Mitigación de los efectos del Cambio Climático;
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Igualmente, consideran correcto que se establezca la meto-
dología de mediano plazo y se adicione el sexto párrafo al
artículo 23 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria, que garantiza la publicación de los ca-
lendarios presupuestales relacionados con cada uno de los
anexos transversales a más tardar en quince días hábiles
posteriores a la publicación del Presupuesto de Egresos de
la Federación correspondiente, con lo que se dará una
transparente y correcta rendición de cuentas a través del se-
guimiento del gasto. En la misma sintonía se adiciona un
segundo párrafo a la fracción II del artículo 85, para esta-
blecer como obligación de las entidades federativas, infor-
mar sobre la incidencia del ejercicio, destino y resultado de
los recursos de los Fondos de Aportaciones referidos en la
Ley de Coordinación Fiscal, en materia de equidad de gé-
nero.

En la Minuta enviada se comparte la adición de un subin-
ciso iv) al inciso b) de la fracción I y un quinto párrafo en
relación con el artículo 107 de la ley en comento, donde se
establece la obligación del Ejecutivo Federal de integrar la
evolución del gasto público relacionado con los anexos
transversales, a los informes trimestrales que debe entregar
al Congreso de la Unión y agregar a la Cuenta Pública los
resultados del ejercicio del presupuesto establecido en di-
chos anexos, en los mismos términos y el mismo grado de
desagregación que presente la evolución del gasto público.

Establece la iniciativa que se estima adecuada la adición de
la fracción III al artículo 27 de la citada ley, ante la necesi-
dad de avanzar en la consolidación de un presupuesto que
integre la perspectiva de género, así como la adición de la
fracción V al artículo 28, que incluye la clasificación del
Presupuesto de Egresos por género, para identificar y dife-
renciar las previsiones de gasto para mujeres y hombres y
se considera procedente la reforma a la fracción V del artí-
culo 110 de la Ley en mención que obliga la inclusión de
información desagregada por sexto en las evaluaciones y
en los resultados con base en indicadores.

El Senado de la República considera procedente la adición
de un cuarto párrafo al artículo 111 de la Ley objeto de la
reforma, ya que es acorde a la reforma de la fracción V del
artículo 110 de la Ley mencionada, pues en el Sistema de
Evaluación del Desempeño se deberán incorporar indica-
dores específicos que presenten resultados desagregados
por sexo, a fin de estar en aptitud e evaluar la incidencia de
los programas en todo lo relacionado con la equidad de gé-
nero.

Propuesta de la minuta de la Cámara de Senadores

Finalmente, la Cámara de Senadores, en la minuta de mé-
rito propuso modificaciones que fueron aprobadas, basadas
en lo siguiente:

Destaca la minuta que coinciden en que se prevea la adi-
ción del último párrafo al artículo 41 y del quinto párrafo
al artículo 58 de la Ley Federal de Presupuesto y Respon-
sabilidad Hacendaria, para que los programas presupuesta-
rios y o las inversiones que se destinen a la atención de la
Igualdad entre Mujeres y Hombres; Desarrollo Integral de
los Pueblos Indígenas y Comunidades Indígenas; Desarro-
llo de los Jóvenes; Programa Especial Concurrente para el
Desarrollo Rural Sustentable; Programa de Ciencia, Tecno-
logía e Innovación; Estrategia Nacional para la Transición
Energética y el Aprovechamiento Sustentable de la Ener-
gía; Atención a Grupos Vulnerables; y los Recursos para la
Mitigación de los efectos del Cambio Climático; cuenten
cuando menos, con la misma proporción del gasto progra-
mable que el del año inmediato anterior y se prohíba a la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público realizar reduc-
ciones a lo largo del ejercicio fiscal, en los citados progra-
mas presupuestarios y/o inversiones, pero consideran que
la reforma puede complementarse vinculando dichas dis-
posiciones con las disposiciones constitucionales y de la
propia Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria en materia de administración de los recursos pú-
blicos eficiente, transparente y sujeta a la ley, así como en
los principios de equilibrio presupuestario y responsabili-
dad fiscal.

De ahí que en la minuta se proponga una modificación al
último párrafo del artículo 41 del dictamen aprobado por la
Cámara de Diputados, con el objeto de hacer congruente el
gasto que se destinará a las materias descritas en la refor-
ma, con los ingresos previstos en la iniciativa de Ley de In-
gresos de la Federación del ejercicio fiscal correspondien-
te, con lo que dice se salvaguarda el equilibrio que debe
haber entre los ingresos y el gasto público. Asimismo, en
cuanto al artículo 58 de la ley motivo de la minuta, se pro-
pone hacer consistente dicho precepto con otras disposi-
ciones de la ley de la materia, como la posibilidad de sus-
pender la entrega de subsidios cuando los órganos públicos
o, en su caso los particulares, no cumplan con las disposi-
ciones de la propia ley (artículos 10, 11, 74, entre otros).

Se destaca que aún cuando se coincide con el objetivo de
las adiciones y la reforma, se debe ser consistente con el
resto de las disposiciones de la ley; que además del caso
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previsto en la minuta de la Cámara de Diputados, que hace
referencia al artículo 21, fracción III, de la ley, existen ca-
sos adicionales que la ley prevé en que deben realizarse
ajustes, para no correr el riesgo de no observar los princi-
pios que rigen la administración de los recursos públicos y
que a efecto de preservar el objetivo central de la reforma
se establece que, en los casos previstos en la ley, se deberá
contar siempre con la opinión de la Cámara de Diputados.

Por los anteriores razonamientos, en la Cámara de Senado-
res determinaron llevar a cabo modificaciones al último pá-
rrafo del artículo 41 y al segundo párrafo del artículo 58 de
la minuta enviada por la Cámara de Diputados, en la forma
siguiente:

Artículo 41. …

d)…

Las previsiones de gasto a las que se refieren los incisos
j), o), r) y t) de la fracción II del presente artículo, en
congruencia con los ingresos previstos en la Ley de
Ingresos deberán contar, al menos, con la misma pro-
porción del gasto programable con las que fueron apro-
badas en el ejercicio fiscal inmediato anterior, siempre y
cuando se hubiere cumplido con los objetivos y metas
que para tal efecto se hayan definido en el Sistema de
Evaluación del Desempeño para el Presupuesto de di-
cho ejercicio fiscal.

Artículo 58. …

No se podrán realizar reducciones a los programas pre-
supuestarios ni a las inversiones dirigidas a la atención
de igualdad entre mujeres y hombres, al Programa e
Ciencia, Tecnología e Innovación; las erogaciones co-
rrespondientes al desarrollo integral de los pueblos indí-
genas y comunidades indígenas y la atención a grupos
vulnerables, salvo en los supuestos establecidos en la
presente ley y con la opinión de la Cámara de Dipu-
tados.

Consideraciones

Única. Después del análisis de la minuta remitida por la
Cámara de Senadores, la Comisión de Presupuesto y Cuen-
ta Pública considera procedentes y adecuadas las dos mo-
dificaciones realizadas a la minuta enviada inicialmente
por la Cámara de Diputados.

Lo anterior, en virtud de que resulta adición al último pá-
rrafo del artículo 41 de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria, que efectivamente hace con-
gruente el gasto que se destinará a las materias descritas en
la reforma, con los ingresos previstos en la iniciativa de
Ley de Ingresos de la Federación del ejercicio fiscal co-
rrespondiente, salvaguardando así el equilibrio que debe
haber entre los ingresos y el gasto públicos a que se refie-
re la Ley de la materia en el Título Primero, Capítulo II que
trata “Del equilibrio presupuestario y de los principios de
responsabilidad hacendaria”. Asimismo se efectúa adición
al segundo párrafo del artículo 58 de dicha ley, con lo que
se hace consistente el precepto con otras disposiciones de
la misma, tendientes a la observancia de los principios que
rigen la administración de los recursos públicos.

Por los argumentos vertidos en párrafos que anteceden, es-
ta Comisión está de acuerdo con la minuta objeto del pre-
sente dictamen, por lo que respecta a las modificaciones a
la minuta originaria remitida al Senado por la Cámara de
Diputados.

Por lo expuesto, y para los efectos del artículo 72, fracción
a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública so-
mete a consideración de esta asamblea el siguiente proyec-
to de

Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones a
los artículos 2, 23, 27, 28, 41, 58, 85, 107 y 111; y se re-
forma el artículo 110, todos de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria

Artículo Único. Se adicionan: una fracción III Bis al artí-
culo 2; un párrafo sexto al artículo 23, recorriéndose en su
orden los actuales párrafos sexto a noveno, pasando a ser
séptimo a décimo respectivamente; una fracción III al artí-
culo 27; una fracción V al artículo 28; los incisos o), p), q),
r), s), t) y u) a la fracción II; un inciso c) a la fracción III,
recorriéndose en su orden el actual inciso c), pasando a ser
el inciso d); un último párrafo al artículo 41; un quinto pá-
rrafo al artículo 58; un segundo párrafo a la fracción II, re-
corriéndose en su orden los actuales párrafos segundo, ter-
cero y cuarto, pasando a ser tercero a quinto, del artículo
85; un sub inciso iv) al inciso b) de la fracción I; un quin-
to párrafo al artículo 107, recorriéndose en su orden el ac-
tual párrafo quinto, pasando a ser el sexto; un cuarto párra-
fo al artículo 111, recorriéndose en su orden el actual
párrafo cuarto pasando a ser el quinto, y se reforma la frac-
ción V del artículo 110, todos de la Ley Federal de Presu-
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puesto y Responsabilidad Hacendaria, para quedar como
sigue:

Artículo 2. …

I. a III. …

III Bis. Anexos transversales: anexos del Presupuesto
donde concurren programas presupuestarios, compo-
nentes de éstos y o unidades responsables, cuyos recur-
sos son destinados a obras, acciones y servicios vincu-
lados con el desarrollo de los siguientes sectores:
Igualdad entre mujeres y hombres; desarrollo integral
de los pueblos y comunidades indígenas; desarrollo de
los jóvenes; Programa Especial Concurrente para el De-
sarrollo Rural Sustentable; Programa de Ciencia, Tec-
nología e Innovación; Estrategia Nacional para la Tran-
sición Energética y el Aprovechamiento Sustentable de
la Energía; atención a grupos vulnerables; y los recursos
para la mitigación de los efectos del cambio climático;

IV. a LVII. …

…

Artículo 23. …

…

…

…

…

La secretaría deberá elaborar los calendarios de presupues-
to, en términos mensuales, de los Anexos Transversales a
que se refiere el artículo 41, fracción II, incisos j), o), p),
q), r), s), t) y u) de esta Ley y deberá publicarlos en el Dia-
rio Oficial de la Federación a más tardar 15 días hábiles
posteriores a la publicación del Presupuesto en el propio
Diario Oficial de la Federación.

…

…

…

…

Artículo 27. …

I. …;

II. …, y

III. Las acciones que promuevan la igualdad entre mu-
jeres y hombres, la erradicación de la violencia de gé-
nero y cualquier forma de discriminación de género.

…

…

…

Artículo 28. …

I. …

II. …

III. …;

IV. …, y

V. La de género, la cual agrupa las previsiones de gasto
con base en su destino por género, diferenciando entre
mujeres y hombres.

Artículo 41. …

I. …

a) a e) …

II. …

a) a m) …

n) …;

ñ) …;

o) Las previsiones de gasto que correspondan a las
erogaciones para la igualdad entre mujeres y hom-
bres;

p) Las previsiones de gasto que correspondan a las
erogaciones para el desarrollo de los jóvenes;
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q) Las previsiones de gasto que correspondan al
Programa Especial Concurrente para el Desarrollo
Rural Sustentable, conforme a lo previsto en los ar-
tículos 16 y 69 de la Ley de Desarrollo Rural Sus-
tentable;

r) Las previsiones de gasto que correspondan al Pro-
grama de Ciencia, Tecnología e Innovación, confor-
me a lo previsto en el artículo 22 de la Ley de Cien-
cia y Tecnología;

s) Las previsiones de gasto que correspondan a la
Estrategia Nacional para la Transición Energética y
el Aprovechamiento Sustentable de la Energía, a que
se refiere el artículo 25 de la Ley para el Aprove-
chamiento de Energías Renovables y el Financia-
miento de la Transición Energética;

t) Las previsiones de gasto que correspondan para la
Atención a Grupos Vulnerables, y

u) Las previsiones de gasto que correspondan a la
mitigación de los efectos del cambio climático.

III. …

a) …;

b) …;

c) La metodología, factores, variables y fórmulas
utilizadas para la elaboración de los Anexos Trans-
versales a los que se refieren los incisos j), o), p), q),
r), s), t) y u) de la fracción anterior, estableciendo
con claridad los porcentajes o cuotas que del presu-
puesto de los programas presupuestarios y o de las
unidades responsables son considerados para la inte-
gración de dichos anexos. En caso de que existan
modificaciones en la metodología con respecto a la
utilizada en el ejercicio fiscal anterior, se deberá in-
cluir un apartado donde se explique y justifique ple-
namente el motivo de dichas modificaciones, y

d)…

Las previsiones de gasto a las que se refieren los incisos j),
o), r) y t) de la fracción II del presente artículo, en con-
gruencia con los ingresos previstos en la iniciativa de
Ley de Ingresos deberán contar, al menos, con la misma
proporción del gasto programable con las que fueron apro-

badas en el ejercicio fiscal inmediato anterior, siempre y
cuando se hubiere cumplido con los objetivos y metas que
para tal efecto se hayan definido en el Sistema de Evalua-
ción del Desempeño para el Presupuesto de dicho ejercicio
fiscal. 

Artículo 58. …

I. …

II. …

III. …

…

…

…

No se podrán realizar reducciones a los programas pre-
supuestarios ni a las inversiones dirigidas a la atención
de la igualdad entre mujeres y hombres, al Programa de
Ciencia, Tecnología e Innovación; las erogaciones co-
rrespondientes al desarrollo integral de los pueblos indí-
genas y comunidades indígenas y la atención a grupos
vulnerables, salvo en los supuestos establecidos en la
presente ley y con la opinión de la Cámara de Diputa-
dos.

Artículo 85. …

I. …

II. …

Los informes a los que se refiere esta fracción deberán
incluir información sobre la incidencia del ejercicio de
los recursos de los Fondos de Aportaciones Federales a
que se refiere el Capítulo V de la Ley de Coordinación
Fiscal, de manera diferenciada entre mujeres y hombres.

…

…

…

Artículo 107. …
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I. …

…

…

…

a)…

b)…

i) a iii)…

iv) La evolución del gasto público previsto en los
Anexos Transversales a los que se refiere el artícu-
lo 41, fracción II, incisos j), o), p), q), r), s), t) y u)
de esta ley.

c) a f)…

II. …

…

…

…

…

La Cuenta Pública deberá contener los resultados del
ejercicio del Presupuesto establecido en los anexos
transversales a los que se refiere el artículo 41, fracción
II, incisos j), o), p), q), r), s), t) y u) de esta ley, en los
mismos términos y el mismo grado de desagregación en
los que se presente la evolución del gasto público al que
hace referencia el sub inciso iv), inciso b), fracción I del
presente artículo.

…

III. …

Artículo 110. …

…

…

…

I. a IV …

V. Las evaluaciones deberán incluir información des-
agregada por sexo relacionada con las beneficiarias y
beneficiarios de los programas. Asimismo, las depen-
dencias y entidades deberán presentar resultados con
base en indicadores, desagregados por sexo, a fin de que
se pueda medir el impacto y la incidencia de los progra-
mas de manera diferenciada entre mujeres y hombres, y

VI. …

Artículo 111. …

…

…

El sistema de evaluación del desempeño deberá incorporar
indicadores específicos que permitan evaluar la incidencia
de los programas presupuestarios en la igualdad entre mu-
jeres y hombres, la erradicación de la violencia de género
y de cualquier forma de discriminación de género.

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente a aquél en el que se publique en el Diario Oficial
de la Federación.

Segundo. La secretaría, dentro de los tres meses siguientes
a la entrada en vigor del presente Decreto, enviará a la Cá-
mara de Diputados la metodología, factores, variables y
fórmulas utilizados para la elaboración de cada uno de los
anexos transversales, informando sobre los porcentajes o
cuotas que del presupuesto de los Programas Presupuesta-
rios y o de las Unidades Responsables son considerados
para la integración de dichos anexos.

La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, en coordi-
nación con las comisiones ordinarias correspondientes,
contará con 30 días hábiles siguientes a la entrega de la in-
formación a la que se refiere el párrafo anterior, para remi-
tir a la secretaría las opiniones y comentarios para que se-
an considerados en la integración del proyecto de
Presupuesto para el ejercicio fiscal siguiente.

Palacio Legislativo, a 28 de noviembre de 2011
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La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, diputados: Jesús
Alfonso Navarrete Prida (rúbrica), presidente; Baltazar Manuel Hino-
josa Ochoa, Felipe Enríquez Hernández (rúbrica), Jesús Alberto Cano
Vélez (rúbrica), Juan Carlos Lastiri Quirós, Rolando Rodrigo Zapata
Bello, Julio Castellanos Ramírez (rúbrica), Alfredo Javier Rodríguez
Dávila (rúbrica), Sergio Ernesto Gutiérrez Villanueva, Vidal Llerenas
Morales (rúbrica), María del Rosario Brindis Álvarez (rúbrica), Pedro
Vázquez González (rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi Macari, Pedro Ji-
ménez León (rúbrica), secretarios; Cruz López Aguilar (rúbrica), Da-
vid Penchyna Grub, Sebastián Lerdo de Tejada Covarrubias, Noé Fer-
nando Garza Flores, Agustín Torres Ibarrola (rúbrica), Gabriela Cuevas
Barron, Enrique Octavio Trejo Azuara, Felipe de Jesús Rangel Vargas,
Francisco Javier Orduño Valdez, Guadalupe Vera Hernández, Marcos
Pérez Esquer (rúbrica), Georgina Trujillo Zentella (rúbrica), Héctor Pa-
blo Ramírez Puga Leyva, Silvio Lagos Galindo (rúbrica), Claudia Ruiz
Massieu Salinas, Manuel Guillermo Márquez Lizalde (rúbrica), María
Esther de Jesús Scherman Leaño (rúbrica), Rodrigo Reina Liceaga (rú-
brica), Óscar Javier Lara Aréchiga (rúbrica), Roberto Armando Albo-
res Gleason (rúbrica), Mario Alberto Becerra Pocoroba (rúbrica), Ovi-
dio Cortázar Ramos (rúbrica), Rigoberto Salgado Vázquez, Ángel
Aguirre Herrera, Claudia Edith Anaya Mota (rúbrica), Emiliano Veláz-
quez Esquivel, Juanita Arcelia Cruz Cruz (rúbrica), Rafael Pacchiano
Alamán (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado Jesús
Alfonso Navarrete Prida, para fundamentar el dictamen de
conformidad con el artículo 104, numeral 1, fracción II del
Reglamento de la Cámara.

El diputado Jesús Alfonso Navarrete Prida: Con su per-
miso, señor presidente. Buenas tardes, compañeros. Las re-
formas y adiciones a diversas disposiciones de la Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria tienen
que ver con lo siguiente: la iniciativa fue propuesta por di-
putados de diversos grupos parlamentarios de esta Legisla-
tura y su propósito es definir una metodología de mediano
plazo, por la cual se determinen las cuotas y porcentajes
utilizados en la integración de los anexos transversales, pa-
ra hacer posible un seguimiento eficaz y responsable del
gasto, ya que en la actualidad no existen estos mecanismos.

Este dictamen de iniciativa fue aprobado por el pleno de
esta Cámara de Diputados el 31 de marzo de este año y se
envió al Senado de la República, que lo analizó y aprobó
con dos únicas modificaciones, después de lo cual nos las
ha regresado.

En la minuta de los senadores se aprecia que la propuesta
fue retomada casi en su totalidad, ya que conserva la defi-

nición legal de los anexos transversales, en la que si inclu-
yen también los recursos para la mitigación del cambio cli-
mático; la colegisladora manifestó su acuerdo en la adición
del artículo 23, que adiciona el párrafo sexto, con el pro-
pósito de garantizar la publicación de los calendarios pre-
supuestales relacionados con este anexo.

Los senadores aprueban en sus términos las adiciones al ar-
tículo 41 de la Ley Federal de Presupuesto, para incluir los
anexos transversales en el Proyecto de Presupuesto de
Egresos de la Federación y éste señala que los nuevos ane-
xos tendrán contempladas erogaciones para la igualdad en-
tre mujeres y hombres, para el desarrollo de los jóvenes,
para el programa de Ciencia, Tecnología e Innovación, pa-
ra las previsiones para Estrategia Nacional para la Transi-
ción Energética y el aprovechamiento sustentable de la
energía, para la atención de grupos vulnerables y para la
mitigación de los efectos del cambio climático.

De eso se trata esta propuesta de inclusión en la Ley de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, de anexos
transversales que permitan a los diputados conocer en todo
momento de estos temas y que sin duda, son de enorme be-
neficio para hombres y mujeres.

De tal manera que solamente hizo dos modificaciones el
Senado, que en el último párrafo del artículo 41 agrega la
disposición que obliga a que las erogaciones correspondan
al desarrollo integral de los pueblos indígenas y comunida-
des indígenas, igualdad entre mujeres y hombres, temas de
ciencia y tecnología e innovación y atención a grupos vul-
nerables que sean congruentes con los ingresos aprobados
en la Ley de Ingresos y que no se esté tejiendo entonces, en
el vacío, a la hora de aprobar un presupuesto que viene con
ordenamientos de orden transversal, y segunda, que si lle-
gara a haber una baja inusitada de ingresos fiscales presu-
puestales, que la ley contemple esta situación como ex-
traordinaria y que los anexos transversales sufran alguna
disminución previa opinión de la Cámara de Diputados.

Ésas son las dos modificaciones que nos hace el Senado a
una ley en su conjunto que aprobó esta Cámara de Diputa-
dos, ya aprobada por el Senado de la República, y si así lo
tienen a bien, de aquí en adelante para la integración del
Presupuesto se considerará siempre en cuenta todos los
anexos transversales, que tiene que ver con igualdad de gé-
nero, con mujeres, con niños, con grupos vulnerables, con
cambio climático y con otros más, que sin duda enriquecen
la labor de los diputados y las diputadas de esta Cámara.
Sería cuanto, señor presidente.
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El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias. Tiene la palabra, hasta por tres minutos, para
hablar en pro del dictamen, el diputado Ovidio Cortázar
Ramos.

El diputado Ovidio Cortázar Ramos: Con su permiso,
diputado presidente. El posicionamiento de esta fracción,
de Acción Nacional, es sin duda a favor de este dictamen,
ya que con este dictamen se logrará disponer de una meto-
dología que genere certidumbre en los presupuestos trans-
versales de igualdad entre mujeres y hombres para el desa-
rrollo integral de los pueblos indígenas y comunidades
indígenas, para el desarrollo de los jóvenes, para la aten-
ción de grupos vulnerables con perspectivas de género, pa-
ra el campo, para la ciencia, la tecnología e innovación, pa-
ra el sector energético, atención a grupos vulnerables,
como con discapacidad, así como para enfrentar el cambio
climático.

También para mejorar la calidad de la información, darle
un mayor seguimiento, mayor transparencia en el proceso
de fiscalización y rendición de cuentas de estos programas
transversales.

Asimismo estamos a favor de este dictamen, ya que esta
Cámara participará íntegramente en todo el proceso presu-
puestario de estos programas al establecerse la ley, la vali-
dación de la estructura programática por esta soberanía a la
propuesta que le presente el Ejecutivo federal, resaltando
las acciones que promuevan la perspectiva de género que
contribuya a la igualdad entre mujeres y hombres.

De igual forma se mejorará el análisis del Presupuesto, ya
que se prevé en el dictamen la creación de la clasificación
del Presupuesto de Egresos por género, lo que facilitará
identificar y diferenciar las previsiones de gasto para hom-
bres y mujeres en los distintos programas.

De igual forma los diputados dispondremos de informa-
ción clara y precisa de estos presupuestos al solicitar al
Ejecutivo federal que en el proyecto del Presupuesto de
Egresos de la Federación incluya los anexos transversales.

Además, nuestro grupo parlamentario considera pertinente
que los presupuestos transversales no dispongan de un tra-
tamiento especial al resto de los programas que componen
el Presupuesto de Egresos de la Federación.

Sin embargo, estamos a favor de que se nos informe y per-
mita dar opinión a los diputados, cuando se le requiera rea-

lizar ajustes por parte del Ejecutivo federal ante situaciones
complejas de las finanzas públicas. Es todo, presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias. Tiene la palabra la diputada Teresa Incháuste-
gui Romero, del Partido de la Revolución Democrática.

La diputada Teresa del Carmen Incháustegui Romero:
Gracias, diputado presidente. Compañeras y compañeros,
este es un día en que las mujeres estamos festejando el lo-
gro de este dictamen aprobado en el Senado y como nos
han expuesto aquí, recibió muy mínimos ajustes dentro del
espíritu de la Ley de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria.

El dictamen tiene cinco pasos a favor de la igualdad entre
hombres y mujeres: la equidad entre generaciones, la in-
clusión social en gastos que son siempre muy sensibles a
los recortes; por eso, en esa parte, primero, ya ganamos.

Pero además hay cuestiones que se venían haciendo ya en
la Comisión de Equidad y Género como una práctica que
ya quedan asentadas aquí, con lo cual se consolidan todos
los avances que veníamos haciendo en el tema de presu-
puestos de igualdad de género.

Primero, se elimina la opacidad; tiene que haber publica-
ción de calendarios a todas las instancias que reciben los
recursos, en donde van a informar sobre la incidencia de
destino y resultado del gasto y también de los fondos de
aportaciones referidos a la Ley de Coordinación Fiscal; es
decir, todo el gasto que está destinado a mujeres y hom-
bres, como va a ser clasificado se puede identificar, se pue-
de seguir, se puede transparentar y se puede evaluar.

Aquí están las reformas que se plantean, en cinco o seis
adiciones a párrafos en donde se consolida toda esa situa-
ción; entonces, rendición de cuentas, evaluación, transpa-
rencia, incluso en la cuenta pública también van a quedar
informados estos recursos.

De manera que hay un nuevo marco para la operación, ade-
más de las reformas a la ley, el sistema de evaluación de re-
sultados, en donde también se van a poner los indicadores
para evaluar este gasto; es decir, de estos cinco pasos que
estamos dando, créanme, compañeras y compañeros, esta-
mos dando un salto cuántico frente a todo lo que ocurre en
la región latinoamericana en temas de presupuestos trans-
versales; creo que es un paso muy firme.
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Esta iniciativa recibió el apoyo de todos y creo que también
todas y todos la apoyarán. Es cuanto, muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias. Tiene la palabra, para hablar también en pro
del dictamen, la diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo,
hasta por tres minutos.

La diputada Diva Hadamira Gastélum Bajo: Con su
permiso, señor presidente. Quiero decir que ésta es una
verdadera acción afirmativa, no la fantasía con la que a ve-
ces nos manejamos en el avance de las mujeres, porque si
no estamos en el documento económico más importante
del país, difícilmente el avance se puede medir como en es-
ta propuesta.

Quienes me han antecedido en la palabra han hecho un
diagnóstico de este dictamen, debo añadir que ésta fue una
propuesta presentada por el entonces diputado Luis Vide-
garay, con el apoyo de muchas compañeras y compañeros;
habla claramente de porqué la igualdad entre hombres y
mujeres en el Presupuesto debe visualizarse no como un
sector, no como un apartado, sino de manera transversal,
que es lo más importante.

Además, habla sobre lo que nos preocupa, se eliminan al-
gunos rubros, se etiquetan, pero cuando queremos bajarlos
no aparecen y cuando aparecen tampoco podemos medir-
los y el impacto a favor de las mujeres tampoco.

Esta reforma tiene una clara lectura de la voluntad política
que hace mucho debió de haber quedado asentada en la
Ley de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, real-
mente esta Legislatura pasará a la historia por la voluntad
política y el impulso de finanzas de la parte económica del
país, de manera importante a favor de las mujeres, que no
somos un sector, somos parte importante de esta sociedad,
la parte mayoritaria, pero también la que tiene el mayor
grado de discriminación.

Por eso mi partido celebra, no solamente haber propuesto
esta iniciativa, sino además alcanzar el resultado que hoy
tenemos para que le pongamos punto final a tanto vaivén, a
tanta negociación improductiva en los presupuestos anuales.
Muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Aun-
que existe inscrita una oradora más, dado que fueron tres
intervenciones a favor, ruego a la Secretaría consulte a la

asamblea, en votación económica, si se encuentra suficien-
temente discutido en lo general.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general. Las diputadas y los di-
putados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo.
Las diputadas y los diputados que estén por la negativa sír-
vanse manifestarlo. Señor presidente, mayoría por la afir-
mativa.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido en lo general. En virtud que, de
conformidad con el artículo 109 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, no se ha reservado artículo alguno pa-
ra discutirlo en lo particular, pido a la Secretaría abra el sis-
tema electrónico, por tres minutos, para proceder a la
votación en lo general y en lo particular en un solo acto.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2
del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sis-
tema electrónico, por tres minutos, para proceder a la vota-
ción en lo general y en lo particular, en un solo acto.

(Votación)

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Esta
Presidencia saluda a las alumnas de la escuela preparatoria
del Colegio Francés del Pedregal, que actualmente cursan
el cuarto año de bachillerato y que han sido invitadas por
el diputado Fernando Espino Arévalo. Sean todas ustedes
bienvenidas.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Cié-
rrese el sistema de votación electrónico. Señor presidente,
le informo que se emitieron 344 votos a favor, 0 en contra
y 2 abstenciones.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular el proyecto de
decreto que adiciona los artículos 2, 23, 27, 28, 41 58,
85, 107 y 11, y reforma el artículo 110 de la Ley Federal
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. Pasa al
Ejecutivo, para sus efectos constitucionales.
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LEY DE AMPARO

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la discusión del dicta-
men con proyecto de decreto que reforma los artículos 6,
14, 74, 76 Bis y 120 de la Ley de Amparo, Reglamentaria
de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos. 

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de de-
creto que reforma los artículos 6, 14, 74, 76 Bis, 78, 120 y
123 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos
103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Justicia de la LXI Legislatura, le fue tur-
nada para su estudio, análisis y dictamen correspondiente,
iniciativa con proyecto de decreto por el que se adiciona un
tercer y cuarto párrafo al artículo 6, un segundo párrafo al
artículo 14, un párrafo quinto a la fracción V del artículo
74, se reforma el artículo 76 Bis párrafo primero y se adi-
ciona un párrafo segundo al artículo 120 de la Ley de Am-
paro Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

La Comisión de Justicia, de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 39 y 45, numeral 6, in-
cisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; y 80, numeral 2, 81, nu-
meral 2, 82, numerales 1, 84, 85, 87 y 158 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a la consideración de
los integrantes de esta honorable asamblea el presente dic-
tamen.

Antecedentes

Primero. Con fecha 4 de noviembre de 2010, el diputado
Pedro Vázquez González, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido del Trabajo, presentó iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se adiciona un tercer y cuarto
párrafo al artículo 6, un segundo párrafo al artículo 14, un
párrafo quinto a la fracción V del artículo 74, se reforma el
artículo 76 Bis párrafo primero y se adiciona un párrafo se-
gundo al artículo 120 de la Ley de Amparo Reglamentaria
de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Segundo. La Mesa Directiva, en esa misma fecha acordó
se turnara la iniciativa en comento a la Comisión de Justi-
cia para el correspondiente dictamen.

Tercero. El pasado 13 de abril de 2011, con base en el ar-
tículo sexto transitorio del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, dicha iniciativa fue returnada.

Cuarto. El pasado 25 de mayo de 2011, con fundamento
en el artículo 185 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos se otorgó la prórroga correspondiente.

Contenido de la iniciativa

En la exposición de motivos de la iniciativa en cuestión, se
propone adicionar un tercer y cuarto párrafo al artículo 6,
un segundo párrafo al artículo 14, un párrafo quinto a la
fracción quinta del artículo 74, se reforma el artículo 76 bis
párrafo primero y se adiciona un párrafo segundo al artícu-
lo 120 de la Ley de Amparo Reglamentaria de los Artícu-
los 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Señala el autor, que el primer antecedente constitucional a
favor de los menores e incapaces es el que quedó estable-
cido por reforma de fecha 20 de marzo de 1974, original-
mente en el artículo 107 a fin de incorporar la suplencia de
la queja en los juicios de amparo contra actos que afecten
los derechos de los menores e incapaces.

Expone el diputado iniciante que el Código Civil Federal en
vigor, en su artículo 23 en cuanto a lo que nos interesa seña-
la: “La minoría de edad, el estado de interdicción y demás
incapacidades establecidas por la ley, son restricciones a la
personalidad jurídica que no deben menoscabar la dignidad
de la persona ni atentar contra la integridad de la familia,”

Apunta que de igual manera, el Código Civil del Estado de
Jalisco, en su artículo 22 señala: “La menoría edad, el es-
tado de interdicción y las demás incapacidades estableci-
das por la ley, son restricciones a la capacidad de ejercicio.

Sin embargo, los incapaces pueden ejercitar sus derechos o
contraer obligaciones por medio de sus representantes”

Señala el Diputado autor, que la protección Jurídico-For-
mal a los Menores de Edad e incapaces, se encuentra esta-
blecida con abundancia en nuestro país, pero, desde su
punto de vista se encuentra dispersa y su aplicación resul-
ta difícil, así como su debido cumplimiento.
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Dice que en este tenor, existen múltiples disposiciones en
esta materia, además de tratados y convenciones interna-
cionales, reglamentos, circulares, etcétera.

En ese sentido señala, que algunas de las leyes federales
existentes son: La Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, La Ley para la Protección de los Dere-
chos de Niñas, Niños y Adolescentes, La Ley General de
Educación, La Ley General de Población, la Ley Federal
del Trabajo entre otras.

Manifiesta que las normas protectoras antes señaladas, son
de orden público y como consecuencia de estricto cumpli-
miento, el tema de los menores e incapaces no se ve refle-
jado en los juicios de amparo que se tramitan en los dife-
rentes Tribunales Federales del país.

Señala que desde su perspectiva, es al incumplimiento de
las leyes, al desconocimiento de la norma, al desinterés de
los representantes legales de los menores e incapaces, y
desde su punto de vista a la falta de normas más claras y
precisas en la Ley de Amparo.

Manifiesta el autor de la presente iniciativa, que el Código
Civil del Distrito Federal, en su artículo 31 se establecen
las normas respecto a los menores de edad para determinar
el domicilio de los menores, en el artículo 98 se señalan los
requisitos para que celebren el contrato de matrimonio, la
administración de los bienes, la separación de los mismos,
los alimentos y la adopción son reglas que se determinan a
favor de los menores e incapaces.

De la misma forma la Ley Federal del Trabajo, prevé un
régimen especial a favor de los menores, al establecer ga-
rantías para hacer efectivos los principios constitucionales,
como la prohibición al trabajo a los menores de catorce
años, se establecen además los trabajos permitidos a los
menores de dieciséis años, entre otros beneficios más.

En este tenor afirma, que la Suprema Corte de Justicia de
la Nación ha sustentado diversos criterios respecto a los
menores e incapaces, al señalar que en cualquier clase de
juicio de amparo, y particularmente en materia penal, pue-
da afectarse directa o indirectamente su esfera jurídica, los
órganos jurisdiccionales del poder judicial de la federación
tienen el deber ineludible de suplir la queja deficiente en
toda su amplitud, entre otros criterios.

Finalmente, el diputado proponente señala que atendiendo
el interés superior del menor e incapaz, presenta esta ini-

ciativa con el fin de proporcionar protección y certeza jurí-
dica a los menores e incapaces en el Juicio Constitucional,
pretende ampliar la legitimación, para que cualquier perso-
na pueda promover el juicio de garantías a favor de los me-
nores; se elimine el desistimiento y la caducidad por inac-
tividad procesal, así como de suplir las actuaciones
defectuosas de los menores e incapaces durante todo el trá-
mite del juicio constitucional tanto de los recursos como
los incidentes y se les exceptúe de presentar copias de la
demanda como requisito indispensable para que se admita
a trámite la demanda de garantías.

Consideraciones

Primera. Para esta comisión es importante señalar que
existen diversas legislaciones tanto de carácter nacional
como instrumentos internacionales que hacen expresa refe-
rencia al interés superior del menor, el cual se encuentra ín-
timamente ligado a la necesidad de protección especial que
el mismo requiere en virtud de su falta de madurez física y
mental que lo vuelven vulnerable ante su entorno.

En nuestra opinión, tal interés tiene como finalidad lograr
que el menor se desarrolle dentro de un ambiente de paz,
armonía, respeto, dignidad, tolerancia, libertad, igualdad, y
ha sido el común denominador para que diversas naciones,
tomando en cuenta la situación de algunos países, princi-
palmente de escaso desarrollo, hubieren suscrito diversas
convenciones con la finalidad de procurar a los menores
precisamente las condiciones necesarias para lograr un ple-
no desarrollo tanto en su esfera física como psicosocial.

En aras de la protección de dicho interés superior de la in-
fancia, tanto las legislaciones estatales como los criterios
de interpretación de los tribunales federales han determina-
do la procedencia en dichos casos de la suplencia de la de-
ficiencia de la queja, considerándose que el interés supe-
rior del menor no corresponde en exclusiva al padre o a
la persona que ostenta la representación o la patria po-
testad sobre el menor, sino que dicho interés pertenece
a la sociedad en forma genérica por tratarse de una
cuestión de orden público de carácter colectivo.

Por analogía y aún por mayoría de razón, esta Comisión
trae a este proyecto de dictamen, el criterio de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, en la que el rubro de dicha
jurisprudencia señala que: Menores de edad e incapaces.
Cuando son víctimas de un delito, procede la suplencia
de la queja deficiente, incluso si el recurso de revisión lo
interpuso el Ministerio Público de la Federación.
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Independientemente del carácter de los promoventes del
juicio de amparo o de quien interponga el recurso de re-
visión contra una sentencia dictada en la audiencia
constitucional por un juez de distrito en que se afecta la
esfera jurídica de menores de edad o incapaces víctimas
de un delito, incluso si el recurrente es el Ministerio Pú-
blico de la Federación, procede suplir la queja deficien-
te, ya que tanto la sociedad como el Estado tienen inte-
rés en proteger los derechos fundamentales de los
menores e incapaces, aun cuando la representación so-
cial formule los agravios incorrectamente. Además, no
pasa inadvertido que en el recurso de revisión rige el
principio de non reformatio in peius, conforme al cual
no está permitido agravar la situación de los quejosos
cuando únicamente éstos recurren la sentencia de ampa-
ro, pues acorde al artículo 76 Bis, fracción II, de la Ley
de Amparo, la mencionada suplencia también opera a su
favor; sin embargo, cuando otra de las partes también
interpone el recurso en los términos señalados, no ope-
ra dicho principio, sino que deberá atenderse a lo re-
suelto en el sentido de si en ambos casos o sólo en uno
se apreció motivo para llevar a cabo la suplencia de la
queja deficiente.

Amparo en revisión 645/2008. 29 de octubre de 2008.
Mayoría de cuatro votos. Disidente: José de Jesús Gudi-
ño Pelayo. Ponente: Juan Nepomuceno Silva Meza.

Secretario: Jaime Flores Cruz. 

Licenciado Heriberto Pérez Reyes, secretario de acuer-
dos de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia
de la Nación, certifica: Que el rubro y texto de la ante-
rior tesis aislada fueron aprobados por la Primera Sala
de este Alto Tribunal, en sesión de 12 de noviembre de
2008. México, Distrito Federal, 13 de noviembre de
2008. Doy fe.

Segunda: Para esta comisión que dictamina, el interés su-
perior del menor debe tener como primer punto normativo
de referencia a la Constitución General de la República, la
cual en su artículo 4 párrafo sexto, que establece: “...Los
niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus ne-
cesidades de alimentación, salud, educación y sano espar-
cimiento para su desarrollo integral. Los ascendientes, tu-
tores y custodios tienen el deber de preservar estos
derechos. El Estado proveerá lo necesario para propiciar el
respeto a la dignidad de la niñez y el ejercicio pleno de sus
derechos. El Estado otorgará facilidades a los particulares

para que se coadyuven al cumplimiento de los derechos de
la niñez”.

Por otra parte, la Ley Reglamentaria del citado numeral
constitucional; es decir, la Ley para la Protección de Niñas,
Niños y Adolescentes, establece en su artículo 3 como
principio rector de los derechos de niños, niñas y adoles-
centes, precisamente el interés superior de la infancia, artí-
culo que expresa como objetivo de la protección de sus de-
rechos el brindarles y asegurarles un desarrollo pleno e
integral, en condiciones de igualdad. Igualmente, dispone
el artículo 4 de la citada legislación: “De conformidad con
el principio del interés superior de la infancia, las normas
aplicables a niñas, niños y adolescentes, se entenderán di-
rigidas a procurarles primordialmente los cuidados y la
asistencia que requieren para lograr un crecimiento y un
desarrollo plenos dentro de un ambiente de bienestar fami-
liar y social... La aplicación de esta ley atenderá al respeto
de este principio, así como al de las garantías y los dere-
chos fundamentales reconocidos en la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos”. De la misma mane-
ra, el artículo 5 establece la obligación para la federación,
el Distrito Federal, los estados y los municipios, respecto
de la implantación de los mecanismos necesarios para im-
pulsar una cultura de protección de los derechos de la in-
fancia, basada en el contenido de la Convención sobre los
Derechos del Niño, así como en tratados que sobre el tema
apruebe el Senado de la República.

De manera paralela, la transcripción literal debe acompa-
ñarse del siguiente criterio que ha emitido la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación que a la letra dice:

Menores de dieciocho años. El análisis de una regu-
lación respecto de ellos debe hacerse atendiendo el
interés superior y a la prioridad de la infancia. De la
interpretación del artículo 4., sexto párrafo de la Cons-
titución de los Estados Unidos Mexicanos, en relación
con la ley para la Protección de los derechos de las Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, reglamentaria de aquel pre-
cepto y con la Convención Sobre los Derechos del Ni-
ño, se advierte que el principio del Interés superior de la
infancia junto con el derecho de prioridad, implican que
las políticas, acciones y toma de decisiones del Estado
relacionadas con los menores de 18 años, deben buscar
el beneficio directo del infante y del adolescente a quie-
nes van dirigidas, y que las instituciones de bienestar
social públicas y privadas, los Tribunales, las autorida-
des administrativas y los órganos legislativos, al actuar
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en sus respectivos ámbitos, otorguen prioridad a los te-
mas relacionados con dichos menores. De ahí que para
el análisis de la constitucionalidad de una regulación
respecto de menores de 18 años, sea prioritario, en un
ejercicio de ponderación al reconocimiento de dichos
principios.Tesis XLV/2008, Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta, t. XXVII, Febrero de 2008, p.
1292.

En este tenor, es oportuno señalar que para los integrantes
de esta Comisión, especial mención merece la citada Con-
vención sobre los Derechos del Niño, a la cual el Estado
Mexicano se adhirió el 26 de enero de 1990, publicada en
el Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de 1991,
por lo que, de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 133 de
la Carta Magna, tiene carácter de Ley Suprema. Dicho ins-
trumento internacional en reiteradas ocasiones dentro de su
articulado establece como preponderante el interés supe-
rior del menor, determinando concretamente en el artículo
3: “En todas las medidas concernientes a los niños que to-
men las instituciones públicas o privadas de bienestar so-
cial, los tribunales, las autoridades administrativas o los ór-
ganos legislativos, una consideración primordial a que se
atenderá será al interés superior del niño”.

De lo anterior, podemos advertir que lo que hoy solemos
llamar: interés superior del menor: es en sí mismo un prin-
cipio rector, que se traduce en un conjunto de acciones y
procesos tendientes a garantizar un desarrollo integral y
una vida digna, así como condiciones materiales y afecti-
vas que permitan a los niños vivir plenamente y alcanzar el
máximo de bienestar posible.

Para los integrantes de esta Comisión, arribamos a la con-
vicción de que el denominado Interés Superior del Menor
o de la Infancia, no puede tener una rígida e inflexible de-
finición, pues en sí mismo es el principio rector que guía
tanto a las autoridades como a la sociedad entera a adoptar
medidas necesarias para que los derechos fundamentales
de los menores sean respetados, por lo que, en aquellos ca-
sos en que tales derechos se encuentren involucrados en
una controversia de carácter judicial deberán solucionarse
atendiendo a las circunstancias de cada caso particular pre-
valeciendo el interés del menor sobre cualquier otro.

Tercera: Para una mayor ilustración, los integrantes de es-
ta comisión, presentamos el siguiente análisis comparativo,
entre la Ley de Amparo en vigor y la propuesta de iniciati-
va del diputado Pedro Vázquez González.

Ley de Amparo

(Texto Vigente)

Artículo 6o. El menor de edad podrá pedir amparo sin
la intervención de su legítimo representante cuando és-
te se halle ausente o impedido, pero en tal caso, el juez,
sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgen-
tes, le nombrará un representante especial para que in-
tervenga en el juicio.

Si el menor hubiere cumplido ya catorce años, podrá ha-
cer la designación de representante en el escrito de de-
manda.

Artículo 14. No se requiere cláusula especial en el po-
der general para que el mandatario promueva y siga el
juicio de amparo; pero sí para que desista de éste.

Artículo 74. Procede el sobreseimiento:

I. Cuando el agraviado desista expresamente de la de-
manda;

II. Cuando el agraviado muera durante el juicio, si la ga-
rantía reclamada solo afecta a su persona;

III. Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniese
alguna de las causas de improcedencia a que se refiere
el Capítulo anterior;

IV. Cuando de las constancias de autos apareciere clara-
mente demostrado que no existe el acto reclamado, o
cuando no se probare su existencia en la audiencia a que
se refiere el artículo 155 de esta ley.

Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado o
cuando hayan ocurrido causas notorias de sobresei-
miento, la parte quejosa y la autoridad o autoridades res-
ponsables estén obligadas a manifestarlo así, y si no
cumplen esa obligación, se les impondrá una multa de
diez a ciento ochenta días de salario, según las circuns-
tancias del caso.

V. En los amparos directos y en los indirectos que se en-
cuentren en trámite ante los Jueces de Distrito, cuando
el acto reclamado sea del orden civil o administrativo, si
cualquiera que sea el estado del juicio, no se ha efectua-
do ningún acto procesal durante el término de trescien-
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tos días, incluyendo los inhábiles, ni el quejoso ha pro-
movido en ese mismo lapso.

En los amparos en revisión, la inactividad procesal o la
falta de promoción del recurrente durante el término in-
dicado, producirá la caducidad de la instancia. En ese
caso, el tribunal revisor declarará que ha quedado firme
la sentencia recurrida.

En los amparos en materia de trabajo operará el sobre-
seimiento por inactividad procesal o la caducidad de la
instancia en los términos antes señalados, cuando el
quejoso o recurrente, según el caso, sea el patrón.

Celebrada la audiencia constitucional o listado el asun-
to para audiencia no procederá el sobreseimiento por in-
actividad procesal ni la caducidad de la instancia.

Artículo 76 Bis. Las autoridades que conozcan del jui-
cio de amparo deberán suplir la deficiencia de los con-
ceptos de violación de la demanda, así como la de los
agravios formulados en los recursos que esta ley esta-
blece, conforme a lo siguiente:

Artículo 120. Con la demanda se exhibirán sendas co-
pias para las autoridades responsables, el tercero perju-
dicado si lo hubiere, el Ministerio Público y dos para el
incidente de suspensión si se pidiere ésta y no tuviera
que concederse de plano conforme a esta ley.

Ley de Amparo

(Propuesta del diputado Pedro Vázquez)

Artículo 6o.

…

…

Sin perjuicio de lo anterior, cualquier persona con
capacidad legal podrá solicitar el amparo en favor
del menor de edad y el incapaz si su legítimo repre-
sentante por acción u omisión no lo hace, si nadie in-
terviene a favor del menor o incapaz.

Si durante el transcurso del juicio de amparo el me-
nor de edad cumpliere su mayoría de edad, el juez lo
prevendrá por un término de tres días para que ma-

nifieste si continúa el trámite por sí mismo o ratifica
la designación de su representante.

Artículo 14. …

El representante legítimo o cualquier persona que
solicite el amparo a favor del menor o incapaz, podrá
desistirse de la tramitación del juicio de amparo,
siempre y cuando no se afecten los derechos de los
menores e incapaces, en estos casos se le dará vista al
Ministerio Público para que manifieste lo que a su
representación social y legal corresponda.

Artículo 74.

I. …

II. …

III. …

IV. …

V. …

…

…

…

En los juicios en los que intervenga el menor de edad
o el incapaz, no procederá el sobreseimiento por inac-
tividad procesal o la caducidad de la instancia.

Artículo 76 Bis. Las autoridades que conozcan del jui-
cio de amparo deberán suplir la deficiencia de los con-
ceptos de violación de la demanda, así como la de los
agravios formulados en los recursos e incidentes que
esta ley establece conforme a lo siguiente:

…

Artículo 120. …

Quedarán exceptuados del párrafo anterior las soli-
citudes de amparo en los que intervengan los meno-
res de edad e incapaces.
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Consideraciones

La comisión que dictamina, considera procedentes las pro-
puestas de iniciativas por las siguientes razones: como ya
lo hemos señalado el interés superior del menor es el prin-
cipio rector que guía tanto a las autoridades como a la so-
ciedad para que sus derechos fundamentales del menor se-
an respetados, en ese sentido, consideramos procedente la
iniciativa que propone el autor a diversos artículos de la ley
de amparo reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la
Constitución General, para que cualquier persona con ca-
pacidad legal pueda presentar el juicio de amparo cuando
la esfera jurídica del menor o incapaz se vea afectada, se
elimine el desistimiento y la caducidad por inactividad pro-
cesal, así como de suplir las actuaciones defectuosas de los
menores e incapaces durante todo el trámite del juicio
constitucional tanto de los recursos como los incidentes y
se les exceptúe de presentar copias de la demanda como re-
quisito indispensable para que se admita a trámite la de-
manda de garantías.

Esta comisión señala que es al Estado y a la sociedad velar
por el interés superior del menor, pues como ya lo señala-
mos en la consideración primera del presente proyecto de
dictamen, dicho interés pertenece a la sociedad en forma
genérica por tratarse de una cuestión de orden público de
carácter colectivo.

Finalmente esta comisión no pasa desapercibido que el pa-
sado martes 12 de octubre del presente año, fue publicada
en el Diario Oficial de la Federación la reforma al párrafo
sexto del artículo cuarto de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos en el que se adicionó en lo que
nos interesa:

Artículo 4o. …

…

…

…

…

En todas las decisiones y actuaciones del Estado se
velará y cumplirá con el principio del interés supe-
rior de la niñez, garantizando de manera plena sus
derechos…

Por lo expuesto, los integrantes de la Comisión de Justicia
dictaminan favorablemente la iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adiciona un tercer y cuarto párrafo al
artículo 6, un segundo párrafo al artículo 14, un párrafo
quinto a la fracción quinta del artículo 74, se reforma el ar-
tículo 76 bis párrafo primero, y se adiciona un párrafo se-
gundo al artículo 120 de la Ley de Amparo Reglamentaria
de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Por las consideraciones expuestas en el presente dictamen,
es por lo que nos permitimos someter a consideración del
pleno de esta honorable asamblea, el siguiente proyecto de:

Decreto por el que se reforman los artículos 6, 14, 74, 76
Bis, 78, 120 y 123, de la Ley de Amparo, Reglamentaria
de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos

Artículo Único. Se reforman y adicionan los artículos 6,
14, 74, 76 bis, y 120 de la Ley de Amparo, Reglamentaria
de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 6o.

…

…

Sin perjuicio de lo anterior, cualquier persona con ca-
pacidad legal podrá solicitar el amparo en favor del me-
nor de edad y el incapaz si su legítimo representante
por acción u omisión no lo hace, si nadie interviene a
favor del menor o incapaz.

Si durante el transcurso del juicio de amparo el menor
de edad cumpliere su mayoría de edad, el juez lo pre-
vendrá por un término de tres días para que manifieste
si continúa el trámite por sí mismo o ratifica la desig-
nación de su representante.

Artículo 14. …

El representante legítimo o cualquier persona que soli-
cite el amparo a favor del menor o incapaz, podrá des-
istirse de la tramitación del juicio de amparo siempre y
cuando no se afecten los derechos de los menores e in-
capaces, en estos casos se le dará vista al Ministerio Pú-
blico para que manifieste lo que a su representación so-
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cial y legal corresponda.

Artículo 74.

I. a V. …

…

…

…

En los juicios en los que intervenga el menor de edad
o el incapaz, no procederá el sobreseimiento por in-
actividad procesal o la caducidad de la instancia.

Artículo 76 Bis. Las autoridades que conozcan del juicio
de amparo deberán suplir la deficiencia de los conceptos de
violación de la demanda, así como la de los agravios for-
mulados en los recursos e incidentes que esta ley estable-
ce conforme a lo siguiente:

Artículo 120. …

Quedarán exceptuados del párrafo anterior las solicitu-
des de amparo en los que intervengan los menores de
edad e incapaces.

Transitorios

Primero: El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo: Para dar cumplimiento a lo que se dispone en el
segundo párrafo del artículo 120, se hará con cargo a los
presupuestos de los órganos jurisdiccionales competentes.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de noviembre de 2011.

La Comisión de Justicia, diputados: Víctor Humberto Benítez Tre-
viño (rúbrica), presidente; Sergio Lobato García, Miguel Ernesto Pom-
pa Corella (rúbrica), Óscar Martín Arce Paniagua (rúbrica), Camilo
Ramírez Puente (rúbrica), Ezequiel Rétiz Gutiérrez (rúbrica), Juanita
Arcelia Cruz Cruz, Eduardo Ledesma Romo, secretarios; María de Je-
sús Aguirre Maldonado (rúbrica), Luis Carlos Campos Villegas (rúbri-
ca), Nancy González Ulloa (rúbrica), Leonardo Arturo Guillén Medina
(rúbrica), Mercedes del Carmen Guillén Vicente (rúbrica), Cuauhté-
moc Gutiérrez de la Torre, Gregorio Hurtado Leija, Israel Madrigal Ce-
ja, Sonia Mendoza Díaz, Dolores de los Ángeles Nazares Jerónimo,

María Antonieta Pérez Reyes, Rodrigo Pérez-Alonso González, Norma
Leticia Salazar Vázquez, Cuauhtémoc Salgado Romero, Miguel Ángel
Terrón Mendoza (rúbrica), Enoé Margarita Uranga Muñoz (rúbrica),
Josué Cirino Valdés Huezo (rúbrica), Alma Carolina Viggiano Austria
(rúbrica), Pedro Vázquez González (rúbrica), J. Eduardo Yáñez Mon-
taño (rúbrica), Arturo Zamora Jiménez.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra, por cinco minutos, el señor diputado don Pe-
dro Vázquez González, para fundamentar el dictamen, de
conformidad con el artículo 104, numeral 1, fracción II del
Reglamento.

El diputado Pedro Vázquez González: Con su venia, se-
ñor presidente. Compañeros y compañeras legisladores,
acudo a esta tribuna a nombre de la Comisión de Justicia
para fundamentar el dictamen que se nos presenta, al tenor
de las siguientes consideraciones.

El dictamen corresponde a la iniciativa que presenté, con el
objeto de reformar diversos artículos de la Ley de Amparo
en vigor en materia de menores e incapaces. Ésta tiene por
objeto atender el interés superior del menor e incapaz, con
el fin de proporcionar protección y certeza jurídica a los
menores e incapaces en el juicio constitucional para que se
les exceptúe de presentar copias de la demanda como re-
quisito indispensable para que ésta sea admitida a trámite.

Pretendemos también ampliar la legitimación para que
cualquier persona pueda promover el juicio de garantías a
favor de los menores, se elimine el desistimiento y la ca-
ducidad por inactividad procesal, así como suplir las ac-
tuaciones defectuosas de los menores e incapaces durante
todo el trámite del juicio constitucional tanto de los recur-
sos como de los incidentes.

El primer antecedente constitucional a favor de los meno-
res e incapaces es el que quedó establecido por la reforma
de fecha de 20 de marzo de 1974; originalmente en el artí-
culo 107, a fin de incorporar la suplencia de la queja en los
juicios de amparo contra actos que afecten los derechos de
los menores e incapaces.

Los criterios de interpretación de los tribunales federales
han considerado que el interés superior del menor no sólo
corresponde en exclusiva al padre o a la persona que os-
tenta la representación o la patria potestad del menor, sino
que dicho interés pertenece a la sociedad en forma genéri-
ca por tratarse de una cuestión de orden público de carác-
ter colectivo.
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En este sentido, es importante mencionar el papel que ha
desempeñado este Poder Legislativo al aprobar el pasado
12 de octubre del presente año —y que fue ya publicada en
el Diario Oficial de la Federación—, la reforma al párrafo
sexto del artículo 4o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en el que se adicionó en lo que
nos interesa.

Artículo 4o. En todas las decisiones y actuaciones del Es-
tado se velará y cumplirá con el principio de interés supe-
rior de la niñez, garantizando de manera plena sus dere-
chos.

La Convención sobre los Derechos del Niño es un tratado
internacional de las Naciones Unidas por los estados fir-
mantes, y éstos reconocen los derechos del niño; nuestro
país se adhirió a esta Convención el 26 de enero de 1990 y
se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 25 de
enero de 1991; por lo que de acuerdo a lo dispuesto por el
artículo 133 de la Carta Magna, tiene una jerarquía de ley
suprema.

Compañeras y compañeros legisladores, el pasado 20 de
noviembre se conmemoró el vigésimo segundo aniversario
de la Convención sobre los Derechos del Niño, que fue
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas.

De aprobarse este dictamen, haremos un justo reconoci-
miento a sus derechos. Además, en el presente dictamen no
estamos aumentando indiscriminadamente las sanciones,
no estamos llevando al catálogo de delitos graves ningún
ilícito ni estamos instaurando la pena vitalicia, estamos
protegiendo los derechos de los menores e incapaces, que
son el presente y el futuro de México.

Por estas consideraciones, los invitamos, compañeras y
compañeros legisladores, a votar a favor del presente dic-
tamen que está presentando la Comisión de Justicia; por su
atención gracias. Diputado presidente, es cuanto.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias. Tiene la palabra, por tres minutos para hablar
en pro del dictamen, el diputado Humberto Benítez Trevi-
ño.

El diputado Víctor Humberto Benítez Treviño: Con su
venia, señor presidente. Distinguidas diputadas, compañe-
ros diputados, el dictamen que acaba de fundamentar nues-
tro compañero Pedro Vázquez González, de su autoría, re-
cae a una iniciativa que presentó el 4 de noviembre del año

que nos ocupa y que tiene como objetivo la reforma y adi-
ción de cinco artículos de la Ley de Amparo: el 6o., el 14,
el 74, 76 Bis y 123, Ley Reglamentaria de los artículos 103
y 107 de la Constitución General de la República.

Tiene como razón de ser a la protección de los derechos de
las Niñas y los Niños; posibilita a cualquier persona a que
acuda al juicio de garantías en tutela de los derechos de los
niños, como lo establece el artículo 4o. constitucional, la
obligación a cargo del Estado mexicano de proveer lo con-
ducente para preservar la dignidad, la tutela y el respeto a
los derechos de las niñas y de los niños.

Tiene como razón de ser el Código Civil Federal, que esta-
blece que debe darse prioridad a los menores de edad, a los
incapaces, porque se vulnera su dignidad jurídica; por eso
es que no es necesario presentar las copias para correr tras-
lado; que los jueces deben recabar de oficio las pruebas;
que se debe de suplir cualquier deficiencia de la queja y así
tutelar con certeza, con armonía y con respeto los derechos
de los menores, que son lo más sagrado que tiene una so-
ciedad: las niñas y los niños de México; por eso les pido su
voto aprobatorio. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, diputado. Tiene la palabra la diputada Sonia
Mendoza Díaz, del Partido Acción Nacional, hasta por tres
minutos, para hablar en pro del dictamen.

La diputada Sonia Mendoza Díaz: Con la anuencia de la
Presidencia. Señoras y señores legisladores, para México
es un orgullo contar con una institución protectora de dere-
chos, como lo es el juicio de amparo. Para nadie es desco-
nocida la trascendencia e importancia que tiene para la co-
rrecta defensa judicial ante los actos arbitrarios de
autoridad.

Debo señalar a ustedes que ya el juicio de amparo contaba
con normas tutelares a favor de menores e incapaces, y con
las reformas que hoy discutimos se abona a crear mayores
garantías para cuando se diluciden derechos en juicio en
que estén involucrados los menores de edad; en conse-
cuencia, estamos impulsando el desarrollo y evolución del
juicio de amparo para que siga siendo vanguardia en la pro-
tección de los derechos de las personas.

En la especie, las reformas son las siguientes: se establece
la posibilidad de que cualquier persona con capacidad legal
pueda solicitar el amparo a favor de menores de edad e in-
capaces si su legítimo representante no lo hace, a fin de sal-
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vaguardar el interés superior de la infancia y la debida pro-
tección de los incapaces.

Se establecen reglas procesales claras, para que en caso de
que el menor de edad cumpla la mayoría de edad, no deje
de estar debidamente representado y asesorado en juicio.

Se asegura que el desistimiento de los juicios de amparo
por los representantes de los menores e incapaces se podrá
realizar siempre que no se afecten sus derechos; para ello
se dará vista al Ministerio Público para que manifieste lo
que al interés social corresponde.

Se previene que en los juicios en los que intervengan me-
nores de edad o incapaces, no procederá el sobreseimiento
por inactividad procesal o la caducidad de la instancia.

El dictamen propone que ya no se exijan las copias de la
demanda cuando intervengan los menores de edad e inca-
paces, y el Tribunal de Amparo las mandará sacar oficiosa-
mente, a fin de que se tramite a la brevedad el juicio y se
proteja de manera más oportuna los derechos de los meno-
res.

Estas reformas vienen a potencializar las medidas tutelares
que ya existen en el juicio de amparo, como la institución
de la suplencia de la queja a favor de menores e incapaces.

Por lo anterior, solicito su anuencia a este proyecto legisla-
tivo, que tiene por objeto proteger la dignidad de las per-
sonas, en particular de niños y niñas y de personas que no
tienen capacidad de ejercicio, reconociendo su estado de
vulnerabilidad; en consecuencia, las normas que hoy se
discuten atienden con notabilidad y justicia las disparida-
des naturales o sociales que existen y se equilibra la posi-
ble situación de desventaja en la que se puede encontrar un
menor de edad o un incapaz al tramitar un juicio.

También debe señalarse a este pleno de legisladoras y le-
gisladores, que existen múltiples disposiciones encamina-
das a la protección de menores e incapaces, además de tra-
tados y convenciones internacionales; por lo que la reforma
que hoy proponemos se enmarca en la maximización de los
derechos humanos.

Por último, debe colocarse énfasis en que la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación ha sustentado diversos criterios
respecto a los menores incapaces, al señalar que en cual-
quier clase de juicio de amparo y particularmente en mate-

ria penal, pueda afectarse directa o indirectamente su esfe-
ra jurídica.

Los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Fede-
ración tienen el deber ineludible de suplir la queja defi-
ciente en toda su amplitud. Es cuanto, presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputada. Tiene el uso de la palabra el diputado Israel
Madrigal Ceja, del Partido de la Revolución Democrática,
hasta por tres minutos, para hablar en pro del dictamen.

El diputado Israel Madrigal Ceja: Con su permiso, dipu-
tado presidente. Compañeras y compañeros diputados, el
dictamen que se somete a la votación de este pleno preten-
de armonizar la Ley de Amparo para que ésta pueda brin-
dar mayor protección jurídica a favor de los menores de
edad e incapaces.

Si bien es cierto que en el ámbito de protección de estos
sectores se encuentran establecidos de manera abundante
en nuestra legislación y en convenciones internacionales,
también lo es que dichas disposiciones, al estar tan disper-
sas, es difícil poder llevar a cabo una buena y adecuada
aplicación de la misma, que también en materia de juicio
de amparo resulta necesario su reforma, atendiendo al inte-
rés superior del menor.

Por tanto, de aprobarse el dictamen que se somete a la con-
sideración de este pleno, se podrá proporcionar protección
y certeza jurídica a los menores e incapaces en los juicios
de amparo, ampliando la legitimación para que cualquier
persona pueda promover juicio de garantías a favor de los
menores e incapaces, y de esta forma poderse eliminar el
desistimiento y también la caducidad por inactividad pro-
cesal.

Otra característica importante de esta reforma en este dic-
tamen, es que para quien promueve el juicio a favor de los
menores de edad no es requisito indispensable presentar las
copias de la demanda de garantía para que ésta pueda tener
trámite, asimismo, de todos los incidentes y recursos que
durante el juicio de amparo se establezcan.

Nuestro Grupo Parlamentario coincide plenamente con los
alcances de este dictamen, ya que es congruente con las dis-
posiciones contenidas en las disposiciones contenidas en las
convenciones internacionales del derecho del niño y estable-
ce el interés superior del menor como eje rector para regir la
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conducta y actuaciones de las autoridades judiciales, cuando
la esfera del menor o incapaz se ve afectado.

Es por esto que mi voto y el de nuestro grupo parlamenta-
rio será a favor del presente dictamen, por ser un dictamen
a favor de los menores e incapaces. Es cuanto, diputado
presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, diputado. Aún cuando existe otro orador ins-
crito, los tres que han hablado lo han hecho en pro del dic-
tamen. De acuerdo con el Reglamento, consulte la Secretaría
a la asamblea, en votación económica, si se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra su-
ficientemente discutido en lo general. Las diputadas y los
diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestar-
lo. Las diputadas y los diputados que estén por la negativa.
Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido en lo general. En virtud de que, de
conformidad con el artículo 109 del Reglamento, no se ha
reservado artículo alguno para su discusión en lo particu-
lar, ruego a la Secretaría abrir, hasta por tres minutos, el
sistema de votación electrónica, para captar la decisión de
la asamblea, tanto en lo general como en lo particular.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Háganse los avisos a que refiere el artículo 144, numeral 2
del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sis-
tema electrónico, hasta por tres minutos, para proceder a la
votación en lo general y en lo particular en un solo acto.

(Votación)

Ciérrese el sistema electrónico de votaciones. Señor presi-
dente, se han emitido un total de 316 votos en pro, 0 en
contra y 1 abstención.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 316 votos
el proyecto de decreto que reforma los artículos 6, 14,
74, 76 Bis y 120 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de
los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. Pasa al Senado, para sus
efectos constitucionales.

LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la discusión del dicta-
men con proyecto de decreto que reforma y adiciona di-
versas disposiciones de la Ley General de Sociedades Mer-
cantiles. 

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Dictamen de la Comisión de Economía, con proyecto de
decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposi-
ciones de la Ley General de Sociedades Mercantiles

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Economía de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, correspondiente a la LXI
Legislatura, con fundamento en los artículos 66 y 68 del
Reglamento, le fue turnada para su estudio y dictamen la
siguiente:

Minuta con proyecto de decreto por el que se refor-
man y adicionan diversas disposiciones de la Ley Ge-
neral de Sociedades Mercantiles, recibida por esta Cá-
mara colegisladora en fecha 10 de febrero de 2011.

La Comisión de Economía, con fundamento en los artícu-
los 39 y 45 numeral 6 incisos e) y f) de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 66, 68, 95, 157 y 158 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión,
se abocó al estudio y análisis de la Minuta mencionada al
tenor de los siguientes:

Antecedentes

Primero. En sesión celebrada en esta Cámara de Diputa-
dos el 10 de febrero de 2011, los ciudadanos secretarios de
ésta dieron cuenta al pleno de esta soberanía de la minuta
que se mencionó en el exordio del presente dictamen.

Segundo. El presidente de la Mesa Directiva acordó dar el
siguiente trámite: “Túrnese a la Comisión de Economía”.

Tercero. El antecedente histórico de la minuta de referen-
cia es el siguiente:

1. En fecha 26 de marzo de 2009, los senadores Juan Bue-
no Torio, Rubén Camarillo Ortega y Ramón Muñoz Gutié-
rrez, integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
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ción Nacional, presentaron una iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman y adicionan diversas dispo-
siciones a la Ley General de Sociedades Mercantiles. En
esa misma fecha la Mesa Directiva del Senado de la Repú-
blica dispuso su turno a las Comisiones Unidas de Comer-
cio y Fomento Industrial y de Estudios Legislativos, Se-
gunda, para su estudio y dictamen.

2. En fecha 3 de diciembre de 2009, los senadores Jorge
Andrés Ocejo Moreno y Juan Bueno Torio, integrantes del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, presen-
taron una iniciativa con proyecto por el que se adicionan y
reforman diversas disposiciones del Código Civil Federal,
del Código de Comercio, y de la Ley General de Socieda-
des Mercantiles (LGSM), a fin de regular las Empresas
Unipersonales de carácter mercantil. En esa misma fecha la
Mesa Directiva del Senado de la República dispuso su tur-
no a las Comisiones Unidas de Comercio y Fomento In-
dustrial, y de Estudios Legislativos, Segunda, para su aná-
lisis y dictamen.

3. Dichas iniciativas fueron dictaminadas de manera con-
junta por las Comisiones de Comercio y Fomento Indus-
trial, y de Estudios Legislativos, Segunda; y seguido su trá-
mite legislativo, en fecha 8 de febrero de 2011, el pleno de
la Cámara de Senadores la aprobó por 102 votos a favor.

4. En fecha 10 de febrero de 2011, en el pleno de la Cáma-
ra de Diputados fue recibida la Minuta de referencia, mis-
ma que se turnó a la Comisión de Economía, para los efec-
tos del Apartado A) del artículo 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Consideraciones

Primera. Que de conformidad con el numeral 3 del artícu-
lo 39 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en relación con el 34 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, la Comi-
sión de Economía es competente para conocer sobre la Mi-
nuta Proyecto de Decreto mencionada en el exordio del
presente dictamen.

Segunda. Que la materia de la Minuta de referencia trata
en resumen sobre lo siguiente:

• Incorporar la figura jurídica de sociedades unipersona-
les a la LGSM bajo las modalidades de Responsabilidad
Limitada y Anónima.

• Establecer equivalencia de las previsiones generales
de las sociedades anónimas y de responsabilidad limita-
da que se refieren a “socios”, “miembros”, “accionistas”
y “contrato social”, para ser aplicadas en las sociedades
unipersonales.

• Determinar la inaplicabilidad de las disposiciones re-
ferentes a la convocatoria y celebración de Asambleas al
socio o accionista único.

• Establecer que las decisiones del socio o accionista
único deberán constar por escrito y ser firmadas y re-
gistradas en el Libro de Actas.

Tercera. Que el dictamen con el cual el Pleno de la Cáma-
ra de Senadores aprobó la Minuta, establece lo siguiente:

Consideraciones

Primera. De conformidad con la exposición de motivos de
la iniciativa presentada por los senadores Juan Bueno To-
rio, Rubén Camarillo Ortega y Ramón Muñoz Gutiérrez se
destacan las siguientes consideraciones en cuanto a los ru-
bros que contempla esta iniciativa:

Inicialmente señala que la sociedad unipersonal puede
constituir un importante impulso en el desarrollo y ope-
ración de las sociedades mercantiles como detonante del
crecimiento económico y el fomento a la competitivi-
dad.

Asimismo, la figura jurídica de la sociedad unipersonal,
ha sido abordada por diferentes sistemas jurídicos de
manera diversa, conforme a su particular entorno eco-
nómico, jurídico, registral y respondiendo a las necesi-
dades, expectativas y realidades de cada Estado que la
ha adoptado, entre ellos, podemos mencionar los si-
guientes:

Francia admitió dicha figura jurídica desde 1986. Se tra-
ta básicamente de una sociedad de responsabilidad limi-
tada de socio único.

España, admite la unipersonalidad respecto de las socie-
dades de responsabilidad limitada y de las sociedades
anónimas, desde 1987.

Alemania, establece esta figura desde 1980, denomi-
nándola “Sociedad Unipersonal” con el objeto de evitar
la utilización de testaferros.
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Italia en 1994, incluyó en su Código Civil la sociedad de
responsabilidad limitada unipersonal, constituida, por
un acto unilateral de voluntad.

Dinamarca, Holanda, Portugal, Bélgica y Luxemburgo,
permiten también la constitución de sociedades Uni-
personales de responsabilidad limitada.

Colombia admite la Sociedad Unipersonal, desde 1996
mediante reformas al Código de Comercio de ese país,
en materia societaria.

Los promoventes señalan que en nuestro país existe un tra-
tamiento inequitativo respecto del comerciante o empresario
individual (persona física con actividad empresarial) frente a
cualquier integrante de una sociedad mercantil, respecto del
límite de su responsabilidad, ya que éste último responde
solamente hasta el monto de sus aportaciones, mientras que
aquel responde con todo su patrimonio.

Se considera que permitir que cualquier persona pueda rea-
lizar una actividad empresarial, del tamaño que esta sea
distinguiendo y, en consecuencia deslindando, su propio
patrimonio, creando una sociedad unipersonal, fomentando
entonces la práctica de robustecer el patrimonio de la so-
ciedad, mediante la permanencia de su solvencia para un
sano y transparente crecimiento, generando así, confianza
frente a terceros. Identifica las siguientes ventajas: 

1. Se evitaría el indeseable uso de prestanombres o so-
cios simulados para cumplir con el requisito del mínimo
de personas para conformar una sociedad, en los cuales
en muchas ocasiones estos mismos se ven involucrados
en situaciones jurídicas poco deseables (quiebra, delitos
de los administradores de las sociedades, problemas de
carácter fiscal, entre otros) o bien, en situaciones de
abuso de los socios “falsos” en contra de los verdaderos
socios que se involucran para buscar beneficios econó-
micos o de cualquier otra naturaleza ilegítimos. 

2. En algunos casos salvar la exigencia de los órganos
de la administración pública, así como del mismo mer-
cado, de operar como sociedades y no como personas fí-
sicas, cómo pueden ser casos de adquisiciones y con-
cursos de obra pública.

En este sentido, proponen adicionar el artículo 1 y reforma
a los artículos 58 y 87 de la Ley General de Sociedades
Mercantiles para permitir las sociedades unipersonales,

bajo las modalidades de Responsabilidad Limitada y Anó-
nima. En ambos casos se adicionan dos párrafos que con-
tienen previsiones generales respecto de la aplicación de
las normas de los capítulos correspondientes y la inaplica-
bilidad de las disposiciones inherentes a la convocatoria y
celebración de Asambleas. En estos casos las decisiones
del socio deberán constar por escrito y ser firmadas y re-
gistradas en el libro de actas:

Artículo 1o. …

I. a VI. …

…

Sociedad unipersonal es aquella en nombre colectivo,
de responsabilidad limitada o anónima, en cuyo capital
participa un solo socio.

Sin embargo, estas comisiones dictaminadoras luego de
haber analizado las características de las sociedades pro-
puestas para su asimilación a la unipersonalidad, advierten
que a pesar de que no existiría en principio inconveniente
de carácter jurídico para su aplicación, la sociedad en nom-
bre colectivo se encuentra en franca decadencia y que en
términos prácticos dichas sociedades son prácticamente in-
existentes en la práctica mercantil contemporánea, razón
por la que se recomienda acotar, en su caso, la organización
de la unipersonalidad a las sociedades de responsabilidad
limitada y anónima.

En lo relativo a los artículos 58 y 87 respectivamente equi-
valencias de términos que permitan la plena identificación
de las normas que actualmente se encuentran redactadas en
plural para su aplicación a la sociedad conformada por un
solo socio. Tales equivalencias, se encuentran relacionadas
con los términos de: “socios”, “miembros” y “accionistas”,
así como del “contrato social:

Artículo 58. Sociedad de responsabilidad limitada es la
que se constituye por uno o más socios que solamente
están obligados al pago de sus aportaciones, sin que las
partes sociales puedan estar representadas por títulos
negociables, a la orden o al portador, pues sólo serán ce-
dibles en los casos y con los requisitos que establece la
presente ley.

Todas las disposiciones de este capítulo, que hacen refe-
rencia a “socios” o “miembros” se entenderán aplicables,
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respecto del socio único. Aquellas que hagan referencia a
“contrato social”, se entenderán aplicables el acta constitu-
tiva. 

A las sociedades integradas por un solo socio, les serán
aplicables las disposiciones de este capítulo, salvo por lo
que se refiere al régimen de convocatoria y celebración de
las asambleas de socios; en este caso, las decisiones del so-
cio deberán constar por escrito y ser firmadas y registradas
en el libro de actas. 

Artículo 87. Sociedad anónima es la que existe bajo una
denominación y se compone de uno o más socios cuya
obligación se limita al pago de sus acciones.

Todas las disposiciones de este capítulo que hacen referen-
cia a “socios”, “miembros” o “accionistas” se entenderán
aplicables, respecto del socio único. Aquellas que hagan re-
ferencia a “contrato social” en tratándose de sociedades
constituidas por un solo socio, se entenderán aplicables al
acta constitutiva.

A las sociedades integradas por un solo socio, le serán apli-
cables las disposiciones de este capítulo, salvo por lo que
se refiere al régimen de convocatoria y celebración de la
asamblea de accionistas; en este caso, las decisiones del so-
cio deberán constar por escrito y ser firmadas y registradas
en el libro de actas.

En el rubro de la sociedad anónima igualmente se reforma
el artículo 89 en su fracción I para posibilitar la existencia
de ésta a partir de un socio: 

Artículo 89. Para proceder a la constitución de una so-
ciedad anónima se requiere:

I. Uno o más socios;

II. a IV. …

Asimismo, señala la permisión de socio único en las So-
ciedades en Nombre Colectivo, mediante la reforma al ar-
tículo 25. Lo anterior, porque no existe impedimento jurí-
dico alguno para su implementación, como es el caso de la
diferenciación de tipos de capital y límites de responsabili-
dad que sí pueden observarse en las sociedades por co-
mandita. Se considera que el desuso de la Sociedad en
Nombre Colectivo, no merece su exclusión en esta refor-
ma.

Finalmente, reforma el artículo 229 en su fracción IV para
acotar la causa de disolución porque el número de socios
llegue a ser inferior a lo que la ley establece, a los tipos so-
cietarios a los que no les es aplicable la unipersonalidad.

Artículo 229. …

I. a III. …

IV. Porque el número de socios o accionistas llegue a ser
inferior al mínimo que esta Ley establece, en su caso;

V. …

En virtud de lo anteriormente mencionado, estas comisio-
nes coinciden con los contenidos de la iniciativa, toda vez
que su contenido y propuestas son congruentes con el sis-
tema jurídico mexicano en materia de sociedades mercan-
tiles y serían un factor importante de estímulo al desarrollo
económico mediante la facilitación que constituye a la
apertura de negocios al otorgar mayor certeza jurídica al
sector económico, en virtud de que limita la responsabili-
dad patrimonial y evita el riesgo de responder con la tota-
lidad del patrimonio personal.

Asimismo, estas comisiones consideran que la iniciativa
referida promoverá a través de las sociedades unipersona-
les a la micro, pequeña y mediana empresa e impulsará el
desarrollo del sector comercial más pequeño e informal,
por lo simple de su constitución y por otra parte evitará la
utilización de prestanombres.

Las comisiones tienen en consideración que previamente
se han aprobado dictámenes en esta materia que por diver-
sas razones no ha concluido su proceso legislativo, por lo
que estiman que la redacción simple y clara de esta pro-
puesta podría contribuir allanar el camino a esta reforma al
régimen normativo regulador de las sociedades mercantiles
y dar paso a los beneficios económico que de ella se espe-
ran.

Segunda. De conformidad con la exposición de motivos de
la iniciativa presentada por los senadores Jorge Andrés
Ocejo Moreno y Juan Bueno Torio es posible identificar ar-
gumentos de carácter similar a los de la iniciativa descrita
anteriormente, entre los que destacan:

Las empresas unipersonales son una realidad de hecho y
funcionan actualmente bajo el resguardo de la ley de so-
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ciedades mercantiles mediante mecanismos fraudulentos
como los prestanombres y los testaferros.

Ciertos actos de comercio solamente pueden ser realizados
por sociedades y dado que las leyes mercantiles son más
benéficas que las civiles es preferible estar bajo el amparo
de leyes mercantiles. Estos beneficios entrañan varios as-
pectos como es la agilidad en la contratación, la mayor cer-
teza de cumplimiento forzoso de obligaciones económicas
mediante los juicios ejecutivos, entre otras.

Sin embargo, dicha iniciativa refiere un diagnóstico jurídi-
co distinto, ya que plantea una reforma integral a través de
la reforma del artículo 25 del Código Civil Federal, ya que
refiere que este ordenamiento jurídico es de aplicación en
toda la República en materia común y es precisamente en
este ordenamiento en el que se señala que entes son perso-
nas jurídicas, incluso en la materia mercantil. De igual ma-
nera plantea reformar el Código de Comercio en su artícu-
lo 3o., para que se pueda reputar como comerciantes a las
empresas unipersonales. Asimismo, señala la necesidad de
reformar la Ley General de Sociedades Mercantiles, dado
que es el ordenamiento jurídico de carácter mercantil que
regula las personas jurídicas que realizan actos de comer-
cio. En tal sentido propone las siguientes reformas:

Se reforma del artículo 1o. de la LGSM para definir qué
entes se regulan por dicha ley y en consecuencia se enu-
meran las sociedades que se reputan de derecho mercantil,
determinando a las personas jurídicas mercantiles, inclu-
yendo las empresas unipersonales.

Se reforma el artículo 4o. de la LGSM ya que en este artí-
culo se da pleno reconocimiento legal al carácter mercantil
de las actividades que realizan los entes jurídicos mercan-
tiles por constituirse bajo alguno de los regímenes o moda-
lidades facultadas por la norma jurídica.

Se reforma el Capítulo Séptimo de la ley en comento tanto
en su denominación como en su contenido, pues actual-
mente este capítulo y su artículo 212 se refieren a la socie-
dad cooperativa, la cual actualmente se regula por una le-
gislación especial que data del 3 de agosto de 1994 (Ley
General de Sociedades Cooperativas), por lo que –refieren
los proponentes– es innecesario que siga existiendo en la
Ley Societaria General, un capítulo con denominación es-
pecífica para dicha sociedad; y así dar lugar para que en el
citado capítulo se regule a las empresas unipersonales, que
considere: a) La definición de empresa unipersonal, enten-
diendo esta como la que existe con una sola persona física,

bajo una razón social o denominación y cuyo único miem-
bro responde hasta el monto de su aportación de las obli-
gaciones empresariales; b) Las modalidades de la empresa
unipersonal, es decir si es originaria o sobrevenida. Si la
empresa unipersonal es constituida inicialmente por una
sola persona física, será originaria; será sobrevenida cuan-
do las acciones o partes de una sociedad se concentren en
una sola persona, previo lo cual se hará constar en escritu-
ra pública o póliza, misma que se inscribirá en el Registro
Público de Comercio, debiendo cambiar en dicha circuns-
tancia su régimen de constitución; c) Las formas que con-
forme a las sociedades mercantiles vigentes podrán adop-
tarse: La empresa unipersonal podrá ser constituida o
sobrevenida solo bajo el régimen o modalidades de res-
ponsabilidad limitada o anónima, en relación al límite de
responsabilidad del empresario, y los títulos representati-
vos de capital empresarial, los cuales pueden ser partes so-
ciales o acciones, respectivamente; d) Las características
específicas de la denominación social: A la razón social o
denominación se le agregarán las palabras empresa uniper-
sonal de responsabilidad limitada o sus siglas EURL o em-
presa unipersonal anónima o sus siglas EUA; e) La men-
ción de los actos jurídicos mercantiles que podrán realizar
y que tales empresas deberán estar debidamente constitui-
das ante notario o corredor público y deberán estar regis-
tradas en el Registro Público del Comercio; f) además la
reforma a la Ley General de Sociedades Mercantiles consi-
dera los requisitos de la escritura constitutiva de la empre-
sa unipersonal, entre los que se encuentran: el nombre, na-
cionalidad y domicilio de la persona física que constituya
la empresa unipersonal, si se constituye bajo el régimen de
responsabilidad limitada o anónima; el objeto de la empre-
sa unipersonal, su razón social o denominación,su dura-
ción, el importe del capital, la expresión de lo aportado por
el empresario en cuanto a dinero u otros bienes, el domici-
lio de la empresa, el importe del fondo de reserva, los ca-
sos en los que la empresa haya de disolverse anticipada-
mente y las bases para practicar la liquidación de la
empresa; g) La mención del libro especial de actas. Las re-
soluciones así como contratos que haga el empresario res-
pecto de la empresa unipersonal para su funcionamiento in-
terno o frente a terceros, deberán asentarse en un libro
especial de actas de la empresa en las cuales deberá cons-
tar su firma, cada acta deberá ser protocolizada ante nota-
rio o corredor; h) lo relativo a la administración de la em-
presa: La administración de la empresa estará a cargo de un
administrador general, quien podrá ser el mismo empresa-
rio o un tercero, y éste, será quien deba ejecutar las resolu-
ciones y actividades empresariales, por sí o por apoderado;
i) la cláusula de no admisión de socios: La empresa uni-
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personal no podrá admitir socios, en caso contrario ésta de-
berá transformarse para adoptar cualquier otra especie de
persona jurídica mercantil; j) La mención de que las dispo-
siciones generales de las sociedades, las de las sociedades
anónimas o de responsabilidad limitada serán aplicables a
la empresa unipersonal, según corresponda, en lo que no
sean contrarias a la naturaleza de la misma. 

Es de advertirse igualmente, que la iniciativa presentada
por los Senadores Jorge Ocejo y Bueno Torio lleva a cabo
una consideración respecto de la nomenclatura de la figura
jurídica de la sociedad unipersonal vs. Empresa uniperso-
nal. Al respecto refieren: 

“El autor Jorge Barrera Graf, señala que hablar de so-
ciedad compuesta por un solo miembro es una contra-
dicción refiriéndose a la terminología por el requisito de
pluralidad de personas, y quien cita a Felipe de Solá y
Cañizares en cuanto a su opinión al decir que tal socie-
dad unipersonal es una monstruosidad jurídica pues
considera que se trata de un problema terminológico;
pero en su caso de que surgiera tal figura jurídica, debe
respetarse una terminología correcta, y aplicarse los dis-
positivos, técnicas y teorías aplicables por la convenien-
cia del funcionamiento de las sociedades plurimembres.
Por lo tanto, la llamada sociedad unimembre no es so-
ciedad, y el considerarlo en sentido contrario engendra
toda clase de conflictos relativos a la naturaleza de la so-
ciedad, por lo que se percibe la necesidad de una legis-
lación especial que regule a las empresas unipersonales.

Sin embargo esta comisión en su oportunidad, ya había ad-
vertido dicha problemática y en principio, se coincide en
que hablar de una sociedad de un solo miembro o un solo
socio parece plantear una contradictio in terminis; ya que
el término sociedad hace referencia inicial a una pluralidad
de personas. Así, por ejemplo, el artículo 229 fracción IV
de la Ley General de Sociedades Mercantiles (LGSM) se-
ñala como causa de disolución de las sociedades que el nú-
mero de accionistas llegue a ser inferior al mínimo que es-
tablece la propia Ley, o porque las partes sociales se reúnan
en una sola persona.

No obstante lo anterior, las comisiones dictaminadoras
consideran que el vocablo “empresa”, utilizado en la mi-
nuta, es un término económico que designa a una organi-
zación susceptible de producir y comercializar bienes o
servicios, más no es un término jurídico claro con el signi-
ficado que el de “sociedad” tiene en el ámbito mercantil
mexicano.

Además, en países de nuestra tradición jurídica romana se
acepta desde hace tiempo la denominación “sociedades
unipersonales” en dónde el término no expresa necesaria-
mente la pluralidad de socios, sino la institución mercantil
correspondiente.

En tal sentido, en el derecho comparado se puede encon-
trar, por ejemplo, la directiva de la Comunidad Económica
Europea en materia societaria que se refiere a las “socieda-
des unipersonales” y a las “sociedades de un solo socio”,
así como en los otros ejemplos que nos referimos con an-
terioridad al describir la iniciativa presentada por los Sena-
dores Bueno, Camarillo y Muñoz.

Tercera. Estas comisiones dictaminadoras reconocen la
aportación de ambas iniciativas a la discusión de la inclu-
sión de la figura de la unipersonalidad en el ámbito mer-
cantil. Ambos proyectos legislativos contribuyen a resolver
un reclamo social recurrente que encuentra su justificación
en la participación de las personas físicas, cuya actividad,
tal y como señalan en su iniciativa los Senadores Ocejo y
Bueno, puede verse beneficiada de mejor manera al ubi-
carse en un esquema mercantil y no civil. Las ventajas de
las personas que decidan constituir sociedades unipersona-
les son sustanciales respecto de las que tendrían como per-
sonas físicas con actividad empresarial. Así se demuestra
en la exposición de motivos de la iniciativa comentada
cuando se señalan los posibles beneficios fiscales, ya que
para que mientras para las personas morales se señala un
impuesto fijo del 28 por ciento, para las persona físicas, se
establecerá conforme a sus ingresos, no pudiendo en efec-
to ser mayor del 28 por ciento, pero se debe pagar adicio-
nalmente una cuota fija.

Cuarta. Estas comisiones dictaminadoras reconocen ade-
más del impulso al desarrollo de las sociedades uniperso-
nales y de los beneficios a la micro, pequeña y mediana
empresa y al sector comercial más pequeño e informal, que
ambas iniciativas realizan un esfuerzo de desregulación
importante. En ese tenor, tal y como se ha mencionado an-
teriormente y para mantener un criterio que facilite la con-
formación de sociedades unipersonales, se propone apro-
bar un texto que gracias a la brevedad de su planteamiento,
a su fácil acceso y a la consolidación del cumplimiento de
su objeto ofrezca beneficios de manera inmediata que per-
mitan un sano equilibrio entre regulación mínima y cum-
plimiento de obligaciones por parte de quienes se adhieran
al esquema de la unipersonalidad.
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Conclusiones

En virtud de las consideraciones anteriormente vertidas, se
concluye que la reforma y adición propuesta a la Ley Ge-
neral de Sociedades Mercantiles es procedente, con las mo-
dificaciones señaladas en el considerando primero de este
instrumento, por lo que las comisiones que dictaminan es-
timan que la iniciativa es de aprobarse y someten a la con-
sideración del pleno el siguiente:

Cuarta. Los integrantes de la Comisión de Economía esti-
man importante señalar que en la minuta objeto de estudio
no ha sido la única propuesta para incorporar la figura ju-
rídica de sociedades unipersonales al sistema jurídico me-
xicano, pues desde el año 2006 existen Iniciativas que han
perseguido el mismo fin.

Las iniciativas son:

• Del diputado José Gildardo Guerrero Torres, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional, presen-
tada en fecha 14 de diciembre de 2006.

• Del diputado Francisco Rivera Bedoya, del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentada en fecha 22 de febrero de 2007.

Debe mencionarse que las iniciativas referidas completa-
ron su trámite parlamentario en fecha 10 de marzo de 2010,
al expedirse por parte del Congreso de la Unión el Decreto
que introducía al sistema jurídico mexicano a las socieda-
des unipersonales; sin embargo, en fecha 3 de noviembre
de 2010, el Ejecutivo Federal decidió utilizar su derecho de
veto básicamente bajo dos vertientes, una de que el Decre-
to no era congruente con los esfuerzos del Gobierno en ma-
teria de desregulación, y otra, que refería que el tema de las
sociedades unipersonales debía abordarse paralelamente
con el análisis de la desestimación de la personalidad de la
sociedad jurídica societaria.

Al respecto, aún cuando la Cámara de Diputados no insis-
tió en la aprobación del Decreto referido si dejó estableci-
do que la seguridad jurídica es por mucho un valor más al-
to y de mayor necesidad que la desregulación, por lo que
esta solo puede llegar hasta donde la certidumbre legal lo
permite.

Quinta. Los diputados que integran la Comisión de Eco-
nomía estiman legítimo el espíritu del proyecto de mérito y

correctas las adecuaciones que realizó la Cámara de Sena-
dores a la Iniciativa original; no obstante lo anterior, se
considera realizar modificaciones a la Minuta de acuerdo a
lo siguiente:

En efecto, de la minuta de mérito se desprende que la in-
corporación de las sociedades unipersonales al sistema ju-
rídico mexicano ha tratado de realizarse en congruencia
con el principio de desregulación, sin embargo, se estima
que dicha inclusión debe realizarse bajo principios que pre-
vengan su utilización como medio para generar un centro
de responsabilidad que permita cometer actos ilícitos, co-
mo podrían ser la adquisición de responsabilidades con-
tractuales por parte de la sociedad y la extracción patrimo-
nial que genere la insolvencia de la misma, la transmisión
del patrimonio del socio o accionista único a la sociedad
para efecto de declararse insolvente y no hacer frente a sus
obligaciones, o el desconocimiento de los actos del órgano
de administración.

Por ello, se estima necesario establecer previsiones con el
objeto de que los terceros que contraten con sociedades de
característica unipersonal, tengan conocimiento de las rela-
ciones contractuales que existen entre el socio o accionista
único con la sociedad, así como para que aquél no pueda
desconocer los actos de administración de esta; por lo que
se dispone lo siguiente:

1. Además de que las decisiones del socio o accionista
único consten por escrito y sean firmadas y registradas
en el Libro de Actas, como propone la minuta, los con-
tratos que se celebren entre el socio o accionista único y
la sociedad deberán registrarse en un Libro e inscribirse
en el Registro Público de Comercio, por lo que se pro-
pone adicionar un artículo 13 Bis donde se establezca
dicha obligación.

2. Asimismo, dada la inclusión de este artículo en el ca-
pítulo I de la LGSM que contiene disposiciones aplica-
bles a la “constitución y funcionamiento de las Socieda-
des en general” y coincidiendo con la Minuta, que
incorpora reglas relacionadas con la aplicación equiva-
lente de los términos “socios”, “miembros”, “accionis-
tas” y “contrato social”, así como que establece reglas
de igual contenido para la convocatoria y celebración de
la asamblea de las sociedades unipersonales (artículos
58 y 87 de la minuta), se estima correcto, a fin de evitar
duplicidad de disposiciones, incluir en el artículo 13 Bis
referido dichas disposiciones, para quedar como sigue:
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Artículo 13 Bis. Para los casos de sociedades uniperso-
nales previstos en ésta Ley, los contratos celebrados en-
tre el socio o accionista único y la sociedad, deberán
constar por escrito o bajo la forma que exija la ley, se
transcribirán a un libro de actas que llevará la sociedad
para tales efectos, que deberá ser firmado por el propio
socio o accionista y deberá inscribirse en el Registro
Público de Comercio.

En caso de concurso mercantil del socio o accionista
único o de la sociedad unipersonal, no serán oponibles a
la masa aquellos contratos comprendidos en el apartado
anterior que no hayan sido transcritos al libro de actas y
no se hayan inscrito en el Registro Público de Comercio
como lo menciona el párrafo anterior.

Para los casos de las sociedades unipersonales, previs-
tos en ésta Ley, todas las disposiciones que hacen refe-
rencia a “socios”, “miembros” o “accionistas”, se en-
tenderán aplicables respecto del socio único. Asimismo,
aquellas disposiciones que hagan referencia a “contrato
social”, se entenderán referidas al “acto constitutivo”.

A las sociedades anónimas o de responsabilidad limita-
da, integradas por un solo socio, les serán aplicables las
disposiciones de los capítulos respectivos, salvo por las
excepciones expresamente contenidas en ésta ley y lo
referente al régimen de convocatoria y celebración de
las asambleas de socios. Para el caso de éstas socieda-
des, las decisiones del socio o accionista único deberán
constar por escrito y ser firmadas en el libro de actas.

3. También, se estima que en el caso de las sociedades
anónimas, del acto del que resulte que la participación
accionaria de la sociedad recaiga en una sola persona,
deba dejarse constancia en el Registro Público de Co-
mercio en un plazo máximo de 30 días, bajo la sanción
de hacer al accionista responsable personal, ilimitada y
solidariamente de las obligaciones sociales contraídas
hasta que se realice la inscripción correspondiente, por
lo que se propone adicionar un artículo 97 Bis a la
LGSM, para quedar como sigue:

Artículo 97 Bis. Del acto que traiga como consecuencia
que un accionista pase a ser propietario de todas las ac-
ciones o viceversa, o de la transmisión de un accionista
a otro de todas las acciones que integran el capital so-
cial, deberá dejarse constancia en el Registro Público de
Comercio dentro de los treinta días siguientes a su cele-
bración. Transcurrido éste plazo, sin haberse realizado

la inscripción y hasta el momento en que sea efectuada,
el accionista único responderá personal, ilimitada y so-
lidariamente de las obligaciones sociales contraídas du-
rante el periodo de unipersonalidad.

4. Por último, a fin de que el socio o accionista único no
pueda desconocer los actos de la administración y con
ello deslindarse de responsabilidades, se considera ne-
cesario establecer que en las sociedades de característi-
ca unipersonal, el socio o accionista único sea conside-
rado por disposición legal como quien ejerce las
funciones de órgano de administración de la sociedad;
por lo que se propone reformar los artículos 74 y 142 de
la LGSM.

Debe mencionarse que esto no merma la capacidad de
administración de la sociedad, pues la adición que se ha-
ce al artículo 74 y el actual 145 de la LGSM permiten
que el órgano de administración pueda nombrar geren-
tes y mandatarios para la gestión de la sociedad.

Dichos dispositivos deben quedar de la siguiente forma:

Artículo 74. …

…

Cuando el capital social de la sociedad sea propiedad de
un solo socio, se entenderá que éste es quien ejerce las
funciones de órgano de administración, en cuyo caso,
sus decisiones se consignarán en acta, bajo su firma, pu-
diendo ser ejecutadas y formalizadas por el propio socio
o por la persona que este designe como ejecutor o apo-
derado de la sociedad para tal efecto.

Artículo 142. …

Cuando el total del capital social de la sociedad se en-
cuentre suscrito por un solo accionista, se entenderá que
éste es quien ejerce las funciones de órgano de adminis-
tración.

5. Con los anteriores cambios se pretende dar transpa-
rencia al manejo de las sociedades unipersonales y con
ello generar mayor certidumbre jurídica a los terceros,
pues en el sistema societario mexicano no existe un mé-
todo preciso para perforar el velo corporativo y respon-
sabilizar a los socios o accionistas por los hechos ilíci-
tos perpetrados por la sociedad.
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Debe decirse, que el tema del velo corporativo ha sido
uno que se ha tocado a lo largo de la discusión de las ini-
ciativas que pretenden legislar sobre sociedades uniper-
sonales, pues la aparición de esta figura en otras juris-
dicciones ha motivado acciones que han llevado a
desestimar la abstracción de la personalidad en los entes
jurídicos ficticios como son las sociedades mercantiles;
de ahí que por una parte se considere inadecuado legis-
lar en esta materia sin establecer lineamientos que otor-
guen seguridad jurídica y por otro, abordar el tema del
velo corporativo de manera particular a este tipo de so-
ciedades, cuando debería ser estudiado de manera inte-
gral al sistema de sociedades mexicano.

En cuanto al resto de las reformas propuestas, la Comi-
sión de Economía comparte y hace suyos los argumen-
tos que se esgrimieron por la Cámara de Senadores, y
celebra la proactividad de la colegisladora en esta im-
portante reforma.

Sexta. En virtud de lo anterior, esta Comisión de Economía
se manifiesta por modificar la Minuta que nos ocupa y en
los términos del apartado E del artículo 72 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, remitirla a
la Cámara de origen para su discusión correspondiente; es-
tableciéndose el sentido de la reforma en los siguientes tér-
minos

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Sociedades Mercan-
tiles

Artículo Único. Se reforman los artículos 58, primer pá-
rrafo, 87, 89, fracción I, y 229, fracción IV, y se adicionan
un último párrafo al artículo 1o.; un artículo 13 Bis; un úl-
timo párrafo al artículo 74; un artículo 97 Bis, y un segun-
do párrafo al artículo 142 de la Ley General de Sociedades
Mercantiles, para quedar como sigue:

Artículo 1o. …

I. a VI. …

Sociedad unipersonal es aquella de responsabilidad
limitada o anónima, en cuyo capital participa un so-
lo socio.

Artículo 13 Bis. Para los casos de sociedades uniper-
sonales previstos en ésta Ley, los contratos celebra-
dos entre el socio o accionista único y la sociedad, de-

berán constar por escrito o bajo la forma que exija la
Ley, se transcribirán a un libro de actas que llevará
la sociedad para tales efectos, que deberá ser firma-
do por el propio socio o accionista y deberá inscri-
birse en el Registro Público de Comercio.

En caso de concurso mercantil del socio o accionista
único o de la sociedad unipersonal, no serán oponi-
bles a la masa aquellos contratos comprendidos en el
apartado anterior que no hayan sido transcritos al li-
bro de actas y no se hayan inscrito en el Registro Pú-
blico de Comercio como lo menciona el párrafo an-
terior.

Para los casos de las sociedades unipersonales, pre-
vistos en ésta Ley, todas las disposiciones que hacen
referencia a “socios”, “miembros” o “accionistas”, se
entenderán aplicables respecto del socio único. Asi-
mismo, aquellas disposiciones que hagan referencia
a “contrato social”, se entenderán referidas al “acto
constitutivo”.

A las sociedades anónimas o de responsabilidad limi-
tada, integradas por un solo socio, les serán aplica-
bles las disposiciones de los capítulos respectivos, sal-
vo por las excepciones expresamente contenidas en
ésta ley y lo referente al régimen de convocatoria y
celebración de las asambleas de socios. Para el caso
de éstas sociedades, las decisiones del socio o accio-
nista único deberán constar por escrito y ser firma-
das en el libro de actas.

Artículo 58. Sociedad de responsabilidad limitada es la que
se constituye por uno o más socios que solamente están
obligados al pago de sus aportaciones, sin que las partes
sociales puedan estar representadas por títulos negociables,
a la orden o al portador, pues sólo serán cedibles en los ca-
sos y con los requisitos que establece la presente ley.

Artículo 74. …

…

Cuando el capital social de la sociedad sea propiedad de
un solo socio, se entenderá que éste es quien ejerce las
funciones de órgano de administración, en cuyo caso,
sus decisiones se consignarán en acta, bajo su firma, pu-
diendo ser ejecutadas y formalizadas por el propio so-
cio o por la persona que este designe como ejecutor o
apoderado de la sociedad para tal efecto.
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Artículo 87. Sociedad anónima es la que existe bajo una
denominación y se compone de uno o más socios cuya
obligación se limita al pago de sus acciones.

Artículo 89.- Para proceder a la constitución de una socie-
dad anónima se requiere:

I. Uno o más socios;

II. a IV. …

Artículo 97 Bis.- Del acto que traiga como consecuencia
que un accionista pase a ser propietario de todas las ac-
ciones o viceversa, o de la transmisión de un accionista
a otro de todas las acciones que integran el capital so-
cial, deberá dejarse constancia en el Registro Público
de Comercio dentro de los treinta días siguientes a su
celebración. Transcurrido éste plazo, sin haberse reali-
zado la inscripción y hasta el momento en que sea efec-
tuada, el accionista único responderá personal, ilimita-
da y solidariamente de las obligaciones sociales
contraídas durante el periodo de unipersonalidad.

Artículo 142. …

Cuando el total del capital social de la sociedad se en-
cuentre suscrito por un solo accionista, se entenderá
que éste es quien ejerce las funciones de órgano de ad-
ministración.

Artículo 229. …

I. a III. …

IV. Porque el número de socios o accionistas llegue a ser
inferior al mínimo que esta ley establece, en su caso;

V. …

Transitorio

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 21 días del mes de
septiembre de 2011.

La Comisión de Economía, diputados: Ildefonso Guajardo Villarre-
al (rúbrica), presidente; Alejandro Cano Ricaud (rúbrica), Jorge Alber-

to Juraidini Rumilla (rúbrica), Narcedalia Ramírez Pineda (rúbrica),
Melchor Sánchez de la Fuente, José Luis Velasco Lino (rúbrica), Le-
oncio Alfonso Morán Sánchez (rúbrica), María Antonieta Pérez Reyes
(rúbrica), Norma Sánchez Romero, Indira Vizcaíno Silva, Rodrigo Pé-
rez-Alonso González (rúbrica), Jorge Antonio Kahwagi Macari, secre-
tarios; Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez, José Antonio Arámbula Ló-
pez, Raúl Gerardo Cuadra García (rúbrica), Pavel Díaz Juárez
(rúbrica), Sergio Gama Dufour (rúbrica), Jorge Hernández Hernández
(rúbrica), Susana Hurtado Vallejo, Ramón Jiménez López, Vidal Lle-
renas Morales (rúbrica), Ifigenia Martha Martínez y Hernández (rúbri-
ca), Luis Enrique Mercado Sánchez (rúbrica), María Florentina Oce-
gueda Silva, David Penchyna Grub, Enrique Salomón Rosas Ramírez,
Guillermo Raúl Ruiz de Teresa, David Ricardo Sánchez Guevara, Víc-
tor Roberto Silva Chacón (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra, hasta por 5 minutos, el diputado Ildefonso
Guajardo Villarreal, para fundamentar el dictamen, de con-
formidad con el artículo 104, numeral 1, fracción II del
Reglamento de la Cámara de Diputados. 

El diputado Ildefonso Guajardo Villarreal: Con el per-
miso de la Presidencia. Compañeros y compañeras diputa-
dos, como ustedes recordarán, el 10 de marzo del año pa-
sado este Congreso expidió el decreto mediante el cual se
introducía en el sistema jurídico mexicano a las sociedades
unipersonales.

En esa ocasión, la Cámara originaria había sido esta Cá-
mara de Diputados en la pasada Legislatura; por lo que ha-
biéndose mandado el decreto a la Cámara de Senadores,
ésta la regresó con algunos cambios, los cuales fueron
aprobados por el pleno de esta soberanía y en consecuen-
cia, se envió el decreto para la publicación y promulgación
de la Presidencia de la República.

No obstante que el proceso de discusión parlamentario en
ambas Cámaras duró aproximadamente tres años y medio,
el Ejecutivo no compartió el sentido del decreto y basán-
dose principalmente en la premisa de que la acción legisla-
tiva no estaba siendo congruente con los esfuerzos de sim-
plificación administrativa, decidió utilizar el veto para no
publicar las modificaciones a la Ley General de Sociedades
Mercantiles. Acto que nos pareció abiertamente despropor-
cionado y que significó retrasar las bondades de este figu-
ra en el sistema societario mexicano.

Debo mencionar que adicionalmente al tema de la regula-
ción, el Ejecutivo en las observaciones que integró al veto,
estableció que el tema de las sociedades unipersonales de-
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bería abordarse paralelamente con el análisis de la perfora-
ción del velo corporativo; sin embargo, este tema no fue in-
cluido en la propuesta de veto ni tampoco en la minuta que
inició en Cámara de Senadores por iniciativa de Acción
Nacional en Cámara de Senadores.

Compañeros, el dictamen que hoy está a discusión, justa-
mente como lo señalo, es una minuta que proviene del Se-
nado, que pone de nueva cuenta la figura de sociedades
unipersonales en el mapa de la discusión parlamentaria, lo
que pone de relieve la necesidad de que este tipo de figura
sea introducida al sistema mercantil mexicano.

Ahora bien, la Comisión de Economía ha sostenido con
responsabilidad que la seguridad jurídica es, por mucho, un
valor más alto y de mayor necesidad que la simplificación;
por lo que la simplificación sólo puede llegar hasta donde
la certidumbre legal lo permita.

En esta sintonía, la comisión realizó tres cambios impor-
tantes a esta minuta, que abonan a su certidumbre jurídica
y que consisten básicamente en:

1. Dar transparencia en las relaciones contractuales entre el
socio accionista único y la sociedad, en la cual tiene el con-
trol del capital social.

2. En dejar también constancia en la matrícula mercantil de
que la empresa, de la que estamos tratando, tiene un solo
socio.

3. Finalmente, evitar que el socio o accionista único desco-
nozca los actos de administración de quien haya sido de-
signado administrador de la sociedad.

Hoy, compañeras diputadas y compañeros diputados, vol-
vemos a sostener que la ley es un instrumento para imple-
mentar políticas públicas que permitan atraer a la formali-
dad a los emprendedores, simplificar la generación de
nuevos negocios, dar esquemas modernos de interacción
comercial y con ello, elevar la competitividad del país. La
minuta que hoy discutimos sin duda cumplirá a cabalidad
con todas las finalidades que nos hemos propuesto.

Adicionalmente, a la Presidencia desde la semana pasada
se le turnaron cuatro reservas aprobadas e incorporadas a
este dictamen por la Junta Directiva de la comisión y son
fundamentalmente orientadas a dos temas:

1. Facilitar la parte de publicación electrónica en los me-
dios que la Secretaría de Economía tiene a disposición.

2. Expresamente es para garantizar que el propietario será
responsable y subsidiario de los actos ilícitos que llegara a
cometer el órgano de administración de la sociedad.

Esto, compañeras diputadas y compañeros diputados, es
para evitar fraudes que en ocasiones cometen los propieta-
rios, utilizando como parapeto a sus administradores; por
su atención a esta minuta muchas gracias, compañeros. Son
propuestas de modificación por parte de la Junta Directiva
de la Comisión, que van integradas al dictamen para po-
derlas votar en un solo acto. Gracias.

«Para la discusión en el Pleno de la Minuta de Sociedades
Unipersonales.

1. El primer párrafo del artículo 13 bis del proyecto de
decreto reza:

Artículo 13 Bis. Para los casos de sociedades uniperso-
nales previstos en ésta Ley, los contratos celebrados en-
tre el socio o accionista único y la sociedad, deberán
constar por escrito o bajo la forma que exija la Ley, se
transcribirán a un libro de actas que llevará la sociedad
para tales efectos, que deberá ser firmado por el propio
socio o accionista y deberá inscribirse en el Registro Pú-
blico de Comercio.

(…)
(…)
(…)

Debe quedar como sigue.

Artículo 13 Bis. Para los casos de sociedades uniperso-
nales previstos en ésta Ley, los contratos celebrados en-
tre el socio o accionista único y la sociedad, deberán
constar por escrito o bajo la forma que exija la Ley, y se
transcribirán a un libro de actas que llevará la sociedad
para tales efectos, que deberá ser firmado por el propio
socio o accionista y deberá inscribirse en el Registro Pú-
blico de Comercio a través de los medios electrónicos
que al efecto ponga a disposición la Secretaría de
Economía.

(…)
(…)
(…)
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2. La redacción del artículo 74 del proyecto de decreto
establece:

Artículo 74. ...

…

Cuando el capital social de la sociedad sea propiedad de
un solo socio, se entenderá que éste es quien ejerce las
funciones de órgano de administración, en cuyo caso,
sus decisiones se consignarán en acta, bajo su firma, pu-
diendo ser ejecutadas y formalizadas por el propio socio
o por la persona que este designe como ejecutor o apo-
derado de la sociedad para tal efecto.

El texto que se propone es el siguiente:

Artículo 74. ...

…

Cuando el capital social de la sociedad sea propiedad de
un solo socio, este será responsable subsidiario de los
actos ilícitos que llegara a cometer el órgano de ad-
ministración de la sociedad.

3. El artículo 142 en el proyecto de decreto reza:

Artículo 142. ...

Cuando el total del capital social de la sociedad se en-
cuentre suscrito por un solo accionista, se entenderá que
éste es quien ejerce las funciones de órgano de adminis-
tración.

Por lo que debe quedar como sigue:

Artículo 142. ...

Cuando el total del capital social de la sociedad se en-
cuentre suscrito por un solo accionista, este será res-
ponsable subsidiario de los actos ilícitos que llegara
a cometer el órgano de administración de la socie-
dad.

4. El artículo 97 bis del proyecto de decreto, el cual dis-
pone:

Artículo 97 Bis. Del acto que traiga como consecuencia
que un accionista pase a ser propietario de todas las ac-

ciones o viceversa, o de la transmisión de un accionista
a otro de todas las acciones que integran el capital so-
cial, deberá dejarse constancia en el Registro Público de
Comercio dentro de los treinta días siguientes a su cele-
bración. Transcurrido éste plazo, sin haberse realizado
la inscripción y hasta el momento en que sea efectuada,
el accionista único responderá personal, ilimitada y so-
lidariamente de las obligaciones sociales contraídas du-
rante el periodo de unipersonalidad.

Dicho artículo debe quedar como sigue:

Artículo 97 Bis. Del acto que traiga como consecuencia
que un accionista pase a ser propietario de todas las ac-
ciones, o bien que un accionista deje de ser propieta-
rio de todas las acciones, o de la transmisión de un ac-
cionista a otro de todas las acciones que integran el
capital social, deberá dejarse constancia en el Registro
Público de Comercio, a través de los medios electró-
nicos que al efecto ponga a disposición la Secretaría
de Economía, dentro de los treinta días siguientes a su
celebración. Transcurrido éste plazo, sin haberse reali-
zado la inscripción y hasta el momento en que sea efec-
tuada, el accionista único responderá personal, ilimitada
y solidariamente de las obligaciones sociales contraídas
durante el periodo de unipersonalidad.

Se suscribe: diputado Ildefonso Guajardo Villarreal (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Con-
sulte la Secretaría a la asamblea, en votación económica, si
se aceptan las modificaciones propuestas, que fueron pu-
blicadas en la Gaceta Parlamentaria de hoy a nombre de la
comisión.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se aceptan las modificaciones
propuestas. Las diputadas y los diputados que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los dipu-
tados que estén por la negativa sírvanse manifestarlo. Se-
ñor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: En
consecuencia, tiene la palabra en contra del dictamen el
diputado Jaime Cárdenas Gracia.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
señor presidente. Éste es un asunto realmente interesante y
apasionante, aunque tenga que ver con el derecho privado,
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con el derecho mercantil, se trata de establecer o de permi-
tir en México las sociedades mercantiles con un único so-
cio, también llamadas sociedades mercantiles unimembres,
¿por qué estoy en contra de este dictamen? Por distintas ra-
zones, tanto razones de carácter democrático como razones
de carácter jurídico.

Razones de carácter democrático. Uno de los fines de las
sociedades mercantiles consiste en que sus consejos de ad-
ministración sean órganos deliberativos; en una sociedad
unimembre, con un único socio, a menos de que se piense
que se puede deliberar con uno mismo, se pierde la delibe-
ración en la sociedad unimembre.

Por otro lado, este dictamen me parece reprobable, porque
no se prohíbe que la sociedad unimembre contrate con el
único socio, sino que se establece tan solo que se llevará un
registro y que ese registro estará en medios electrónicos y
que se pondrá a disposición de la Secretaría de Economía.

Desde mi punto de vista debiera prohibirse totalmente que
la sociedad unimembre contratara con el accionista como
persona física; aquí se permite que la sociedad unimembre
contrate con su único accionista.

En el derecho privado están prohibidos, en la teoría de las
obligaciones, los contratos con uno mismo.

Otra razón que me impulsa a votar en contra de este dicta-
men, es que se establece que en caso de responsabilidad o
de ilícitos, la responsabilidad de la persona física que inte-
gra a la sociedad unimembre será una responsabilidad sub-
sidiaria, no será una responsabilidad como debe ser —des-
de mi punto de vista—, solidaria, sino que primero se
atiende a los bienes de la empresa y si éstos no son sufi-
cientes –—en las sociedades mercantiles—, se puede ir ha-
cia el patrimonio de la persona física que constituye esa so-
ciedad unimembre. Repito: la responsabilidad debiera ser
solidaria y no subsidiaria.

La pregunta final que me hago es, ¿para qué son este tipo
de sociedades unimembres? Para obtener beneficios de ca-
rácter fiscal y seguramente también para eludir responsabi-
lidades laborales en relación con los trabajadores.

No me parece un esquema ni democrático ni me parece un
esquema consecuente con el derecho mercantil mexicano;
por eso votaré en contra de este dictamen, señor presiden-
te; compañeras diputadas, compañeros diputados.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne el uso de la palabra, para hablar en pro del dictamen, el
diputado Sergio Gama Dufour.

El diputado Sergio Gama Dufour: Con su permiso, dipu-
tado presidente. Compañeras y compañeros diputados.
Hoy nos toca poner a su consideración nuevamente esta
minuta, porque hay que recordar que durante esta misma
LXI Legislatura, se discutió y aprobó en abril de 2010; sin
embargo, el Ejecutivo federal, el 3 de noviembre de 2010,
ejerció su derecho al veto respecto de la iniciativa aproba-
da por la Cámara de Diputados, por no ser congruente con
los esfuerzos del gobierno en materia de desregularización.

Si bien Acción Nacional ha sido parte fundamental en la
actualización legislativa y en este caso, laceración de las
sociedades unipersonales, por los beneficios que traerían
consigo, y para esto quiero mencionar algunos como pu-
dieran ser: evitar el indeseable uso de prestanombres o so-
cios simulados para cumplir con el requisito del mínimo de
personas para conformar una sociedad; erradicar situacio-
nes de abuso en los socios falsos para buscar beneficios
económicos y también el de impulsar el desarrollo de estas
sociedades unimembres para su impacto en los beneficios
a la micro, pequeña y mediana empresa, principalmente en
el sector comercial más pequeño e informal.

Sé que debo ser congruente con el resultado de la mayoría
que ejercimos en la Comisión de Economía y por ello vo-
taré a favor de las modificaciones de la minuta, no sin an-
tes mencionar que las adecuaciones al proyecto de decreto
del dictamen a la minuta proveniente del Senado de la Re-
pública, en los términos presentados por la secretaría téc-
nica de la Comisión de Economía ante este pleno, no serán
bien vistas por la pequeña y la micro empresa, que está ávi-
da de la eliminación de trámites de la tan prometida desre-
gularización que hoy les negaremos, pues se prevé un trá-
mite mucho más engorroso y burocrático, alejándose en
todo momento de la tan ansiada para todos los empresarios
simplificación administrativa.

Desafortunadamente, este nuevo proyecto de dictamen,
que propone adecuaciones a la minuta aprobada en el Se-
nado, repite los mismos argumentos que dieron origen al
veto presidencial, como es que distingue entre unipersona-
lidad originaria y derivada, circunstancia jurídica que no
aporta ningún criterio de certidumbre jurídica para los ter-
ceros que contratan con la sociedad, pero sí tiene como
consecuencia una especie de transformación de las socie-
dades en las que se derive la unipersonalidad y viceversa,
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ya que se requerirán múltiples trámites ante el fedatario pú-
blico y las inscripciones correspondientes en el registro pú-
blico.

En términos generales, señores legisladores, debo destacar
que la minuta, en sus términos, abona a una adecuada des-
regulación de las sociedades unipersonales, al tiempo que
no le impone mayores cargas al ciudadano que decida op-
tar por la constitución de este tipo de sociedad. Es cuanto,
diputado presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Ago-
tada la lista de oradores, consulte la Secretaría a la asam-
blea, en votación económica, si se encuentra suficiente-
mente discutido en lo general.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general. Las diputadas y los di-
putados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo.
Las diputadas y los diputados que estén por la negativa sír-
vanse manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, diputado
presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido. En virtud de que, de conformidad
con el artículo 109 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, no se ha reservado artículo alguno para discutirlo en
lo particular, se pide a la Secretaría abra el sistema electró-
nico, por tres minutos, para proceder a la votación en lo ge-
neral y en lo particular, en un solo acto.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2
del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sis-
tema electrónico, por tres minutos, para proceder a la vota-
ción en lo general y en lo particular, en un solo acto con las
modificaciones aceptadas por la asamblea.

(Votación)

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Esta
Presidencia saluda a boteros voluntarios del municipio de
Cuautitlán Izcalli, invitados por el diputado Francisco Ro-
jas San Román.

Hace lo propio con estudiantes de la escuela secundaria
Juan Fernández Albarrán, de Santa Clara Coatitla, estado
de México, invitados por Noé Martín Vázquez Pérez.

También les da la más cordial bienvenida a alumnos gana-
dores del concurso de carteles contra bullying, de San Juan
del Río, Querétaro, invitados por la diputada Sandra Ugal-
de Basaldúa. Bienvenidos.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Cié-
rrese el sistema electrónico de votación. Señor presidente,
le informo que se han emitido 307 votos a favor, 14 en con-
tra y 5 abstenciones.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 307 votos
el proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Sociedades Mercan-
tiles. Se devuelve al Senado, para los efectos del inciso
E del artículo 72 constitucional.

La Junta de Coordinación Política me ha hecho llegar dos
propuestas de acuerdo. Pido a la Secretaría lea el primero
de ellos, en relación a la condena al asesinato del ciudada-
no Nepomuceno Moreno Núñez, activista y defensor de los
derechos humanos.

NEPOMUCENO MORENO NUÑEZ

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Bicentena-
rio de la Independencia.— Centenario de la Revolución.—
LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.— Junta de Co-
ordinación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que la
Cámara de Diputados del Congreso de la Unión condena el
asesinato del ciudadano Nepomuceno Morales Núñez, ac-
tivista y defensor de los derechos humanos 

La Junta de Coordinación Política, con fundamento en lo
dispuesto en el inciso b), numeral 1, del artículo 34, de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, hace suya la proposición con punto de acuerdo
relativa a la materia objeto del presente, que sustentan los
diputados Armando Ríos Piter y Enoé Uranga Muñoz, in-
tegrantes del Grupo Parlamentario del Partido de la Revo-
lución Democrática, por lo que se somete a consideración
del pleno los siguientes 
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Acuerdos 

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión condena el asesinato del ciudadano Nepomuceno
Morales Núñez, activista del Movimiento por la Paz con
Justicia y Dignidad, y defensor de los derechos humanos,
acaecido en la ciudad de Hermosillo, Sonora, el 28 de no-
viembre de año en curso. 

Segundo. Se exhorta a las autoridades federales, estatales
y municipales a realizar las investigaciones correspondien-
tes, de manera pronta, expedita y eficiente, que conduzcan
al proceso judicial de los responsables. 

Tercero. Se exhorta a las autoridades federales, estatales y
municipales a realizar las investigaciones correspondien-
tes, a fin de resolver conforme a derecho la desaparición de
Jorge Mario Moreno León, hijo de Nepomuceno Morales
Núñez, y que se conduzca a quienes resulten responsables
al proceso judicial correspondiente. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de diciembre de
2011.— Diputado Armando Ríos Piter (rúbrica), Presidente y Coordi-
nador del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrá-
tica; Diputado Francisco Rojas Gutiérrez (rúbrica p.a.), Coordinador
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional;
Diputado Francisco Javier Ramírez Acuña (rúbrica p.a.), Coordinador
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional; Diputado Juan
José Guerra Abud (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México; Diputado Pedro Vázquez Gonzá-
lez (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido del
Trabajo; Diputado Jorge Antonio Kahwagi Macari (rúbrica p.a.), Co-
ordinador del Grupo Parlamentario de Nueva Alianza; Diputado Pedro
Jiménez León (rúbrica), Coordinador del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Con-
sulte la Secretaría a la asamblea, en votación económica, si
se encuentra suficientemente discutido el acuerdo.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: En vota-
ción económica se consulta si se encuentra suficientemen-
te discutido el acuerdo. Las diputadas y diputados que es-
tén por la afirmativa sírvanse manifestarlo, gracias.
Diputados por la negativa. Mayoría por la afirmativa, dipu-
tado presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido. Consulte la Secretaría a la asam-
blea, en votación económica, si se aprueba o no el acuerdo.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: En vota-
ción económica se pregunta si se aprueba. Las diputadas y
diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestar-
lo, gracias. Las diputadas y diputados que estén por la ne-
gativa. Mayoría por la afirmativa, diputado presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado. Comuníquese. 

La siguiente propuesta de acuerdo de la Junta de Coordi-
nación Política se refiere a la exhortación que la Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión hace al titular del Eje-
cutivo federal, para que el costo de los tramos carreteros
que se encuentran en rehabilitación, reparación o adecua-
ción no sea cubierto por el usuario, hasta que concluya la
obra. Proceda la Secretaría.

PAGO DE PEAJE DE CARRETERAS EN 
REHABILITACION, REPARACION O ADECUACION

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Bicentena-
rio de la Independencia.— Centenario de la Revolución.—
LXI Legislatura.— Cámara de Diputados.— Junta de Co-
ordinación Política.

Acuerdo de la Junta de Coordinación Política, por el que
se exhorta al titular del Ejecutivo federal para que el peaje
de los tramos carreteros que se encuentren en rehabilita-
ción, reparación o adecuación no sea cubierto por el usua-
rio hasta en tanto no se haya concluido la obra

La Junta de Coordinación Política, con fundamento en lo
dispuesto en el inciso b), numeral 1, del artículo 34 de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, hace suya la proposición con punto de acuerdo
relativa a la materia objeto del presente, que sustenta el
diputado Emilio Serrano Jiménez, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática,
por lo que se somete a consideración del pleno el siguien-
te 

Acuerdo 

Único. Se exhorta al titular del Ejecutivo federal para que
instruya a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a
que el costo de pago de peaje en todos los tramos carrete-
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ros que se encuentren en rehabilitación, reparación o ade-
cuación, no sea cubierto por el usuario hasta en tanto no se
haya concluido la obra, y para que el seguro del viajero
continúe vigente en todo momento. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de diciembre de
2011.— Diputado Armando Ríos Piter (rúbrica p. a.), Presidente y Co-
ordinador del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática; Diputado Francisco José Rojas Gutiérrez (rúbrica p.a.), Co-
ordinador del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional; Diputado Francisco Javier Ramírez Acuña (rúbrica p.a.),
Coordinador del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional;
Diputado Juan José Guerra Abud (rúbrica), Coordinador del Grupo
Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México; Diputado Pe-
dro Vázquez González (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parla-
mentario del Partido del Trabajo; Diputado Jorge Antonio Kahwagi
Macari (rúbrica p.a.), Coordinador del Grupo Parlamentario de Nueva
Alianza; Diputado Pedro Jiménez León (rúbrica), Coordinador del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Con-
sulte la Secretaría a la asamblea, en votación económica, si
se encuentra suficientemente discutido el acuerdo.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: En vota-
ción económica se consulta si se encuentra suficientemen-
te discutido el acuerdo. Las diputadas y diputados que es-
tén por la afirmativa sírvanse manifestarlo, gracias. Las
diputadas y diputados por la negativa. Mayoría por la afir-
mativa, diputado.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido. Consulte la Secretaría a la asam-
blea, en votación económica, si se aprueba.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: En vota-
ción económica se pregunta si se aprueba. Las diputadas y
diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestar-
lo, gracias. Las diputadas y diputados por la negativa. Ma-
yoría por la afirmativa, diputado presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado. Comuníquese. 

TRABAJOS LEGISLATIVOS

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Esta
Presidencia quiere formular una propuesta que obviamente

debe ser decidida por el pleno: dar inicio a la agenda polí-
tica en este momento y solicitar al pleno que al término de
ella sesionemos hasta las cinco en punto, para continuar
con los dictámenes que aún tenemos en cartera, a fin de no
cargar el retraso que traemos desde la semana pasada.

En tal virtud, rogaría a la diputada secretaria pregunte al
pleno si es de extenderse la sesión en su tiempo hasta las
cinco de la tarde.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si es de aprobarse la propues-
ta. Las diputadas y los diputados que estén por la afirmati-
va sírvanse manifestarlo. Las diputadas y los diputados por
la negativa. Mayoría por la afirmativa, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
cha gracias, se extiende la sesión. 

SITUACION POLITICA DEL PAIS

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es comentarios relativos
a la situación política del país. Tiene la palabra, por siete
minutos, el diputado Carlos Flores Rico, del Partido Revo-
lucionario Institucional.

El diputado Carlos Flores Rico: Gracias, señor presiden-
te. Hace unos días se acaba de cumplir el quinto aniversa-
rio del gobierno del presidente Calderón; con ese motivo,
quisiera hacer una reflexión y compartirla con ustedes.

Este domingo, en su discurso de aniversario, el señor pre-
sidente dijo que seguirá trabajando para hacer de México
un país más seguro, más próspero y más justo; aunque us-
tedes no lo crean, eso dijo.

Si somos objetivos habría que reconocer, sin duda, de que
un buen logro del presidente Calderón es la estabilidad fi-
nanciera y eso, la verdad, no es un logro menor; la infla-
ción está debajo del 4 por ciento; el déficit público es ma-
nejable; la inversión en infraestructura, sobre todo en
carreteras y vivienda se elevó de casi el 3 a casi el 5 del
PIB, y en un mundo convulsionado por la crisis europea y
americana, y en el seno de una violencia generalizada, no
es un logro menor.
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Sin embargo, si además de eso no funciona lo demás, tene-
mos que concluir que entonces no funciona nada.

Vamos viendo. Economía. Para el 82 por ciento de los me-
xicanos el estado de la economía es hoy peor que hace un
año, dice Consulta Mitofsky; pese a las elevadas ventajas
de los precios petroleros y el gasto creciente en lo social, el
gobierno federal no ha sido capaz de generar las condicio-
nes para que se mejore el empleo en calidad y en cantidad.

En 2006, por ejemplo, el barril de petróleo costaba 53 dó-
lares; hoy supera los 100 dólares y el promedio en el sexe-
nio es de 75 dólares. La pregunta es, ¿a dónde fueron a pa-
rar esos miles de millones de dólares?

Crecimiento pobre. Está claro que las políticas anticíclicas
del sexenio no han logrado impulsar la inversión producti-
va, el crecimiento promedio del sexenio es de apenas 1.5
por ciento, muy menor inclusive al porcentaje obtenido por
el presidente Fox en su gobierno y a casi la mitad de la ta-
sa lograda por los dos sexenios anteriores; si nos compara-
mos con el resto de América Latina, quedamos muy reza-
gados en el crecimiento económico en los últimos cinco
años.

Se ha reducido el crédito de la banca comercial; se han for-
zado las empresas a endeudarse y se han generado estragos
en la micro y pequeña empresa mexicana.

Por su parte, la política industrial es un fracaso; por ello, el
índice de actividad industrial ha descendido notoriamente,
las políticas han sido también un fracaso y son completa-
mente insuficientes.

México es el país cuyo desempleo es el que más ha creci-
do en América Latina; el índice de confianza del consumi-
dor es el que exhibe la tendencia más baja en el continen-
te; el indicador adelantado de la actividad económica
tiende también a la desaceleración; la industria manufactu-
rera y las importaciones también se desaceleran.

¿Y el presidente del empleo? A ver si alguien lo ve por ahí;
recordemos que él llegó diciéndose el presidente del em-
pleo, pero hoy en día su tema es otro; acordémonos que en
diciembre de 2006 a esta fecha han entrado al Seguro So-
cial 1.4 millones de mexicanos; sin embargo, con el tama-
ño de la economía mexicana y la demografía creciente se
requieren aproximadamente un millón de plazas nuevas
por año. De manera tal que el déficit a ese nivel llega a más
de tres millones de personas.

Ahora bien, ¿cuál es la situación del desempleo? 2.8 millo-
nes de mexicanos sin empleo de manera abierta, agréguen-
le ustedes 4.1 millones en el subempleo, 6.2 millones en la
búsqueda de empleo, pero ya cansados de no encontrarlo,
están vencidos; en su conjunto, 13 millones de mexicanos
sin ingresos económicos por la vía del ingreso de salario. 

Qué decir de la calidad del empleo; si 19 millones, es decir
61 por ciento de los ocupados ganan entre cero y 3 salarios
mínimos. La verdad es que México así se ha convertido en
una fábrica de pobreza.

Hoy en día 12.2 millones de mexicanos más se agregan a
la pobreza patrimonial y prácticamente 6.5 millones a la
pobreza alimentaria. Con eso, hoy en día México tiene 28
millones de mexicanos con carencia alimentaria; así es que
según la CEPAL, México y Honduras son las únicas nacio-
nes de todo el continente en donde aumentó la pobreza, to-
dos los demás avanzaron.

Así pues, la única respuesta es, ¿qué es lo que estamos ha-
ciendo como gobierno? La desigualdad se mantiene exac-
tamente igual que hace 18, que hace 12, que hace 6 y casi
un año, y en la salud, una verdadera falacia; 33.5 por cien-
to de la población no es derechohabiente en salud, según el
censo, 26 millones están inscritos en el Seguro Popular, pe-
ro dice el censo que hay 38 millones más sin este derecho.

¿A quién le creemos? ¿Al censo, a Coneval o al informe?
¿Y los muertos? De los muertos ya mejor ni hablamos.

Resulta entonces, amigas y amigos, que este sexenio de lo
único que uno puede decir que está conforme es que ya se
va a acabar; ya es hora sinceramente de que se vayan, de
que se acabe la pobreza, el desempleo, la inseguridad, la
incertidumbre, la opacidad, la corrupción, la ineficacia y la
falta de oficio político.

Créanme, son cinco años de lamentos, cinco años de pena
ajena, cinco años de tortura para este país. Ya es hora que
se vayan. Muchas gracias.

Presidencia del diputado 
Jesús María Rodríguez Hernández

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Her-
nández: Muchas gracias. Tiene la palabra la diputada Lau-
ra Arizmendi Campos, hasta por cinco minutos.
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La diputada Laura Arizmendi Campos: Muchas gracias,
diputado presidente. Compañeras diputadas y compañeros
diputados, analizar la situación política que prevalece ac-
tualmente en México nos remite a serios cuestionamientos;
lejos de consolidar la transición hacia la democracia que
había iniciado el país hace varias décadas, a pesar de un ré-
gimen autoritario que la dificultaba sobremanera, los últi-
mos 11 años se han caracterizado por un profundo retroce-
so en varias materias.

En opinión del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudada-
no, la falta de capacidad con que se manejaron los asuntos
públicos en el sexenio foxista, más la tentación autoritaria
a la que sucumbió el gobierno de Felipe Calderón, dan por
resultado un saldo inquietante con manifestaciones en di-
versos rubros, llama poderosamente la atención el deterio-
ro de las instituciones, mismas que han sufrido los apetitos
mostrados por los detentores del poder, a fin de convertir
en una práctica cotidiana su utilización, tanto para vengan-
zas personales, así como para jugosos beneficios a favor de
un reducido círculo que rodea la figura presidencial.

Mucho se ha cuestionado la obcecación por continuar con
la principal política del sexenio, consistente en la lucha
contra el narcotráfico, con sus enormes saldos de víctimas
que ya superan las 50 mil, y violaciones de los derechos
humanos de la población civil, a cargo de elementos de las
Fuerzas Armadas y de integrantes de corporaciones policia-
cas; el empecinamiento por proseguir una supuesta estrate-
gia que no se sostiene ni mucho menos con los métodos em-
pleados, ha generado severos rasgos de ingobernabilidad
en amplias zonas del país.

De esta forma se sigue apostando, no por iniciar un debate
cuyo resultado podría conducir a replantear distintas medi-
das, como ocurre en verdaderas democracias, sino que se
sigue alimentando el clima de tensión y crispación política,
que ha sido una constante en este sexenio.

En este marco, resulta sumamente complejo poder remon-
tar la inocultable crisis política que aqueja al país, pues
persiste la idea de que hay una confrontación, no entre ad-
versarios políticos con distintas posturas ante determinados
temas, sino que debe emprenderse una verdadera cruzada
que conduzca a la aniquilación del otro, del enemigo que
debe ser exterminado, pues el disenso no tiene ninguna jus-
tificación; es así, que hemos entrado a una regresión autori-
taria disfrazada de modernidad, donde prevalece el lincha-
miento, tanto mediático como discursivo de las opiniones
que se atreven a discrepar.

Los peligros son múltiples, las más recientes descalifica-
ciones, con respecto a que no se han aprobado reformas
sustantivas, pasan por alto la pluralidad existente en el
Congreso y significan un serio ataque a la autonomía del
Poder Legislativo.

La repetición del viejo modelo de: estás conmigo o contra
mí, no fortalecerá la vida democrática ni contribuirá al me-
joramiento de la vida institucional.

Por otra parte, la inocultable corrupción que permea en la
administración pública, misma que no ha podido ser encu-
bierta a pesar de los tibios esfuerzos emprendidos, genera
una imagen de que en el país continuará una práctica ins-
taurada desde siempre, consistente en una impunidad que
suple a la necesaria rendición de cuentas.

La combinación de la profunda crisis política a la que nos
hemos referido, vinculada a un retroceso en los más dis-
tintos órdenes, como el desempleo o la carestía, el incre-
mento de la pobreza, la falta de oportunidad en educación
y salud que afectan a millones de mexicanos, ofrece un es-
cenario sumamente adverso, que es imprescindible remon-
tar.

A la luz del empecinamiento de una guerra contra el nar-
cotráfico, que ha instalado el temor entre los mexicanos,
solicitando a cambio el respaldo ciudadano sin atreverse a
un necesario autoanálisis, podemos observar un distancia-
miento cada vez mayor entre gobernantes y gobernados.

En resumen, la incapacidad del Estado mexicano por crear
condiciones propicias para mejorar las condiciones de vida
de la población, al optar por un modelo que no ha hecho
nada bueno para este país en los últimos años, han lanzado
un enorme velo de desconfianza en contra de los autores de
las decisiones.

Concluyo diciendo que Movimiento Ciudadano lamenta
profundamente la actuación del titular del Ejecutivo fede-
ral, en aras de contribuir a conformar las condiciones que
posibilitasen arribar a la edificación de la gobernabilidad
que tanto requerimos, necesitamos nuevamente instaurar la
democracia; por su atención, muchas gracias.

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Her-
nández: Muchas gracias, compañera. Tiene la palabra el
diputado Gerardo Fernández Noroña, hasta por cinco mi-
nutos.
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El diputado José Gerardo Rodolfo Fernández Noroña:
Compañeros diputados, compañeras diputadas; muchas
gracias, diputado presidente. Es un tema de la mayor im-
portancia; cada 1o. de septiembre, quien está en la Presi-
dencia —en este caso quien usurpa— debería rendir cuen-
tas a la nación, no puede venir a hacerlo, y con el pretexto
de los cinco años, porque entró el 1o. de diciembre de
2006, en el Campo Marte, en una zona militar, rodeado del
Ejército, del Estado Mayor, Felipe del Sagrado Corazón de
Jesús Calderón Hinojosa volvió a insistir en su visión tram-
posa de la situación nacional, desviando la atención de los
problemas de empleo, de educación, de salud, de vivienda,
de alimentación, vuelve a insistir en su machacón discurso
que está en una cruzada contra el mal, que él es la encar-
nación de la verdad y la buena fe y que está combatiendo
lo que durante décadas se dejó.

Es un irresponsable, porque si sostiene que hay quienes es-
tuvieron de acuerdo con el crimen organizado debería de-
cirlo, denunciarlo por lo menos públicamente, los nombres
de quiénes y los elementos que tienen, que por supuesto, es
pura retórica.

Pero además, el tipo dijo frases como ésta: miles de fami-
lias han conseguido una vivienda digna como no la tenían;
millones de jóvenes una beca y universidad.

Pero si no tiene vergüenza, 7 y medio millones de jóvenes
no tienen acceso a la universidad; becas no hay; la alimen-
tación en las universidades es de pésima calidad.

Dice que ha apoyado como nunca a los indígenas, a las mu-
jeres y a los trabajadores del campo, ¿de qué está hablan-
do? El campo destrozado; la situación de desigualdad con
la mujer se ha agudizado, la pobreza, la miseria, el hambre,
la desesperanza.

Pero además, lo que mucho criticaba Andrés Manuel Ló-
pez Obrador hoy se convierte, además, en el místico del
poder y Calderón invoca a Dios; él puede creer lo que quie-
ra, pero en un Estado laico no puede darse el lujo de decir
que agradece a Dios los días de vida que le da y que le da
la oportunidad de servir.

¿Ahora quiere decir que Dios le ayudó a robarse la Presi-
dencia de la República? ¿Que Dios está de acuerdo en que
usurpe la Presidencia? ¿Que mate a 56 mil personas? ¿Que
esté ensangrentado el territorio nacional? ¿Que haya 80 mi-
llones —les dicen— en situación vulnerable? ¿Que haya

gente muriéndose de hambre? ¿40 millones ganando un dó-
lar al día? Ése es el Dios de Calderón, que convalida esas
cosas.

Primero, él no tiene derecho a hacer un discurso religioso;
sus creencias personales son un asunto de su exclusiva in-
cumbencia. Estamos en un Estado laico y se le olvida al ti-
po que tiene que respetar ese Estado laico.

Las creencias de cada quien, sean católicos, cristianos, mu-
sulmanes, agnósticos, ateos, él en teoría representa a toda
la nación, que nunca ha representado, porque desde un
principio usurpó la Presidencia y entró por la puerta trase-
ra.

Pero ese discurso cínico, ese discurso mentiroso, ese dis-
curso falaz anuncia tiempos terribles para el año por venir;
anuncia que el tipo va a hacer lo que en Michoacán, que
con el pretexto de la guerra contra el narco va a utilizar to-
dos los recursos públicos para imponer a su candidato o
candidata, que va a hacer mano de todo tipo de triquiñue-
las, que va a hacer todos los esfuerzos posibles por mante-
nerse a la mala en el poder, como llegó al mismo.

Son malas noticias, es un escenario muy lamentable el que
se percibe para el país, porque hay mentira tras mentira,
traición tras traición, crimen, corrupción, enriquecimiento
al cobijo del poder, que son los signos de nuestro tiempo.

La verdad es que nuestro pueblo tiene que despertar y ver
que la derecha, con sus dos caras, la que por un lado repre-
senta la cúpula del PRI y que por otro lado, representa la
cúpula del PAN, que ofrecen lo mismo; es terrible lo que
está pasando en el país.

Si Calderón, que ha leído más de un libro, ha sumido al
país en la miseria, el hambre y la desesperanza, imagínen-
se lo que podría hacer quien ni un libro ha leído en su vi-
da, sería una tragedia; por eso vamos a ganar —Ya saben
que es Peña Nieto el que no lee—, y vamos a ganar la Pre-
sidencia con Andrés Manuel y vamos a transformar este
país de raíz, para acabar con toda esta descomposición que
existe. Muchas gracias por su atención, compañeros dipu-
tados, compañeras diputadas.

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Her-
nández: Muchas gracias, señor diputado. Tiene la palabra
el diputado Juan Carlos Natale López, hasta por cinco mi-
nutos.
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El diputado Juan Carlos Natale López: Con su permiso,
señor presidente. Compañeras diputadas y compañeros di-
putados, para muchos de los críticos del pasado, México
sucumbía por las restricciones a las libertades públicas del
autoritarismo y la corrupción; sin embargo, hoy la agita-
ción política y social, unida al desastre económico y los
problemas de inseguridad, han hecho que México vea sus
frustraciones y mantenga latente un desencanto social ge-
neralizado con la posibilidad de tocar en cualquier mo-
mento fondo.

Que a pesar de que contamos con instituciones políticas só-
lidas, con una sociedad civil llena de vigor y que somos la
decimotercera economía del mundo, seguimos siendo pre-
sas de los llamados estados fallidos por no poder sesgar un
Estado productivo de crecimiento y de desarrollo, un Esta-
do donde impere la paz, la seguridad y el orden, un Estado
en donde la justicia y la sensibilidad social sean la base de
toda política de bienestar y de superación a las desigualda-
des.

De nada sirven las políticas públicas de los gobiernos en
casi todo el mundo, si no tenemos garantizada la seguridad,
ya sea patrimonial, jurídica y hasta física de los ciudada-
nos; si no garantizamos educación, salud pública, protec-
ción al trabajo y salarios dignos, entre otras cuestiones.

Sin embargo, en México se sigue con los mismos yerros y
con los mismos fracasos, siendo la palestra pública la que
sigue siendo allanada con discursos y con falsas esperan-
zas, donde el poder público por los responsables en la con-
ducción del gobierno; creo que no han entendido que go-
biernan para 112 millones de mexicanos, que la pobreza va
en aumento y que la distribución del ingreso empeora cada
día más, y luego se preguntan, ¿por qué tanta delincuencia?

Sin embargo, en lugar de atender prioritariamente los asun-
tos de Estado, irresponsablemente o distraídamente dan
prioridad a asuntos que tienen que ver con las disputas del
poder.

Por ello, en estos últimos 10 años seguimos con gobiernos
de blofeo y con gobiernos de simulación; gobiernos que
juegan con las dobles morales y con el doble discurso, en
donde las pasiones y las calenturas electorales han sujeta-
do toda acción de política de Estado.

Ahora seguimos escuchando recurrentemente la insinua-
ción del titular del Poder Ejecutivo de que una fuerza polí-
tica, con presencia real en el país, pretende pactar con el

crimen organizado y que ante ello, el jefe del Estado pre-
tenda aparentarse como redentor de la patria ante los ojos
de la sociedad. Esto tal vez pone en duda, o su capacidad
de discernimiento o realmente está preocupado por el futu-
ro de la sucesión, que es lo que parece más seguro.

Sólo le recuerdo, señor presidente, que la prioridad presen-
te de todos los mexicanos es la paz y su seguridad; y aun-
que en mucho desdeña usted los logros reales del pasado,
estos niveles de violencia han desbocado todo grado de
comparación.

Peor aún, señor presidente, es que esta década, su década,
ha sido marcada como una década perdida para millones de
jóvenes que buscan una oportunidad para salir de los reza-
gos en que se encuentran y que su gobierno no ha podido
encauzarlos en el camino correcto, ya que muchos de ellos
han sido orillados a la ola de la desesperanza y la desola-
ción.

No obstante, estoy seguro que en un futuro muy cercano,
nuevos tiempos reencauzarán lo mal emprendido, y que
ojalá la memoria de la historia condene a los verdaderos
culpables de estos fracasos, de los cuales muchos sí tienen
nombre y apellido; por su atención, muchas gracias.

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Her-
nández: Muchas gracias, señor diputado. Tiene la palabra
la compañera diputada Esthela Damián Peralta, hasta por
cinco minutos.

La diputada Esthela Damián Peralta: Con su permiso,
señor presidente. Vengo a esta tribuna a hablar en específi-
co de un problema que ha ocupado los principales medios
nacionales de comunicación y que no es otra cosa que ha-
blar de la deuda pública del estado de Coahuila y la evolu-
ción que la misma ha tenido.

Quisiera hacer referencia, por ejemplo, a la evolución que
ésta ha venido desarrollando y por qué hoy estamos sumi-
dos e inmersos en este gran escándalo y en este gran con-
flicto a nivel nacional.

La deuda pública de Coahuila ha tenido una evolución, de
2005 a esta fecha, de 10 mil 164 por ciento; a diciembre
de 2005, la deuda era de 323.2 millones de pesos; a marzo
de 2006, de 388.9 millones de pesos; al cierre de 2006, de
420 millones de pesos y posteriormente, en el 2007, sube a
470 millones. Mientras que en el 2008 asciende a mil 891
millones de pesos, en 2009 bajó a mil 561 millones de pe-
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sos, pero en 2010 se va hasta ocho mil 338.5 millones de
pesos, que era la deuda registrada por Hacienda a esa fe-
cha.

Solamente quiero hacer referencia a que estamos hablando
del 2009 y estuvimos haciendo referencia de diciembre de
2005 y estamos ubicados, en estos momentos, en el 2010.

En agosto de 2011 conocimos que la deuda real de Coa-
huila era de 31 mil 973 millones de pesos y que se mane-
jaban con total opacidad y discrecionalidad. Tan es así que
el 18 de agosto pasado el Congreso del estado aprobó un
decreto con número 534, mediante el cual autorizaba al go-
bierno de la entidad a contratar empréstitos por hasta 33
mil 867 millones de pesos, con el fin de refinanciar el total
de la deuda estatal y el decreto 536, por el que se recono-
ce, autoriza, aprueba y ordena el pago de la deuda pública
del estado por un monto total de 33 mil 867 millones de pe-
sos.

Pero no sólo eso, sino que una parte de esta deuda se ge-
neró con documentos falsificados y apócrifos, destacando
los siguientes: el 14 de marzo, el director del Sistema de
Administración Tributaria del Estado de Coahuila, Héctor
Javier Villarreal, envió un oficio a la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público, dándole a conocer que el Congreso
local había expedido un decreto que autorizaba un crédito
de hasta mil millones de pesos con cargo al pago de garan-
tía a los ingresos de las participaciones federales que le co-
rrespondían a ese estado.

Otro documento falso: el 29 de marzo, el mismo Villarreal
envío otro oficio a Hacienda solicitando el registro de otra
deuda aprobada también por su Congreso, ahora por dos
mil millones de pesos destinados a la Comisión Estatal de
Agua; el primero de ellos, respaldado por el decreto 318
del Congreso de Coahuila, que en realidad había aprobado
la designación del contralor interno del Instituto Electoral
de esa entidad; el segundo, estaba respaldado por el decre-
to 476, que designaba a una sustituta en la cuarta regiduría
del municipio General Zepeda.

Podría seguir abundando con los detalles y pormenores
acerca de este escandaloso asunto, que hoy ha ocupado a
millones de coahuilenses en el tema, pero me parece rele-
vante señalar que en esta Cámara de Diputados tenemos
que tomar cartas en el asunto cuando se habla de deudas en
los estados, mucho más cuando se habla de falsificación de
documentos.

No podemos permitir que crezca de manera exponencial un
recurso económico que está destinado específicamente pa-
ra beneficiar a los ciudadanos y que hoy los coahuilenses
no sepan en qué se utilizaron ni para qué; me parece una to-
tal y absoluta falta de respeto, que por supuesto ya ocupó
en estos momentos o ya tomó la cabeza del presidente del
Partido Revolucionario Institucional. Es verdaderamente
grave y tenemos que hacer algo para que no generemos im-
punidad sobre esta materia. Es cuanto, diputado.

El Presidente diputado María de Jesús Rodríguez Her-
nández: Muchas gracias, diputada. Tiene la palabra el
diputado Jesús Ramírez Rangel, hasta por cinco minutos.

El diputado Jesús Ramírez Rangel: Gracias, diputado
presidente. Sin duda alguna, siempre es interesante ver có-
mo legisladores suben a esta tribuna a reclamar y a exigir
por los problemas nacionales, pero no asumir la parte de
responsabilidad que tiene esta Cámara de Diputados en la
solución de esos problemas.

El pasado jueves, que no hubo quórum legal para continuar
con esta sesión, sin duda alguna se quedaron dos temas im-
portantes en la mesa de discusión; por un lado, los cinco
años de gobierno del presidente Calderón, y por otro lado,
el tema de Coahuila, que es mi estado, y todos teníamos el
ánimo de venir a discutir y a debatir esos temas y sin duda,
lo tenemos.

Pero también es cierto que el fin de semana se lo llevó
completito el señor Peña Nieto, y no es solamente lo anec-
dótico y no solamente podemos dejarlo en la ridiculización
de las redes sociales, muchos de esos comentarios, incluso
chuscos, incluso con mucha capacidad de parte de los tuit-
teros, sino aquí estamos frente a un verdadero problema de
alerta nacional frente a la ignorancia gravísima de alguien
que quiere gobernar México.

Hoy el PRI ya no solamente es deuda, corrupción y mal go-
bierno, ahora hay que agregarle el tema de la ignorancia,
una ignorancia grave, una ignorancia demostrada en quien
quiere encabezar los destinos de nuestro país.

Por otro lado, aquí se ha comentado el tema de que, efecti-
vamente el presidente Calderón va a seguir luchando por
un México próspero, un México justo y un México seguro,
¿y dónde está la responsabilidad de esta Cámara de Dipu-
tados de aprobar las reformas importantes que México re-
quiere? ¿Dónde está la reforma laboral? ¿La reforma labo-
ral del PRI que ya está firmada por la mayoría de los
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diputados federales de esta Legislatura? ¿Dónde está la re-
forma fiscal? ¿Dónde están las reformas estructurales que
México requiere para salir adelante?

Ustedes han acusado al presidente de algo de lo cual uste-
des no pueden estar orgullosos; efectivamente el presiden-
te Calderón, a pesar de la crisis económica, ha mantenido
un México estable en lo económico, a pesar de que ustedes
no aprueban las reformas importantes que México requie-
re; el presidente Calderón es el presidente del empleo y us-
tedes en el PRI son la bancada del desempleo.

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Her-
nández: Orden y respeto a la orador, por favor.

El diputado Jesús Ramírez Rangel: Tal es el nivel de es-
tabilidad económica, que gracias a que hoy tenemos recau-
dación histórica, los estados —entre ellos muchos de sus
estados y de sus municipios— tienen ingresos nunca antes
vistos; en estos 12 años de gobiernos de Acción Nacional
sus estados, sus municipios, todos los estados y municipios
del país tienen ingresos nunca antes visto, y con ingresos
nunca antes visto, la respuesta de sus malos gobiernos son
deuda nunca antes vista.

Por supuesto, también necesitamos seguir luchado por el
tema de la seguridad y de la justicia, pero, ¿dónde quedó la
reforma y dónde quedó el tema de la policía? ¿Dónde que-
dó la reforma al sistema policíaco? ¿Dónde quedó el po-
nernos de acuerdo qué sistema de policía queremos para
enfrentar al crimen organizado? Porque lo único que se ha
inventado en este mundo para enfrentar al crimen se llama
policía, una policía bien preparada, una policía bien forma-
da y una policía bien pagada. ¿Dónde quedaron esos acuer-
dos? Eso es responsabilidad de este Congreso.

Efectivamente, queremos vivir con más justicia, queremos
tener ése sistema de justicia transparente, público y oral,
ése sistema de justicia que ya está aprobado por esta Cá-
mara, y desgraciadamente en sus estados, porque hay un
enorme interés corrupto y corruptor, esa reforma de justi-
cia no aterriza; esas reformas de justicia no avanzan y esa
implementación en las reformas de justicia en los estados
no avanza.

Es justo decir que estados de todos los partidos políticos de
Acción Nacional, del PRI y del PRD han avanzado y han
hecho su tarea en esa materia, pero la enorme mayoría ha
dejado mucho que desear.

Finalmente, insistir en lo que ya se ha dicho de la transpa-
rencia y rendición de cuentas; aquí la Junta de Coordina-
ción Política ya aprobó una comisión especial para investi-
gar el elevado endeudamiento de los estados.

Solamente pedir, presidente, compañeros diputados, que
legislemos para que existan mayores mecanismos de trans-
parencia y rendición de cuentas. Muchas gracias.

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Her-
nández: Gracias. Tiene la palabra la diputada Mercedes
del Carme Guillén Vicente, hasta por cinco minutos.

El diputado Omar Fayad Meneses (desde la curul): Pre-
sidente.

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Her-
nández: El diputado Omar Fayad.

El diputado Omar Fayad Meneses (desde la curul): Para
preguntarle, rectificando lo que ha dicho, si conoce la gran
deuda que ha dejado Calderón y Fox, y estos 11 años de te-
rrible endeudamiento, porque analizan la deuda de los es-
tados, pero no la deuda federal; quisiera me permitiera ha-
cer uso de la palabra, y en el tema de la seguridad, que le
hemos dado tres veces más de presupuesto y tienen hundi-
do al país en la peor inseguridad.

El Presidente diputado Jesús María Rodríguez Her-
nández: En los términos del artículo 100 y 114 del Regla-
mento, en el tema de agenda política no se permiten las
mociones de cuestionamiento ni rectificación de hechos.
Tiene la palabra la diputada María del Carmen Guillén.

La diputada Mercedes del Carmen Guillén Vicente:
Gracias, presidente. El crecimiento de la pobreza, del reza-
go social, de la desigualdad son malas noticias, que por co-
nocidas dejan de impactar en la credibilidad y confianza
que lleva el rumbo del país.

Que la pobreza crece y se profundiza no es noticia, tampoco
que hoy uno de los rostros más severos se registra en muni-
cipios urbanos, cuando era en estas zonas donde la desigual-
dad y la pobreza registraban decrementos sustantivos.

En solo una década se han destruido años de esfuerzos ins-
titucionales, sociales y de las familias, que hoy ven cómo
retroceden para ubicarse donde sus padres iniciaron la eta-
pa de ascenso social y el acceso a niveles de bienestar efec-
tivos.
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No es la falta de recursos lo que es la solución para abatir-
la, es la profunda contradicción entre el manejo económico
y las políticas sociales, ambas cerradas y parciales, de vi-
sión corta y sin compromiso en sus resultados, de un go-
bierno que claudica en su responsabilidad de impulsor de
desarrollo y de generación de empleos de calidad, que por
sí mismos vinculen a los ciudadanos a los regímenes de se-
guridad y protección social; de un gobierno que deposita en
transferencias el peso de su intento de política social, como
estrategia que administra la pobreza y el hambre de millo-
nes de mexicanos; de un gobierno que no sabe articular po-
líticas y programas públicos y los ejerce de manera aislada
y discrecional; de un gobierno que repite las justificaciones
como mantras y que intenta culpabilizar hasta esta sobera-
nía de sus magros resultados.

No son las leyes recursos mágicos para generar empleos o
para derrotar al crimen organizado; no está en las leyes el
mejorar niveles de bienestar ni erradicar la pobreza; no es
la ausencia de un marco legal, que el campo está en el
abandono y crece la dependencia alimentaria.

Las leyes son el punto entre los derechos sociales, que co-
mo sociedad reconocemos y aspiramos para todos; es fun-
ción de un gobierno eficaz y eficiente combinar responsa-
bilidad, proyecto y transparencia en su quehacer.

Los mexicanos merecemos mucho más que el presente que
vivimos; jamás la desigualdad, la pobreza, marcará mejo-
res tiempos para el país.

Este es el reclamo ciudadano: un gobierno eficiente y soli-
dario, capaz y responsable, que construya equilibrios, ge-
nere desarrollo económico y eleve la calidad de vida.

México merece un cambio profundo, un rumbo cierto, un
gobierno eficiente —no como el que tenemos—, que rinda
cuentas y dé resultados sólidos. Lo demás, compañeros, es
pura mercadotecnia y justificación mediática. Gracias, pre-
sidente.

Presidencia del diputado 
Emilio Chuayffet Chemor

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, diputada. 

CODIGO PENAL FEDERAL

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la discusión del dicta-
men con proyecto de decreto que adiciona el artículo 225
Bis al Código Penal Federal. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Dictamen de la Comisión de Justicia, con proyecto de de-
creto que adiciona el artículo 225 Bis al Código Penal Fe-
deral

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Justicia de la LXI Legislatura le fue tur-
nada para su estudio, análisis y dictamen correspondiente,
la iniciativa con proyecto de decreto por la que se adiciona
el artículo 225 Bis al Código Penal Federal.

La Comisión de Justicia, de conformidad con lo dispuesto
en los artículos 70, 71, 72 y 73 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 39 y 45 numeral 6 inci-
sos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; y 80, 81 numeral 2, 85, 157,
numeral 1, fracción I, 158, numeral 1, fracción IV, y 167,
numeral 4, del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a la consideración de los integrantes de esta honora-
ble Asamblea el presente dictamen.

Antecedentes

Primero. En sesión celebra el día 4 de octubre de 2011, por
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, el diputado J. Eduardo Yáñez Montaño, del Grupo
Parlamentario del PRI, presentó iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adiciona el artículo 225 Bis al Códi-
go Penal Federal.

Segundo. La Mesa Directiva de la LIX Legislatura de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión
en esa misma fecha acordó, se turnara la iniciativa en co-
mento a la Comisión de Justicia para efectos de su estudio,
análisis y dictamen correspondiente.

Contenido de la iniciativa

Esta iniciativa encuentra su justificación en algunos de los
siguientes argumentos:
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El proponente manifiesta que durante los procedimientos
de procuración e impartición de justicia, sobre todo al ini-
ciarse la averiguación en la comisión de un delito y en la
determinación de uno o más probables responsables en la
comisión del mismo, normalmente quienes actúan en las
integraciones requieren de la autorización de un superior
jerárquico para tomar determinaciones. 

Continúa expresando que, cuando alguna persona es rete-
nida para investigar sobre su probable participación en la
comisión de algún delito, y para lo cual se cuenta con un
término de 48 horas para resolver su situación jurídica, a
menudo se presentan casos en los que el superior jerárqui-
co responsable no está enterado totalmente de la situación
del indiciado, por lo que al estar por vencerse éste término,
y sin conocer a fondo los medios de prueba contenidos en
la averiguación, instruye que la misma se remita ante un
juez para que sea éste quien determine sobre la instrucción
de un proceso penal, o en su caso la liberación de quien se
señala como inculpado.

El diputado proponente manifiesta que esta circunstancia,
es sólo el inicio de una serie de violaciones a los derechos
humanos, dado que en lugar de que a una persona se le con-
sidere inocente hasta que se demuestre su culpabilidad, se
actúa de manera inversa y lo mismo llega a ocurrir ante los
órganos jurisdiccionales que también tienen un término pa-
ra resolver la situación jurídica del indiciado. 

En este orden de ideas, sucede que el proceso penal puede
continuar su secuela sin que se realice un análisis minucio-
so de las constancias que integran la carpeta de investiga-
ción, y en muchos casos se opta por dictar un auto de formal
prisión y consecuentemente se vincula a un proceso en for-
ma injustificada, sin considerar que con esto se pudieran es-
tar destruyendo la forma de vida de una persona e inclusive
de toda una familia; ya que al reservarse un análisis escru-
puloso, puede transcurrir más de una año hasta que se dicte,
en su caso, una sentencia absolutoria por la que se libere al
inculpado, con el clásico comentario “Disculpe usted”.

En esta situación él o los servidores públicos, ya sean de
procuración o impartición de justicia, responsables por di-
cho acto de violación a los derechos humanos, no son acre-
edores a ningún tipo de sanción; dado que son estos quie-
nes por falta de previsión, atención, interés o cuidado, no
observan de manera oportuna lo que por su cargo, están
obligados a hacer, y que por dicha negligencia o culpa
afectan gravemente la vida de la persona en cuestión y la
de su familia.

El problema se agrava cuando en dicha conducta u omisión
interviene el dolo y concretamente en los casos en que du-
rante la investigación transcurre el tiempo sin poder en-
contrar al probable o probables responsables y al sentirse
presionados por la sociedad y los medios de comunicación,
entonces de forma intencional señalan a cualquier persona,
desde luego fabricándole pruebas e inclusive obligando ba-
jo amenaza a confesar hechos que desde luego no cometió
para ponerlo a disposición del juez. 

Menciona el diputado proponente que en nuestro país se
han presentado varios casos en las condiciones anterior-
mente expuestas, y sólo por señalar uno de los más recien-
tes y difundidos, se encuentra el de Alberta Alcántara Juan
y Teresa González Cornelio, quienes fueron detenidas en
marzo de 2006 y permanecieron recluidas en el penal fe-
menil de San José El Alto, acusadas de delito de secuestro
y posesión de cocaína y fue hasta el 28 de abril de 2010
cuando la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación, ejerciendo de oficio la facultad de atracción, pa-
ra conocer del recurso de apelación interpuesto, decidió
por unanimidad de cinco votos, revocar la sentencia emiti-
da por el juez cuarto de distrito en el Estado de Querétaro,
al considerar que las mencionadas no eran penalmente res-
ponsables de los delitos por los que fueron sentenciadas,
por ello se absolvieron lisa y llanamente y se ordenó su ab-
soluta e inmediata libertad después de tres años ocho me-
ses. 

El autor coincide con el criterio del ministro de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, Arturo Zaldívar, de que an-
te la gravedad de esta situación, la solución no puede limi-
tarse a su liberación, es decir, necesariamente éste debe in-
cluir al menos tres aspectos más: primero, la reparación del
daño, alguien debe resarcir a los inocentes encarcelados in-
justamente; segundo, policías, ministerios públicos y jue-
ces involucrados deben ser juzgados por las responsabili-
dades que resulten de sus actos y; tercero, la necesidad de
una profunda reforma al sistema de procuración e imparti-
ción de justicia, así como a la de los cuerpos policíacos.

En virtud de lo anterior, el diputado proponente sostiene
que se deben sancionar los actos u omisiones de los servi-
dores públicos pertenecientes al sistema de procuración y
administración de justicia que por culpa o negligencia, o
mayor aún, es decir, que hagan o dejen de hacer con dolo y
que por ello se retenga a una o más personas o se instruya
a un proceso que concluya en una sentencia absolutoria de-
finitiva.
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Establecidos los antecedentes y el contendido de la inicia-
tiva, los miembros de la Comisión de Justicia de la LXI Le-
gislatura de la Cámara de Diputados, que suscriben el pre-
sente dictamen exponemos las siguientes:

Primera. Después de haber analizado los argumentos ver-
tidos en la iniciativa que nos ocupa, esta Comisión consi-
dera procedente la adición del artículo 225 Bis al Código
Penal Federal en vigor.

Esta comisión reflexiona y determina que es de atenderse
la adición planteada, toda vez que en México no se ha lo-
grado la eficiencia de los órganos del Estado, específica-
mente en el caso que nos ocupa los de procuración e im-
partición de justicia y en consecuencia una imposibilidad
de los ciudadanos de acceso a la justicia; lo cual se traduce
en procesos judiciales prolongados, costosos para el Esta-
do, pero sobre todo para las partes, es decir para el presun-
to responsable y la víctima u ofendido, en donde en mu-
chos de ellos se presentan una serie de violaciones a los
principios del debido proceso legal, pero sobre todo se
afecta gravemente la integridad emocional de las personas.

Segunda. En estas circunstancias lo ideal sería que cada
órgano del Estado y con ello sus funcionarios cumplieran a
cabalidad con las funciones que le son encomendadas por
las leyes. Sin embargo, la realidad nos muestra que tanto en
los órganos de procuración como de impartición de justicia
se han presentado irregularidades y excesos en cuanto a su
ejecución, propiciando con ello innumerables violaciones a

los derechos humanos y una inexcusable ausencia de la re-
paración adecuada de los daños a quienes habiendo sido
aprehendidos, vinculados a proceso y en muchas ocasiones
hasta procesados, finalmente no les es posible a las autori-
dades acreditarles la probable responsabilidad de un delito,
sin embargo el daño ya fue generado.

Es oportuno señalar que para esta comisión dictaminadora,
no pasa desapercibido que la averiguación previa como una
etapa preprocesal ha servido como filtro al juzgador para
delimitar que conductas cumplen con los requisitos que ca-
da tipo penal exige para la configuración de determinado
delito. Ante esto, es evidente la importante tarea y respon-
sabilidad recaída en el Ministerio Público. Es por tanto que
le corresponde tomar acciones para efecto de mostrar al
juzgador la existencia de un hecho considerado como deli-
to, así como al o los probables responsables de éste y se
apertura con ello la posibilidad jurídica de encontrar justi-
cia ante la autoridad judicial.

Si el Ministerio Público omite realizar las funciones que le
atañen para la debida integración de la averiguación previa
o realiza dichas funciones de manera no adecuada u opor-
tuna, genera un detrimento de los derechos a la certidum-
bre jurídica, a la justicia pronta, a la posibilidad de evitar la
impunidad y atenta contra los principios que debe acatar
todo funcionario con esta categoría en el Estado, como lo
son la legalidad, protección social, eficiencia, profesiona-
lismo, honradez y respeto a los derechos humanos.
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Por tal razón, el Ministerio Público debe caracterizarse por
contar con la debida preparación, dominio de los conoci-
mientos atinentes al caso, además de una vocación de ser-
vicio a toda prueba, circunstancias estas que privilegiarían
una actuación razonada, sustentada y apropiada para la na-
turaleza y fin de su encargo al generar como consecuencia
investigaciones valiosas y oportunas que faciliten el acce-
so a la justicia. 

Tal importancia del actuar de los investigadores de hechos
delictivos ha trascendido al ámbito internacional, pues la
Organización de las Naciones Unidas en el Octavo Con-
greso sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delin-
cuente, celebrado en la Habana, Cuba del 27 de agosto al 7
de septiembre de 1990, se optó por elaborar las Directrices
sobre la Función de los Fiscales, en donde se hace especial
énfasis en la debida actuación de los investigadores de los
delitos y en la eficacia y prontitud de sus actuaciones.

Lo mismo sucede en el caso de los Jueces y Magistrados
del Poder Judicial de la Federación, a quienes se enco-
mienda la importante función de administrar justicia; es de-
cir, aplicar la ley a los casos concretos, donde como máxi-
ma debe operar en la realización de sus funciones que esta
sea con la debida diligencia. 

Tercera. Acorde con la inquietud del Diputado J. Eduardo
Yáñez Montaño, no se omite establecer que “Nadie puede
ser condenado por sospechas, porque es mejor que se deje
impune del delito a un culpable, que condenar a un ino-
cente” como ya lo señalaba el Corpus Juris Civile, desde
principios del siglo VI de nuestra era y aún hoy en día co-
mo una premisa a priori, sigue siendo un postulado que se
manifiesta a través del principio de presunción de inocen-
cia contenido en el debido proceso legal.

La importancia de lo anterior radica en garantizar a la per-
sona que se le imputa algún hecho que la ley señala como
delito, que será tratada durante todo el proceso penal con
respeto y sin violentar los derechos que a su favor consa-
gra la ley, y que por cuanto no será considerado culpable
del hecho, hasta que el acusador habiéndolo probado más
allá de toda duda razonable, el tribunal a través de un Juez
determine su responsabilidad y lo condene con una senten-
cia firme.

Cuarta. Partiendo de la anterior premisa y considerando
que nuestro sistema de justicia penal es de corte garantista,
en este se contiene el principio de presunción de inocencia,
el cual es un derecho sustantivo fundamental porque deri-

va de la necesidad de considerar a toda persona inocente
hasta en tanto se demuestre su culpabilidad, como una
afirmación de que el individuo nace libre; la presunción de
inocencia, constituye uno de los ejes rectores de todo siste-
ma penal en el contexto de un Estado de derecho democrá-
tico.

Bajo este principio emanan toda una gama de derechos que
lo fortalecen, por lo que en opinión de Ferrajoli citado por
el doctor Juan Gabriel Couoto, Magistrado Presidente del
Tribunal Superior de Justicia y del Consejo de la Judicatu-
ra del Estado de Chiapas, la presunción de inocencia deno-
ta al menos dos acepciones de tipo garantista y que son: 

1. La regla de tratamiento del imputado, que excluye o
restringe al máximo la limitación de la libertad personal,
y

2. La regla del juicio, que impone la carga acusatoria de
la prueba hasta la absolución en caso de duda. 

En la primera acepción implica que podrá aplicarse la pri-
sión preventiva en última instancia no como regla, sino co-
mo excepción y en los casos que señala expresamente la
Ley Suprema en su artículo 19 párrafo segundo como lo
son delincuencia organizada, homicidio doloso, violación,
secuestro, delitos cometidos con medios violentos como
armas y explosivos así como delitos graves que determine
la ley en contra de la seguridad de la nación, el libre desa-
rrollo de la personalidad y de la salud.

En el segundo caso, la carga de la prueba no la tiene el im-
putado, debido a que como inocente de dichos hechos se le
exime de probar su responsabilidad, sino que le correspon-
de al Fiscal o Ministerio Público, que debe con una activi-
dad probatoria de cargo desvirtuar la presunción de inocen-
cia, comprobando la existencia del delito y la culpabilidad
del acusado, más allá de la duda. En este sentido, la defensa
tampoco tiene el compromiso de probar la inocencia del
imputado, porque además, según los principios del derecho
procesal, la carga de la prueba incumbe al actor. 

Quinta. En este orden de ideas, el principio de presunción
de inocencia es considerado parte de los derechos humanos
en los instrumentos internacionales de los que México for-
ma parte, de los cuales se puede señalar la Declaración
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre,
aprobada por la Novena Conferencia Internacional Ameri-
cana, en Bogotá, Colombia, el 2 de mayo de 1948, que en
su artículo XXVI señala:
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“Artículo XXVI: Se presume que todo acusado es ino-
cente, hasta que se demuestre que es culpable”

Otro de los tratados más importantes de los cuales México
forma parte es la Declaración Universal de los Derechos
Humanos, proclamada por la Asamblea General de la Or-
ganización de las Naciones Unidas, y adoptada el 10 de di-
ciembre de 1948, que en su artículo 11.1 expone:

“Artículo 11.1: Toda persona acusada de delito tiene de-
recho a que se presuma su inocencia mientras no se
pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio pú-
blico en el que se le hayan asegurado todas las garantí-
as necesarias para su defensa.” 

En el mismo tenor, el Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos, adoptado el 16 de diciembre de 1966
en la ciudad de Nueva York y del cual la participación de
nuestro país fue aprobada por la Cámara de Senadores del
Congreso de la Unión, el 18 de diciembre de 1980, hace
alusión a la presunción de inocencia en su artículo 14.2 que
a letra señala:

“Artículo 14: 

1…

2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que
se presuma su inocencia mientras no se pruebe su cul-
pabilidad conforme a la ley”

Asimismo, la Convención Americana sobre Derechos
Humanos denominada “Pacto de San José” adoptada
en esa ciudad de la República de Costa Rica, el 22 de
noviembre de 1969, la pronuncia en su artículo 8.2 que
expresa textualmente:

“Artículo 8. Garantías Judiciales

1…

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que
se presuma su inocencia mientras no se establezca le-
galmente su culpabilidad… ”

Sexta. En relación con lo antes señalado, en nuestro país el
máximo tribunal en tesis número XXXV/2002, de la nove-
na época norma su criterio en los siguientes términos:

“Presunción de inocencia. El principio relativo se
contiene de manera implícita en la Constitución fe-
deral. De la interpretación armónica y sistemática de
los artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero,
19, párrafo primero, 21, párrafo primero, y 102, aparta-
do A, párrafo segundo, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, se desprenden, por una par-
te, el principio del debido proceso legal que implica que
al inculpado se le reconozca el derecho a su libertad, y
que el Estado sólo podrá privarlo del mismo cuando,
existiendo suficientes elementos incriminatorios, y se-
guido un proceso penal en su contra en el que se respe-
ten las formalidades esenciales del procedimiento, las
garantías de audiencia y la de ofrecer pruebas para des-
virtuar la imputación correspondiente, el Juez pronuncie
sentencia definitiva declarándolo culpable; y por otra, el
principio acusatorio, mediante el cual corresponde al
Ministerio Público la función persecutoria de los delitos
y la obligación (carga) de buscar y presentar las pruebas
que acrediten la existencia de éstos, tal y como se des-
prende de lo dispuesto en el artículo 19, párrafo prime-
ro, particularmente cuando previene que el auto de for-
mal prisión deberá expresar “los datos que arroje la
averiguación previa, los que deben ser bastantes para
comprobar el cuerpo del delito y hacer probable la res-
ponsabilidad del acusado”; en el artículo 21, al disponer
que “la investigación y persecución de los delitos in-
cumbe al Ministerio Público”; así como en el artículo
102, al disponer que corresponde al Ministerio Público
de la Federación la persecución de todos los delitos del
orden federal, correspondiéndole “buscar y presentar las
pruebas que acrediten la responsabilidad de éstos”. En
ese tenor, debe estimarse que los principios constitucio-
nales del debido proceso legal y el acusatorio resguar-
dan en forma implícita el diverso principio de presun-
ción de inocencia, dando lugar a que el gobernado no
esté obligado a probar la licitud de su conducta cuando
se le imputa la comisión de un delito, en tanto que el
acusado no tiene la carga de probar su inocencia, pues-
to que el sistema previsto por la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos le reconoce, a priori, tal
estado, al disponer expresamente que es al Ministerio
Público a quien incumbe probar los elementos constitu-
tivos del delito y de la culpabilidad del imputado.”1

Séptima. El anterior criterio ya se encuentra plasmado en
nuestra Constitución, en  las reformas de fecha 18 de junio
de 2008, que al incorporarse el sistema adversarial acusa-
torio, se inserta el principio de presunción de inocencia
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contenido en la fracción I, apartado B, del artículo 20, ba-
jo el título denominado De los derechos de toda persona
imputada al establecer:

“Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral.
Se regirá por los principios de publicidad, contradic-
ción, concentración, continuidad e inmediación.

…

B. De los derechos de toda persona imputada:

I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare
su responsabilidad mediante sentencia emitida por el
juez de la causa.

…”

Octava. Por otro lado, coincidimos con la intención del
diputado proponente y que es reafirmada por el Ministro de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación Arturo Zaldívar,
consistente en que alguien debe resarcir los daños a los ino-
centes encarcelados injustamente, toda vez que la libertad
no es un lujo, ni únicamente un derecho, sino una función
social, vital y necesaria de todo ser humano.

Lo anterior tiene sustento legal en los acuerdos internacio-
nales que México ha adoptado en el rubro de la indemni-
zación a que tiene derecho una persona que ha sido conde-
nada por error judicial. Específicamente se encuentra la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, en la
cual bajo el título décimo “Derecho a indemnización” esta-
blece:

“Artículo 10: Toda persona tiene derecho a ser indemni-
zada conforme a la ley en caso de haber sido condenada
en sentencia firme por error judicial”

De igual modo éste soporte se establece en el Pacto In-
ternacional de Derechos Civiles y Políticos en su artícu-
lo 14 que expresa:

“Artículo. 14: 

…

“Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ul-
teriormente revocada, o el condenado haya sido indulta-
do por haberse producido o descubierto un hecho plena-
mente probatorio de la comisión de un error judicial, la

persona que haya sufrido una pena como resultado de tal
sentencia deberá ser indemnizada, conforme a la ley, a
menos que se demuestre que le es imputable en todo o
en parte el no haberse revelado oportunamente el hecho
desconocido…”

Novena.  Sin dejar de atender las anteriores consideracio-
nes, no pasa desapercibido para esta Comisión dictamina-
dora, la carga de trabajo que tienen los servidores públicos
tanto de procuración como de impartición de justicia y que
su actuar debe llevarse a cabo sin presión alguna, por lo
que al analizar su participación no debe de existir duda al-
guna de que su proceder fue con conocimiento de la res-
ponsabilidad que implican sus hechos u omisiones, por ello
esta Comisión considera que al atender la culpa, esta debe
ser grave y la negligencia inexcusable. 

En estos términos de lo anteriormente señalado, debe en-
tenderse por culpa grave cualquier falta voluntaria o no de
una persona que produce un mal o daño generado por un
descuido o desprecio absoluto en la adopción de las pre-
cauciones más elementales para evitar un mal daño.  

Asimismo, precisando el término negligencia inexcusable,
esta se define como la acción temeraria, descuidada o ne-
gligente, de tal magnitud que no admite excusa, pues, en
los términos del actuar correctamente, ella implica en sí
misma una falta de cuidado gravísima.

En mérito de lo anteriormente expuesto, los Integrantes de
esta Comisión de Justicia, dictaminan favorablemente la
iniciativa en estudio con modificaciones, ya que se debe
puntualizar lo expresado en el considerando inmediato an-
terior y sin dejar de atender los considerandos que le pre-
ceden, por lo que nos permitimos someter a consideración
del pleno de esta honorable Asamblea, el siguiente proyec-
to de

Decreto por el que se adiciona el artículo 225 Bis al Có-
digo Penal Federal

Artículo Único. Se adiciona el artículo 225 Bis al Código
Penal Federal para quedar como sigue:

Artículo 225 Bis. Al servidor público del sistema de pro-
curación e impartición de justicia que por culpa grave
o negligencia inexcusable ejecute actos o incurra en
omisiones y que por ello se retenga a una o más perso-
nas o se instruya a un proceso penal que concluya en
una sentencia definitiva que absuelva al procesado, se le
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impondrá pena de prisión de dos a cuatro años y multa
de dos mil a cuatro mil días de salario mínimo vigente
en el Distrito Federal, que serán entregados al senten-
ciado. 

Cuando la conducta sea dolosa, además de la sanción
pecuniaria señalada, la prisión será de cuatro a diez
años. 

En este delito, además de las penas de prisión y multa
previstas, el servidor público será destituido e inhabili-
tado de tres a diez años para desempeñar otro empleo,
cargo o comisión públicos.

Este delito será perseguible sólo por querella de la par-
te ofendida.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Nota:

1 Archivo IUS de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
http://200.38.163.161/UnaTesislnkTmp.asp?nIus=186185&cPalPrm=
PRESUNCION%2cDE%2cINOCENCIA%2c&cFrPrm Consulta:
Septiembre 2011

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de noviembre de 2011.

La Comisión de Justicia, diputados: Víctor Humberto Benítez Tre-
viño (rúbrica), presidente; Sergio Lobato García, Miguel Ernesto Pom-
pa Corella (rúbrica), Óscar Martín Arce Paniagua (rúbrica), Camilo
Ramírez Puente (rúbrica), Ezequiel Rétiz Gutiérrez, Juanita Arcelia
Cruz Cruz, Eduardo Ledesma Romo (rúbrica), secretarios; María de
Jesús Aguirre Maldonado (rúbrica), Luis Carlos Campos Villegas (rú-
brica), Nancy González Ulloa, Leonardo Arturo Guillén Medina (rú-
brica), Mercedes del Carmen Guillén Vicente, Cuauhtémoc Gutiérrez
de la Torre, Gregorio Hurtado Leija, Israel Madrigal Ceja, Sonia Men-
doza Díaz, Dolores de los Ángeles Nazares Jerónimo, María Antonie-
ta Pérez Reyes, Rodrigo Pérez-Alonso González, Norma Leticia Sala-
zar Vázquez, Cuauhtémoc Salgado Romero, Miguel Ángel Terrón
Mendoza (rúbrica), Enoé Margarita Uranga Muñoz (rúbrica; con los
cambios aprobados en la reunión), Josué Cirino Valdés Huezo (rúbri-
ca), Alma Carolina Viggiano Austria, Pedro Vázquez González (rúbri-
ca), J. Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Arturo Zamora Jiménez (rú-
brica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra, hasta por cinco minutos, el diputado Eduar-
do Yáñez Montaño, para fundamentar el dictamen, de con-
formidad con el artículo 104, numeral 1, fracción II del
Reglamento.

El diputado J. Eduardo Yáñez Montaño: Con su permi-
so, diputado presidente. Compañeras diputadas y diputa-
dos, pongo a consideración de esta soberanía un dictamen
que adiciona el artículo 225 Bis al Código Penal Federal,
mediante el cual se propone sancionar a los servidores pú-
blicos de procuración e impartición de justicia, que por cul-
pa grave o negligencia inexcusable, e inclusive a través del
dolo, pudieran retener a una o más personas, instruirles un
proceso que al final concluya en una sentencia absolutoria.

La sanción que se propone es privativa de libertad y oscila
entre los 2 y 4 años de prisión y una multa de 2 mil a 4 mil
días de salario mínimo, que se propone sean entregados di-
rectamente al sentenciado; un sentenciado que aun habien-
do obtenido la absolución le cuesta mucho trabajo reinte-
grarse a la sociedad y de la misma manera, encontrar un
empleo, porque ya se le considera ex presidiario.

El objetivo principal de este dictamen, es que quienes tie-
nen la delicada tarea de procurar y administrar justicia
cumplan cabalmente con la encomienda, que atiendan y
que de manera minuciosa examinen los expedientes, el
contenido de las probanzas, desde indagatoria, desde ave-
riguación previa, que no se esperen hasta la sentencia que
pudiera dictarse hasta después de un año, sin ponerse a
considerar que con ello pudieran estar destruyendo la for-
ma de vida de una persona y la de toda su familia; el obje-
tivo principal también de este dictamen es que ya no exis-
ta materia para que se puedan elaborar más documentales
como el de Presunto Culpable.

Este dictamen da cumplimiento a los tratados internaciona-
les de los que México forma parte y en los que se precisa
que a toda persona se le debe de considerar inocente, mien-
tras no se demuestre lo contrario.

En este dictamen también se está dando cumplimiento a lo
establecido al artículo 20 de nuestra Carta Magna, en la úl-
tima reforma que ya se está previendo y por nuestra parte,
coincidimos con la opinión del ministro de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación, Arturo Saldívar, quien pre-
cisa que se deben resarcir los daños a los inocentes encar-
celados injustamente, toda vez que la libertad no es un lu-
jo ni únicamente un derecho, sino una función social vital
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y necesaria de todo ser humano, por lo que ante la grave-
dad de esta situación la solución no puede limitarse a su li-
beración; es decir, necesariamente éste debe de incluir, por
lo menos, tres aspectos más:

Primero, la reparación del daño. Alguien debe de resarcir a
los inocentes encarcelados injustamente.

Segundo, policías, ministerios públicos y jueces involucra-
dos deben ser juzgados por las responsabilidades que re-
sulten en sus actos, y

Tercero, la necesidad de una profunda reforma al sistema
de procuración e impartición de justicia.

Soy el proponente de esta iniciativa, que ya fue dictamina-
da en la Comisión de Justicia por unanimidad de votos y
hoy lo pongo a consideración de esta soberanía. Es cuanto,
diputado presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias. De conformidad con el artículo 104, numeral
1, fracción IV del Reglamento, se han registrado, para fijar
la posición de su grupo parlamentario, las siguientes dipu-
tadas y diputados, quienes harán uso de la palabra por cin-
co minutos cada uno, el diputado Pedro Vázquez González,
del Partido del Trabajo. Don Pedro.

El diputado Pedro Vázquez González: Con su venia, se-
ñor presidente. Compañeras diputadas, compañeros diputa-
dos, a nombre del Grupo Parlamentario del Partido del Tra-
bajo acudo a esta tribuna para fijar posición acerca del
dictamen, que hoy nos presenta la Comisión de Justicia.

El presente dictamen tiene por objeto adicionar el artículo
225 Bis del Código Penal Federal; en el Grupo Parlamen-
tario del Partido del Trabajo, señalamos que la percepción
de la sociedad sobre la justicia penal es sumamente nega-
tiva.

Ha sido público y notorio que en los últimos años hemos
estado ante la presencia de casos en los que no se ve refle-
jada la eficiencia de los órganos de procuración e imparti-
ción de justicia, lo que trae como consecuencia la imposi-
bilidad de los ciudadanos al acceso a la justicia, tal y como
lo prevé el artículo 17 constitucional.

En este tenor, nuestro grupo parlamentario ya nos hemos
manifestado por una inmediata reestructuración de un sis-
tema de justicia que otorgue certeza y seguridad jurídica,

que sea democrático e imparcial y siempre a favor de los
gobernados.

Han sido públicos y notorios los excesos e irregularidades
de los órganos de procuración e impartición de justicia,
tanto al inicio de la averiguación previa, en el transcurso de
ésta e incluso cuando está puesto a disposición de la auto-
ridad jurisdiccional, o cuando se dicta la sentencia y ésta es
absolutoria, ello propicia innumerables violaciones a los
derechos humanos y a las garantías individuales, lo que
afecta de manera grave la vida y la libertad de las personas
y la de sus familias.

En este supuesto se encuentra el famoso documental Pre-
sunto culpable, cuyo protagonista fue sentenciado a 20
años de prisión, sin tener una sola prueba en su contra.

En este tenor, con la presente reforma pretendemos sancio-
nar a los servidores públicos del sistema de procuración e
impartición de justicia, que por culpa grave o negligencia
inexcusable ejecute actos o incurra en omisiones y que por
ello, se retenga a una o más personas o se instruya un pro-
ceso que concluya en una sentencia definitiva que absuel-
va al procesado.

Compañeras y compañeros legisladores, el Grupo Parla-
mentario del Partido del Trabajo manifiesta su total acuer-
do en sancionar los actos u omisiones de los servidores pú-
blicos pertenecientes al sistema de procuración y
administración de justicia, que por culpa grave o negligen-
cia inexcusable, o mayor aún, actúen con dolo y que por
ello se retenga a una o más personas o se instruya un pro-
ceso que concluya en una sentencia absolutoria, y de igual
forma nos manifestamos a favor de imponer las sanciones
correspondientes.

En este tenor no debemos de olvidar que el principio de
presunción de inocencia se encuentra contenido de manera
muy expresa en el artículo 20, Apartado B, fracción I de
nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; por las anteriores consideraciones, anunciamos
nuestro voto a favor del presente dictamen. Es cuanto, se-
ñor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias. Tiene la palabra la diputada Juanita Arcelia
Cruz Cruz, del Partido de la Revolución Democrática.

La diputada Juanita Arcelia Cruz Cruz: Con su permi-
so, señor presidente. Compañeras y compañeros diputados,
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a nombre de la fracción parlamentaria del Partido de la Re-
volución Democrática vengo a fijar posición sobre el dic-
tamen que se discute.

Este dictamen, que va a ser sometido a votación por esta so-
beranía, busca subsanar las deficiencias existentes en los
procesos penales, al establecer una sanción para los funcio-
narios del sistema de procuración e impartición de justicia,
que sin realizar las debidas diligencias o el análisis debido de
las constancias que integran las averiguaciones previas, dic-
tan de manera indebida un auto de formal prisión.

Es claro que en nuestro sistema de justicia muchos funcio-
narios que imparten y procuran justicia no son sancionados
por integrar de manera errónea o por negligencia dichas
averiguaciones y por ello, una persona inocente se ve pri-
vada de su libertad.

Se trata de enmendar los errores judiciales y aquellas con-
ductas dolosas, particularmente los casos en que durante la
investigación transcurra el tiempo sin poder encontrar al
probable o probables responsables, y al sentirse presiona-
dos por la sociedad y los medios de comunicación, algunos
funcionarios, de forma dolosa, señalan a cualquier persona,
fabricándoles delitos o hechos que no cometieron para po-
nerlo a disposición de juez.

Por tanto y congruente con un sistema de justicia garantis-
ta y respetuoso de los derechos humanos, se deben reparar
los daños a los inocentes encarcelados injustamente, toda
vez y tal como lo señala el dictamen, la libertad no es un
lujo ni únicamente un derecho, sino una función social, vi-
tal y necesaria de todo ser humano.

En México muchas personas son detenidas en función de
pruebas claramente deficientes; en ocasiones son encarce-
ladas durante periodos que exceden con mucho los límites
legales de la prisión preventiva; a otras se les niega el ac-
ceso a una representación o asistencia jurídica adecuada,
precisamente en el momento procesal en que corren mayor
riesgo de sufrir torturas u otros tratos crueles e inhumanos
para tener confesiones.

En muchos casos los jueces desestiman o ignoran reitera-
damente estas violaciones al debido proceso penal, lo que
fomenta la impunidad; sin embargo y con mucha frecuen-
cia, son las personas más desfavorecidas socialmente o
vulnerables las que tienen más posibilidades de convertir-
se en víctimas de estos abusos y desde luego, todo esto sin
ningún tipo de responsabilidad.

Por tanto, nuestro grupo parlamentario votará a favor de
este dictamen para que sean sancionados y castigados los
funcionarios que imparten o procuran justicia en nuestro
país y que lo hacen a veces de manera muy irresponsable.
Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, diputada. Tiene la palabra el diputado Leo-
nardo Guillén Medina, del Partido Acción Nacional.

El diputado Leonardo Arturo Guillén Medina: Con su
venia, señor presidente. Compañeras diputadas y compa-
ñeros diputados, el sistema de justicia penal es una piedra
angular de cada país. México, durante muchos años, ha lu-
chado por consolidar una justicia pronta, rápida y eficaz.

Desafortunadamente nuestro sistema de justicia penal se ha
caracterizado por ser lento y lamentablemente, sobre todo,
por no garantizar de manera efectiva el derecho que cada
persona tiene de ser considerado inocente durante el desa-
rrollo de la investigación y durante el juicio. De esta forma,
una persona puede ser detenida y privada de su libertad
por funcionarios, como el Ministerio Público, sin que ne-
cesariamente exista una prueba que justifique dicha me-
dida.

De esta forma injustamente muchas personas inocentes
puede pasar años en la cárcel sin que se les dicte sentencia
y por ende, sin que se muestre que verdaderamente come-
tieron un delito.

Señoras y señores, nuestro sistema de justicia debe verda-
deramente ser reflejo de la democracia que hoy vive Méxi-
co. En el 2008 se aprobaron reformas importantes a la
Constitución, cuyo objetivo es el de implementar el siste-
ma acusatorio en México; es decir, aplicar un proceso pe-
nal justo, rápido, equitativo, oral y que tenga como premi-
sa mayor la presunción de inocencia de las personas.

En tal virtud es importante impulsar las reformas que con-
creten dicho mandato constitucional; por eso el Ejecutivo
federal ha presentado la iniciativa para expedir un nuevo
Código Penal de Procedimientos Penales, que permita ins-
taurar para siempre un sistema de justicia democrático y
protector de los derechos humanos.

En Acción Nacional damos la bienvenida a todas las refor-
mas que privilegien la libertad de nuestros ciudadanos, tal
y como es la pretensión del dictamen que aquí se discute y
por el cual felicitamos a todos los integrantes de la Comi-
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sión de Justicia, en especial a su presidente, el diputado Be-
nítez Treviño.

En efecto, mediante este dictamen se castigará a todos
aquellos servidores públicos del ámbito de procuración e
impartición de justicia que ejecuten actos o incurran en
omisiones, deteniendo, reteniendo, privando de su libertad
a cualquier persona o instruyéndoles un proceso penal de
manera indebida, de tal forma que ésta concluye en una
sentencia definitiva que absuelva al procesado.

En México no más presuntos culpables. En México no más
disculpe usted. Con reformas como la presente se contri-
buye a garantizar la certeza jurídica de todo mexicano in-
volucrado en el procedimiento penal, maximizando la pro-
tección de sus derechos humanos y respeto de las garantías
constitucionales que los tutelan.

Compañeras y compañeros legisladores, el Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, por mi conducto,
manifiesta que siempre apoyaremos las reformas que sean
necesarias para proteger la libertad de las mexicanas y los
mexicanos; por ello votaremos sin reserva alguna a favor
del presente dictamen. Es cuanto, diputado presidente; mu-
chas gracias, compañeros diputados.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, señor diputado. De conformidad con el artí-
culo 104, numeral 1, fracción V, esta Presidencia informa
que se ha registrado para hablar en pro del dictamen el
diputado Jaime Cárdenas Gracia, quien puede hacer uso de
la tribuna, hasta por tres minutos.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
señor presidente. Compañeras diputadas, compañeros di-
putados. Me llama mucho la atención este dictamen y des-
de luego estoy a favor, porque a diferencia de otros de la
Comisión de Justicia, en donde tienen por propósito endu-
recer las penas, en incrementar los castigos a veces en con-
tra de los derechos fundamentales de las personas, en este
caso encuentro una visión garantista; una visión garantista
a favor de los procesados, a favor de los indiciados.

Es verdad que hay sanciones, tanto a los funcionarios del
Ministerio Público como a los impartidotes de justicia que
actúan con irresponsabilidad, negligencia o culpa, cuando
determinan retenciones o procesos indebidos, procesos pe-
nales que concluyen en absoluciones.

Es importante que el Ministerio Público en México sea un
órgano constitucional autónomo, independiente, ciudada-
nizado; ese cambio está pendiente en nuestro sistema cons-
titucional.

También están pendientes otros cambios al sistema judicial
mexicano, tanto federal como local, para lograr no sola-
mente la oralidad plena en los distintos procesos, sino tam-
bién para lograr un sistema judicial profesional y respetuo-
so de los principios del debido proceso.

Me parece este dictamen un paso hacia adelante; va a evitar
que en el futuro existan, por ejemplo, ese tipo de consignas
populares o habituales entre los miembros del sistema judi-
cial o del Ministerio Público que sostienen, por ejemplo, que
un auto de formal prisión no se le niega a nadie.

Esto me parece una irresponsabilidad enorme; los autos de
formal prisión, como las sentencias, como las consignacio-
nes ante los jueces penales, deben derivar de un análisis es-
crupuloso y de un respeto irrestricto a los principios del de-
bido proceso penal.

Por eso me congratulo con este dictamen y desde luego,
votaré a favor del mismo, porque está exigiendo responsa-
bilidad en los impartidores de justicia y responsabilidad
también en los agentes del Ministerio Público.

La irresponsabilidad, la culpa o el dolo de estos funciona-
rios van a ser sancionados con penas privativas de libertad.
Enhorabuena por este tipo de dictámenes; por eso votaré a
favor del mismo.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Ago-
tada la lista de oradores, consulte la Secretaría a la asam-
blea, en votación económica, si se encuentra suficiente-
mente discutido en lo general y en lo particular.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
Por instrucciones de esta Presidencia, se consulta a la
asamblea en votación económica si se encuentra suficien-
temente discutido en lo general y en lo particular. Las di-
putadas y los diputados que estén por la afirmativa sírvan-
se manifestarlo. Quienes estén por la negativa sírvanse
manifestarlo. Mayoría por la afirmativa, diputado presi-
dente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido en lo general y en lo particular. Pi-
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do a la Secretaría abra el sistema electrónico, por tres mi-
nutos, para proceder a la votación en lo general y en lo par-
ticular.

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, nume-
ral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el
sistema electrónico, por tres minutos, para proceder a la
votación en lo general y en lo particular.

(Votación)

Se informa a la Presidencia que tenemos 254 votos a favor,
0 en contra y 0 abstenciones.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 254 votos
el proyecto de decreto que adiciona el artículo 225 Bis
al Código Penal Federal. Pasa al Senado, para sus efec-
tos constitucionales.

LEY DE DESARROLLO RURAL SUSTENTABLE

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la discusión del dicta-
men con proyecto de decreto que adiciona el párrafo cuar-
to al artículo 25 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. 

El Secretario diputado Carlos Samuel Moreno Terán:
«Dictamen de la Comisión de Desarrollo Rural, con pro-
yecto de decreto que adiciona el párrafo cuarto al artículo
25 de la Ley de Desarrollo Rural

Honorable Asamblea: 

A la Comisión de Desarrollo Rural, de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión de la LXI Le-
gislatura, le fue turnada para su estudio y dictamen la mi-
nuta con proyecto de decreto por el que se adiciona el
párrafo cuarto al artículo 25 de la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable, remitida por la Cámara de Senadores el 11 de
octubre de 2011.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39, 44 y
45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y 80, 84, 85, 157, 176, 177, 190,
191 y 216 del Reglamento de la Cámara de Diputados, la

Comisión de Desarrollo Rural somete a la consideración de
sus integrantes el presente dictamen, el cual se realiza a
partir del siguiente 

Método

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 176, nume-
ral 1, fracción I, del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, la Comisión de Desarrollo Rural encargada del análi-
sis y dictamen de la minuta antes citada, desarrolló su
trabajo conforme al procedimiento que a continuación se
describe: 

I. En el apartado de Antecedentes, se deja constancia de
las acciones realizadas por el proponente para la elabo-
ración de la iniciativa, los trámites del proceso legislati-
vo, la recepción y turno para dictamen, así como las ac-
ciones realizadas por esta comisión dictaminadora. 

II. En el apartado Contenido de la Minuta se reprodu-
cen, en términos generales, los motivos y alcances de la
propuesta en estudio, se hace una breve referencia de los
temas que la componen, así como los argumentos verti-
dos por la Cámara de Senadores, en su calidad de Cá-
mara Revisora.

III. En el apartado de Consideraciones se expresan los
argumentos de valoración de la minuta y los motivos
que sustentan el sentido de su resolución.

IV. Finalmente, se presenta el proyecto de decreto por el
que se adiciona el párrafo cuarto del artículo 25 de la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

Antecedentes 

I. En la sesión del 15 de junio de 2007, el diputado Carlos
Ernesto Navarro López, integrante del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática, haciendo
uso de la facultad que le confiere el artículo 71, fracción
11, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, presentó ante el pleno de la Comisión Permanen-
te del Congreso de la Unión, la iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman y adicionan los párrafos pri-
mero, segundo y tercero del artículo 25 de la Ley de Desa-
rrollo Rural Sustentable.

II. En esa misma fecha, el presidente de la Mesa Directiva
de la Comisión Permanente de la LX Legislatura dispuso
que dicha iniciativa fuera turnada a la Comisión de Desa-
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rrollo Rural de la Cámara de Diputados, para su estudio y
dictamen. 

III. El 13 de abril de 2010, la Comisión de Desarrollo Ru-
ral de la LXI Legislatura, mediante oficio CDR/067/10, so-
licitó al secretariado técnico del Consejo Mexicano para el
Desarrollo Rural Sustentable, hiciera llegar a dicho órgano
legislativo información relativa a la normatividad aplicable
a la integración y funcionamiento de los consejos estatales,
distritales y municipales creados por la Ley de Desarrollo
Rural Sustentable. 

IV. El 13 de mayo de 2010, se recibió en la Comisión de
Desarrollo Rural la información relativa a la normatividad
aplicable a los consejos estatales, distritales y municipales
creados por la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. 

V. El 16 de diciembre de 2010 se aprobó por 370 votos en
pro en el pleno de la Cámara de Diputados el dictamen con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan los
párrafos primero, segundo y tercero del artículo 25 de la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable.

VI. Con fecha 1 de febrero de 2011, se recibió en la Cá-
mara de Senadores la minuta con proyecto de decreto por
el que se reforman los párrafos primero, segundo y tercero
del artículo 25 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable.
La presidencia de la Mesa Directiva de esa soberanía dis-
puso se turnara a las Comisiones Unidas de Desarrollo Ru-
ral y Estudios Legislativos. 

VII. El 6 de octubre de 2011, se aprobó en el pleno de la
Cámara de Senadores el dictamen de las Comisiones Uni-
das de Desarrollo Rural y de Estudios Legislativos de la
minuta con proyecto de decreto por el que se adiciona el
párrafo cuarto del artículo 25 de la Ley de Desarrollo Ru-
ral Sustentable y se turnó a la Cámara de Diputados para
los efectos de lo dispuesto en la fracción E del artículo 72
constitucional.

VIII. En sesión celebrada el 11 de octubre de 2011 por la
Cámara de Diputados, se dio cuenta del oficio de la Cáma-
ra de Senadores con el que se devuelve el expediente de la
minuta con proyecto de decreto por el que se adiciona el
párrafo cuarto del artículo 25 de la Ley de Desarrollo Ru-
ral Sustentable la presidencia de la Mesa Directiva dispuso
se turnara a la Comisión de Desarrollo Rural, para dicta-
men.

Contenido de la Minuta 

La minuta, materia de este análisis y estudio, tiene por ob-
jeto garantizar que en la formación de las instancias cole-
giadas de planeación estatales, distritales y municipales se
mantenga el espíritu de la planeación democrática y parti-
cipativa que mandata la Ley de Desarrollo Rural Sustenta-
ble.

Para dar cumplimiento a lo anterior, la colegisladora apro-
bó, en su carácter de Cámara Revisora, la adición de un pá-
rrafo cuarto al artículo 25 de la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable, que se refiere a la conformación de los conse-
jos estatales, distritales y municipales, para quedar como
sigue: 

Artículo 25. … 

... 

…

Los representantes de las organizaciones sociales y
privadas de carácter económico y social del sector
rural, que integran 105 consejos estatales, distritales
y municipales a 105 que se refiere el presente artícu-
lo deberán estar debidamente acreditados en 105
términos de la normatividad aplicable. 

…

...

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Con base en los antecedentes mencionados, los integrantes
de esta comisión formulamos las siguientes

Consideraciones 

Primera. La Comisión de Desarrollo Rural, en su calidad
de comisión dictaminadora realizó el estudio y análisis de
los planteamientos expuestos en la minuta citada con el ob-
jeto de valorar su contenido, deliberar e integrar el presen-
te dictamen. 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 6 de diciembre de 2011283



Segunda. En la apreciación del Senado de la República, la
Cámara de origen consideró, para la valoración del presen-
te proyecto de decreto que, las adiciones planteadas por el
legislador proponente, tienen como objeto asegurar que en
la conformación de los consejos estatales, distritales y mu-
nicipales se observe el marco de pluralidad que presenta la
integración del Consejo Mexicano para el Desarrollo Rural
Sustentable.

Tercera. La Cámara de Senadores coincide con esta sobe-
ranía en que, entre los criterios que aportan legitimidad y
validez a la participación de los integrantes del Consejo
Mexicano, el más importante se concentra en la acredita-
ción. Bajo esta tesitura, los representantes que integran el
Consejo Mexicano para el Desarrollo Rural Sustentable
como a los consejos estatales, distritales y municipales es-
tán obligados a demostrar ante la instancia de representa-
ción de la que forman parte, que se encuentran debidamen-
te acreditados en términos de lo establecido en la Ley de
Desarrollo Rural Sustentable, en el Reglamento de la Ley
de Desarrollo Rural Sustentable en materia de organismos,
instancias de representación, sistemas y servicios especia-
lizados y demás normatividad aplicable.

Cuarta. las Comisiones Unidas de Desarrollo Rural y Es-
tudios Legislativos del Senado de la República, retoman el
espíritu incluyente de la propuesta aprobada por esta comi-
sión dictaminadora y consideran procedente precisar que
los representantes de las organizaciones nacionales rurales
del sector social y privado y otros actores rurales, tales co-
mo las organizaciones nacionales agroindustriales de co-
mercialización y por rama de producción agropecuaria, los
comités de los Sistemas-Producto; las instituciones de edu-
cación e investigación y los organismos no gubernamenta-
les, para estar en condiciones de participar con voz y voto
en todas y cada una de las sesiones de instancias colegia-
das como los consejos estatales, distritales y municipales,
estando debidamente acreditadas. 

Quinta. Cabe destacar que en la propuesta aprobada por
esta Comisión, remitida al Senado de la República, se in-
corporaba la disposición que establecía que para integrar
los consejos estatales, distritales y municipales, los agentes
de la sociedad rural debían estar debidamente acreditados,
haciendo mención de ello en los párrafos primero, segundo
y tercero del artículo 25 de la Ley de Desarrollo Rural Sus-
tentable. 

A este respecto, la colegisladora en su carácter de Cámara
revisora propuso incorporar en un párrafo cuarto en el pre-

citado artículo, que para la integración de los consejos es-
tatales, distritales y municipales, los representantes de las
organizaciones sociales y privadas de carácter económico
y social del sector rural deberán estar debidamente acredi-
tados en los términos de la normatividad aplicable. 

Sexta. Una vez valoradas las adecuaciones propuestas por
la colegisladora, esta comisión dictaminadora consideró
que las aportaciones del Senado de la República son con-
gruentes con la técnica legislativa, toda vez que coadyuvan
a brindar claridad y uniformidad en la estructura de la Ley
de Desarrollo Rural Sustentable, por lo que resultan proce-
dentes. 

Por lo antes expuesto, y para los efectos del artículo 72, frac-
ción A, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, los integrantes de la Comisión de Desarrollo
Rural de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
de la LXI Legislatura, someten a la consideración del pleno
de esta honorable asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona el párrafo cuarto al artí-
culo 25 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable 

Artículo Único. Se adiciona el párrafo cuarto al artículo 25
de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable y se recorren los
subsecuentes para quedar como sigue: 

Artículo 25. 

…

…

Los representantes de las organizaciones sociales y pri-
vadas de carácter económico y social del sector rural,
que integran los Consejos Estatales, Distritales y Muni-
cipales a los que se refiere el presente artículo deberán
estar debidamente acreditados en los términos de la
normatividad aplicable.

…

… 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 23 de noviembre de 2011.

La Comisión de Desarrollo Rural, diputados: Javier Bernardo Usa-
biaga Arroyo (rúbrica), presidente; Guillermina Casique Vences, María
Esther Terán Velázquez, Martín Enrique Castillo Ruz, Rogelio Manuel
Díaz Brown Ramsburgh, Hernán de Jesús Orantes López (rúbrica),
Carlos Luis Meillón Johnston (rúbrica), Julio Saldaña Morán (rúbrica),
Federico Ovalle Vaquera, secretarios; Esteban Albarrán Mendoza (rú-
brica), Héctor Elías Barraza Chávez (rúbrica), Sabino Bautista Con-
cepción, José Erandi Bermúdez Méndez (rúbrica), Felipe Borja Texo-
cotitla, Edgardo Chaire Chavero (rúbrica), María Hilaria Domínguez
Arvizu (rúbrica), Francisco Amadeo Espinosa Ramos, Alberto Esquer
Gutiérrez, Francisco Alberto Jiménez Merino (rúbrica), Gerardo Ley-
va Hernández (rúbrica), Fermín Montes Cavazos, Alba Leonila Mén-
dez Herrera (rúbrica), Avelino Méndez Rangel (rúbrica), Norma Leti-
cia Orozco Torres (rúbrica), Luis Félix Rodríguez Sosa, Víctor Roberto
Silva Chacón, Emiliano Velázquez Esquivel (rúbrica), Rolando Zubia
Rivera.»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:Tiene
el uso de la palabra, para hablar en pro del dictamen, hasta
por tres minutos, el diputado Edgardo Chaire Chavero, del
Partido Acción Nacional.

El diputado Edgardo Chaire Chavero: Con el permiso de
la presidencia. Compañeros y compañeras diputados, los di-
putados del PAN votaremos a favor de este dictamen y apro-
vecho la oportunidad para felicitar a la Comisión de Desa-
rrollo Rural por su trabajo, ya que se rescata la inquietud del
diputado promovente y mediante el estudio y análisis de las
modificaciones propuestas por la colegisladora, es posible
que tengamos un dictamen positivo el día de hoy.

El proyecto de decreto en comento busca garantizar que en
la formación de las instancias colegiadas, de planeación es-
tatales, distritales y municipales se mantenga el espíritu de
la planeación democrática y participativa que mandata la
Ley de Desarrollo Rural Sustentable. Dicha legislación se
refiere a este tipo de instancias como espacios para la par-
ticipación de los productores y demás agentes de la socie-
dad rural, de tal forma que su participación en la planea-
ción y definición de prioridades para el desarrollo rural
sustentable es fundamental.

Entre las organizaciones nacionales del sector social, pri-
vado, rural, se encuentran las agroindustriales de comer-
cialización y por rama de producción agropecuaria, además
de los comités de sistemas de producto, instituciones de
educación e investigación y organismos no gubernamenta-
les.

El tema tiene importancia, en el sentido de la conformación
de dichos consejos sede en el marco de la pluralidad que
representa la integración del Consejo Mexicano para el De-
sarrollo Rural; es decir, que los representantes tengan la
obligación de demostrar la debida acreditación en términos
de Ley de Desarrollo Rural, en lo que se refiere a organis-
mos, instancias de representación, sistemas y servicios es-
pecializados y demás normatividad aplicable.

Lo anterior fue valorado por la Comisión de Desarrollo Ru-
ral, dando como resultado que las modificaciones propues-
tas contribuyen a dar claridad e igualdad en la estructura de
desarrollo rural; en ese sentido, las modificaciones resultan
procedentes. Es cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, diputado. Tiene la palabra, el diputado Fede-
rico Ovalle Vaquera, del Partido de la Revolución Demo-
crática.

El diputado Federico Ovalle Vaquera: Con su permiso,
señor presidente. Compañeras y compañeros diputados,
vengo a expresar el voto de la bancada del PRD a favor de
esta iniciativa, de este decreto; porque desde el punto de
vista de nosotros corrige diversos vicios que se han venido
acreditando en la integración de los consejos estatales, en
los distritales y en los propios de los municipios en la inte-
gración de estos consejos. 

Sin duda alguna, el definir con toda claridad y precisión la
acreditación para ser parte del consejo estatal, del consejo
distrital o del consejo municipal obliga a las organizacio-
nes a tener determinada representación, y a eso se refiere la
minuta del Senado, a eso se refiere la resolución de la Co-
misión de Desarrollo Rural.

En el pasado reciente, siendo esta instancia de representa-
ción una instancia que se encarga de la planeación y de la
participación de los agentes en el desarrollo rural, se pres-
taba a muchos vicios, porque muchos integrantes de los
consejos podían serlo sin ninguna acreditación y ello hacía
que los consejos, desde el Consejo Mexicano para el Desa-
rrollo Rural Sustentable, los Consejos en los estados, más
aún los consejos municipales y los distritales se integraran
a modo de las autoridades que lo representan, para tomar
muchas decisiones muchas veces que no tenían que ver con
el objeto de su actuación, de su representación.

Por eso esta modificación que obliga a la acreditación, que
quiere decir tener determinada presencia, representación,
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funciones sustantivas y que tienen que ver con el desarro-
llo rural, nos parece que es altamente positivo.

Por ello, les invito a que podamos votar a favor de este dic-
tamen. Muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, señor diputado. De conformidad con el artículo 109,
agotada la lista de oradores, pido a la Secretaría consulte a
la asamblea, en votación económica, si se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general y en lo particular el
dictamen.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Por instrucciones de la Presidencia, en votación económi-
ca se consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra su-
ficientemente discutido en lo general y en lo particular. Las
diputadas y los diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo, gracias. Las diputadas y los diputados
por la negativa. Mayoría por la afirmativa, señor presiden-
te.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido. Pido a la Secretaría abra el siste-
ma electrónico, por tres minutos, para proceder a la vota-
ción en lo general y en lo particular.

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, nume-
ral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el
sistema electrónico, por tres minutos, para proceder a la
votación en lo general y en lo particular en un solo acto.

(Votación)

Ciérrese el sistema electrónico de votación. Señor presi-
dente, se han emitido un total de 263 votos en pro, 0 en
contra y 4 abstenciones.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 263 votos
el proyecto de decreto que adiciona el párrafo cuarto al
artículo 25 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable.
Pasa al Ejecutivo, para sus efectos constitucionales.

LEY DE SEGURIDAD NACIONAL

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la discusión del dicta-
men con proyecto de decreto que adiciona las fracciones
IX y X al artículo 57 de la Ley de Seguridad Nacional. 

La Secretaria diputada Guadalupe Pérez Domínguez:
«Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública, con pro-
yecto de decreto que adiciona las fracciones IX y X al artí-
culo 57 de la Ley de Seguridad Nacional

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Seguridad Pública de la LXI Legislatura
fue turnada el pasado 17 de agosto de 2011, para estudio y
dictamen, la iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforman los artículos 56 y 57 de la Ley de Seguridad
Nacional. 

Esta comisión, con fundamento en lo dispuesto en los artí-
culos 39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, y 80, 81, 82, 84, 85,
88, 89, 173 y 174 del Reglamento de la Cámara de Diputa-
dos, se avocó al análisis de la iniciativa descrita, al tenor de
los siguientes

Antecedentes

I. Con fecha 17 de agosto de 2011, el diputado Juan Jo-
sé Guerra Abud, del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, haciendo uso de la facul-
tad que le confiere el artículo 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pre-
sentó al pleno de la Cámara de Diputados la iniciativa
con proyecto de decreto  por el que se reforman los ar-
tículos 56 y 57 de la Ley de Seguridad Nacional.

II. En la misma fecha, el presidente y demás integrantes
que conforman la Mesa Directiva de la Cámara de Di-
putados dispusieron que dicha iniciativa con proyecto
de decreto fuera turnada a la Comisión de Seguridad Pú-
blica para estudio y dictamen.

III. El 9 de noviembre de 2011, en sesión plenaria de la
Comisión de Seguridad Pública, este dictamen fue apro-
bado en sentido positivo por 17 votos a favor, 3 votos
en contra y 1 abstención.
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Contenido de la iniciativa con proyecto de decreto

1. El proponente menciona que la relación México-Estados
Unidos de América, en cuanto al combate de los delitos re-
lacionados con el crimen organizado, como son el trafico
de drogas y el de armas, es compleja, ya requiere de una
participación conjunta entre los distintos poderes, princi-
palmente entre el Ejecutivo y el Legislativo federales, el
primero por ser el encargado de conducir la política en ma-
teria internacional y el segundo, porque, en términos gene-
rales, le corresponde dar a aquel los instrumentos legales
que norman los criterios de su actualización, y en particu-
lar porque, corresponde a la Cámara de Senadores analizar
la política exterior y aprobar los tratados internacionales y
convenciones diplomáticas que suscriba el presidente de la
Republica, incluyendo los acuerdos de cooperación que en
materia de seguridad adopten ambos países. 

Considera que es necesario supeditar los acuerdos o trata-
dos que se suscriban en la materia a los intereses naciona-
les, más que a los compromisos, prioridades, visiones y re-
comendaciones de cualquier otra potencia extranjera. 

2. Se reconoce la importancia y enorme trascendencia de
las soluciones que ofrecen a los problemas comunes, la co-
operación internacional y ayuda reciproca. Sin embargo,
también existe la profunda convicción de que el marco de
apoyo binacional, por lo que respecta a México, debe en to-
dos los casos someterse a la aprobación del Senado de la
Republica, a la vigilancia y escrutinio, en cuanto a sus ac-
ciones y resultados de las instancias y mecanismos que la
Constitución y las leyes establecen como lo es el caso de la
comisión bicamaral, prevista en el capitulo único del título
cuarto de la Ley de Seguridad Nacional, denominado “Del
Control Legislativo”. 

3. Señala que su propuesta se encuentra encaminada a re-
formar el artículo 56 de la Ley de Seguridad Nacional a
efecto de que se amplíe el numero de sus integrantes de 6
a 10 legisladores, 5 senadores y 5 diputados del Congreso
de la Unión, lo que permitirá una conformación más plural
y representativa en la que participen, además de las tres
principales fuerzas políticas del país, representantes de los
grupos parlamentarios que conforman las minorías en el
Poder Legislativo federal. 

4. Por otra parte enfatiza la importancia que debe tener la
actuación de la comisión bicamaral, a lo cual propone re-
formar el artículo 56 de la citada ley para establecer que la

misma deberá sesionar de forma periódica, por lo menos
tres veces al año, a efecto de que pueda conocer de las ac-
ciones y medidas que adopte o vaya a adoptar el Ejecutivo
federal en materia de seguridad nacional y en todo caso,
poder emitir su evaluación, recomendación o propuesta
que en cada caso proceda. 

5. En este orden de ideas, a fin de fortalecer el marco de ac-
tuación que en materia de control legislativo corresponde
al Congreso de la Unión en materia de seguridad nacional,
se propone adicionar las fracciones IX a XII al artículo 57
de la Ley de Seguridad Nacional, para que la comisión bi-
camaral que conoce de la materia adquiera, además de las
atribuciones con que actualmente cuenta, las siguientes: 

– Conocer las políticas generales para la seguridad na-
cional. 

– Conocer el proyecto del Programa para la Seguridad
Nacional y emitir opinión al respecto. 

– Conocer los programas de cooperación internacional
que pretenda suscribir el Ejecutivo federal, a efecto de
verificar su estricto apego a las leyes nacionales.

– Convocar a cualquiera de los titulares de las depen-
dencias que integran el Consejo, a efecto de conocer las
acciones implementadas o por implementar en materia
de seguridad nacional. 

Con dichas atribuciones, el proponente busca que dicha co-
misión tenga una participación más activa, en materia de
seguridad nacional, sobre todo en lo que refiere a la adop-
ción que realice el Ejecutivo federal de programas de coo-
peración internacional, los cuales por su trascendencia de-
ben corroborar que los mismos se realicen dentro del
marco legal. 

6. Finalmente, considera que dicho esquema de participa-
ción y control parlamentario no estaría completo si la co-
misión bicamaral no cuenta con facultades para convocar a
los titulares de las dependencias que forman parte del Con-
sejo de Seguridad Nacional a fin de que, en los casos que
se requiera, den a conocer los datos y resultados de accio-
nes implementadas o que vayan a ser implementadas en
materia de seguridad nacional, desde luego bajo los crite-
rios de reserva y secrecía que la propia ley impone. 
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Consideraciones

Primera. La Comisión de Seguridad Pública realizó el es-
tudio y análisis de los planteamientos contenidos en la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto, a fin de valorar y
dilucidar el presente dictamen. 

Segunda. El objetivo de la presente iniciativa es reformar
los artículos 56 y 57 de la Ley de Seguridad Nacional, a fin
de aumentar el número de integrantes que conforman la
Comisión Bicamaral de Seguridad Nacional para que de
esta manera se encuentren representados la totalidad de los
grupos parlamentarios que conforman el Poder Legislativo
federal en la mencionada comisión bicamaral. Asimismo,
busca otorgarle cuatro atribuciones adicionales a las ya
mencionadas en la Ley de Seguridad Nacional con la fina-
lidad de que esta comisión tenga una participación más ac-
tiva logrando de esta manera un efectivo control legislati-
vo por parte del Congreso de la Unión en materia de
seguridad nacional. 

Tercera. El artículo 21, párrafo noveno, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que la
seguridad pública es una función a cargo de la federación,
el Distrito Federal, los estados y los municipios, que com-
prende la prevención de delitos; la investigación y perse-
cución para hacerla efectiva, así como la sanción de las in-
fracciones administrativas en los términos de la ley, en las
respectivas competencias que la Constitución señala. En el
artículo 73, fracción XXIX-M, del ordenamiento legal en
cita, establece como facultad del Congreso el expedir leyes
en materia de seguridad nacional, estableciendo los requi-
sitos y límites a las investigaciones correspondientes. 

Cuarta. Siguiendo este orden de ideas, la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos es la
encargada de establecer los lineamientos con los cuales se
conducirá la integración y funcionamiento del Poder Le-
gislativo de los Estados Unidos Mexicanos, depositado en
un Congreso General dividido en dos Cámaras. Dentro del
articulado del Titulo Segundo, ‘De la Organización y Fun-
cionamiento de la Cámara de Diputados se encuentra el ca-
pítulo cuarto, titulado “De la Junta de Coordinación Políti-
ca”, en el cual su numeral 34, inciso 1, subinciso c),
establece a su letra lo siguiente: 

Artículo 34

1. A la Junta le corresponden las atribuciones siguientes: 

a)…

b)…

c) Proponer al pleno la integración de las comisiones,
con el señalamiento de la conformación de sus respecti-
vas Mesas Directivas, así como la designación de dele-
gaciones para atender la celebración de reuniones inter-
parlamentarias con órganos nacionales de representación
popular de otros países o de carácter multilateral; con
respecto a estas reuniones, en los recesos, la Junta de
Coordinación Política podrá hacer la designación a pro-
puesta de su presidente;

d)…

Ahora, en cuanto a lo concerniente al Senado de la Repú-
blica, dentro del título tercero, del mismo ordenamiento le-
gal, denominado “De la Organización y Funcionamiento
de la Cámara de Senadores” establece en su artículo 82,
numeral 1, subinciso c), lo siguiente: 

Artículo 82

1. La Junta de Coordinación Política tiene a su cargo las
siguientes atribuciones: 

a)…

b)…

c) Proponer al pleno, a través de la Mesa Directiva, la
integración de las comisiones con el señalamiento de las
respectivas juntas directivas, así como a los Senadores
que integrarán la Comisión Permanente;

d)…

Derivado de lo anterior se puede apreciar que es una facul-
tad de las Juntas de Coordinación Política de ambas Cáma-
ras el designar a los integrantes de la comisiones. 

Quinta. Aunado a lo expuesto, dentro del artículo 43 del
ordenamiento legal en comento, el cual pertenece al título
segundo, “De la Organización y Funcionamiento de la Cá-
mara de Diputados”, encontramos en los numerales 3 y 4
lo siguiente: 
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Sección Segunda 
De su Integración 

Artículo 43

1… 

2…

3. Para la integración de las comisiones, la Junta de
Coordinación Política tomará en cuenta la plurali-
dad representada en la Cámara y formulará las pro-
puestas correspondientes, con base en el criterio de
proporcionalidad entre la integración del pleno y la
conformación de las comisiones.

4. Al proponer la integración de las comisiones, la Jun-
ta postulará también a los diputados que deban presidir-
las y fungir como secretarios. Al hacerlo, cuidará que su
propuesta incorpore a los diputados pertenecientes a los
distintos grupos parlamentarios, de tal suerte que se re-
fleje la proporción que representen en el pleno, y to-
me en cuenta los antecedentes y la experiencia legislati-
va de los diputados.

…

Ahora bien, en cuanto a la integración de las Comisiones
del Senado de la República, la ley en comento establece en
su artículo 104, incisos 2 y 3, que establecen lo siguiente: 

Sección Segunda
De su Integración

Artículo 104

1… 

2. Para la integración de las comisiones, la Junta de
Coordinación Política tomará en cuenta la plurali-
dad representada en la Cámara y formulará las pro-
puestas correspondientes, con base en el criterio de
proporcionalidad entre la integración del pleno y la
conformación de las comisiones. Al efecto, los grupos
parlamentarios formularán los planteamientos que esti-
men pertinentes.

3. Al plantear la integración de las comisiones, la Junta
de Coordinación Política propondrá también a quienes

deban integrar sus juntas directivas. Al hacerlo, cuidará
que su propuesta incorpore a los senadores pertenecientes
a los distintos grupos parlamentarios, de forma tal que
se refleje la proporción que representen en el pleno.

De los párrafos aludidos se puede apreciar que los precep-
tos antes citados regulan la integración de las Comisiones
y al efecto establece, tanto en la Cámara de Senadores co-
mo en la de Diputados, que si bien es cierto que la Junta de
Coordinación Política es la facultada para proponer al ple-
no la integración de las Comisiones, también lo es que los
Grupos Parlamentarios tienen también la facultad de reali-
zar planteamientos al respecto, tomando siempre en cuenta
el principio de proporcionalidad en ellos establecido.

Por otra parte, dentro del cuerpo de estos artículos se en-
cuentra establecido que las Juntas de Coordinación Políti-
ca de ambas Cámaras, para la integración de las comisio-
nes tomaran en consideración la pluralidad representada en
sus respectivas Cámaras, con base en el criterio de propor-
cionalidad entre la integración del Pleno y la conformación
de las comisiones. 

Séptima. Por lo que respecta a los grupos parlamentarios
que integran la minoría en el Poder Legislativo federal, que
por su reducido número les es imposible tener representa-
ción en todas las comisiones, la legislación a que se ha he-
cho referencia establece, en el numeral 5 del artículo 43, lo
que a continuación se señala: 

Artículo 43

1 a 4…

5. En caso de que la dimensión de algún grupo par-
lamentario no permita la participación de sus inte-
grantes como miembros de la totalidad de las comi-
siones, se dará preferencia a su inclusión en las que
solicite el coordinador del grupo correspondiente.

…

Derivado de anterior se observa que es tarea del coordina-
dor del grupo parlamentario cuyo limitado número de inte-
grantes le impide tener una adecuada representación en la
totalidad de las comisiones, el realizar las acciones que
considere necesarias a fin de lograr la inclusión de sus
miembros en las Comisiones ya que, como se desprende de
la lectura del artículo mencionado, estos grupos parlamen-
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tarios tienen preferencia sobre aquellos que por su dimen-
sión no se encuentran en su misma situación. 

En este orden de ideas, esta comisión toma en considera-
ción el numeral 1 del artículo 43, así como el numeral 1 del
artículo 104 de la multicitada legislación, en los cuales es-
tablecen lo que a continuación se muestra: 

“Artículo 43

1. Las comisiones ordinarias se constituyen durante el
primer mes de ejercicio de la legislatura, tendrán hasta
treinta miembros y el encargo de sus integrantes será
por el término de la misma. Los diputados podrán per-
tenecer hasta tres de ellas; para estos efectos, no se com-
putará la pertenencia a las comisiones jurisdiccional y
las de investigación…”

“Artículo 104

1. Las comisiones ordinarias se constituyen durante el
primer mes de ejercicio de la Legislatura, tendrán hasta
quince miembros y el encargo de sus integrantes será
por el término de la misma. Ningún senador pertenece-
rá a más de cuatro de ellas…”

En ellos se fija el número máximo de comisiones a las cua-
les puede pertenecer un diputado o un senador, siendo has-
ta 3 comisiones en el primer caso y un máximo de 4 para
el segundo. Con lo cual se reafirma lo establecido en el nu-
meral 5 del artículo 43, ya que en el caso de grupos parla-
mentarios con un reducido número de integrantes, estos
tienen que escoger con cautela y al número de comisiones
en las que les interesa formar parte, ya que les resulta im-
posible lograr una representación en la totalidad de las co-
misiones ordinarias, especiales y bicamarales, haciendo así
uso de la preferencia que la misma ley les otorga para ser
integrantes de determinadas comisiones, ya que no pueden
exceder el número máximo de comisiones que la Ley mar-
ca para ser integrante. 

Derivado de las consideraciones anteriores, esta comisión
considera que la propuesta relativa a ampliar el número de
legisladores que integren dicha comisión bicamaral atenta
contra el principio de proporcionalidad establecido en el
contenido de los citados artículos de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos

Octava. Por otra parte, se propone reformar el artículo 56
con la finalidad de que se establezca a la Comisión Bica-

maral de Seguridad Nacional una periodicidad de sus se-
siones para que sean realizadas por lo menos tres veces al
año a efecto de que pueda conocer de las acciones y medi-
das que adopte o vaya a adoptar el Ejecutivo federal en ma-
teria de seguridad nacional y así emitir la evaluación, reco-
mendación o propuesta que sea procedente. 

Sin embargo, de conformidad con lo establecido en el artí-
culo 45, numeral 6, inciso d), el cual señala que correspon-
de a las comisiones sesionar por lo menos una vez al mes,
es de considerarse que la Comisión Bicamaral de Seguri-
dad Nacional debe de acatar lo establecido en el mencio-
nado artículo ya que la misma se constituye como repre-
sentante del Congreso de la Unión ante el Consejo de
Seguridad Nacional, por lo cual debe de apegarse a lo es-
tablecido en la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, máxime cuando en este orde-
namiento jurídico es en donde se encuentra el fundamento
para constituirse legal y legítimamente como comisiones
bicamarales, esto de conformidad con lo establecido en el
artículo 88 de la citada ley.

Sirven para robustecer lo expuesto con anterioridad, los
acuerdos publicados en la Gaceta Parlamentaria en los cua-
les se establece que las comisiones ordinarias, especiales y
bicamerales hacen del conocimiento de diversos temas
concernientes a sus sesiones ordinarias llevadas a cabo
mensualmente, específicamente el acuerdo publicado en la
Gaceta Parlamentaria, año XIII, número 2980, del miérco-
les 31 de marzo de 2010, en la cual dentro de su contenido
se puede observar el informe de actividades correspon-
diente al periodo marzo 2009-marzo 2010 de la Comisión
Bicamaral de Seguridad Nacional, en el cual textualmente
establece: 

“…2. Marco jurídico 

…

Por otra parte, y debido a que la Ley Orgánica y el
Reglamento del Congreso no hacen referencia expre-
sa al funcionamiento de la comisión, ésta ha aplicado
por analogía la normativa del Congreso en sus pro-
cesos parlamentarios, desde su instalación.

…

Aunado a lo anterior, en el informe correspondiente al pe-
riodo comprendido de marzo a septiembre de 2010 publi-
cado en la Gaceta Parlamentaria, año XIII, número 3129,
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de fecha lunes 1 de noviembre de 2010, establece en su
cuarto apartado denominado “Sesiones” lo siguiente: 

“...IV. Sesiones 

La Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, en el numeral 6 del artículo 45, es-
tablece que las comisiones legislativas deberán, entre
otras cosas, sesionar cuando menos una vez al mes.

En el primer semestre de ejercicio de la presidencia, la
comisión celebró seis sesiones para atender los asuntos
de su competencia:

• 10 de marzo, decimoctava ordinaria.

• 6 de abril, decimonovena ordinaria.

• 12 de mayo, visita de trabajo al Cisen.

• 9 de junio, vigésima ordinaria.

• 7 de julio, vigésima primera ordinaria.

• 26 de agosto, vigésima segunda ordinaria…”

Por lo cual, a menos que se reforme el numeral en cuestión
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, a efecto de modificar la periodicidad
con la que se deben reunir las comisiones, se considera im-
procedente la propuesta del iniciante en cuanto a la perio-
dicidad de las sesiones a celebrar por parte de la Comisión
Bicamaral de Seguridad Nacional.

Novena. En cuanto al fortalecimiento del marco de actua-
ción que en materia de control legislativo corresponde al
Congreso de la Unión en materia de seguridad nacional, el
iniciante propone la adición de las fracciones IX, X XI y
XII al artículo 57 de la Ley de Seguridad Nacional, para
que la comisión bicamaral que conoce de la materia ad-
quiera, además de las atribuciones con que cuenta, las que
a continuación se enuncian: 

IX. Conocer las políticas generales para la seguridad na-
cional. 

X. Conocer el proyecto del Programa para la Seguridad
Nacional y emitir opinión al respecto. 

XI. Conocer los programas de cooperación internacio-
nal que pretenda suscribir el Ejecutivo federal, a efecto
de verificar su estricto apego a las leyes nacionales.

XII. Convocar a cualquiera de los titulares de las de-
pendencias que integran el Consejo, a efecto de conocer
las acciones implementadas o por implementar en mate-
ria de seguridad nacional 

Décima. Respecto a la fracción IX que se propone adicio-
nar, el iniciante es omiso en su exposición de motivos so-
bre lo que debe entenderse por “políticas generales”, con-
siderando que actualmente la Comisión Bicameral cuenta
con la posibilidad de conocer el Proyecto Anual de Agen-
da Nacional de Riesgos.

Décima Primera. En cuanto a la propuesta de adicionar la
fracción X a fin de que la Comisión Bicameral conozca y
opine el proyecto del Programa para la Seguridad Nacio-
nal, se considera que ésta es atendible, siendo incluida al
citado artículo como fracción IX, sin embargo, esta comi-
sión considera pertinente señalar que el ejercicio de dicha
facultad no debe tener el carácter de vinculante, pues
ello conllevaría a una invasión de el ámbito competencial
que constitucionalmente se encuentra establecido para el
Poder Ejecutivo federal como facultad exclusiva en cuanto
a salvaguardar la seguridad nacional. 

Décima Segunda. En relación con la adición de la fracción
XI, para que la comisión bicamaral conozca los programas
de cooperación internacional que pretenda suscribir el Eje-
cutivo federal, a efecto de verificar su estricto apego a las
leyes nacionales, el iniciante señala en su exposición de
motivos que “el planteamiento de la presente reforma, a
efecto de ampliar el margen de control que debe corres-
ponder al Poder Legislativo en materia de seguridad nacio-
nal, así como propiciar la transparencia y el ejercicio del
escrutinio de dicha soberanía, que debe prevalecer en los
acuerdos que suscriba el Poder Ejecutivo en materia de co-
operación internacional…”; dicha relación descrita por el
iniciante, que sin duda resulta compleja, requiere por parte
de nuestro país de una participación conjunta entre los dis-
tintos Poderes, principalmente entre el Ejecutivo y Legis-
lativo federales, el primero por ser el encargado de de con-
ducir la política exterior, y el segundo porque en términos
generales le corresponde darle a aquél los instrumentos le-
gales que norman los criterios de su actuación, y en parti-
cular por que corresponde a la Cámara de Senadores anali-
zar la política exterior del país y aprobar los tratados

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 6 de diciembre de 2011291



internacionales y convenciones diplomáticas que suscriba
el presidente de la República, incluyendo los acuerdos de
cooperación que en materia de seguridad adopte México
con otros países. De lo anterior, se desprende que la pre-
tensión del legislador es establecer un mayor control legis-
lativo respecto de los instrumentos internacionales que sus-
criba el presidente de la República, en materia de seguridad
nacional.

En este sentido, si bien es cierto que tal como se despren-
de del artículo 76 constitucional, es facultad exclusiva del
Senado de la República analizar la política exterior des-
arrollada por el Ejecutivo federal, así como aprobar los tra-
tados internacionales y convenciones diplomáticas que el
Ejecutivo federal suscriba; también lo es que de conformi-
dad con la Ley sobre la Celebración de Tratados, los acuer-
dos interinstitucionales gozan de diversa naturaleza jurídi-
ca que los tratados internacionales, ya que el acuerdo
interinstitucional es celebrado entre cualquier dependencia
u organismo descentralizado de la administración pública
federal, estatal o municipal y uno o varios órganos guber-
namentales extranjeros u organizaciones internacionales,
cualquiera que sea su denominación, sea que derive o no de
un tratado previamente aprobado. Lo anterior de conformi-
dad con el artículo primero de la Ley sobre la Celebración
de Tratados, que establece lo siguiente:

“Artículo 1o. La presente ley tiene por objeto regular la
celebración de tratados y acuerdos interinstitucionales
en el ámbito internacional. Los tratados sólo podrán ser
celebrados entre el gobierno de los Estados Unidos Me-
xicanos y uno o varios sujetos de derecho internacional
público. Los acuerdos interinstitucionales sólo po-
drán ser celebrados entre una dependencia u orga-
nismos descentralizados de la administración públi-
ca federal, estatal o municipal y uno o varios órganos
gubernamentales extranjeros u organizaciones inter-
nacionales.

…”

En esta tesitura, con la finalidad de dar viabilidad y evitar
invadir la esfera de facultades exclusivas del Senado de la
República, se propone la modificación del texto que nos
ocupa para ser agregado como fracción décima, al artículo
57 de la Ley de Seguridad Nacional, para quedar de la si-
guiente manera: 

“Artículo 57… 
…

X. Conocer los acuerdos interinstitucionales de coo-
peración internacional que suscriba el Ejecutivo fede-
ral en las materias que sean del ámbito de competen-
cia de la comisión bicamaral, a efecto de verificar su
estricto apego a las leyes nacionales…”

Décima Tercera. Por lo que respecta a la propuesta de adi-
cionar la fracción XII relativa a que la comisión bicamaral
pueda convocar a cualquiera de los titulares de las depen-
dencias que integran el Consejo de Seguridad Nacional a
efecto de conocer las acciones implementadas o por imple-
mentar en materia de seguridad nacional, esta comisión
considera que dicha inquietud ya se encuentra atendida a
través de los mecanismos que para tal efecto prevé el artí-
culo 93 constitucional, mismo que dispone lo siguiente: 

“Artículo 93. Los secretarios del Despacho, luego que
esté abierto el periodo de sesiones ordinarias, darán
cuenta al Congreso del estado que guarden sus respecti-
vos ramos.

Cualquiera de las Cámaras podrá convocar a los secre-
tarios de Estado, al procurador general de la República,
a los directores y administradores de las entidades pa-
raestatales, así como a los titulares de los órganos autó-
nomos, para que informen bajo protesta de decir verdad,
cuando se discuta una ley o se estudie un negocio con-
cerniente a sus respectivos ramos o actividades o para
que respondan a interpelaciones o preguntas.

Las Cámaras, a pedido de una cuarta parte de sus miem-
bros, tratándose de los diputados, y de la mitad, si se tra-
ta de los Senadores, tienen la facultad de integrar comi-
siones para investigar el funcionamiento de dichos
organismos descentralizados y empresas de participa-
ción estatal mayoritaria.

Los resultados de las investigaciones se harán del cono-
cimiento del Ejecutivo federal.

Las Cámaras podrán requerir información o documenta-
ción a los titulares de las dependencias y entidades del
gobierno federal, mediante pregunta por escrito, la cual
deberá ser respondida en un término no mayor a 15 dí-
as naturales a partir de su recepción.

El ejercicio de estas atribuciones se realizará de confor-
midad con la Ley del Congreso y sus Reglamentos.”
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Adicionalmente, es de indicar que el artículo 69 constitu-
cional relativo a la presentación el informe anual que debe
rendir el presidente de la República, también posibilita las
comparecencias de Secretarios de Estado, del procurador
general de la República y de los directores de las entidades
paraestatales ante el Congreso de la Unión al momento del
análisis del citado informe.

Por su parte, el artículo 23 de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal, prevé la obligación para los se-
cretarios de Estado de dar cuenta al Congreso de la Unión
del estado que guarden sus respectivos ramos, pudiendo in-
cluso ser citados por cualquiera de las Cámaras en los ca-
sos en que se discuta una ley o se estudie un negocio con-
cerniente a sus actividades, extendiendo dicha obligación
únicamente a los directores de los organismos descentrali-
zados y de las empresas de participación estatal mayorita-
ria, por lo cual, se considera improcedente la propuesta en
comento.

Finalmente, esta comisión considera oportuno recordar a
esta asamblea que actualmente se encuentra en período de
análisis y discusión en la Cámara de Diputados la minuta
enviada por el Senado de la República por la que se refor-
ma la Ley de Seguridad Nacional, a partir de la Iniciativa
del Ejecutivo federal, presentada a la Cámara de Senadores
el 23 de abril del 2009, la cual recoge, en su mayoría, los
planteamientos contenidos en la presente iniciativa

Con base en lo expuesto y fundado y para los efectos del
artículo 72, inciso A), de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, los diputados y diputadas inte-
grantes de las Comisiones de Justicia y de Seguridad Pu-
blica reconocen y concluyen que es procedente aprobar en
sentido positivo la presente iniciativa, por lo que someten
a consideración del pleno de esta honorable asamblea el si-
guiente proyecto de 

Decreto por el que se adicionan las fracciones IX y X al
artículo 57 de la Ley de Seguridad Nacional

Artículo Único. Se adicionan las fracciones IX y X, reco-
rriéndose la subsecuente en su orden, al artículo 57 de la
Ley de Seguridad Nacional para quedar como sigue:

Artículo 57. … 

I. a VII. …

VIII. Enviar al Consejo cualquier recomendación que
considere apropiada;

IX. Conocer el proyecto del Programa para la Segu-
ridad Nacional y emitir opinión al respecto, misma
que no tendrá el carácter de vinculante;

X. Conocer los acuerdos interinstitucionales de coo-
peración internacional que suscriba el Ejecutivo fe-
deral en las materias que sean del ámbito de compe-
tencia de la comisión bicamaral, a efecto de verificar
su estricto apego a las leyes nacionales; y

XI. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrara en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de noviembre de
2011.

La Comisión de Seguridad Pública, diputados: José Luis Ovando
Patrón (rúbrica), Manuel Ignacio Acosta Gutiérrez (rúbrica), María de
Jesús Aguirre Maldonado (rúbrica), Manuel Esteban de Esesarte Pes-
queira (rúbrica), J. Eduardo Yáñez Montaño (rúbrica), Sergio Gonzá-
lez Hernández (rúbrica), Bonifacio Herrera Rivera (rúbrica), Teresa del
Carmen Incháustegui Romero, Adriana Sarur Torre (rúbrica), Teresa
Rosaura Ochoa Mejía, Miguel Álvarez Santamaría (rúbrica), Salvador
Caro Cabrera (rúbrica), Víctor Hugo Círigo Vásquez, Jaime Fernando
Cárdenas Gracia (rúbrica en contra), Ernesto de Lucas Hopkins (rúbri-
ca), Jorge Fernando Franco Vargas, Lucila del Carmen Gallegos Ca-
marena (rúbrica en contra), Luis Alejandro Guevara Cobos, Aarón Irí-
zar López, Feliciano Rosendo Marín Díaz (rúbrica en contra), Manuel
Guillermo Márquez Lizalde (rúbrica), Rosi Orozco (rúbrica), Gustavo
Antonio Miguel Ortega Joaquín (rúbrica), Benigno Quezada Naranjo
(rúbrica), Liev Vladimir Ramos Cárdenas (rúbrica), Francisco Lauro
Rojas San Román (rúbrica en abstención), Arturo Santana Alfaro, Ri-
cardo Sánchez Gálvez, Alma Carolina Viggiano Austria (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: De
conformidad con el artículo 104, numeral 1, fracción V, es-
ta Presidencia otorga el uso de la palabra, hasta por tres mi-
nutos, en contra del dictamen, al diputado Jaime Cárdenas
Gracia.

El diputado Jaime Fernando Cárdenas Gracia: Gracias,
señor presidente. Compañeros diputados, compañeras di-
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putadas, en este dictamen nosotros nos hemos manifestado
ya en otras ocasiones respecto al mismo tema, en el senti-
do de que la Comisión Bicameral de Seguridad Nacional
debiera estar integrada por todos los grupos parlamentarios
y no solamente por los tres grupos parlamentarios mayori-
tarios.

Como sabemos, actualmente la Comisión Bicamaral de Se-
guridad Nacional solamente está representada por tres
fuerzas políticas y las minorías parlamentarias de la Cáma-
ra de Diputados y de Senadores no formamos parte de esta
Comisión bicamaral; esta es la primer objeción al dicta-
men.

Las siguientes objeciones al dictamen, dos más; una tiene
que ver con las escasas atribuciones que se conceden a la
Comisión Bicamaral para simplemente opinar respecto al
proyecto de programa para la seguridad nacional; estima-
mos los grupos parlamentarios, sobre todo el mío, el Gru-
po Parlamentario del Partido del Trabajo, que la Cámara de
Diputados, la Comisión Bicamaral debiera tener atribucio-
nes efectivas de control, de fiscalización a este programa
para la seguridad nacional.

Sin embargo, el dictamen solamente permite que la Comi-
sión Bicamaral opine respecto al programa para la seguri-
dad nacional y no para que realice observaciones, reco-
mendaciones, cambios, en fin, para que fiscalice y controle
debidamente al programa de seguridad nacional que pro-
pone los órganos de seguridad nacional del Poder Ejecuti-
vo de la Unión.

Finalmente, algo que nos preocupa mucho es la fracción X
del artículo 57 de la Ley de Seguridad Nacional, que pro-
pone este dictamen, en donde se propone simplemente que
la Comisión Bicamaral conocerá de los acuerdos interinsti-
tucionales, de cooperación internacional que suscriba el
Ejecutivo federal en las materias que sean del ámbito de
competencia de la Comisión Bicamaral de Seguridad Na-
cional.

Nosotros hemos considerado que los acuerdos interinstitu-
cionales son contrarios a la Constitución, que se trata de
tratados internacionales que deben ser aprobados por el Se-
nado de la República, que deben estar sujetos a un mayor
control por parte del Poder Legislativo federal y no sola-
mente que se trata de acuerdos interinstitucionales, en don-
de el Poder Legislativo solamente opina, pero no aprueba
estos acuerdos interinstitucionales.

Por estas razones, mi voto será en contra de estas reformas
y propuestas al artículo 57 de la Ley de Seguridad Nacio-
nal; por su atención, muchas gracias, compañeros diputa-
dos, compañeras diputadas.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, señor diputado. Tiene la palabra el diputado
Juan José Guerra Abud, hasta por tres minutos, para hablar
en pro del dictamen.

El diputado Juan José Guerra Abud: Gracias, presiden-
te. Colegas, muy buenas tardes, la verdad es que estoy con-
vencido y creo que todos en esta sala lo estamos, de la ne-
cesidad de rendir cuentas; los diputados, los senadores,
rendimos cuentas ante quienes nos eligieron y desde luego
que el Ejecutivo debe rendir cuentas ante los representan-
tes del pueblo, que somos los legisladores.

La propuesta que estoy haciendo, lo que pretende es forta-
lecer a la Comisión Bicameral de Seguridad; estoy con-
vencido que los temas de seguridad, por la importancia, por
las condiciones por las cuales está atravesando nuestro pa-
ís revierten particular importancia, pero también estoy con-
vencido que las estrategias que se tienen que seguir en ma-
teria de seguridad se tienen que manejar con toda la
discreción, con toda la confidencialidad, precisamente pa-
ra garantizar que los delincuentes no se encuentren de an-
temano y puedan de alguna manera contrarrestar las accio-
nes de seguridad que el gobierno tiene que emprender.

Es por eso que hice esta propuesta para fortalecer esta Co-
misión Bicameral, en donde inicialmente había propuesto
que se incrementara el número de integrantes; pasar de 3
diputados y 3 senadores, pasar a 5 diputados y 5 senadores,
precisamente para darle un poco más de espacio a las de-
más fuerzas políticas, a que pudieran participar de lo que
en este tipo de reuniones que lleva a cabo esta comisión se
trata.

También había propuesto fijar una periodicidad para que
esta comisión se estuviera reuniendo y estuviera trabajan-
do y al mismo tiempo había propuesto que algunas de las
decisiones que ahí se toman pudieran tener alguna relación
vinculante; sin embargo, estoy de acuerdo con el dictamen,
con las correcciones que le hace a mi iniciativa la Comi-
sión de Seguridad Pública para hacer algunos cambios y
que el dictamen quede en los siguientes términos.

Es modificar el artículo 57, que da atribuciones a esta co-
misión, para agregar:
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IX. Conocer el proyecto del programa de la seguridad na-
cional y emitir opinión al respecto, misma que no tendrá
carácter vinculante, y

X. Conocer los acuerdos interinstitucionales de coopera-
ción internacional que suscriba el Ejecutivo federal en ma-
teria que sea del ámbito de competencia de la Comisión Bi-
cameral, a efecto de verificar su estricto apego a las leyes
nacionales.

Colegas, estoy convencido que fortalecer la seguridad na-
cional garantizando la confidencialidad de las estrategias,
seguramente ayudará a nuestro país a superar muchos de
los problemas que enfrentamos. Gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, diputado. Tiene el uso de la palabra el dipu-
tado Liev Vladimir Ramos Cárdenas, del Partido Acción
Nacional, hasta por tres minutos, en pro del dictamen.

El diputado Liev Vladimir Ramos Cárdenas: Con su ve-
nia, señor presidente. Compañeras y compañeros legisla-
dores, a lo largo de la historia, México ha enfrentado un
sinnúmero de obstáculos y cuya superación ha contribuido
a la construcción de una nación más próspera y fuerte.

Hoy nos enfrentamos a un fenómeno global, como lo es el
crimen organizado.; éste no es problema exclusivo de Mé-
xico, sino que es una problemática que afecta a todos los
países y que debe ser atendido por ellos, así como para el
caso de nuestra nación por las entidades federativas de
nuestro país.

La seguridad de nuestro territorio ha sido puesta en peligro
debido a que por años se permitió que las bandas delictivas
operaran y crecieran, fenómenos como la internacionaliza-
ción del crimen organizado lo han hecho más poderoso,
más peligroso, más lacerante.

La debilidad institucional, mostrada en algunos niveles del
gobierno como el municipal, impone la necesidad de en-
frentar al crimen con mejores instrumentos jurídicos, con
ingenio y compartiendo la responsabilidad, involucrando
así a todos los actores posibles en su respectiva esfera com-
petencial.

Es importante consolidar las instituciones del Estado me-
xicano y aún más, es de suma importancia hacerlas fuertes,
otorgándoles herramientas que les permitan dar la cara an-
te el crimen organizado.

Ante tales motivos, en este Congreso existe la Comisión
Bicamaral encargada del control y evaluación de las políti-
cas y acciones vinculadas con la seguridad nacional; esta
comisión constituye una postura del Congreso ante un te-
ma sensible por sus causas y efectos, representa un esfuer-
zo institucional que acompaña a los dictámenes aprobados
en la materia, que al ser encomiables no son suficientes.

Tiene como objeto principal contar con una visión estraté-
gica de las actividades de inteligencia, aportar a la política
de seguridad nacional una visión amplia, orientar al forta-
lecimiento de las instituciones de nuestro país.

Con la aprobación de las adiciones propuestas en el dicta-
men, esta comisión tendrá la facultad de conocer el pro-
yecto del programa para la Seguridad Nacional, que emite
el Consejo de Seguridad Nacional y dar opinión respecto,
misma que no tendrá el carácter de vinculante, para evitar
una posible invasión de competencias al Poder Ejecutivo,
quien tiene conferida la facultad de salvaguardar la seguri-
dad nacional.

Asimismo, podrá conocer de los acuerdos interinstitucio-
nales —termino, presidente—, de cooperación internacio-
nal que suscribe el Ejecutivo, optimizará el control que el
Poder Legislativo deba realizar sobre los acuerdos interins-
titucionales que celebren cualquier dependencia u organis-
mo descentralizado.

Por ello, en Acción Nacional votaremos a favor del pre-
sente dictamen, en un esfuerzo por contribuir a la adecua-
ción de la legislación que permita fortalecer el tema de se-
guridad nacional. Cabe resaltar que aprobar este dictamen
es un llamado para que agotemos todos los medios posibles
para dictaminar las iniciativas pendientes.

Por todo lo anterior, compañeros legisladores, los exhorta-
mos a votar a favor del presente decreto. Gracias, presi-
dente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputado. Tiene la palabra la diputada María de Jesús
Aguirre Maldonado, del Partido Revolucionario Institucio-
nal, hasta por tres minutos, para hablar en pro del dicta-
men.

La diputada María de Jesús Aguirre Maldonado: Mu-
chas gracias, diputado presidente. Compañeras y compañe-
ros diputados, el proyecto de decreto que el día de hoy vo-
tamos, de la Comisión de Seguridad Pública, fue discutido

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Periodo, 6 de diciembre de 2011295



de manera amplia por todos los grupos parlamentarios ahí
representados.

Esta iniciativa fue presentada por el diputado Juan José
Guerra Abud, del Partido Verde Ecologista de México y el
Grupo Parlamentario del PRI lo votó a favor dentro de la
Comisión de Seguridad Pública y haremos lo mismo aquí
en el pleno de la Cámara de Diputados, porque estamos se-
guros que esta iniciativa, que esta reforma a nuestra Ley de
Seguridad Nacional es algo que beneficia y beneficia mu-
cho a México.

El actuar de las organizaciones criminales mexicanas se ha
caracterizado, en los últimos años, por el incremento de la
violencia y de sus operaciones dentro y fuera del país, lo
cual ha hecho imperativo desarrollar estrategias de coope-
ración internacional para alcanzar el objetivo de combatir
eficientemente a la delincuencia organizada trasnacional.

Esas medidas de cooperación internacional deben ser ob-
servadas por la Cámara de Senadores, según el artículo 76
constitucional, así como las estrategias de promoción y
protección de la seguridad nacional.

Esto último a través de la Comisión Bicamaral en la mate-
ria, la cual tiene sus atribuciones fundadas, según el artícu-
lo 57 de la Ley de Seguridad Nacional; sin embargo, dichas
facultades son insuficientes para alcanzar una real obser-
vancia de estos temas y sobre todo, para fomentar un me-
jor equilibrio de poderes.

Es fundamental que la seguridad nacional sea desarrollada
a través de una política de Estado, en la que participen ac-
tivamente los Poderes de la federación, como sucede en
cualquier nación democrática; por tal motivo, este dicta-
men tiene real importancia, pues tiene como finalidad esta-
blecer que la Comisión Bicamaral de Seguridad Nacional
conozca el proyecto del programa para la seguridad nacio-
nal y emitir una opinión al respecto, así como conocer los
acuerdos interinstitucionales de cooperación internacional
que suscriba el Ejecutivo federal en la materia.

Lo anterior permitirá una real observancia del programa de
Seguridad Nacional, con el objeto de que sea una política
de Estado que salvaguarde el interés nacional, respete las
leyes mexicanas y proteja la soberanía del país. Compañe-
ras y compañeros diputados, los invitamos a votar a favor
esa iniciativa que hoy la Comisión de Seguridad Pública
presenta en el pleno de la Cámara. Muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputada. Agotada la lista de oradores, le pido a la Se-
cretaría consulte a la asamblea, en votación económica, si
se encuentra suficientemente discutido en lo general.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si el dictamen se encuentra sufi-
cientemente discutido en lo general. Las diputadas y los di-
putados que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo,
gracias. Las diputadas y los diputados que estén por la ne-
gativa sírvanse manifestarlo. Señor presidente, es mayoría
por la afirmativa.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutido en lo general. Esta Presidencia in-
forma que de conformidad con el artículo 109 del Regla-
mento se ha reservado para su discusión la fracción IX del
artículo 57.

De conformidad con el artículo 110 del Reglamento, tiene
la palabra, por tres minutos, la diputada Teresa del Carmen
Incháustegui Romero, del Grupo Parlamentario del PRD,
para presentar su propuesta de modificación a la fracción
IX del artículo 57. No, exactamente igual que la otra vez,
se trata de un solo artículo.

La diputada Teresa del Carmen Incháustegui Romero:
Gracias, diputado presidente. Compañeras y compañeros,
oigo aquí que se señala que con estas modificaciones a los
artículos 56 y 57, de la Ley de Seguridad Nacional, se va a
hacer una política de Estado, se está dando un fortaleci-
miento también de la intervención del Poder Legislativo,
estamos caminando hacia un enfoque, en donde hay mucho
más participación de los legisladores.

Pero sinceramente veo que aquí estamos haciendo una re-
forma que efectivamente amplía el número de partidos y de
diputados que pueden estar presentes en la Comisión Bica-
maral y que también amplía de alguna manera las faculta-
des para que esté esta comisión informada de los acuerdos
de colaboración a los que llega el Ejecutivo con otros go-
biernos de países.

Pero no le veo dientes a esto y de nuevo estamos en las fi-
guras éstas de conocer, opinar, pero no tener efectivamen-
te una incidencia en la definición de la política nacional de
seguridad, que si queremos realmente que sea una política
de Estado debe incluir la opinión del Poder Legislativo.
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En este sentido mi propuesta, diputados, es que no hable-
mos, no dejemos las cosas a medias; siempre hacemos es-
tas modificaciones a veces de hacer cosas a medias y no de
plantear efectivamente cambios efectivos que realmente
den participación eficaz y efectiva al Poder Legislativo.

Mi propuesta es muy sencilla, únicamente que en lugar de
decir en la fracción IX, en donde dice que va a poder co-
nocer y opinar y sus opiniones no son vinculantes, es que
la opinión sea vinculante, una opinión, si no produce un
cambio en la orientación, ¿qué cosa es lo que estamos pi-
diendo? Nada más conocer; eso francamente, diputados, es
tener un Poder Legislativo eunuco, en una política que ver-
daderamente debe ser una política de Estado. Hagamos los
cambios completos. Muchas gracias.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputada. Consulte la Secretaría a la asamblea, en vo-
tación económica, si se considera suficientemente discuti-
da la propuesta de modificación de la fracción IX del
artículo 57.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: En
votación económica se pregunta a la asamblea si se consi-
dera suficientemente discutida la propuesta de modifica-
ción de la fracción IX del artículo 57. Las diputadas y los
diputados que estén por la afirmativa sírvanse manifestar-
lo, gracias. Las diputadas y los diputados que estén por la
negativa sírvanse manifestarlo. Señor presidente, mayoría
por la afirmativa.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Su-
ficientemente discutida. Consulte la Secretaría a la asam-
blea si se acepta la modificación a la fracción IX del artí-
culo 57, presentada por la diputada Teresa del Carmen
Incháustegui Romero.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Por
instrucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la asamblea si se acepta la modificación a la
fracción IX del artículo 57. Las diputadas y los diputados
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo, gracias.
Las diputadas y los diputados que estén por la negativa sír-
vanse manifestarlo. Señor presidente, mayoría por la nega-
tiva.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Se
desecha. En términos del artículo 112, numeral 1, pido a la
Secretaría abra el sistema electrónico, por tres minutos, pa-

ra proceder a la votación del dictamen en sus términos en
lo general y en lo particular.

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 144, numeral 2
del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sis-
tema electrónico, por tres minutos, para proceder a la vota-
ción en lo general y en lo particular en términos del dicta-
men.

(Votación)

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos: Se-
ñor presidente, le informo que se emitieron 236 votos a fa-
vor, 35 en contra y 4 abstenciones.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Aprobado en lo general y en lo particular por 236 votos
el proyecto de decreto que adiciona las fracciones IX y
X al artículo 57 de la Ley de Seguridad Nacional. Pasa
al Senado, para sus efectos constitucionales.

LEY FEDERAL DE ARMAS DE 
FUEGO Y EXPLOSIVOS

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: El
siguiente punto del orden del día es la discusión del dicta-
men con proyecto de decreto que reforma y adiciona los ar-
tículos 26 y 31 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Ex-
plosivos. 

La Secretaria diputada Laura Arizmendi Campos:
«Dictamen de la Comisión de Defensa Nacional, con pro-
yecto de decreto que reforma y adiciona los artículos 26 y
31 de la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos

Honorable Asamblea:

La Comisión de Defensa Nacional de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, LXI Legislatu-
ra, con fundamento en lo dispuesto en los párrafos 1, 2,
fracción VII, y 3 del artículo 39; párrafo 6 incisos e), f) y
g) y párrafo 7 del artículo 45 y demás relativos y aplicables
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, así como por los artículos 80;157, nu-
meral 1, fracción 1;158, numeral 1, fracción IV y 167, nu-
meral 4, del Reglamento de la Cámara de Diputados: so-
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mete a consideración de esta soberanía el presente dicta-
men bajo los siguientes

Antecedentes 

1. En sesión ordinaria celebrada el 14 de octubre de
2010, la diputada Marcela Guerra Castillo, del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional,
presentó iniciativa con proyecto de decreto, por el que
se reforman y adicionan diversos artículos de la Ley Fe-
deral de Armas de Fuego y Explosivos.

La presidencia de la Mesa Directiva dictó en misma fe-
cha el siguiente trámite: 

“Túrnese a la Comisión de Defensa Nacional”.

2. En sesión ordinaria celebrada el 11 de mayo de 2011,
la diputada Juanita Arcelia Cruz Cruz, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática,
presentó a nombre de la diputada María Araceli Váz-
quez Camacho, iniciativa con proyecto de decreto, que
adiciona una fracción al artículo 31 de la Ley Federal de
Armas de Fuego y Explosivos.

La presidencia de la Mesa Directiva dictó en misma fe-
cha el siguiente trámite: 

“Túrnese a la Comisión de Defensa Nacional”.

Contenido de las iniciativas

En relación a la iniciativa de la diputada Marcela Guerra
Castillo, en su exposición de motivos, el texto establece
que: 

• La propagación y el uso indebido de las armas de fue-
go que deriva muchas veces en violencia, es un proble-
ma que requiere de la cooperación y la coordinación de
todos los afectados por el problema, o responsables de
afrontar este asunto.

• En nuestro país, el tráfico ilegal de armas entró en una
creciente espiral que le permitió al crimen organizado,
principalmente a bandas de narcotraficantes, superar a
nuestras corporaciones policiales.

• La venta ilícita de armas está estrechamente vinculada
con actividades ilícitas del crimen organizado, como el
tráfico de drogas y el terrorismo. 

• Los esfuerzos por sacar de circulación las armas, son
parte importante de las estrategias para prevenir la vio-
lencia armada y reducir la inseguridad, entre ellos, la re-
colección voluntaria de armas de fuego.

En cuanto a la iniciativa de la diputada Juanita Arcelia
Cruz Cruz, el texto de la iniciativa establece que: 

• La violencia familiar es un asunto de interés público,
toda vez que su atención va directamente encaminada a
procurar el bienestar de la familia, evitar su desintegra-
ción y garantizar el respeto a la dignidad y derechos de
sus miembros. 

• La violencia en la familia constituye un factor crimi-
nológico importante.

• La violencia familiar, al constituirse como un agente
de erosión social, genera un impacto sustantivo en la in-
tegración social.

• La violencia contra la mujer en la familia es una vio-
lación a los derechos humanos.

• La violencia de género ha crecido durante los últimos
años, debido a la proliferación de armas en México, y
muchas mujeres mueren cada día en nuestro país a cau-
sa de esta problemática.

• El uso de un arma implica una obligación con la vida
y la sociedad, por lo que se debe evitar que seres vio-
lentos, tengan acceso a las armas.

• La violencia aumenta significativamente cuando se in-
volucra el uso de un arma, ya que aumenta las posibili-
dades de muerte 12 veces en comparación con otros me-
dios de violencia.

• Grave riesgo significa poseer armas en el domicilio,
cuando el fenómeno de la violencia familiar se encuen-
tra tan difundido, por lo que es necesario garantizar que
aquellos que han ejercido la violencia no puedan poseer
armas en el domicilio, así como tampoco obtener licen-
cias para portarlas.

Considerandos

Primero. Las dos iniciativas antes mencionadas se estu-
diaron de manera individual, y en virtud de que estas pro-
ponen modificaciones a la Ley Federal de Armas de Fuego
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y Explosivos, se consideró adecuado la elaboración de un
solo dictamen, con el fin de facilitar su procedimiento, y en
razón de que ambas iniciativas se consideran viables con
modificaciones.

Segundo. En cuanto a la iniciativa de la diputada Marcela
Guerra Castillo: 

Esta comisión considera de suma importancia el fin que
persigue la iniciativa de mérito, lo anterior, debido a que el
asunto en análisis es un problema de dimensiones interna-
cionales, tan es así que en el año 2001, la Organización de
las Naciones Unidas (ONU) estableció al 9 de julio como
Día Internacional de la Destrucción de Armas de Fuego,
con el propósito de fortalecer las campañas destinadas a la
recolección y destrucción de armas pequeñas.

Por lo anterior, todo programa o acción vinculada a la pre-
vención del delito mediante la disuasión del uso de armas,
que involucre a las autoridades competentes y fomente la
participación ciudadanía debe ser bienvenido. 

Coincidimos con la idea de que la portación irresponsable
de armas de fuego, ocasiona que se cometan crímenes ca-
da vez más violentos.

Sin embargo, debemos dejar claro, que el artículo 10 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
otorga el derecho a poseer armas en el domicilio, para la
seguridad y legítima defensa, con excepción de las prohi-
bidas por la ley.

En relación a reformar el artículo 5o., de la Ley Federal de
Armas de Fuego y Explosivos, la iniciativa propone lo si-
guiente: 

Artículo 5o. El Ejecutivo federal, los gobiernos de los
estados, del Distrito Federal y los ayuntamientos, reali-
zarán campañas educativas permanentes que induzcan a
reducir la posesión, la portación y el uso de armas de
cualquier tipo, de igual forma, la promoción y reali-
zación de campañas de recolección y donación de ar-
mas de fuego y municiones, estableciendo los incen-
tivos que permitan la entrega voluntaria de tales
materiales.

…

Al respecto, los artículos 2 y 4 de la ley en análisis esta-
blecen: 

Artículo 2o. La aplicación de esta ley corresponde a:

I. El presidente de la República; 

II. La Secretaría de Gobernación; 

III. La Secretaría de la Defensa Nacional, y 

IV. A las demás autoridades federales en los casos de su
competencia. 

Artículo 4o. Corresponde al Ejecutivo de la Unión por
conducto de las Secretarías de Gobernación y de la De-
fensa Nacional, dentro de las respectivas atribuciones
que esta ley y su reglamento les señalen, el control de
todas las armas en el país, para cuyo efecto se llevará un
Registro Federal de Armas.

Por su parte, los artículos 3/o, 4/o y 5/o, del Reglamento de
la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos estable-
cen: 

Artículo 3o. Las Secretarías de la Defensa Nacional y de
Gobernación, en sus respectivos ámbitos de competen-
cia, dictarán las medidas administrativas a que deberán
sujetarse las personas físicas o morales, de carácter pú-
blico o privado, para el cumplimiento de la ley, de los
ordenamientos supletorios a que la misma se refiere, y
de este reglamento 

Artículo 4o. Se establece el Registro Federal de Armas,
exclusivamente para las finalidades a que se refiere la
ley.

Artículo 5o. Las campañas educativas aludidas en el
artículo 5/o. de la ley, han de realizarse a través de
periódicos, revistas, radio, televisión, cinematógra-
fos, conferencias y otros medios de difusión perti-
nentes, así como en las instituciones docentes, princi-
palmente en las escuelas primarias y de enseñanza
media.

La planeación de esta actividad en el nivel nacional,
estará a cargo de la Secretaría de Educación Pública
en coordinación con las de Gobernación y de la De-
fensa Nacional.

Cabe señalar que el gobierno federal (a través de la Secre-
taría de la Defensa Nacional) en coordinación con los go-
biernos estatales y municipales, implementan acciones
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para que la ciudadanía entregue en forma voluntaria las ar-
mas que posea, sin el registro y la licencia correspondien-
te, a través de diversas campañas de recolección y dona-
ción de armas que son del dominio público.

Por lo anterior, esta comisión considera que la reglamenta-
ción vigente en la materia, ya contempla de manera implí-
cita lo propuesto en la iniciativa en estudio, por lo que la
propuesta de reforma se considera jurídicamente innecesa-
ria.

En cuanto a reformar el artículo 26 se propone:

Artículo 26. Las licencias particulares para la portación
de armas serán individuales para personas físicas, o co-
lectivas para las morales, y podrán expedirse cuando se
cumplan los requisitos siguientes:

I. En el caso de personas físicas: 

A. a D. 

E. No haber sido condenado por delito de violencia
familiar, conforme a lo dispuesto en los artículos 343
Bis y 343 Ter del Código Penal Federal.

F. No consumir drogas, enervantes o psicotrópicos, y 

G. Acreditar, a criterio de la Secretaría de la Defensa
Nacional, la necesidad de portar armas por 

a) La naturaleza de su ocupación o empleo; o 

b) Las circunstancias especiales del lugar en que viva; o 

c) Cualquier otro motivo justificado.

II. …

Se considera que la redacción propuesta en la iniciativa es
limitante o condicionante, ya que no todos los casos de vio-
lencia familiar que conozca la autoridad competente, son
ventilados ante los juzgados, y por ende no todos los res-
ponsables serán condenados a sufrir alguna pena privativa
de libertad.

Estas comisiones dictaminadoras tienen presente que la
ley, al atender el principio de generalidad, regula y rige si-
tuaciones de esa naturaleza, lo cual consideramos no se ob-

serva en las propuestas de reforma de la iniciativa en estu-
dio.

Consideramos que la propuesta únicamente contempla los
delitos observados en el capítulo octavo, correspondiente a
violencia familiar, del Código Penal Federal, por lo que la
redacción propuesta no cumple con el principio de genera-
lidad de la ley, que debe imperar en los ordenamientos dic-
tados por la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos. 

Abundando en los argumentos, el artículo 9o. del Código
Penal Federal establece lo siguiente:

Artículo 9o. Obra dolosamente el que, conociendo los
elementos del tipo penal, o previendo como posible el
resultado típico, quiere o acepta la realización del hecho
descrito por la ley, y 

Obra culposamente el que produce el resultado típico,
que no previó siendo previsible o previó confiando en
que no se produciría, en virtud de la violación a un de-
ber de cuidado, que debía y podía observar según las
circunstancias y condiciones personales.

Así entonces, se considera que es el obrar doloso, lo que
debe tipificarse en la redacción de la propuesta, ya que la
persona a sabiendas que lo está haciendo, viola la ley con
sus actos. 

Por lo anteriormente expuesto, esta comisión considera que
la propuesta es de aprobarse, pero no en sus términos, sino
sugiere modificar su redacción para respetar el principio
aludido en párrafos precedentes, y a su vez abarcar a las ac-
ciones delictivas de la manera más amplia posible, en be-
neficio de la sociedad en su conjunto, y por considerar de
suma valía el fin que persigue la iniciativa en análisis.

Por lo que respecta a la adición al artículo 57, se propone
en la iniciativa en estudio:

“Artículo 57. ...

Cuando los artículos de importación o exportación
excedan de la cantidad, o no coincidan con las espe-
cificaciones mencionadas en el permiso expedido por
la secretaría, su representante lo comunicará a dicha
dependencia para que ésta resuelva sobre las irregu-
laridades observadas. Las aduanas, en estos casos,
no permitirán el retiro del dominio fiscal o que la
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mercancía salga del país, hasta en tanto no reciban y
resuelvan las observaciones y recomendaciones co-
rrespondientes de la propia secretaría”.

Es importante tener claro que las normas jurídicas se rela-
cionan dentro de un sistema, sobre la base del principio de
jerarquía, ya que la norma inferior recibe su validez de la
superior hasta llegar a la Constitución.

Así entonces, el reglamento es una de las fuentes del dere-
cho interno, formando parte del ordenamiento jurídico.

La potestad reglamentaria es la prerrogativa por la que las
administraciones públicas pueden crear normas con rango
reglamentario, es decir, normas subordinadas a las leyes,
ya sean reglamentos, decretos o instrucciones.

Los reglamentos son la consecuencia de las competencias
propias que el ordenamiento jurídico concede a la adminis-
tración pública, para la ejecución de una ley, y su redacción
corresponde tradicionalmente al Poder Ejecutivo, con el fin
de desarrollar las leyes, y generar la operatividad del go-
bierno.

La pirámide kelseniana, (que sirve para reflejar la idea de
validez de las normas) del jurista, político y filósofo del de-
recho austríaco Hans Kelsen, categorizo las normas, desde
un estado superior a otro inferior, ubicando en este último
a los reglamentos, porque hay más reglamentos que leyes.

En distinto orden de ideas, el artículo 133 constitucional
establece lo siguiente:

Artículo 133. Esta Constitución, las leyes del Congreso
de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que

estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se ce-
lebren por el presidente de la República, con aprobación
del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión. Los
jueces de cada estado se arreglarán a dicha Constitu-
ción, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en
contrario que pueda haber en las constituciones o leyes
de los estados. 

Así entonces, la Constitución y el resto de normas, emana-
das de ella (reglamentos) son jurídicamente obligatorios.

Del estudio de la iniciativa, podemos establecer que lo pro-
puesto por la legisladora ya se encuentra contemplado en el
artículo 66 del Reglamento de la Ley Federal de Armas de
Fuego y Explosivos que establece:

“Artículo 66. Cuando los artículos de importación o ex-
portación excedan de la cantidad, o no coincidan con las
especificaciones mencionadas en el permiso expedido
por la secretaría, su representante lo comunicará a dicha
dependencia, para que ésta resuelva sobre las irregulari-
dades observadas. Las aduanas, en estos casos, no per-
mitirán el retiro del dominio fiscal o que la mercancía
salga del país, hasta que no reciban las indicaciones co-
rrespondientes de la propia secretaría”.

De la interpretación del artículo 66 mencionado, podemos
determinar la existencia de una actuación de la Secretaría
de la Defensa Nacional en coordinación con las aduanas
del país.

A mayor razonamiento, el artículo 65 del reglamento de
mérito establece:

Artículo 65. La intervención del representante de la se-
cretaría a que se contrae el artículo 57 de la ley, tendrá
por objeto comprobar que los efectos importados o por
exportar, corresponden a los anotados en el permiso res-
pectivo.

Así entonces, se considera innecesaria la adición propuesta,
ya que únicamente se traslada lo estipulado en el reglamen-
to de mérito·a la ley correspondiente, cuando lo establecido
en un reglamento también es obligatorio jurídicamente.

Por último, el artículo 57 de la ley de merito, en corres-
pondencia con el artículo 65 del multicitado reglamento,
tácitamente implica que desde el momento en que las ar-
mas o municiones no sean las especificadas en el permiso
correspondiente, el poseedor las estaría introduciendo en
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forma ilegal al país, conducta tipificada como delito, de
conformidad a lo establecido por los artículos 84, 84 Bis y
84 Ter de la ley en análisis, y que establecen:

Artículo 84. Se impondrá de cinco a treinta años de pri-
sión y de veinte a quinientos días multa:

I. Al que participe en la introducción al territorio nacio-
nal, en forma clandestina, de armas, municiones, cartu-
chos, explosivos y materiales de uso exclusivo del Ejér-
cito, Armada y Fuerza Aérea o sujetos a control, de
acuerdo con esta ley;

II. Al servidor público, que estando obligado por sus
funciones a impedir esta introducción, no lo haga.

Además, se le impondrá la destitución del empleo o car-
go e inhabilitación para desempeñar cualquier cargo o
comisión públicos, y 

III. A quien adquiera los objetos a que se refiere la frac-
ción I para fines mercantiles.

Artículo 84 Bis. Al que introduzca al territorio nacional
en forma clandestina armas de fuego de las que no están
reservadas para el uso del Ejército, Armada y Fuerza
Aérea, se le impondrá de tres a diez años de prisión. 

Al residente en el extranjero que por primera ocasión in-
troduzca una sola arma de las referidas en el párrafo an-
terior, únicamente se le impondrá sanción administrati-
va de doscientos días multa y se le recogerá el arma
previa expedición del recibo correspondiente. Cuando a
la persona a quien se le haya recogido el arma salga del
país, se le devolverá el arma previa entrega del recibo
correspondiente.

Artículo 84 Ter. Las penas a que se refieren los artícu-
los 82, 83, 83 Bis, 83 Ter, 83 Quáter, 84 y 84 Bis de es-
ta ley se aumentarán hasta en una mitad cuando el res-
ponsable sea o haya sido servidor público de alguna
corporación policial, miembro de algún servicio privado
de seguridad o miembro del Ejército, Armada o Fuerza
Aérea en situación de retiro, de reserva o en activo.

Tercero. En relación a la iniciativa de la diputada Juanita
Arcelia Cruz Cruz:

Para el Poder Legislativo, es una prioridad la protección de
los derechos humanos en el marco de las reformas consti-
tucionales en la materia. 

Coincidimos plenamente en el hecho de que los derechos
fundamentales en todo momento deben privilegiarse, cuan-
do estos se vean afectados.

En este orden de ideas, en el mes de julio de este año, la Se-
cretaría de la Defensa Nacional y la Oficina de la Alta Co-
misionada de las Naciones Unidas para los Derechos Hu-
manos, firmaron el Procedimiento para la Ejecución del
Plan de Trabajo Conjunto, a fin de concretar el asesora-
miento y la asistencia que se requiere en la materia, así co-
mo el seguimiento a situaciones específicas.

Estimamos que la Secretaría de la Defensa Nacional, cons-
tantemente refrenda su compromiso en relación a promo-
ver y fortalecer la cultura de respeto a los derechos huma-
nos, a fin de generar los vínculos necesarios con la
sociedad civil; tanto con acciones ejecutivas, como en su
respaldo al perfeccionamiento legislativo al marco norma-
tivo en la materia.

Por último, consideramos que las relaciones de género en-
contrarán igualdad, más allá de cambios legislativos de ca-
rácter impositivo, y con base en su construcción social e
histórica, cuando principalmente la educación familiar so-
cialice la equidad en las relaciones entre mujeres y hom-
bres, es decir la inclusión; por medio de la libre aceptación
de conductas cualitativas entre las personas, independien-
temente de su sexo o género, para con ello eliminar gra-
dualmente la producción y reproducción de la discrimina-
ción. Las conductas, para que se conviertan en hábitos,
deben aceptarse libremente por el individuo, y es precisa-
mente el mejorar los hábitos de conducta, el reto que como
sociedad en su conjunto tenemos.

En relación a la adición a una fracción IX al artículo 31 de
la Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos, se propo-
ne lo siguiente: 

Artículo 31. Las licencias de portación de armas podrán
cancelarse, sin perjuicio de aplicar las sanciones que
procedan, en los siguientes casos: 

I.- VIII. 

IX. Cuando sus poseedores ejerzan violencia contra
alguna mujer o contra algún miembro de la familia. 
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X. ... 

…

El principio de generalidad de la ley tiene como objetivo el
brindar derecho, y en su caso protección, a todas las perso-
nas en condiciones de igualdad. 

Esta comisión dictaminadora tiene presente que la ley de
merito, atiende el principio de generalidad, al regular y re-
gir situaciones de tal naturaleza, lo cual consideramos no
se observa en la propuesta de adición de la iniciativa en es-
tudio, y por las tanto es limitativa.

Consideramos que la propuesta únicamente contemplaría
los delitos observados en el capítulo octavo, correspon-
diente a violencia familiar, del Código Penal Federal, y a la
violencia por género, por lo que la redacción propuesta no
cumple con el principio de generalidad de la ley, que debe
imperar en los ordenamientos dictados por la Ley Federal
de Armas de Fuego y Explosivos. 

Abundando en los argumentos, el artículo 9o. del Código
Penal Federal establece lo siguiente: 

Artículo 9o. Obra dolosamente el que, conociendo los
elementos del tipo penal, o previendo como posible el
resultado típico, quiere o acepta la realización del hecho
descrito por la ley, y 

Obra culposamente el que produce el resultado típico,
que no previó siendo previsible o previó confiando en
que no se produciría, en virtud de la violación a un de-
ber de cuidado, que debía y podía observar según las
circunstancias y condiciones personales.

Así entonces, se considera que es el obrar doloso, lo que
debe tipificarse en la redacción de la propuesta, ya que la
persona a sabiendas que lo está haciendo, viola la ley con
sus actos, independientemente de sobre quien ejerza un de-
lito, sea hombre o mujer, miembro o no de su familia.

El dolo es un elemento del tipo penal que implica el cono-
cimiento del sujeto activo y voluntad de cometer una con-
ducta tipificada como delito. El dolo lleva implícito un
grado de peligrosidad del sujeto activo, aspecto éste que
debe ser valorado, en su caso, para cancelar la licencia de
portación de arma de una persona.

Estimamos que, en su caso, la causal para cancelar la por-
tación de armas debe tener un carácter más general, es de-
cir que no sólo se constriña a un acto de violencia contra
alguna mujer o contra algún miembro de la familia, sino a
la comisión de un delito doloso, con lo cual se amplía la
protección a todas las personas, incluyendo por supuesto a
la mujer o pareja del agresor o algún miembro de la fami-
lia.

Coincidimos plenamente con el argumento de que cuando
una persona tiene conductas violentas hacia su cónyuge, su
pareja, o hacia algún miembro de la familia; está reflejan-
do un grado de peligrosidad que debe tomarse en cuenta en
el procedimiento de cancelación o incluso en el relativo pa-
ra el otorgamiento de una licencia de portación de arma de
fuego.

Por lo anteriormente expuesto, y por considerar de suma
valía el fin que persigue la iniciativa en análisis, esta co-
misión considera que la propuesta es de aprobarse, pero no
en sus términos, sino sugiere modificar su redacción para
respetar el principio aludido en párrafos precedentes, y a su
vez abarcar a las acciones delictivas de la manera más am-
plia posible, en beneficio de la sociedad en su conjunto.

Consideramos que la nueva propuesta de redacción, atien-
de la valiosa inquietud que persigue la iniciativa en estu-
dio, sin jerarquizar, ni discriminar, y atendiendo al princi-
pio de generalidad de la ley.

Para dar congruencia en la propuesta que se somete a su
atención, se considera necesario adicionar un párrafo ante-
penúltimo a la fracción I, del artículo 26 de la ley de méri-
to, a efecto de que para expedir la licencia particular para
la portación de armas, los interesados deban cumplir no só-
lo con los requisitos establecidos en el propio artículo, si-
no los que se establezcan para tal fin, en la propia ley, su
reglamento o los dictados con base en esos ordenamientos,
condición que se encuentra establecida para el caso de la
cancelación de las mismas licencias. 

Por las consideraciones expuestas y para efectos de lo dis-
puesto en el artículo 72 fracción A de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión de De-
fensa Nacional somete a consideración de esta honorable
asamblea el siguiente proyecto: 
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Decreto por el que se reforma el inciso D, fracción I del
artículo 26, y se adicionan un penúltimo párrafo a la
fracción I del articulo 26 y una fracción IX, recorrién-
dose la subsecuente al artículo 31 de la Ley Federal de
Armas de Fuego y Explosivos

Artículo Único. Se reforma el inciso D, fracción I del artí-
culo 26, y se adicionan un penúltimo párrafo a la fracción
I del artículo 26 y una fracción IX, recorriéndose la subse-
cuente al artículo 31 de la Ley Federal de Armas de Fuego
y Explosivos, para quedar como sigue:

Artículo 26. ...

I. En el caso de personas físicas: 

A. a C. .... 

D. No haber sido sentenciado por delito doloso, o
culposo cometido con el empleo de armas.

E. y F. ...

Asimismo, el interesado deberá reunir los requi-
sitos establecidos en otras disposiciones de esta
ley, de sus reglamentos o las de la Secretaría de la
Defensa Nacional, dictadas con base en esos or-
denamientos.

…

II. ...

…

…

Artículo 31. ...

I. a VIII. ...

IX. Cuando sus poseedores sean sentenciados por de-
lito doloso, o culposo cometido con el empleo de ar-
mas;

X. 

…

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de octubre de 2011.

La Comisión de Defensa Nacional, diputados: Rogelio Cerda Pérez
(rúbrica), presidente; Roberto Albores Gleason (rúbrica), Miguel Ál-
varez Santamaría (rúbrica), Luis Alejandro Guevara Cobos, Bernardo
Téllez Juárez (rúbrica), Pablo Escudero Morales (rúbrica), Armando
Meza Castro (rúbrica), secretarios; Víctor Humberto Benítez Treviño,
Manuel Cadena Morales, Luis Carlos Campos Villegas (rúbrica), Artu-
ro Zamora Jiménez, Jorge Franco Vargas, Miguel Ángel Terrón Men-
doza (rúbrica), Francisco Alejandro Moreno Merino, Canek Vázquez
Góngora, José Antonio Yglesias Arreola (rúbrica), Jesús Ramírez Ran-
gel (rúbrica), Gabriela Cuevas Barron (rúbrica), Sergio Arturo Torres
Santos, Camilo Ramírez Puente (rúbrica), Adriana Fuentes Cortés (rú-
brica en abstención), Sergio Gama Dufour (rúbrica), José César Nava
Vázquez (rúbrica), Esthela Damián Peralta, Lorena Corona Valdés (rú-
brica), Juan Enrique Ibarra Pedroza (rúbrica en contra), Pável Díaz
Juárez (rúbrica en contra), Elsa María Martínez Peña (rúbrica).»

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Tie-
ne la palabra, por cinco minutos, la diputada Lorena Coro-
na Valdés para fundamentar dictamen, de conformidad con
el artículo 104, numeral 1, fracción II del Reglamento de la
Cámara de Diputados.

El diputado Juan Enrique Ibarra Pedroza (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Sí,
diputado.

El diputado Juan Enrique Ibarra Pedroza (desde la cu-
rul): Para comentarle que presenté para antes de la discu-
sión y del posicionamiento de la ciudadana diputada, una
moción suspensiva, en el sentido del diferimiento de la dis-
cusión. La registré en la Mesa Directiva.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Me
informa la Secretaría de Servicios Parlamentarios que esta
moción procede sólo después de que haya fundamentado la
diputada Corona Valdés el dictamen. Escucharemos a la
diputada y enseguida daremos cuenta de la moción. Ade-
lante, diputada.
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La diputada Lorena Corona Valdés: Con su venia, señor
presidente. Gracias, compañeros diputados, el día de hoy,
los integrantes de la Comisión de la Defensa Nacional po-
nemos a su consideración la aprobación de este dictamen,
que por un lado busca abatir el problema del tráfico de ar-
mas y por el otro, incide directamente en el problema de la
violencia social.

Durante los últimos años, el tráfico ilegal de armas se ha
incrementado exponencialmente, permitiendo al crimen or-
ganizado, principalmente a las bandas de narcotraficantes,
superar a nuestras corporaciones policiacas.

Asimismo, la propagación y el uso indebido de las armas
de fuego deriva muchas veces en violencia armada y éste
es un problema que no se puede resolver a través del es-
fuerzo aislado de las dependencias gubernamentales, agen-
cias o grupos de la sociedad civil; requiere de la coopera-
ción y coordinación de todos para afrontar este asunto.

Además, el fenómeno del tráfico ilícito de armas se acom-
paña de actitudes sociales que inciden en la vida de otros
ciudadanos, razón por la que se pretende incorporar la pro-
hibición de que se otorgue licencia de portación de armas a
la persona física que haya sido condenada por delito dolo-
so o culposo en el empleo de armas.

Se calcula que aproximadamente en todo el país hay 15 mi-
llones de armas; sin embargo, las cifras oficiales aseguran
que entre 1972 y 2001 se otorgaron cinco millones 443 mil
licencias de portación de armas.

No hay duda de que la venta ilícita de armas está estrecha-
mente vinculada con actividades del crimen organizado co-
mo el tráfico de drogas y el terrorismo; sin embargo, tam-
poco existe duda alguna de que aparejada a esta situación,
se encuentra el hecho de que fomenta la violencia intrafa-
miliar y en cualquier ámbito en el que exista un contexto
de violencia social como el que vivimos actualmente.

En consecuencia, el dictamen que sometemos a su consi-
deración es un ejemplo de institucionalizar la paz social,
pues además de incidir en la construcción de una cultura de
respeto, tolerancia y responsabilidad, representa una ac-
ción que es indispensable incorporar en nuestros ordena-
mientos jurídicos para adecuarlos a las nuevas circunstan-
cias sociales, económicas y políticas que imperan en el
país.

Por todo lo anterior, la comisión reitera el compromiso con
la justicia y paz social que tanto demanda el país; lo que
buscamos es que día a día transitemos hacia un México que
de manera eficaz elimine los resquicios normativos que ter-
minan por afectar la integración, el sano desarrollo y con-
vivencia que debe existir en nuestro país.

Defender y promover las reformas que promuevan y cons-
truyan la protección social contribuirá a que México cuen-
te con una sociedad más justa, democrática y pacífica. Es
cuanto, señor presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Gra-
cias, diputada. De conformidad con el artículo 122 del Re-
glamento, solicito a la Secretaría dé lectura a la moción
suspensiva.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Diputado
Emilio Chuayffet Chemor, presidente de la Mesa Directiva
de la honorable Cámara de Diputados. Con fundamento en
los artículos 114, numeral 1, fracción IX y 122 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, nos permitimos solici-
tar una moción suspensiva al dictamen de la Comisión de
Defensa Nacional con proyecto de decreto que reforma y
adiciona los artículos 26 y 31 de la Ley Federal de Armas
de Fuego y Explosivos, que aparece en el orden del día de
hoy, 6 de diciembre del 2011.

Le solicitamos esta moción suspensiva, en virtud de que
está por someterse a este pleno, una reforma integral en
materia de feminicidio, cuyo contenido está intrínsecamen-
te relacionado con el tema de la violencia intrafamiliar y la
posesión de armas de fuego.

Además, debido a que dicho dictamen altera totalmente el
sentido de la iniciativa con proyecto de decreto que adicio-
na una fracción al artículo 31 de la Ley Federal de Armas
de Fuego y Explosivos, presentada por la diputada Juanita
Arcelia Cruz Cruz, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática, que presentó a nombre de la
diputada María Araceli Vázquez Camacho.

Consideraciones. 

1. Estamos ante el hecho superviniente de la aprobación de
una reforma integral en materia de feminicidio en las Co-
misiones Unidas de Justicia y de Equidad y Género, la ini-
ciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones del
Código Penal Federal para tipificar el feminicidio, así co-
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mo el del Código de Procedimientos Penales y la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia para establecer las bases para una investigación con
la debida diligencia en los feminicidios.

El dictamen fue aprobado de forma unánime en las Comi-
siones Unidas de Justicia y de Equidad y Género, destaca
la reforma al Código Penal Federal para definir como fe-
minicidio al homicidio de carácter doloso de una mujer en
que:

a) La víctima sufra violencia sexual o lesiones degradantes,

b) Haya recibido amenazas o sido incomunicada antes de
morir, o

c) Cuyo cuerpo sea expuesto en un lugar público.

Dicha iniciativa va más allá del ámbito penal y sanciona
con pena de prisión e inhabilitación a aquellos funcionarios
públicos que sepan de un feminicidio y retrasen su atención
por acción u omisión.

Con la aprobación de esta reforma a nivel del Código Pe-
nal Federal, se impone un alto estándar en la legislación
penal sobre la materia y con ello se vuelve urgente que los
estados armonicen sus legislaciones; es decir, esta reforma
es punto de lanza para la aprobación de otras leyes conexas
a nivel federal y de las entidades federativas.

2. Hay una total falta de correspondencia entre el conteni-
do del dictamen de la Comisión de Defensa y la iniciativa
original presentada en la Comisión Permanente del Hono-
rable Congreso de la Unión, celebrada el 11 de mayo de
2011, por la diputada Juanita Arcelia Cruz Cruz, del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática,
presentó a nombre de la diputada María Araceli Vázquez
Camacho, iniciativa con proyecto de decreto que adiciona
una fracción al artículo 31 de la Ley Federal de Armas de
Fuego y Explosivos; fue turnada para dictamen a la Comi-
sión de Defensa Nacional.

Debe considerarse que en la Declaración sobre la Elimina-
ción de la Violencia contra la Mujer, la ONU define la vio-
lencia de género como todo acto que tiene como resultado
posible o real un daño físico, sexual o sicológico, incluidas
las amenazas, la coerción o la privación arbitraria de la li-
bertad, ya sea que ocurre en la vida pública o en la vida pri-
vada.

Por tal motivo, la iniciativa de las diputadas Juanita Cruz y
Araceli Vázquez, propone cancelar las licencias de aporta-
ción de armas cuando sus poseedores ejerzan violencia…

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Per-
dón, señor secretario. Les ruego prestar atención y guardar
silencio para escuchar la lectura de la moción que hace el
señor secretario. Gracias.

El Secretario diputado Balfre Vargas Cortez: Por tal
motivo, la iniciativa de las diputadas Juanita Cruz y Arace-
li Vázquez, propone cancelar las licencias de aportación de
armas cuando sus poseedores ejerzan violencia contra al-
guna mujer o algún miembro de su familia.

Las consideraciones del dictamen son erróneas, puesto que
no toman en cuenta el componente de agresión sicológica
que entraña en la violencia intrafamiliar y de género.

La Comisión de Defensa no atendió por tanto las implica-
ciones simbólicas y culturales de los temas de género; en
este sentido, hacer de la comisión de un delito doloso la
causal para cancelar el permiso para aportar un arma, sig-
nifica alterar una iniciativa que trasciende los actos indivi-
duales consumados susceptibles de sanción penal.

Por ello, es necesario que las políticas públicas y la legis-
lación se ubiquen en el terreno de la prevención para zan-
jar la reproducción de conductas por vías culturales, garan-
tizar la no repetición, construir derechos humanos
integrales y ejercer acciones afirmativas que revientan la
inequidad histórica que han sufrido las mujeres.

La iniciativa de reformas sobre feminicidio anteriormente
comentada, establece que la proporción de mujeres asesi-
nadas por armas de fuego, crece una tercera parte del 2006
al 2009. Asimismo, asienta que en nuestro país se cumpla
la tendencia existente en países con conflictos armados o
guerras intestinas en las que la violencia social se transmi-
ta a las comunidades, barrio, familias y parejas y que en
combinación con la proliferación de armas pequeñas, se
transforme en mayor violencia hacia las mujeres en todas
sus modalidades.

Debe recordarse que la iniciativa en materia de feminicidio
atiende en gran medida los resolutivos de la sentencia de la
Corte Interamericana de Derechos Humanos, caso Gonzá-
lez y otras contra México del 16 de noviembre de 2009,
mejor conocida como campo algodonero y derivada de los
feminicidios de Ciudad Juárez, Chihuahua.
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Por ello, a la luz de las reformas constitucionales, los dere-
chos humanos deben ser protegidos en todos los ámbitos en
la medida en que provean un mayor beneficio a la persona
por lo cual el legislador debe adoptar el criterio, incremen-
tar el de prevenir y sancionar la violencia de género, y fa-
cilitar que mediante el acto administrativo de revocar la li-
cencia de portación de arma de fuego se permite.

Por lo anteriormente expuesto, solicitamos que el dictamen
sea devuelto a la Comisión de Defensa Nacional para que
ésta realice las adecuaciones pertinentes en el plazo regla-
mentario y lo presente nuevamente a la consideración del
pleno. Es cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Mu-
chas gracias, señor secretario. ¿Alguno de los autores de la
moción quiere hacer uso de la palabra para fundamentarla?

El diputado Juan Enrique Ibarra Pedroza (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Diputado Ibarra.

El diputado Juan Enrique Ibarra Pedroza: Ciudadano
presidente; compañeras y compañeros, representantes de la
nación, me motivó el hacer esta moción suspensiva, que
acaban ustedes de escuchar, por diversas razones; una —y
lo dejo asentado—, porque me parece que el dictamen que
se nos presenta cercena y mutila sensiblemente las iniciati-
vas que habían presentado inicialmente dos compañeras le-
gisladoras nuestras del Partido de la Revolución Democrá-
tica: Juanita Cruz y Araceli Vázquez.

En el planteamiento original, en su afán del combate en
contra de la violencia intrafamiliar, en contra de las muje-
res y los feminicidios, la propuesta de ellas era en el senti-
do de acentuar las políticas preventivas, oportunas y por la
vía administrativa a quien incurriera en actos de violencia
en esos tópicos, el cancelarle el derecho de la posesión de
armas de fuego.

Esta iniciativa fue entreverada por otra que se presentó por
el Partido Revolucionario Institucional y el día de hoy ve-
mos un híbrido de dictamen, en donde para obsequiar esa
sanción de carácter administrativo tiene que mediar el que
haya sido la persona acusada, sentenciada por una autori-
dad jurisdiccional para que se le cancele ese derecho de la
posesión de armas de fuego; si estamos en un país en don-

de está acreditado que de los delitos que se denuncian sólo
el 3 por ciento son motivo de sentencia, estamos entonces
ante una estadística marginal, residual, testimonial, que en
nada va a contribuir a vencer y a contrarrestar ese azote,
que es la violencia intrafamiliar.

Además, hace días en la Comisión de Justicia y de Equidad
y Género señor presidente —y usted que es una gente, un
legislador sensible, llamamos la atención—, se acordó una
reforma integral para el combate a los feminicidios; ese es
otro motivo que nos anima a que este dictamen sea con-
templado, sea analizado a la luz de ese dictamen, que está
por llegar y ser puesto a la consideración de esta asamblea.

Por ello, solicitamos que este dictamen y esta votación se-
an diferidas, para que se analice de manera más integral
con el que recientemente, el pasado miércoles, se aprobó
en las Comisiones Unidas de Justicia y de Equidad y Gé-
nero. Muchas gracias.

El diputado Miguel Ángel García Granados: Presidente.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor:
Diputado García Granados, no hay discusión en este pun-
to; de acuerdo con el artículo 122, habla el autor o uno de
los autores. Ahora pregunto si alguien quiere hablar en
contra de la moción. Diputado Cerda.

El diputado Rogelio Cerda Pérez (desde la curul): Señor
presidente, he platicado con los miembros de la Junta Di-
rectiva de la Comisión de Defensa, comisión de donde
emerge esta propuesta de reforma; me están pidiendo le so-
licite que se posponga la votación de esta propuesta, de es-
ta reforma, a fin de que se socialice más el alcance, la me-
dida y la pretensión que se busca con la reforma y que no
tiene nada qué ver con la violencia familiar.

Solicitamos, por tanto, que la Presidencia posponga para la
próxima sesión de esta soberanía el dictamen que estamos
discutiendo.

El Presidente diputado Emilio Chuayffet Chemor: Creo
que estamos de acuerdo todos, porque de hecho ese es el
propósito de la moción suspensiva.

Pasamos a los dictámenes a discusión de proposiciones con
puntos de acuerdo, que es el siguiente punto del orden del
día.
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Informo a la asamblea que en cumplimiento del artículo 87
del Reglamento de la Cámara de Diputados, se encuentran
publicados en la Gaceta Parlamentaria los dictámenes con
puntos de acuerdo que a continuación se discutirán.

Proceda la Secretaría dar lectura a los encabezados de los
puntos de acuerdo.
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